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N O T A E D I T O R I A L

El “Modus Vivendi”, o sea el tratado celebrado p or el 
Ecuador con la Iglesia Católica para regular sus relaciones, 
logró el objetivo que buscaba: dió fin a medio siglo de ago­
tadora lucha religiosa, que había turbado profundamente 
la vida del país y angustiado el alma de un pueblo profun­
damente católico.

El “Modus Vivendi”  es un modelo de tratado inter­
nacional: cubre por com pleto todps los aspectos de la es­
pinosa y  difícil cuestión y provee una pauta clara, firme, 
inconfundible con la cual actuar en toda ocasión, sea ésta 
política, educacional, económica. Las posibilidades de ro­
zamiento se reducen prácticamente a cero.

Durante cincuenta años la paz religiosa ha sido una de 
las garantías que el ecuatoriano ha tenido para vivir y  esa 
paz la debe al “Modus Vivendi”, tratado al principio mal 
comprendido p or quienes creían que la confrontación con 
la Iglesia era el clima en que se debía, vivir, pero que lluego 
fue considerado com o lo que es: una obra maestra de la 
diplomacia, que muestra los bienes que puede traer a un 
país cuando interpreta real y  sabiamente las circunstan­
cias que debía corregir.

La Comisión Nacional Permanente de Conmemora­
ciones Cívicas, en cumplimiento de sus obligaciones, cele­
bra el cincuentenario del “Modus Vivendi”  entregando el
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libro que lo analiza de manera profunda y completa, escri­
to por el brillante jurista Juan Larrea Holguín, hijo del i- 
lustre diplomático al que debemos ese instrumento de paz, 
don Carlos Manuel Larrea, cuyo centenario se conmemo­
ra este mismo año.

Monseñor Larrea Holguín ha revisado el texto de su 
libro para esta segunda edición, y ha ampliado algunos ca­
pítulos, introduciendo reflexiones y hechos traídos por el 
tiempo, lo que hace doblemente valiosa e interesante esta 
edición. La ofrecemos al Ecuador con orgullo y profunda 
satisfacción.

Como en todos nuestros 'libros, las opiniones son de 
exclusivamente de responsabilidad del autor y no obligan 
a la Comisión editora.
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I N T R  O D  U C C I O N

Objeto de este trabajo — Método.

El 24 de julio de 1937 se firmó en Quito un Modus 
Vivendi entre la Santa Sede y el Gobierno del Ecuador, 
con el cual se restablecieron las relaciones diplomáticas 
—interrumpidas casi medio siglo antes— y se fijaron las ba­
ses para un régimen de comprensión y de cierta colabora­
ción entre los dos poderes.

El objeto del presente trabajo es dar a conocer este 
documento, que por varias circunstancias es casi ignorado, 
y abordar un punto de interpretación del mismo, que tie­
ne particular trascendencia: cuál es la posición jurídica
exacta que asume en el tratado, y en virtud del tratado una 
de las partes: la Iglesia. Es pues, el problema de la perso­
nalidad jurídica de la Iglesia en un derecho positivo.

Concretamente, el asunto central de esta obra es de 
derecho concordatorio y de interpretación, siguiendo un 
método prevalentemente inductivo.

Se pueden probar los derechos de la Iglesia a partir 
de premisas generales, abstractas, y por medio de deduc­
ciones llegar a determinar las soluciones de todos los pro­
blemas, aún de aquellos más particulares. Pero es también 
interesante la observación de la realidad concreta, de la
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multitud de fenómenos sociales y  jurídicos y constatar 
que son aplicación, consecuencia lógica, de aquellos prin­
cipios generales. Esto último es lo que trato de hacer.

Trabajo parcial, y quizá no científico —no llega a la 
universalidad, a la ley— pero que puede ser un apoyo a la 
ciencia. Si de un estudio como este del Modus Vivendi 
ecuatoriano, y de otros semejantes realtivos a otros concor­
datos modernos se llega a las mismas conclusiones, a cons­
tatar que en ellos se aplican los mismos principios, se re­
conocen unos mismos derechos, tal vez no se habrán pro­
bado de un modo irrefutable, pero se habrá dado una con­
firmación, una contraprueba muy convincente, a las de­
mostraciones teóricas.

Y se apreciará mejor la importancia del método adop­
tado si se considera que las deducciones teóricas de aque- 
los derechos suponen a menudo la aceptación de principios 
de revelación, de fe, no admitidos por todos los hombres, 
en cambio, en las soluciónes concretas, —por la tendencia 
innata a la verdad y a la justicia que triunfa en lo más vi­
tal—, coinciden más frecuentemente los que tienen fe y  los 
que carecen de ella. De este modo se presenta la posibili­
dad, no exenta de dificultad, de hacer ver a los segundos 
que las soluciones prácticas se derivan más lógicamente de 
los principios verdaderos que de los falsos.

Señalaba como primer objetivo, el dar a conocer el 
Modus Vivendi celebrado entre la Santa Sede y el Ecua­
dor el año 1937. En efecto, las recopilaciones de trata­
dos de este género1 son anteriores a ese año, y como no fué 
publicado en Actae Apostolicae Sedis, tampoco hacen re­
ferencia a él la gran mayoría de los tratadistas de Dere­
cho Canónico, y ninguno da ni siquiera una idea aproxi­

1. Cfr. Nussi L.: Conventiones de rebus ecclesiasticis ínter S. Sedem et civi­
les potestates initas, a saeculo XII ad nostra usque témpora. Romae, 1869. 
Mercati. Angelo: Raccolta di Concordati, Roma 1919. Perugine, Angelo: 
Concordata vigentia, Roma, 1934. Restrepo, Joannes M.: Concordata 
Regnante Ssmo. Dmo. Pío XI initu, 1935.
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mada o vaga de su contenido e importancia.
Y la verdad es que este documento es digno de obser­

vación detenida, no sólo por ser revelador de la política 
excepcionalmente conciliadora y generosa de la Iglesia en 
sus relaciones con los Estados en los últimos tiempos —es 
en efecto, uno de los últimos tratados celebrados durante 
el pontificado de Pío XI—, sino por las particulares circuns­
tancias en que fue elaborado. Ya hablaré de ellas al re­
sumir su historia. Baste decir que es un Convenio con un 
país que se ha proclamado constitucionalmente laico y se­
parado de la Iglesia, y que a la fecha del Modus Vivendi es­
taba gobernado por un Jefe supremo, que se proclamaba 
liberal con tendencias socialistas.

El plan de este trabajo es el siguiente: En el primer 
capítulo expongo algunos conceptos generales que luego 
tendrán aplicación. En el segundo haré una reseña histó­
rica de las relaciones entre la Santa Sede y el Ecuador, co­
mo antecedente necesario para comprender el valor del 
Modus Vivendi. En el tercero, estudio el reconocimiento 
de la personalidad jurídica de la Iglesia en el orden inter­
nacional, por la aceptación del derecho de negociar trata­
dos internacionales, el derecho de legación activo y pasivo, 
el de comunicarse con los fieles, etc. Luego, en el cuarto 
capítulo, trato del reconocimiento de esa misma persona­
lidad en el orden interno, por sus notas características: fa­
cultad legislativa, reglamentaria, de gobierno y jurisdiccio­
nal, ciertas restricciones de su libertad y algunos privi­
legios. Dedico el quinto capítulo al reconocimiento de los 
derechos peculiares de la Iglesia como sociedad sobrena­
tural.

Al realizar la segunda edición de este libro, al cabo de 
más de treinta años de la primera, he revisado y corregido 
el texto. Además se agregan al final dos capítulos nuevos: 
uno de apreciación general sobre los efectos producidos 
por el Modus Vivendi en cincuenta años de vigencia, y el

11



último sobre algunas leyes que atañen a asuntos eclesiásti­
cos.,

En los anexos se agrega el Convenio celebrado el 3 de 
agosto de 1978 sobre el Servicio Religioso a las Fuerzas 
Armadas y Policía Nacional, constituido actualmente en 
Obispado Castrense o Militar.



CONSIDERACIONES GENERALES



I.— Importancia del reconocimiento de la personalidad

El problema central que examino es el de la persona­
lidad jurídica de la Iglesia, convencido de que el recono­
cimiento de ella es la premisa necesaria para admitir el ejer­
cicio de una serie de derechos. Lógicamente debo recurrir 
tanto a los datos de la ciencia canónica como a los del de­
recho internacional y civil. Tanto en el campo civilista co ­
mo en el canónico hay grandes incertidumbres en torno 
al concepto de persona jurídica, baste citar para muestra 
estos dos autores: Chelodi: “ Difficilis est personae mora- 
Hs definitio, difficilior doctrina” , 1 y Ferrara: “ Toda la
materia de las personas jurídicas es un círculo de contro­
versias. En este terreno todo se disputa, el concepto, .los 
requisitos, los principios: muchos niegan aún la existencia 
de las personas jurídicas, que dicen ser un producto de la 
fantasía de los juristas” . 2

Y de estas incertidumbres y discusiones nace el que 
algunos nieguen la importancia del concepto mientras para 
otrosíes capital. 3

Indudablemente el asunto de la personalidad, sobre 
todo en el aspecto internacional, tuvo un momento en el
1. Chelodi, Ioannes: Ius Canonícum. D e Personis. Roma, 1942, p. 162.
2. Ferrara, Francesco: Teoría delle persone giurdiche, 2a. ed. Torino, 1923, 

p. 3.
3. Cfr. Fauchil: Traité de droit internacional public, I, 1er. partir, p. 207. 

Michoud, León: Théorie de la Personalité morale, 3a. ed. Paris, 1932, 
p. 24. “ Nous ferons d ’ailleurs observer que la notion  de personnalité 
publique.de l ’Etat peut seule lui conserver son unité".
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que adquirió caracteres apasionantes y fue motivo de polé­
mica científica acalorada. Me refiero al período sucesivo 
a la invasión de los Estados Pontificios y anterior al Pacto 
de Letrán, entonces se trataba de explicar el porqué de los 
atributos de la soberanía, de la continuación de las relacio­
nes y privilegios diplomáticos de la Santa Sede, etc.

La Personalidad Jurídica de la Iglesia según la doctri­
na que se había hecho clásica y que sólo reconocía la per­
sonalidad de los Estados, no era fácilmente conciliable con 
lógica a la situación de 1870 a 1929. Se hablaba de una 
continuación del Estado Vaticano reducido a su mínima 
expresión, o de una excepción a los principios generales, 
o de actividad internacional no-jurídica sino de mera cor­
tesía etc... soluciones todas deficientes y poco científi­
cas. De aquí surgió un estudio más profundo del concep­
to de soberanía y de la personalidad jurídica internacional 
que es com o su aspecto exterior.

Así Jarrigé 4 reconoce que “ la noción clásica de la 
soberanía se demuestra impotente para dar una interpreta­
ción adecuada a la realidad internacional y a la realidad de 
las cosas” .

Para otros 5 la personalidad de la Santa Sede se funda 
en que encama, personifica, a la Iglesia del mismo modo 
com o los estados personifican a la nación. Habría una si­
metría entre la Iglesia y la nación, com o entre los Estados 
y la Santa Sede. Pero evidentemente hay aquí un error de­
rivante de la tendencia a democratizar la Iglesia y del apar­
tarse de la comente tradicional histórica del derecho canó­
nico, del olvido del carácter más bien institucional de la 
Iglesia, razón por la cual, el elemento autoritario impuesto 
desde fuera sustrae el ente a la libre disposición de las 
partes, en otras palabras, en la Iglesia el poder no viene 
de abajo sino de arriba y realiza más bien algo semejante 
a una monarquía en la que el grupo, —los fieles—, menos

4. Jarrigé. René. La condition international du Saint Siége. París, 1930.
Prefacio por Le Fur, Louis. Págs. 315 y ss.

5. Fiore, L ’Organisation juridique internac. Revue du Droit International,
1899. Michoud, L., ob. cit. Pillet, cit. por Jarrigé, ob. cit.
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que representados por la Santa Sede, —por el Papa—, son 
los sujetos pasivos del poder soberano e infalible. Con esto 
no quiero zanjar la cuestión de si la Iglesia considerada co- 
jno la universalidad de los católicos, tenga o no una perso­
nalidad jurídica propia, problema mucho más complicado 
y que examinaré en el capítulo tercero.

En tanto Marignac, Chrétien, Vergnes, Niboyet,6 fun­
damentan la personalidad jurídica de la S.S. en “ la sobera­
nía espiritual” . Pero es para ellos un término un tanto va­
go y que no analizan suficientemente.

Anzilotti y Du Fur7 aunque de diversa manera, con­
ciben la soberanía de modo que permite asentar sobre la 
soberanía espiritual la personalidad jurídica de la S. Sede 
y con ella los derechos que le corresponden. La doctrina 
de Le Fur es de una nitidez admirable: la soberanía es el 
poder de decidir en última instancia, es así que a la Iglesia 
le corresponde en lo espiritual este poder, —es su misión—, 
por consiguiente es soberana. A una entidad soberana co ­
rresponde una personalidad de derecho internacional equi­
parable a la de los estados; su carácter de soberanía espiri­
tual le da una modalidad particular, pero substancialmente 
no se diferencia de las demás.

He aquí com o la elaboración de los civilistas llegan a 
encontrarse con la doctrina que a partir de otros principios 
afirman los canonistas. En el fondo es de una explicación 
cabal de la teoría de las dos espadas o de lo que afirman ca­
nonistas modernos com o Octaviani y Bendér.s

- Pero aunque se haya llegado a esta solución-del -pro­
blema fundamental de la soberanía de la Iglesia y a la afir­
mación-rotunda por parte de algunos autores dé su pérso- 
n^dad jurídica, áún no ha perdido interés la investigación 
en este campo.

6. Cfr. Jarrigé, ob . loe. cit.
7. Anzilotti, D.: La condizione giuridica intemazionale della S. Sede in se­

guito agli accordi del Laterano. Riv. di diritto Internazionale. 1929, 
p. 165 ss. Du Fur, Louis: La S, S. e t  le D roit des gens. Paris, 19.30.. .

8. Ottaviani, Alaphridus: Institutiones Iuris Publici Ecclesiastici. 2 volùme-. 
nes. Roma, 1935-56. Bender, Ludovidus: Ius Publicum Ecclesiasticum. 
Roma.
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En efecto, no todos están de acuerdo con la doctri­
na expuesta. Otros, aceptando el principio, no convienen 
en las consecuencias, desconocen la trascendencia del po­
seer la personalidad jurídica, y por fin, hay muchas posibi­
lidades de extender más o menos los derechos que se de- 
rivan, por ejemplo, sólo al ámbito del derecho privado o 
también al público, o viceversa. ,

Duguit y Vareilles-Sommieres, niegan la utilidad de la 
noción de persona moral tanto en el derecho público como- 
en el privado. El último desarrollando la teoría de Van 
den Heuvel atribuye los derechos y las obligaciones a los 
miembros de las asociaciones, y no a aquellas que conside­
ra inexistentes en la realidad. Ciertamente, admite, hay 
algunas modificaciones y limitaciones de los derechos 
cuando algunos sujetos se unen para un fin común, pero no 
se altera fundamentalmente la situación. Planiol se acerca 
a estos conceptos cuando, como Barthelemy, casi identifi­
ca la persona moral con la noción de “ patrimonio colecti­
v o ” . “ Estas teorías” , afirma Michoud? “ que han tenido 
en Francia tan grande desenvolvimiento, estaban ya en 
germen en la explicación que Iherin había esbozado en 
“ L ’Esprit du Droit Romain”  (T. IV, p. 430) .

Tales teorías se alejan de la antiquísima sentencia de 
Ulpiano, que resume un trabajo de abstracción de siglos 
debido a los juristas romanos: “ quod universitati debetur 
singulis non debetur et quod universitas singuli non de- 
bent” . Y retrocediendo a conceptos primitivos y simplis­
tas, no logran aquellos autores explicar nada de la existen­
cia, de la unidad y perpetuidad de las personas morales de 
Derecho Público; olvidan que la misma observación directa 
de los fenómenos sociales revela que los intereses del grupo 
son diversos de los individuales, y a veces se contraponen 
hasta el punto de que se plantea el problema de cuáles hay 
que sacrificar para salvar a los otros.

En cambio, hay escritores que, sobre la base de ver en 
la persona moral una realidad jurídica y no una ficción,1 0

9. M ichoud: Ob. cit., p. 61.
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M lfican una serie de consecuencias. Así el P. Délos11 afir- 
||a categóricamente: “ Los derechos subjetivos de los Esta- 
¡E s  son una consecuencia de su personalidad moral y recí- 
!§§©camente no se puede reconocer aquellos derechos sin 
giltbuir por lo mismo la calidad de sujetos de derecho ” . 
¡ pam as este principio permite “ someter el Estado a los 
Haberes y reglas del derecho objetivo” .

Y Jarrigé1 2 sin restringir el concepto sólo al Estado 
.*«pero a su vez considerando solamente el aspecto intema- 
eional—, dice: “ La personalidad internacional, es decir la 
¡Upacidad de obrar en Derecho Internacional... no es más 
rque un reflejo exterior de la soberanía” . Y por su parte 
Carré de Malberg1 3 y  De la Bignè de Villeneuve1 4 señalan 
Üjie las dos soberanías, la interna y  la internacional, no son 
|aás que los dos aspectos de una misma soberanía. Unien- 
l ó  estas ideas se llega fácilmente a la conclusión de que to ­
da la teoría del Derecho Público moderno está fundamen­
tada en el concepto de personalidad jurídica pública.

Encuentro directamente aplicada a la Iglesia una doc­
trina muy semejante en varios canonistas. Por ejemplo 
Obietti1 s afirma que la Iglesia es “ societas perfecta et 
proinde etiam ex hac sola ratione subiectum iurium ex ipsa 
dispositione iuris divini. Ex iure divino positivo” , —aclara 

»en una nota—, a diferencia de la sociedad civil que es “ ex 
iure divino naturali” .16
10. Por ejemplo, Ferrara, ob. cit., pág. 35 del II voi, “ E ’bensi vero che lo 

Stato e la Chiesa, com e ogni filtra persona giuridica, non sono una fizione, 
ma sono una realtà, com e quella da qualsiasi altra pers. giur., non è quella 
dei soggetti che si vedono o si toccano, ma la loro realtà è puramente as­
tratta, ideale, com e quella di tutti gli istituti di diritto” .

11. Delos, Joseph: La Società internationale e t  les principes du D roit Public. 
Paris, 1929, pág. 317.

12. Jarrigé: Ob. cit., pág. 19. ..........
13. Carré de Malberg: Contribution a la théorie génerale de l ’Etat, I, p. 70.
14. Bignè de Ville Neuve: Traité generai de l ’Etat, 1924, p. 457.
15. Obietti, B.: Commentarium in Codicem Iuris Canonici, Romae, 1928, 

Liber secundus: De Personis, la. pars., p. 126.
16. Consecuente con  los mismos principios afirma Trezzi, Mons Giuseppe: 

“ Cade di conseguenza la necessità di recensire m olte de le guarantigie 
affermate nella legge italiana, perchè inerenti o derivanti per la natura 
loro dal riconoscim ento di personalità giuridica internazionale, co l ri­
conoscim ento della sua sovranità” . En La posizione giuridica della S. S. 
nel diritto intemazionale. Roma, 1929, p. 67.
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Y para no citar más tratadistas, baste leer este texto 
pontificio: “ Item civitates nonnullas videmus ex hac tan­
ta conversione rerum funditus novata extitisse, adeo ut 
quae nunc est, non illa ipsapossit haberi moralis, ut aiunt, 
persona quaqum Apostólica Sedes olim convenerat. Ex 
quo illud natura consequitur ut etiam pacta conventa, 
quae inter Apostolicam Sedem et eas Civitates ante hac 
intercesserant, vim iam suam omnes amiserint” .17 Aquí 
el Papa da todo el realce posible al concepto de persona 
jurídica: la permanencia de las obligaciones contraídas
depende de su subsistencia, y  cesan las obligaciones con el 
cambio de personalidad.

Dejando demostrada la trascendencia del concepto de 
personalidad moral, observaré todavía algunas aplicaciones. 
No son las menos importantes, las que se refieren al orden 
interno: los problemas de los derechos del Estado o de la 
Iglesia frente a sus súbditos y viceversa, la responsabilidad 
de los órganos y de las personas físicas que desempeñan ta­
les funciones, etc... Pero nos interesan más las derivaciones 
en el orden externo. Uno de los asuntos más debatidos en 
este plano es el de la naturaleza de los concordatos. No en­
traré a su examen, pero quiero señalar que las distintas po­
siciones que se adoptan al respecto, dependen en buena 
parte del concepto de personalidad jurídica que se aplique 
a los contrayentes. Para quienes los concordatos son pactos 
internacionales aunque de una índole especial que los di­
ferencia de los corrientes tratados entre las naciones, 18 es 
fundamental señalar la capacidad de las partes, el vínculo 
que las une, la relación que se establece; todo esto deriva 
naturalmente de la premisa de la existencia de una verda­
dera persona jurídica.1 9 Por su parte quienes aceptan es­
17. Benedicto X V  al Consistorio de 21 nov. 1921. Cír. Actae Apost. Sedis, 

vol. 13, p. 521.
18. Cfr. Ottaviani, Alaphridus: Ób. cit., vol. II, p. 349.
19. El mismo autor dice: “ Verum quidem est tractatus internationalis defini­

ré conventiones mitas inter Status tanquam subjecta iuris publici interna­
tionalis circa negotia cóm m unis utilitatis, sed pariter verum est tanquam 
subiectum iuris publici internationalis haberi, et habendum esse Santam 
Sedem; in m érito igitur excluderetur notio tractatus internationalis a 
notione concordati, quasi deesset ex Una parte persona capax, quia videli-
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ta teoría (los jurisdiccionalistas particularmente) para re­
futarla suelen recurrir al ataque de la personalidad de la 
Iglesia.

Finalmente, hay una razón de orden histórico que da 
interés al estudio de este tema en Derecho Canónico. Y 
es que, si bien en tiempos modernos la teoría de la perso­
nalidad jurídica ha sido particularmente desarrollada por 
los civilistas, en sus orígenes fueron más notables los tra­
bajos de los canonistas.

Según afirma Ferrara2 o fueron los canonistas quienes 
introdujeron la palabra persona aplicada a las corporacio­
nes y  hablaban de una “ persona universitatis” , “ persona 
collegii”  y  luego, en correspondencia a la doctrina por ellos 
elaborada sobre la esencia de la corporación, de una “ per­
sona ficta” , “ persona representata” . “ Además, a Inocen­
cio IV, el fundador de la doctrina canónica de la univer- 
sitas, se debe la expresión “ corpus mysticum”  (seguramen­
te se refiere el autor a su uso en el campo del derecho, ya 
que en el teológico es de origen apostólico) que después 
debía tener tanta difusión y dar origen a nuestra expresión 
-corpo Morale” .21

Es verdad que los romanos concibieron la persona ju­
rídica com o una entidad ideal absolutamente distinta de la 
reunión de sus miembros, e incapaz de actuar de otro m o­
do, que por medio de representantes. En cambio el dere­
cho germánico no conoce más que las corporaciones com o 
suma de los asociados, y  las materializa más aún, viendo a 
veces é f  sujeto' de los derechos en el edifico o  territorio, y 
no en el grupo social. '

Él Derecho Canónico sigue la línea romana, pero la

cet Ecclesia non  est Civitas seu Status. Est enim Ecclesia societas iuridice 
perfecta sicut Status, et Santa Sedes, quae eius personam gerit, etiam 
de facto consideratur ut subiectum iuris publicí internationalis” . Ob 
cit.; II, p : 349 ;

20. Ferrara, Francesco: Ob. cit., p . 12 y ss.
21. Fundamentalmente dice lo  m ism o Chelodi: “ Aetas clasica iuris romani 

primam tantum speciem  cognovit personae m orale: corporationem . 
Altera, pia causa (fundatio) est propria creatio christianismi, effectus 
novae ideae caritatis, quae tot institutiones miseris sublevandis et paupe- 
ribus adiuvandis suscitavit” . lus Canonicum. De personis. Pág. 602.
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espiritualiza todavía más, al mismo tiempo que amplía su 
aplicación y permite nuevas formas. La más notable es la 
fundación, que hasta hoy es una categoría que se pone 
frente a la corporación casi como segundo término de una 
dicotomía de las personas jurídicas; pero ya señalé en otro 
sitio que también es mérito de la Iglesia la introducción 
del concepto de Institución que es el que quizá permite dar 
un lugar en la clasificación a la Iglesia misma, como enti­
dad que está por encima de los fieles.

Por fin, algunos asuntos particulares atrajeron la aten­
ción de los canonistas, como el de la doctrina de las deli­
beraciones corporativas, por su importancia en materia de 
elecciones eclesiásticas, y que fue tan profundamente estu­
diada ya en la alta Edad Media, que hoy casi nada hay que 
modificar o añadir.

El Concilio Vaticano II al profundizar sobre la reali­
dad de la Iglesia ha destacado su aspecto mistérico: la con­
templa, sobre todo desde este ángulo teológico, como enti­
dad de origen divino y de naturaleza sobrenatural; destaca 
así, los elementos que derivan de la revelación. Pero todo 
ello no disminuye el valor del concepto jurídico de la Igle­
sia como persona jurídica. Varios autores, como Joseph 
Listl y Karl Foster hacen notar la permanente validez del 
concepto de la Iglesia como persona jurídica (Cfr. Simpo­
sio Sudamericano—Alemán, p. 38 Quito, 1981).

II.— Algunos conceptos generales

Antes de entrar al examen del Modus Vivendi será 
conveniente examinar todavía algunos problemas genera­
les sobre la personalidad jurídica. Consideraré los funda­
mentales asuntos de la esencia de la persona jurídica, de su 
definición y de su clasificación atendiendo particularmente 
a la distinción de las personas públicas y privadas, que lue­
go tendrá una aplicación directa en el análisis de la Conven­
ción en referencia.

a) Esencia de la personalidad jurídica.— No sería
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oportuno revisar las casi innumerables doctrinas y tenden­
cias de los escritores sobre la naturaleza de las personas ju­
rídicas. Bastará señalar las principales direcciones del pen­
samiento y la que,, por creerla más conforme a la verdad, 
inspira este trabajo.

Entre los canonistas hay algunos como Toso22 y 
Chelodi2 3 que adhieren a las teorías de la ficción que tie­
nen su origen en el derecho romano primitivo y que mo­
dernamente obtuvieron gran acogida por el prestigio de su 
gran propugnador Savigny y de su escuela.

Para la mayor parce de los tratadistas de Derecho Ca­
nónico contemporáneos, en cambio, la persona jurídica es 
una realidad, así Coronata24 condena violentamente la 
ficción como “ non proprie scientifica et, licet communius 
admisa, non tamen magni valoris” .

Encuentro más conforme evidentemente con los he­
chos, la segunda tendencia. La realidad social es innega­
ble. Que existen grupos de hombres con un fin propio, 
distinto del de sus simples componentes y  que sólo así 
reunidos pueden alcanzar; con una organización que a ve­
ces implica una serie de relaciones de derecho muy distin­
tas de las que se dan entre individuos aislados; que dispo­
nen de medios que no competen al hombre aislado; que se 
presentan, en una palabra, como una nueva entidad tan 
real como las físicas, aunque no sea de ese orden sino del 
jurídico; todo esto, me parece absolutamente cierto y 
demostrativo de la verdad de la teoría en cuestión.

Esta realidad jurídica se concibe de varios modos.25
El más célebre es el que considera esa realidad como 

consistente en una abstracción. Lo sigue, por ejemplo,
22. Toso, Albertus: Ad Codicem Iuris Canonici... Commentaria Minora, Ro- 

mae, 1921. Pá¿. 39: ....iuridicam seu moralem personam, quis nonnisi 
artificio et fictione iuris consistit...” .

23. Chelodi: Ob. cit., ps. 162-63.
24. Coronata, Matthaeus Conte: Compendium Iuris Canonici. Taurini, 1940. 

Vol. I, p. 428. Institutiones Iuris Canonici, Taurini, 1928 T. I. p. 142 ss.
25. Obietti afirma que la teoría de la “ realidad”  de la pers. jur. fue propuesta 

por primera vez por Besseler: Volksreeeht u. Puristenrecht, p. 158 y ss. 
y por Gierke: Das Deutsche Genossenschafrechets, Berlín, 1868-81. Cfr. 
Obietti, Ob. loe. cit., p. 105.
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Pío Fedele: 2 6 “ no hay duda, que el Estado, com o la Igle­
sia, es una abstracción de igual modo que cualquier perso­
na jurídica...”  Lo mismo afirman Covielo, Dernbuerg, 
Stobbe y otros, según asegura Zanobini.2 7

Es, a mi modo de ver, una explicación peligrosa: fá­
cilmente se pasa de la abstracción a la ficción por más que 
sean cosas muy distintas. Por eso es preciso insistir por más 
que sean cosas miy distintas. Por eso es preciso insistir 
que es el concepto jurídico, la figura jurídica, no la institu­
ción misma, la que se forma por abstracción y siempre res­
pondiendo a una realidad social concreta, y tanto que, co ­
mo todo en este plano, va íntimamente unida con otros 
entes igualmente concretos, que precisamente sólo se pue­
de distinguir por una abstracción, y con los - ^es se ha 
confundido, a veces, como antes vimos que su.,.,,... ’ os 
romanos de los primeros tiempos o a Savigni (confundid; - 
do con los miembros) o a los germanos (con los bienes, 
el edificio, etc.)

Por esto hallo muy prudente la advertencia de Mi- 
choud:2 8 “ Se debe buscar una teoría que mantenga la uni­
dad de la persona moral, pero sin perder de vista que es 
una unidad compleja, y que las personas físicas que la com ­
ponen no son para ella terceras personas. Es una unidad, 
pero es también una colectividad, y no se tendrá una idea 
cabal si se mira únicamente el primer aspecto” . Una teo­
ría pues, que no lleve la abstracción demasiado lejos hasta 
prescindir de los elementos o contraponerlos constitucio­
nalmente a la persona jurídica. Y añadiría que no se abs­
traiga tampoco de la realidad social compleja existente an­
tes de todo reconocimiento jurídico o de toda elaboración 
filosófica.

El examen del fundamento de la existencia de la per­
sona jurídica, tal com o le ha visto varios civilistas, nos acer-

26. Fedele P ío: Valore delle norme concordatario nell’ordinamento canónico. 
En “ Chiesa e Stato” , II, Milán, 1939. p. 26.

27. Zanobini, Guido: Corso di diritto Amministrativo. Milán, 1947. V ol. I, 
Cap. III. '

28. Michoud, León: Theorie de la personnalité mórale. 2a. ed. Paris 1924 
p. 37.
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- eará a la definición que adoptaré, de acuerdo con las teo­
rías que voy señalando com o las más aceptables.

Para los autores de la escuela orgánica, com o Besseler 
y Gierke, la esencia de la persona consiste en intereses 

’  propios, actividad vital propia y voluntad propia.2 9 
Otros com o Zitelman, han puesto toda la atención 

en la unión de las voluntades, hasta el punto de atribuir a 
ésta la creación de la nueva entidad. Según Meurer “ no es 

" él hombre el verdadero sujeto del derecho, sino la voluntad 
humana” ,3 0 “ es necesario que el derecho no considere en 
el hombre más que la voluntad” . Son las últimas conse­
cuencias de una dirección errónea, que en Francia tuvo su 
primer representante en Rousseau. Siguiendo la misma lí­
nea Boistel3 i afirma que si el hombre es persona, “ es por­
que tiene sobre sus actos un poder supremo de dirección 
del que carecen los demás seres” . La sociedad, a la luz de 
estos principios, es una potencia directriz, inteligente y 
libre, de un conjunto de fuerzas naturales,32 por consi­
guiente, una persona es “ el haz de voluntades asociadas en 
tanto en cuento se dirigen de acuerdo a un fin social” .33

Critica Michoud aquellos conceptos, reconociendo la 
verdad de la idea filosófica de persona, pero diciendo que 
Boistel no logró demostrar la existencia de la persona so­
cial; al contrario, sus premisas habrían debido conducirle 
a admitir que, en la sociedad, las únicas verdaderas perso­
nas son los asociados, ya que el grupo no es el que posee 
el poder director, la actividad libre y la inteligencia, tal 
como la ha definido, sino que son los asociados los que lo 
poseen.3 4 Aún cabe observar que en el hombre, no es la 
voluntad por sí misma la que toma el derecho bajo su pro­
tección, ya que no siempre sería digna, puesto que puede 
determinarse por el bien o por el mal libremente. Así es

29. Cfr. Ruffini, Francesco: La Classificazione delle persone giuridiche. To- 
rino, 1898, ps. 57-62.

30. Cfr. M ichoud: Ob. cit., ps. 78 y ss.
31. Boistel: Cours de philosophie du Droit, T. II, ps. 23 y ss.
32. Del mismo autor. Conception des personnes morales, 1994, pp. 6 y 15.
33. Cfr. M ichoud: Ob. cit., p. 90.
34. M ichoud: Ob. cit., p. 90.
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que no todo acto voluntario está protegido por el derecho; 
no puede, pues, ser el fundamento de esa protección. Si la 
apariencia parece señalar que el derecho protege la volun­
tad, es porque protege el contenido de ella en cuanto se 
resuelve en intereses dignos de la tutela jurídica, del in­
terés de la sociedad.

El dogma de la voluntad, esta creencia de que todo el 
derecho gira en torno a la libre determinación humana, na­
ció de una falsa interpretación de los grandes pandectistas 
alemanes, como Windscheid y Savigny, de los textos roma­
nos, a menudo interpolados. Betti35 observa que en el 
Corpus luris de Justiniano la expresión “ declarare volunta- 
tem” no indica jamás una declaración vaga, un “volere a 
vuoto” que por sí solo sea constitutiva de derechos.

Muy cerca de esta teoría se sitúa la de Hauriou3 6 que 
apoya la unidad de la voluntad cooperativa sobre lo que 
llama “ unidad representativa” , es decir, en la concordan­
cia de las representaciones mentales en el interior de la cor­
poración. Es verdad que escapa un tanto a la crítica de las 
anteriores teorías, pero en todo caso no parece aplicable a 
las personas jurídicas necesarias, como el Estado o la Igle­
sia, ni a las fundaciones.

Para los de la escuela de la personificación, como Ber- 
natzig, Laband, Burkhard, Hauriou, etc.,37 “ personalidad 
y subjetividad de derechos son términos perfectamente co­
rrespondientes; la personalidad jurídica no es por lo tanto 
algo dependiente de la naturaleza misma, sino una creación 
del orden jurídico; él hombre mismo no es sujeto de dere­
chos, es decir persona en sentido jurídico por fuerza de las 
cosas, sino del derecho” .

Quedó ya criticada esta tendencia al hablar de la fic­
ción, en la que naturalmente desembocan esas ideas. Tam­
poco están lejos de ellas, y se les puede hacer reparos seme­
jantes, Brinz y Windscheid, que ven en la destinación de un

35. Betti, Emilio: Theoria Generóle del N egozio Giuridico. Torino, 1950, 
p. 50, 54.

36. Hauriou, Maurice: Precis de Droit Constitutione!, ed de 1923.
37. Cfr. Ruffini: Ob. cit., p. 60 y ss.
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patrimonio a un fin la esencia de la persona jurídica: un 
patrimonio que no pertenece a alguien sino a algo.3»

Una teoría que combina felizmente los elementos po­
sitivos de las anteriores fue iniciada por el mismo Bematzig 
y' seguida inmediatamente por Jellinek, Ranelletti y mu­
chos otros.3 9 Estos autores toman en cuenta no sólo la 
voluntad, sino, lo que es más importante, los interese que 
la mueven. Los intereses sí son objeto de una valora­
ción, pueden y deben ser protegidos por el derecho en 
cuanto son manifestaciones de un fin que importa a la so- 

~ ciedad y en cuanto son el origen de aquella nueva realidad 
social que se presenta con las características de una “ volun­
tad” .

De este modo se amplía el concepto de la personali­
dad jurídica. Savigny creía que era únicamente aplicable 
al derecho privado; ahora bien, si se tiene en cuenta el fin, 
nadie podrá desconocer la personalidad del Estado o de la 
Iglesia que poseen una finalidad evidentemente más nota­
ble, más interesante para el derecho, que las sociedades 
privadas.

En el fondo se ha llegado a aplicar un viejo principio 
escolástico; quien tiene derecho al fin, tiene también dere­
cho a los medios adecuados; y el primer medio, en nuestro 
caso, es la existencia frente al derecho: la personalidad.

b) Definición. Y así casi he llegado a formular ya 
una definición com o la generalmente adoptada por los ca­
nonistas, y que, como es fácil apreciar, tiene una gran am­
plitud. Es de advertir también que en ella coinciden aún 
algunos de los que siguen la teoría de la ficción, si bien el 
proceso lógico para llegar al mismo punto que los realistas, 
no parece tan estricto. Así Toso4 0 define la persona moral 
como “ quidquid iuris acquirendi exercendique lege capax 
habetur” . Esta definición, com o muchas otras substancial­
mente idénticas, emplea términos muy amplios “ quidquid” 
en modo de comprender no sólo las agrupaciones de per-
38. Gfr. Obietti: Ob cit., p. 107.
39. Cfr. Ruffini: Ob. cit., p. 63.
40. Toso: Ob. cit., p. 39.
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sonas sono también los complejos de bienes cmo la heren­
cia yacente. Las doctrinas más modernas, empero, tra­
tan de restringir el concepto a las agrupaciones de personas 
únicamente.4 1

Otros canonistas partiendo de la realidad de la perso­
na jurídica llegan, por un camino más lógico com o ya in­
diqué, a definiciones casi idénticas. Blat, por ejemplo: 
“ quidquid praeter personas physicas in Ecclesia iuris possi- 
denti et exercendi capax in ss. canonibus habetur” ,42 y 
Coronata: “Persona iuridica seu moralis et quidquid iu-
rium et obligatorium capax est, praeter personas physi­
cas” .43 Y el Código de Derecho Canónico de 1917 habla 
de “personae, morales, publica auctoritate constitutae, 
quae distinguuntwin personas morales collegiales et non 
collegiales...”  c. 992. En definitiva, coinciden las defini­
ciones en afirmar que la persona jurídica es un sujeto de 
derecho distinto de la persona física.

El nuevo Código, de 1983, declara que “ la Iglesia 
Católica y la Santa Sede son personas morales por la misma 
ordenación divina”  y agrega en el canon 113 que “ En la 
Iglesia, además de personas físicas, hay también personas 
jurídicas, que son sujetos, ante el derecho canónico, de las 
obligaciones y derechos congruentes con su propia ín­
dole” .

Varias consecuencias importantes derivan de este 
canon 113: Por una parte, la sinonimia de “ persona mo­
ral”  y “ persona jurídica” , parece matizarse al reservar el 
primer término para la Iglesia Católica y la Sede Apostó­
lica, mientras que los sujetos de derechos conforme al De­
recho canónico, se denominan “ personas jurídicas” . Se 
podría decir que, con mucha precisión, se reserva el nom­
bre de “personas morales” , a las que dependen del Derecho 
Divino, a las que existen “por la misma ordenación di­
vina”  Resulta muy adecuado el término de “ personas jurí­
dicas” , para los sujetos no individuales sino colectivos, re-
41. Zanobini: Ob. cit., vol. I cap. III.
42. Blat, Alberto: Commentarium Textus Codicis Iuris Canonici, Liber II, 

de Personis. Roma, 1921, p . 36.
43. Coronata: Compendium, I. p. 220.
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guiados por el derecho positivo, y en este caso, por el canó­
nico.

Por otra parte, en el canon 113 prácticamente se con­
serva el concepto tradicional de persona jurídica com o el 
sujeto de derechos y obligaciones que no es persona física.

c) Clasificación. Abordaré brevemente este tema co ­
mo simple premisa para el presente estudio.

La distinción quizá más genérica es la que hace Hau- 
riou44 entre “ persona moral”  y “ persona jurídica” , consi­
derando el primero un concepto filosófico y el segundo, el 
estrictamente jurídico. También Jellinek adopta esta dis­
tinción, en tanto que otros, com o Michoud4 5 la rechazan.

También en el derecho canónico hay diversidad de pa­
receres, usando la misma terminología y otras. Así Coro- 
nata46 llama “privada”  o “ persona colectiva”  —al igual 
que Moroto,4?— a cualquier unión de fieles, independien­
temente de toda aprobación de autoridad pública, y afir­
ma que esto es “ secundum rei naturam” ; ésta me parece 
pues, que coincide con la “persona moral”  de Hauriou, en 
contraposición a la jurídica que es la que cumple los requi­
sitos del canon 99,4 8 la reconocida por la autoridad ecle­
siástica. Por otra parte reconoce que “ aliqualem autem 
personalitatem seu capacitatem iuridicam etiam personas 
morales privatas seus collectivas habere etiam in iure nos- 
tro omnino affirmandum putamus: immo et varios gradus 
huiusmodi personalitatis imperfectae ex ipso Códice distin­
guere possumus” .4? Wermz y Vidal afirman, en m odo se­
mejante, “ In Ecclesia nulla potest existere persona mora- 
lis... quae plene iuribus personalitatis fruatur nisi interce-
44. Hauriou, Maurice: Leçons sur le m ouvem ent social, p. 146 y Précis

de D roit Constitutionel, 1927, p. 715 y ss.
45. Michoud: Ob. cit., p. 5.
46. Coronata: Ob. cit., I, p. 223 (n. 320).
47. Maroto, Philipo: Institutiones Iuris Canonici ad norman novi Codicis. 

Madrid, 3a. ed. 1918, vol. I, n. 474.
48. Sin embargo, la aplicación de la terminología de Hauriou al Código es 

tanto más peligrosa cuanto el c. 99 llama precisamente “ morales”  a las 
que según Hauriou se debería llamar “ jurídicas” .

49. Coronata: Ob. loe. cit. En igual sentido y casi las mismas palabras, We- 
meersch. A. y Creusen, I. en E pitom e Iuris Canonici... Tom o I, Roma, 
1949, p. 202.
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dat áctus competentis auctorítatis eclesiasticae, quo talem 
personalitatem tribuat... Haec pertinent ad personas mora­
les inferiores in Ecclesia constituías; at catholica Ecclesia 
et Apostólica Sedes moralis personae rationem habent ex 
ipsa ordinatione divina” .50 Con estas palabras se señala 
el reconocimiento de la autoridad conforme a los cánones 
99 y 100 como necesario para la existencia de la persona 
jurídica en la Iglesia; pero hace dos salvedades: en primer 
término las entidades de derecho divino —la Iglesia y la 
Santa Sede—y luego, al hablar de “plenitud de derechos de 
la personalidad”  admite implícitamente la existencia de 
personas morales menos perfectas ante el derecho y que 
tienen una existencia independientemente del derecho po­
sitivo, una existencia natural, de derecho natural. Y cuan­
do hablan dichos autores de las asociaciones de fieles, 
el concepto queda más claro: son personas morales las
erigidas canónicamente o por disposición general del de­
recho, pero las demás tienen también una existencia jurí­
dica, así sus bienes son realmente de la sociedad y no de 
los socios, aunque no sean' bienes eclesiásticos conforme 
al canon. 1499 2.51

Lo que se acaba de decir se refiere al Código de 1917, 
en el nuevo Código de 1983, se acentúa y clarifica más que 
las personas morales existen por el mismo derecho y que 
solamente el reconocimiento por la Autoridad competente 
les encuadra plenamente en el mismo derecho com o perso­
nas jurídicas. Esta distinción tiene mucha importancia pa­
ra tutelar el derecho natural de asociación y para fomen­
tar la iniciativa particular en la conformación de asociacio­
nes dentro de la Iglesia. El nuevo Código reserva la “ erec­
ción”  solamente para las personas jurídicas públicas, mien­
tras que las privadas deben ser simplemente reconocidas 
por la Autoridad, la que les atribuye la personalidad con­
forme a los cánones.

En igual sentido Vermeersch afirma que en la Iglesia
50. Werms, Francisco, y Vidal, Petro: Ius Canonicum. T. II, Roma, 1940 

P. 37.
51. Id. vol. III, p. 514.
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| las sociedades de fieles no aprobadas por la autoridad ecle- 
■ siástica no son personas jurídicas, pero mientras obran den- 

tro de la moralidad son inviolables “ ac proin independen- 
ter a potestate civili, obiective seu coram D eo sunt perso- 

t-nae morales” . Y en nota añade: “Entia moralia dicimus 
r potius quam iuridica, quia relationes morales non sunt 
* tantum iuridicae. Ita etiam societas eleemosynas largiri 
+ potest” .52
_ Una distinción parecida habría señalado Sinisbaldo 

dei Fieschi (Inocencio IV), según R u f f i n i :5  3 “ Sinibaldo 
establece una neta línea de separación entre las simples so- 

‘ ciedades y las universalidades, observando rectamente “ So­
c i e t a s . n o n  constituit collegium, vel corpus... societas 
non est, collegium per se, nisi aliter constituatur per princi- 
pem, vel senatus consultum, vel alio m odo”  C. 14, X, de 
excessibus Praelat. (V, 31) n. 6 e seg” . Pero de este texto 
bien se podría derivar la distinción entre personas colegia- 

’ das y no colegiadas, como las personas jurídicas “ strictu 
sensu” y las demás, las llamadas por Hautiou “ morales” , o 
por Maroto “ colectivas” .

El reconocimiento del derecho positivo no señala, 
pues, una distinción neta. Mejor dicho, quizá son posibles 
con este critero una serie de distinciones en cuanto son 

^concebibles entidades que se adaptan más o menos a las 
exigencias del legislador y grados de reconocimiento por 
parte de la autoridad. Pero por encima de todo esto, creo 
posible afirmar que además de las personas jurídicas con­
templadas en el derecho positivo están las de derecho na­
tural: todo grupo apto a ser jurídicamente personalizado, 
y las de derecho divino positivo que tampoco requieren 
para existir en el derecho, un reconocimiento humano.

Sin embargo, como decía más arriba, otros canonis­
tas se oponen a la distinción, quizá por trascender del cam­
po estrictamente jurídico. Y como no ha logrado imponer­
se aquella terminología (personas morales y personas jurí-
52. Cfr. Vermeersch, A .: D e persona moratis origine seu Constitutione, ia 

Ius Pontificium, n. 10, p. 288-89.
53. Ruffini, Francisco: La classificazione delle persone giuridiche in Sinibal­

do dei Fieschi ed in F. Savigni, Torino, 1898, p. 12.
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dicas), usaré los términos indistintamente, hablando más 
bien de “ personalidad de derecho natural”  cuando sea ne­
cesario.

En cambio, de antigua tradición canónica es la distin­
ción entre corporaciones y fundaciones. Más aún, es el 
producto de una de las contribuciones más importantes del 
cristianismo al derecho. En efecto, casi unánimente se 
acepta que los romanos sólo conocieron las corporaciones, 
en tanto que las fundaciones fueron fruto del espíritu cari­
tativo del catolicismo.5 4

Y más aún, sin formular una teoría, sino con los he­
chos, la Iglesia presentó un tercer tipo de personalidad ju­
rídica (en la que quizá conviene clasificar a la misma Igle­
sia Universal), que es la “ Institución” . Esta categoría fue 
señalada por Demburg5 5 ahondando la enumeración de 
Winscheid que comenzaba por las “ pluralidades de perso­
nas físicas” , seguía por los “ institutos de utilidad pública” 
y colocaba en tercer lugar los “ complejos patrimoniales” . 
Las “ instituciones” , según Demburg, ocupan un lugar in­
termedio entre las corporaciones y las fundaciones; no son 
lo primero porque no tienen ese carácter democrático que 
es propio de aquéllas, ni son simples fundaciones ya que 
tienen el requisito de la colegialidad que no se halla en las 
fundaciones, y constan de personas y bienes destinados a 
un objeto superior; y es sobre todo este tercer elemento, el 
fin, el que las caracteriza, este fin no es extraño a los 
miembros pero es superior, les viene impuesto. Todas estas 
notas me parecen coincidir con las de la Iglesia y de algu­
nas entidades eclesiásticas que ya en el lenguaje vulgar se 
suelen llamar “ instituciones” , como los beneficios, las 
curias diocesanas, etc. Y como, por otra parte, no parece 
muy justo clasificar a la Iglesia Católica ni como fundación 
ni como corporación, quizá sea más acertado aceptar este 
nuevo término.

54. Cfr. Chelodi: Ob. cit., p. 602.
55. Ruffini: Ob. cot., p. 23.
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De gran trascendencia es la distinción de las personas 
^orales en públicas y privadas. Sin embargo no es muy an- 

Ugua; la personalidad jurídica según Ferrara,5 6 “ por diver-

r“ i factores históricos permaneció mucho tiempo envuel- 
en el manto del derecho público y sólo poco a poco se 

lae liberando y adquiriendo ciudadanía como figura de de- 
¡s&cho privado” . Si bien, por otra parte, hay que observar 
que el concepto del Estado mismo como persona es tam­
bién moderno; antes se reconocía la personalidad del prín­
cipe, del soberano; luego, con el estado llamado de policía, 
apar©ce Fisco como personalidad privada y sólo poste­
riormente se fundamenta toda la teoría del Estado en el 
reconocimiento de su personalidad jurídica pública, que 
entraña además, como cosa secundaria, la capacidad y per­
sonalidad de derecho privado.

En el campo internacional las consecuencias son enor­
mes. Baste señalar que el atributo de la soberanía sólo 
conviene a las personas públicas, y es el presupuesto para la 
aplicación de la gran mayoría de las reglas del Derecho In­
ternacional. En el interno, no es menor su importancia. 
Las personas jurídicas públicas, en efecto, gozan de ciertos 
privilegios y están sometidas a ciertos controles; sus tra­
bajos se consideran públicos; tienen también incapaci­
dades peculiares en el derecho civil (por ejemplo, para 
transigir, arrendar a largo plazo, etc...); un tratamiento es­
pecial en el proceso; sus actos tiene fuerza de actos ejecuti­
vos; a ellas se refiere prácticamente el derecho adminis­
trativo; y en el aspecto legislativo, exigen una ley para su 
creación y  extinción. •

Nadie niega pues que es una distinción que hay que 
establecer y muy claramente, en el Derecho Civil. Ahora 
bien, como las entidades eclesiásticas deben adoptar una 
forma también ante el derecho civil, conviene saber en qué 
categoría se han de colocar. He aquí una razón, —además 
del interés directo que puede tener dentro del orden canó-

56. Cfr. Ferrara, Francesco: Teoria delle persone Giuridiche. 2a. ed. Torino, 
1923, p. 730.
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nico—, por la que convendrá tratar de aplicar esta misma 
distinción al derecho canónico.

Pero es tarea extremadamente difícil. Ya entre los 
civilistas hay infinidad de teorías, que se explican por la 
complejidad y variedad de las formaciones sociales que tra­
tan de clasificar. En efecto, si se comparan los tipos extre­
mos, todo es muy nítido, pero hay una escala riquísima de 
figuras intermedias, y el señalar un punto de separación 
es casi imposible. Hay que tener en cuenta además, que 
esta es una labor que debe hacerse de acuerdo con el dere­
cho positivo aplicable a las instituciones en cuestión. Aquí 
trataré, sin embargo, de señalar los principales criterios que 
inspiran o deben inspirar esos derechos positivos, o que se 
deben aplicar en el caso de faltar una norma positiva apli­
cable, por ejemplo, por conflicto entre dos ordenamientos 
jurídicos.

Para Ducroq, Mayer, Giorgi, Fadda, Bensa, etc.,57 
son personas públicas las que integran la administración 
del Estado. Como se ve, es un sistema empírico y no un 
principio de clasificación el adoptado. Equivale a decir; 
son públicas las que la ley señala como tales (como parte 
de la administración); pero y ¿por qué éstas y no otras 
forman parte de la administración? Además, teniendo en 
cuenta sólo la administración del Estado, la posición de las 
entidades eclesiásticas de derecho público resultaría inex­
plicable en el orden jurídico civil, a no ser que se admita 
el más crudo jurisdiccionalismo o se considere el caso de 
los entes eclesiásticos como una excepción, una espcie de 
concesión excepcional del carácter público a entidades que 
nada tienen de excepcionales en la vida de los estados.

El hecho de formar parte de la administración (mejor 
dicho, de la estructura constitucional del estato), es más 
bien una consecuencia del carácter público de una institu­
ción civil. Por esto, repito, como observación empírica no 
es despreciable, pero no puede admitirse como criterio ló­
gico fundamental de una clasificación.

57. Cfr. Ferrara: Ob. cit., p. 743.
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 ̂ La libre participación o la obligatoriedad es para Rós- 
ler y Lóning, el fundamento de la distinción. Pero, obser­
var Michoud, que ni las personas públicas son siempre obli- 

, gatorias ni las privadas siempre libre.s 8 y  añadiré, que su- 
—fren la misma crítica que las de los autores primeramente 
- citados: esto no es de la esencia, es una consecuencia. Ni 
íw tampoco es admisible la idea de Ihering que cifra la distin­

ción en que todos tienen derecho a formar parte de los or- 
—ganismos públicos, no así de los privados.

Igualmente accidental es el criterio que ve en los pri­
vilegios especiales de ciertos entes la razón de su categoría 
de públicos. Y más aún el de Hauriou,5 9 que reduce a uno 
de estos privilegios: el ser sostenidos por la administra­
ción, con dinero y personal del Estado (nótese que por es­
to último se asemeja a la primera teoría expuesta).

Varios escritores, por ejemplo Cammeo y Forti60 
añaden a los privilegios —justa observación— los particula­
res controles que el Estado ejerce sobre tales entidades; y 
así distinguen un control extrínseco, correspondiente a 
todas las asociaciones y dirigido a impedir que hagan daño 
al bien general, y otro intrínseco propio de los entes jurí­
dicos públicos y que tutela el cumplimiento de los fines 

^propios de ese mismo ente. Rosin finalmente señala la 
obligación de cumplir un fin, propia de las personas jurí­
dicas públicas.

Todas estas teorías bordean un punto muy importan­
te: el fin de las personas jurídicas; pero en lugar de exami­
narlo en sí mismo se quedan en manifestaciones externas, 
en consecuencias reveladoras pero que no pueden admitirse 
como criterio constante y que posea una prioridad lógica.

También el hecho del origen, que para Ennecerus, 
Crone, etc.6 i es el fundamental, creo que deriva del fin:

58. Cfr. Michoud: Ob. cit., p. 236-38.
59. Hauriou, Maurice: ceux qui sont entretenus par l ’administration, serían 

los públicos. Droit Administratif, Ioeme, éd., p. 304. Este parece ser el 
criterio adoptado por el legislador ecuatoriano.

60. Zanobini: Ob. cit., p. 92.
61. Cfr. Ferrara: Ob. cit., p. 745 y ss.
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el poder público funda determinadas personas en vista del 
. fin que tienen que cumplir.

El criterio del fin es el que inspira a buena parte de la 
doctrina italiana: Orlando, Romano, Zanobini, Raneletti, 
etc. “ y a varios autores de otras nacionalidades como Ma- 
yer, Bloding, etc.” 6 2

En fin público, el interés general, es el que caracteriza 
las personas públicas. Aunque crea que este es el punto de 
vista más lógico, debo reconocer que es un criterio relati­
vo y que no siempre se puede aplicar a un determinado sis­
tema jurídico positivo; así, al derecho francés, por ejem­
plo, ya que excluye la posibilidad de que haya personas 
privadas de interés público, y éstas son típicas del sistema 
francés.

Una manifestación muy importante del carácter pú­
blico de una persona jurídica es su poder, su modo de ac­
tuar frente a las otras personas. En una característica tan 
notable, que casi se puede tomar como criterio paralelo al 
anterior, y en la mayoría de los casos coincidirá con él. Si 
una entidad tiene un fin público, poseerá por consecuencia 

o tendrán derecho a poseer— una potestad pública,6 3 en 
tanto que las personas privadas actúan en un plano de 
igualdad, sometidas a las normas generales del derecho ci­
vil. Este es el criterio adoptado por Ferrara, Jellinek, Fe- 
rraris, Michoud, Pleiner.

Michoud señala además otros signos distintivos: el 
origen, la ingerencia del Estado en la vida interna de la per­
sona moral.

En definitiva, considero que la teoría de Orlando, 
Zanobini, etc..., tiene una prioridad lógica; sin embargo, 
la última expuesta —que casi siempre llevará a conclusio­
nes coincidentes con la anterior— puede resultar de más 
práctica aplicación, ya que es más común que se discuta

62. Cfr. Zanobini y Ferrara: Ob. loe. cit.
63. “ Il est plus exacte sans doute de dire que les personnes morales de 

droit public ont essentiellement des droit de pussance publique, qu’elles 
ont vis-a-vis de leurs membres ou vis-a-vis des tiers des prerrogatives de 
droit public, au lieu d ’etre, comme las personnes privées placées vis-a-vis 
d ’eux sur un pied d ’egalite’ ’ . Michoud: Ob. cit., p. 237.
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I,sobre cuales son fines públicos y cuáles no, que sobre la 
^existencia de potestad pública en una entidad.^ 4 
r ¿Son aplicables estas doctrinas al derecho canónico?

El Código no establece explícitamente ninguna distinción, 
hpero es natural pensar que en la Iglesia no todas las perso­
g a s  jurídicas sean públicas o todas privadas.
^  Ya examiné esta distinción al hablar de la personali­

dad moral como de algo que podría oponerse a la perso- 
—nalidad jurídica, o sea la diferencia entre la no reconocida 

por el derecho positivo y la reconocida. Ahora bien, ya 
dije cóm o en ese reconocimiento varios autores buscaban 
la distinción entre las personas privadas o colectivas y las 
demás. Por el hecho de que no contraponen las privadas o 
colectivas a las públicas sino simplemente a las persogas ju­
rídicas strictu sensu, a las verdaderas personas jurídicas 
creí encontrar un paralelismo entre esta clasificación y la 
de Hauriou entre persona moral y persona jurídica. Si se 
aplicara con todo rigor aquel criterio del origen, claro está 
que sólo habría personas jurídicas públicas en la Iglesia. Se 
debe tomar con mucha reserva esta teoría y solamente en 
vista de que la autoridad eclesiástica es quien puede califi­
car el fin de una asociación com o público o no. Pero en sí 
misma la distinción creo que debe referirse siempre a aquel 

"factor importantísimo, que plasma toda la manera de ser 
de una institución: el fin al que está ordenada. Y por esto 
no veo la imposibilidad de una fundación establecida por 
la autoridad eclesiástica competente y que deba conside­
rarse persona privada por ser de esa categoría su fin; y a su 
vez, por lo menos en derecho natural, se debe considerar 
pública una entidad con un fin público, legítimamente asu­
mido, aunque no haya obtenido aún el reconocimiento po­
sitivo.

64. Duguit tiene una teoría mixta, fundada en el origen y en la afectación de 
bienes del Estado para el ejercicio de un servicio de interés público. Pero 
ya he dicho cóm o este autor excluye la personalidad el Estado mismo., al 
que no aplica esta teoría; en cambio se adapta m uy bien al derecho inter­
no francés, sobre tod o  en cuanto permite explicar la posición  de las per­
sonas privadas de utilidad pública. Cfr. Traité de D roit Constitutionel, 
2a. ed. T. III. p. 317.
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El Código promulgado por S.S. Juan Pablo II, sigue e| 
criterio de la finalidad para establecer la distinción entre] 
personas públicas y privadas: “Son personas jurídicas púJ
blicas las corporaciones y fundaciones constituidas por laj 
autoridad eclesiástica competente para que, dentro de loj 
límites que se les señalan, cumplan en nombre de la Iglesia! 
a tenor de las prescripciones del derecho, la misión que se, 
les confía mirando al bien público; las demás personas ju­
rídicas son privadas” . (Canon 116).

Nótese, de todas maneras, que se requieren tres ele­
mentos para que exista una persona jurídica pública: de­
ben ser constituidas por la autoridad competente, están 
encuadradas en el Derecho de modo que hay unos límites 
para su actuación, y están destinadas a la realización oficial 
de un fin público en la Iglesia.

Tomado en sentido demasiado amplio, el criterio del 
fin tampoco sirve para la clasificación: toda entidad qué 
busque el bien sobrenatural sería pública. Pero podemos 
distinguir dentro de la generalidad de los fines eclesiásticos, 
algunos que tienen un carácter público en sentido estricto; 
se refieren a la organización y funcionamiento de la Igle­
sia, a su constitución fundamental,6 5 de otros que, aunque 
se refieren al bien de las almas, no tienen esa importancia 
general. Y aquí puede sernos apoyo eficiente el otro cri­
terio que acepté como paralelo al del fin: el de la potes­
tad. Aquellas entidades que interesen el fin público de la 
Iglesia (en sentido estricto) tienen potestad pública, tales 
son principalmente las señaladas en el Libro II, título VII, 
del Código de 1917, que es el “De suprema potestate de 
que iis qui eiusdem sunt ecclesiastico iure participes” , y 
los tribunales eclesiásticos.

La participación a esa autoridad suprema es la base 
para la distinción que hace el Código de 1917 en el c. 145 
entre “ Officium ecclesiasticum latu sensu”  que es “ quodli- 
bet munus quod spiritualem finem legitime exercetur” , del

65. Obsérvese cóm o puede tener aplicación el criterio empírico de Dracaq, 
Mayer, etc.... con el que comencé este estudio, para distinguir en la prác­
tica las personas jurídicas públicas y privadas.
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juicio en sentido estricto: “ structo autem sensu est munus 
|rdinatione sive divina sive ecclesiastica stabiliter consti- 
ptum, ad normam sacrorum canonum conferendum, ali- 
pam saltem secunferens participationem ecclesiastica p o ­
eta ti sive iurisdictionis” . Quizá se pueda generalizar esta 
gstinción del legislador de los oficios eclesiásticos a todas 

¡fea personas morales de la Iglesia: también ellas, dentro del 
"fin general eclesiástico: en “ fin espiritual” , algunas persi- 
-guen un fin público y por consiguiente participan de la po­
testad eclesiástica y otras carecen de esa potestad: sig­

uió de que su fin no es considerado como estrictamente 
r-público por la autoridad eclesiástica.

El nuevo Código trata de la Potestad de Régimen 
$n el Libro I de las Normas Generales, en su Título VIII y 
Juego se desarrolla este tema en la Parte II del Libro II, 
"al regular la Constitución Jerárquica de la Iglesia.



oficio en sentido estricto: “ structo autem sensu est munus 
ordinatione sive divina sive ecclesiastica stabiliter consti- 
tutum, ad normam sacrorum canonum conferendum, ali- 
quam saltem secunferens participationem ecclesiastica po- 
"testati sive iurisdictionis” . Quizá se pueda generalizar esta 
distinción del legislador de los oficios eclesiásticos a todas 
las personas morales de la Iglesia: también ellas, dentro del 
fin general eclesiástico: en “ fin espiritual” , algunas persi- 
.guen ün fin público y por consiguiente participan de la po­
testad eclesiástica y otras carecen de esa potestad: sig­
no de que su fin no es considerado como estrictamente 
público por la autoridad eclesiástica.

El nuevo Código trata de la Potestad de Régimen 
en el Libro I de las Normas Generales, en su Título VIII y 
luego se desarrolla este tema en la Parte II del Libro II, 
al regular la Constitución Jerárquica de la Iglesia.
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II

ANTECEDENTES HISTORICOS 
DEL MODUS VIVENDI



Para penetrar en el verdadero significado de un docu­
mento jurídico es preciso conocer las circunstancias en las 
que fue elaborado y sus antecedentes. El objeto de este ca­
pítulo, es pues, el de resumir la historia de las relaciones 
entre la Santa Sede y el Ecuador.

Daré mayor desarrollo al estudio de los hechos inme­
diatamente anteriores al Modus Vivendi, aunque no tengan 
algunos la importancia de otros más antiguos, tanto por­
que interesan mayormente para la apreciación de aquel 
tratado, com o porque son menos conocidos.1

Se suelen distinguir varios períodos en la historia de 
las relaciones en cuestión: lo .  la época de la dominación 
española; 2o. desde la Independencia hasta el Concordato 
fle 1862; 3o. desde esta fecha hasta la ruptura de las rela­
ciones diplomáticas y el desconocimiento del Concordato, 
que se puede decir que fue consumada con la Constitución 
Política de 1906; 4o. el período subsiguiente, de separa­
ción de la Iglesia y el Estado; y 5o. por último, el inaugura­
do por el Modus Vivendi en 1937.

1. ' Aprovecho para este resumen principalmente los siguientes escritos del 
doctrisimo historiador D. Julio Tobar D onoso: La Iglesia Ecuatoriana 
en el siglo X IX , Quito, 1934, 635 pp.; El Primer Concordato Ecuatoria­
no, publicado en Memorias de la Academia Ecuatoriana, enero de 1932, 
pp. 172., 210. Relaciones entre la Iglesia y el Estado Ecuatoriano, Quito, 
1938, 37 pp.. También he aprovechado el artículo del P. Juan de Dios 
Navas: “ La Iglesia Ecuatoriana” , en El Ecuador en cien años de Indepen­
dencia, Vol. II, pñ. 81-185; Quito, 1930. La Historia del Ecuador, Quito, 
1925, 3 vols. de Legouhir y Rodas, José María. Y  varios artículos de 
D. Antonio Flores y otros autores que citaré en el sitio oportuno. Para los 
acontecimientos contemporáneos he tenido a la vista importantes docu­
mentos inéditos, del archivo de D. Carlos M. Larrea.
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1 — Epoca de la dominación española. La Iglesia de 
la Audiencia de Quito no tuvo en este largo período nin­
guna comunicación directa con la Santa Sede; los reyes de 
España fueron celosísimos de sus prerrogativas y privile­
gios, en ejercios del patronato, y todas las bulas, rescrip­
tos y demás documentos pontificios no podían ser trans­
mitidos sino a través de las autoridades seculares y estaban 
sometidos al “placet”  regio. La Corona proveía al nombra­
miento de todas las dignidades y beneficios y a su dota­
ción. Todo esto contribuyó a la bien conocida decadencia 
moral y de otros órdenes, del clero y de los religiosos en el 
siglo XVIII y continuada durante la República. Por otra 
parte, este sistema permitió la rápida organización de la je­
rarquía eclesiástica y la difusión de las misiones en Améri­
ca.2

2 — Desde la Independencia hasta el Concordato de 
1862. Rotos los vínculos de dependenciá de España, que­
daban destruidos también los que habían sido medios nor­
males de comunicación con la Silla Apostólica; y fue difí­
cil restablecerlos porque de una parte los Gobiernos ame­
ricanos quisieron atribuirse el ejercicio del Patronato, y de 
otra, la Santa Sede no se mostraba favorable a esta conce­
sión, y en un primer tiempo ni siquiera se resolvía a esta­
blecer ninguna clase de relaciones con los nuevos Estados, 
por temor, de complicaciones diplomáticas con España y 
con la Santa Alianza.3

Uno de los más graves males que se siguieron de esta 
situación fue la larguísima vacancia de muchas diócesis y 
una serie de provisiones de beneficios por parte de encar­
gados de los obispados o de las autoridades civiles, de muy 
dudosa validez.

2. Se derivo el Patronato real de una bula de Julio II expedida en Roma el
28 de julio de 1508 y que fue interpretada con  criterio extensivo, dando
origen a numerosos abusos y las consiguientes protestas del Vaticano, que 
trataron de remediarse por los Concordatos de 1737 y de 1753.

3. Al Embajador Tejada, nombrado por Colombia, no se le permitió residir
en Roma, por oposición del representante español, hasta 1826 en que se 
le admitió sólo com o “ gestor de asuntos eclesiásticos” . Cfr. Tobar: La 
Iglesia....
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i: Así pues, resultaron vanas varias tentativas de comu­
nicarse con la Santa Sede. El Congreso de Angostura, que 
se reunió el 15 de febrero de 1819 nombró una comisión 
para que obtuviera de Pío VII la preconización de los obis-

-  pos. Pero parece que no fueron reconocidos los negociado- 
' res.

Abrió la posibilidad de llegar a una solución de los 
graves problemas eclesiásticos de América la declaración

- de Gregorio XVI en la Constitución Apostólica del 5 de 
agosto de 1831, en el sentido de que cuando la Santa Sede 
trata de negocios eclesiásticos con gobiernos temporales, 
cuyo dominio se halla en estado de contestación o disputa, 
no entiende conocer sino el hecho, prescindiendo de toda 
disquisición sobre el derecho, y con el solo objeto de que 
no se retarden por consideraciones puramente temporales, 
políticas o "mundanas, las providencias del ministerio apos­
tólicos dirigidas a la salvación de las almas.

Pero por otra parte, la situación se hacía más tirante 
con insistencia del Poder civil de avocarse el derecho de Pa­
tronato, alegando que correspondía a los Gobiernos re­
publicanos en cuanto sucesores de las prerrogativas reales 
sobre estos dominios de América, sin considerar que el Pa­
tronato regio era una concesión personalísima.

Sería muy difícil juzgar sobre la buena fe o el intento 
de hacer un daño positivo a la Iglesia o sobre la intención 
de los personajes políticos de la época. Evidentemente de­
bió haber un poco de todo, deseo de robustecer el poder 
civil, recelo respecto de los prelados extranjeros (españoles, 
de país enemigo, en guerra entonces), miras a explotar las 
riquezas eclesiásticas, intereses personales e intrigas de las 
logias, etc.

En la primera Constitución política del nuevo Estado 
se manifiesta el sentido acendradamente católico de sus 
redactores,4 pero no nos revelan nada de como concebían 
las relaciones con el Pontificado Romano ni la solución 
práctica de los problemas religiosos. Es lícito suponer que 
pensaban que sería posible mantener el régimen de cosas 
existentes.
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Incorporado a la Gran Colombia siguió el “ distrito 
del Sur” los avatares de la política colombiana, más deci­
didamente regalista. Comenzó entonces la legislación de 
las autoridades civiles locales sobre materias canónicas, así 
por ejemplo una ley prohibió los derechos por dispensas 
matrimoniales y dispuso sobre el trámite de las mismas.

Y por fin se llegó a la consagración legal de las ideas 
regalistas, con la Ley de Patronato, aprobada el 28 de ju­
lio de 1824.

“ La Ley de Patronato; sin embozo, o mejor dicho 
con maña diabólica, subordina todos los asuntos eclesiás­
ticos al poder civil, establece la preeminencia del Estado, 
restringe la libertad de la Iglesia a términos inconcebibles, 
la mutila en sus derechos más esenciales, desconoce las 
prerrogativas pontificias y hace depender aún las que acep­
ta, del “placet gubernativo...”  dice el Dr. Tobar.5

Por ella, correspondía al Congreso decretar la erec­
ción de obispados, fijar sus límites, permitir la celebración 
de Concilios y Sínodos, la fundación de monasterios, la 
administración de los diezmos etc.; y aún las simples auto­
ridades administrativas de las provincias tenían importan­
tes poderes en materia religiosa, así a los gobernadores 
competía dar el permiso para la erección de templos y ca­
pillas.

La separación de la Gran Colombia no significó de­
cadencia de la Ley Patronato en el Ecuador, sino que 
fue consolidada por un precepto Constitucional: “ art. 7: 
La Religión Católica, Apostólica, Romana es la del Estado. 
El Gobierno, en ejercicio del Patronato, debe protegerla, 
con exclusión de cualquiera otra” .
4. Un artículo de la Constitución declaraba: “ La Religión Católica, como la 

han profesado nuestros padres, y com o la profesa y enseña la Santa Igle­
sia Católica, Apostólica Romana, será la Religión del Estado de Quito, 
y de cada uno de sus habitantes, sin tolerarse otra ni permitirse la vecin­
dad del que no profese la Religión Católica Romana” ; El Congreso que 
emanó esta Carta Política fue presidido por el Obispo de Quito, José de 
Cuero y Caicedo, que luego fué perseguido y desterrado por las autori­
dades españolas.

5. Tobar Donoso: La Iglesia Ec.... p. 110. y
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Y en virtud del Patronato las legislaturas de 1832 y 
1833 invadieron el campo de la Iglesia con disposiciones 
sobre la enseñanza de la religión y la formación del clero.

La Constitución de 1835 suprimió aquellas palabras 
“ en ejercicio del patronato” , pero no parece que haya ha­
bido la intención positiva de renunciar a ese derecho. Fue 
nuevamente enunciado el principio en la Constitución de 
1843 y de hecho tuvo aplicación hasta el Concordato, aun­
que las Constituciones intermedias de 1850 y 1852 no se 
declaraban en ningún sentido.6

La primera muestra efectiva de acercamiento de la 
Santa Sede a los nuevos Estados fue el nombramiento 
del Internuncio para la Nueva Granada y el Ecuador, 
en 1837.

El año siguiente el enviado del Ecuador, Don José 
Modesto Larrea, Marqués de San José, obtuvo el recono­
cimiento del nuevo Estado, por parte de Gregorio XVI.

Pero estos contactos diplomáticos no condujeron a 
ninguna regularización jurídica de la situación de la Igle­
sia en el Ecuador; ésta seguía siendo la pupila del poder 
civil que se había arrogado por propia autoridad los dere­
chos de Patrono, sin preocuparse mucho de los deberes, y 
lo que es peor, sin tener un criterio claro respecto de los 
límites de su intervención.

La injerencia del gobierno en los asuntos eclesiásticos 
fue enorme y descendía de los asuntos de mayor trascen­
dencia a detalles nimios. Así la Legislatura de 1839 dictó 
una ley de reforma de regulares, dando facilidades para la 
secularización de religiosos; también expidió un nuevo 
arancel de derechos parroquiales.

Con la Constitución de 1843, que parecía consentir 
en la República el ejercicio de otros cultos además del Ca­
tólico, confirmaba el patronato y declaraba la incapaci­
dad los clérigos para ser elegidos diputados, se suscitaron 
ásperas polémicas. Se discutía la licitud del juramento que 
los Obispos debían prestar a la Constitución. Consultado

6. Tobar Donoso: Las relaciones...., p. 4.
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el Delegado Apostólico, lo declaró lícito pero tal dictamen 
no fue aprobado por Roma.7

El nombramiento de obispos dio origen a graves con­
flictos, debidos a las veleidades del Gobierno y al criterio 
político con que procedía. Particularmente notable fue 
la situación creada por la intervención del Gobierno en la 
elección del Vicario Capitular de Guayaquil cuando la 
separación del limo. Obispo Garaicoa, y por las exigen­
cias para que la Santa Sede nombrara obispo a un amigo 
del Presidente, después de haber presentado ya otro can­
didato. Estos incidentes significaron una larguísima vacan­
cia de aquella diócesis.8

Conflictos de no menos importancia hubo también en 
la diócesis de Cuenca. En fin, la lista de los escándalos y 
atropellos sería larga. Es más interesante señalar su raíz 
misma, y ésta era la ley y su aplicación, inspirada quizá 
muchas veces en buena fe, en deseo de servir a la Iglesia, 
pero siempre producto de una torcida formación de ideas.

Entre tanto cundía la inmoralidad en los conventos, 
y aunque el poder civil demostraba un exagerado celo por 
remediar este mal, por otra parte proporcionaba el medio 
para hacer ineficaz el esfuerzo represivo de los prelados: 
me refiero al llamado “ recurso de fuerza”  por el cual los v 
eclesiásticos sancionados por la autoridad religiosa podían 
recurrir a la civil. Con razón llama el Dr. Tobar a esta dis­
posición del Código de enjuiciamientos “ sepulcro de la au­
toridad prelaticia.” 9

En resumen, durante este período la situación de la 
Iglesia en el Ecuador era deplorable; carecía de libertad y 
se hallaba desprovista de los medios para cumplir sus fi­
nes sobrenaturales. Hubo varias tentativas de llegar a un 
Concordato con la Santa Sede, pero se ponía siempre 
como condición indispensable la confirmación de las pre­
rrogativas patronales al Estado; es decir que sólo se preten­
día legalizar y perpetuar ese estado de cosas. Por otra par-
7. Juan de Dios Navas: Ob. cit., p. 89.
8. Legouhir y Rodas: Historia  pp. 589 y ss.
9. Tobar Donoso: La Iglesia  p. 573.
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I te, de ningún modo se podría afirmar que los legisladores 
I y autoridades ecuatorianas hubieran tenido el propósito 
i de perseguir o hacer daño a la Iglesia, com o lo demuestran 

las discusiones parlamentarias en las que la gran mayoría 
bdc los hombres públicos que intervienieron confesaba 
^abiertamente su fe, y como lo manifiestan los textos mis- 
* mos de algunas leyes.* o Personas mal intencionadas, labor 

oculta de las logias, todo esto pudo ciertamente haber, 
-pero fundamentalmente los hechos deplorables, que he ex­

puesto rápidamente, eran sobre todo efecto de una erra­
da concepción de las funciones del Estado frente a la Igle­
sia, fruto principalmente del haber vivido casi trescientos 
años en un régimen de regalismo cerrado.

3.-- El Concordato de 1862. Sólo la férrea voluntad 
y el inmenso prestigio de Gabriel García Moreno, que ha­
bía salvado el país de la invasión peruana y de la anarquía 
interna, era capaz de romper los viejos moldes y procurar 
a la Iglesia una situación más digna. Esto se propuso con­
seguir mediante la celebración de un Concordato y una la­
bor de depuración y reforma de las costumbres depravadas 
de muchos clérigos y religiosos lo cual pretendía obtener 
con la colaboración de los dos Poderes. Ambos puntos del 
programa^eran tareas dificilísimas y en la ejecución de uno 

y  otro hubo ciertos excesos, pero en definitiva se realizó 
algo altamente benéfico para la Iglesia y el Estado.

Obtuvo el Presidente permiso de la Convención Na­
cional para celebrar el Concordato “ sin que pudiesen ser­
vir de obstáculo las leyes sobre la materia” ; de modo que, 
contra toda la tradición, no se exigía la consagración del 
Patronato, precisamente lo contrario: García Moreno que­
ría restituir a la Iglesia su libertad.
10. En las legislaturas siempre fue numerosa la representación del Clero.

Y no faltaron muchas- medidas francamente ventajosas para la Iglesia, 
por ejemplo, la Constituyente de 1850, “ abolió la Pragmática de Car­
los III cumplida en 1767, relativa ala expulsión de los jesuitas, docu­
mento derogado bajo la presidencia de Montes....”  (Legouhir, p 459). Y 
la sinceridad católica de los constituyentes se manifiesta en el hecho de 
que todas las Cartas Políticas declaran la Religión Católica com o la 
única del Ecuador, y algunas, además, declaran inderogable e irreforma­
ble ese artículo constitucional, pretendiendo así darle m ayor firmeza.
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Las instrucciones dadas al plenipotenciario ecuatoria­
no, el Arcediano Dr. Ignacio Ordóñez, demuestran el no­
ble propósito del Presidente. Son realmente sorprendentes 
para la época. El delegado ecuatoriano, decía, “procederá 
sin perder ni un instante a celebrar el Concordato entre la 
Santa Sede y la República del Ecuador, exponiendo a 
Nuestro Santo Padre que el Gobierno ecuatoriano no pre­
tende imponer ni exigir concesiones, sino suplicar a su pa­
ternal benevolencia se remedien los males que ahora aque­
jan a la Iglesia en este país... El Gobierno desea únicamen­
te que la Iglesia goce de toda libertad... y que el Poder 
Civil sea defensor de esa independencia y garante de esa 
libertad...” Y  quería que el Concordato estableciera que la 
Constitución de la República debiera prohibir el estable­
cimiento de cultos disidentes y de cualquier sociedad con­
denada por la Iglesia. “ Ninguna reforma es posible, —aña­
día, mientras las bulas, breves y rescriptos pontificios estén 
sometidos a la sanción interesada y tardía de la autoridad 
civil. La Supresión del pase es por consiguiente de vital 
necesidad” . Y así continúaba señalando una serie de re­
formas que bien podía figurar más bien en la Instrucción 
de la Secretaría de Estado a su representante.11

El lo . de mayo de 1862 firmaron pues, en Roma el 
Concordato, el Cardenal Antonelli y Monseñor Ordóñez. 
Poco después llegó a Quito el Delegado Apostólico Mons. 
Tavani.

Pero al Presidente no pareció el Concordato suficien­
temente eficaz para remediar los males de la Iglesia ecuato­
riana, por lo cual envió nuevamente a Mons. Ordóñez para 
tratar de reformarlo; y así se llegó a la redacción definitiva, 
suscrita el 26 de septiembre de aquel año.

En el art. lo . se consagraba la confesionalidad del Es­
tado ecuatoriano y se reconocía “ todos los derechos y pre­
rrogativas de que debe gozar según la Ley de Dios y las 
disposiciones canónicas. En consecuencia jamás podrá ser

11. El texto de estas Instrucciones está integramente publicado en El Primer 
Concordato Ecuatoriano, p. 182, del Dr. Tobar.
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admitido en el Ecuador ningún otro culto disidente; ni 
sociedad alguna condenada por la Iglesia” .

En los tres artículos siguientes se aseguraba plenamen­
te los derechos de la Iglesia respecto a la educación en ge­
neral, y en particular de la formación del clero, hasta en­
tonces dominada por la intervención estatal.

El art. VI declara el derecho de los Obispos de gober­
nar con entera libertad sus Diócesis y convocar Concilios, 
etcétera y además: “ El Gobierno dispensará su poderoso 
patrocinio y apoyo a los obispos, en los casos en que lo 
soliciten...”

Por el art. VII se suprimen los “ recursos de fuerza” 
y se reconoce el orden judicial canónico de apelación con­
forme a las leyes de la Iglesia.

El VIII afirma el fuero eclesiástico y que “ en todos 
los juicios que sean de competencia eclesiástica, la autori­
dad civil prestará su apoyo y protección, a fin de que los 
jueces puedan hacer observar y ejecutar las penas y las sen­
tencias pronunciadas por ellos” .

Conforme al art. IX quedan, como anteriormente, so­
metidas las personas y los bienes eclesiásticos a los impues­
tos del Estado, exceptuados los “ Seminarios, los bienes y 
cosas inmediatamente destinados al culto y los estableci­
mientos de beneficencia” .

El art. X se refiere a la inmunidad de los templos. Só­
lo con permiso de la autoridad eclesiástica se podía extraer 
a los refugiados en las iglesias.

Respecto de los diezmos, dice así el artículo XI: 
“El Gobierno ecuatoriano se obliga a conservar en la Re­
pública esta institución católica y la Santa Sede consiente 
que el Gobierno continúe percibiendo la tercera parte de 
los productos decimales. Para la recaudación y adminis­
tración de la renta decimal las autoridades (la civil y la 
eclesiástica) acordarán un reglamento” .

Por el art. XII “el Sumo Pontífice concede al Presi­
dente del Ecuador el derecho de Patronato” . No se trataba 
pues, de un derecho inherente a la soberanía nacional ni 
la herencia de la Corona española, como hasta entonces se
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sostenía comunmente en el Ecuador, sino de una conce­
sión del Romano Pontífice. Y está concesión estaba bien 
delimitada, en cuanto a su contenido en el mismo art. XII 
y en los demás del Concordato. En el presente, se disponía 
la intervención del Presidente en la elección de obispos: 
podía “proponer para los obispados y arzobispados a sa­
cerdotes dignos en el sentido de los sagrados cánones”  de 
entre una lista de tres presentada por los obispos. Esta 
concesión como observa con justicia el Dr. Tobar, era bas­
tante limitada, para el criterio de entonces, aunque hoy 
puede parecer extensa y desmesurada.1 2

Igualmente los límites de la intervención del poder 
civil en los nombramientos de otros beneficiarios son bas­
tante moderados (arts. XII, XIII, XIV y XV).

En sentido directamente opuesto a la práctica de 
aquellos tiempos, el art. XVI derogaba un arbitrario decreto 
del Poder ejecutivo, sobre redención de censos y regulaba 
la materia, en éste y en el artículo siguiente.

El XIX garantiza a la Iglesia sus derechos patrimonia­
les, y la administración de los mismos “ conforme a los sa­
grados cánones” .

Luego se habla de la libertad absoluta de la Iglesia 
para establecer instituciones religiosas, órdenes y congre­
gaciones. Se ordenan ciertas preces por el Jefe del Estado 
y la Nación (art. XXI), y se promete el apoyo del Estado 
para más misiones católicas (art. XXII).

Tienen particular interés el art. XXIII: “ Todo lo
demás que pertenece a las personas o cosas eclesiásticas, y 
acerca de lo cual nada se provee en los artículos del pre­
sente concordato, será dirigido y administrado según la 
disciplina canónica vigente en la Iglesia y aprobada por la 
Santa Sede” . (Una disposición semejante es bastante rara 
en los Concordatos, entre los más modernos, sólo figura 
en el austríaco, art. XXII).

Finalmente se derogan todas las leyes, etc., contrarias

12. El Primer Concordato...., p. 188.
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f. al Concordato, se afirma el deseo de resolver amigablemen- 
I te cualquier conflicto sucesivo y se establece el modo de
r rectificación.13

La oposición al Concordato empezó inmediatamente; 
—se le calificaba de “ ominosa servidumbre al Vaticano” : 14 

se acusaba su misma legitimidad, pues el Presidente proce­
dió a darle ejecución antes de que fuera conocido por la 
Legislatura, aprovechando del mandato que la Asamblea 

_ le había dado para celebrar el Tratado.
El Congreso propuso modificaciones que tuvieron que 

presentarse al Vaticano y fueron aceptadas. Felizmente 
no atacaban la esencia del pacto; se referían al fuero ecle­
siástico y a los diezmos.

Después de todos los incidentes provocados por la 
imcomprensión de la opinión pública y de prestigiosos po­
líticos, el Concordato fue finalmente declarado Ley de la 
República el 20 de abril de 1866.

Los efectos benéficos del Concordato no se hicieron 
esperar; la Iglesia, libre de la pesada tutela gubernativa, res­
petada de todos, pudo realizar su labor. Se reunieron va­
rios Concilios, se crearon nuevas diócesis, vinieron nuevas 
comunidades religiosas, se moralizaron las existentes, se 
dió impulso a la educación, a las misiones, etc.

Cuando García Moreno volvió a tener el poder en sus 
manos, en 1869, logró mejorar todavía la situación jurí­
dica de la Iglesia. La Asamblea aprobó el decreto de devo­
lución del fuero eclesiástico, que fue casi suprimido por las 
reformas hechas anteriormente al Concordato.1 s

Las relaciones con la Santa Sede, en este período fue­
ron pues, excelentes, aunque no faltaron algunos conflic­
tos de menor importancia. En 1870 el Ecuador protestó

13. Véase el texto com pleto en Racolta di Concordati, de Angelo Mercati. 
Roma, 1919, p. 983 y ss.

14. Legouhir: Historia...., p. 134.
15. Anónimo: Resumen de Historia de la República, en Cien años de E- 

cuador Independiente, p. 78.
16. “ Seúl e l ’Equateur émit une protestation solennelle. II y cut une demi- 

protestation de l ’Autriche, de la France et de la Belgique” . Cfr. R . Jarri- 
ge: La condition International di Saint-Stége, pp. 85-89.

'i;
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por el atropello de los derechos del Pontífice por parte dei 
los revolucionarios italianos.1 6

El problema que no tuvo una solución definitiva y 
que se pretendió solucionar varias veces, con negociacio­
nes y acuerdos provisionales fue el de la sustitución deh 
diezmo.17

Los diezmos fueron igualmente el asidero para la 
injusta suspensión del Concordato decretada el 28 de ju­
nio de 1877 por el Dictador Veintimilla, quien declaró vi­
gente la Ley de Patronato de 1824, con la consiguiente 
protesta de la Iglesia. Siguieron varias leyes antirreligiosas 
y atropellos cometidos contra los eclesiásticos.

Pero arreprentido Veintimilla y quizá como medida 
política, se resolvió a reanudar las relaciones en el Vati­
cano. Así se llegó a la firma de una “ Nueva versión del 
Concordato” , el 15 de agosto de 1880. La Santa Sede hi­
zo modificaciones, y el arreglo definitivo se firmó el 14 
de marzo de 1882.

La “ Nueva Versión”  contiene muchos artículos idén­
ticos a los correspondientés de 1862 (del I al VII; el IX, 
X del XIII al XVII; del XX al XXV) y otros apenas están 
retocados. Las modificaciones más importantes se refieren 
al privilegio del fuero eclesiástico. El art. 10 lo regula en 
esta forma: El Ecuador reconoce el fuero eclesiástico “ sea 
por razón de la persona o de la materia” . “ Más, la Santa 
Sede atendidas las circunstancias y a petición del Gobierno 
del Ecuador, no impide: lo ., que las causas civiles de los 
eclesiásticos y las que se refieren a las propiedades y de­
rechos de la Iglesia, beneficios y otras fundaciones ecle­
siásticas, sean deferidas a los tribunales civiles. 2o., que las 
causas criminales de los eclesiásticos por delitos extraños a 
la religión y que sean penados por los Códigos de la Re­
pública sean también deferidos a los tribunales laicos. Más
17. Don Antonio Flores señala que el diezmo fué suprimido de acuerdo con 

la Santa Sede en Chile, Costarrica, Nicaragua, El Salvador, Haiti, y Boli- 
via, y en otras naciones sin contar con  la Santa Sede. N o se discutía ge­
neralmente ei derecho de la Iglesia el diezm o, sino los inconvenientes 
económ icos del mismo. Cfr. Diezm os y Censos, y los varios Mensajes 
presidenciales de Antonio Flores.
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jji los juicios de 2a. y 3a. instancia, formarán necesaria­
mente parte de los respectivos tribunales, como conjueces, 
|os eclesiásticos que el respectivo Ordinario nombrará en 
[0s últimos días de cada año. Esos juicios no serán públi­
cos...”  Se trataba pues, de un fuero especial y mixto.

En el art. XI se reconocía el derecho de la Iglesia a los 
diezmos y el Gobierno se comprometía a mantenerlo “ has­
ta que pueda sustituirlos con otra contribución de acuerdo 
.eon la Santa Sede...”

La sustitución del diezmo por una contribución pre­
dial del tres por mil se verificó por medio de un pacto fir­
mado en Roma el 18 de noviembre de 1890, por el Carde­
nal Rampolla y don Leónidas Larrea, encargado de nego­
cios del. Ecuador.

Las buenas relaciones con la Iglesia se prolongaron 
hasta la revolución liberal de 1895. El Presidente Flores, 
decía en su Mensaje al Congreso el 10 de junio de 1890: 
“En ningún tiempo la Iglesia ha sido más libre. Hace 
llevado a tal punto la consideración hacia los Prelados, que 
les he dejado proveer, puedo decir, por sí mismo los bene­
ficios de libre presentación del Ejecutivo; pues sólo he 
nombrado los' que ellos me han propuesto” . Y las leyes 
ecuatorianas por su parte, confirmaron siempre las liber­
tades acordadas a la Iglesia. Afirma un eminente historia­
dor que “ El período conservador-progresista, (esto es 
desde 1883 hasta 1895) es sin duda, no obstante sus erro­
res... y ciertas demasías religiosas, com o las del Congreso 
de 1894, el del más vivo florecimiento de 'las libértades y 
vida cívica que ofrece la historia nacional y el de mayor 
acuerdo entre la ley fundamental y la política: floreci­
miento debido al imperio "de las doctrinad católicas -y de 
los gobiernos civilistas” .18 " " ~ '

4.— La Revolución liberal: Ruptura dél Concordato. 
Triunfante la revolución Radical, a cuyo frente se puso el 
General Eloy Alfaro, se procedió a la formación de una 
nueva Carta política, que debía inspirarse en las doctri-
18. Cfr. Desarrollo Constitucional del Ecuador, por Tobar D onoso, Julio, 

Quito, 1936, p. 64.
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ñas liberales. Sin embargo, casi ninguna modificación subs­
tancial se encuentra respecto de la forma de gobierno, 
régimen administrativo, derechos y deberes de los ciuda­
danos, etc.; el punto de mayor contraste con las anterio­
res es el relativo a la religión, pues, aunque figuraba todavía 
la Católica como la religión oficial, el espíritu de la ley no 
era conforme a ella: se permitía el ejercicio de todo culto 
en un país con absoluta unidad religiosa, y se prohibía la 
entrada de comunidades religiosas al Ecuador.

Y bajo el imperio de estas leyes de carácter ambiguo, 
comenzó la persecución de hecho, y los ataques más vio­
lentos al Concordato por parte de las autoridades.19 Di­
ce Oscar Efrén Reyes, escritor liberal, que “mientras la 
Ley Suprema de la República establecía el Catolicismo del 
Estado, la soldadesca vituperaba o infamaba  ̂ ’^to, o
asesinaba a sus ministros; mientras se preconizaba la liber­
tad de pensamiento y se establecía un jurado especial pa­
ra las infracciones de imprenta (art. 32), los talleres’tipo­
gráficos enemigos eran asaltados...” 2 0

Las reformas que pedía el Ecuador significaban prácti­
camente la derogación del Concordato, como se expresó 
el Cardenal Rampolla; sin embargo consintió en que se en­
tablaran las negociaciones al efecto.

Pero la misión del Encargado de Negocios apostóli­
co sólo dió pie a nuevas injurias a la Santa Sede por parte 
del gobierno ecuatoriano. Es célebre el “ Memorándum 
reservado del Ministro Cueva, lleno de denuestos para la 
Iglesia, y que el Gobierno no tuvo escrúpulos de publicar­
lo, haciendo así más grave el ultraje” .

Entre tanto el Congreso de 1898 dictó una ley que 
privaba a la Iglesia de la contribución predial que se había 
convenido para reemplazar al diezmo, por un documento 
que se consideraba incorporado al Concordato, de manera 
que éste quedaba violado abiertamente.
19. El Ministro del Interior calificaba el Concordato, ante el Congreso de 

“padrón de infamia”  cuya abrogación era “ deber de patriotismo y hasta 
de humanidad” .

20. Oscar Efrén Reyes: Breve Historia del Ecuador, Vol. II, p: 276. Quito, 
1942.
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Finalmente la Legislatura de 1899 aprobó la Ley de 
Patronato por la que se pretendía someter nuevamente la 
Iglesia a la esclavitud.. Todo el episcopado ecuatoriano 
protestó, como protestó la Santa Sede, pero de nada sir­
vieron las protestas.

Ante las insistencias del Gobierno, consintió la Santa 
Sede en mandar un nuevo representante, a pesar del rom­
pimiento; y fue Monseñor Gasparri, más tarde cardenal, 
quien entabló conversaciones con el Ministro Peralta. Es­
tas terminaron en varios acuerdos, por los cuales la Sede 
Apostólica hacía extraordinarias concesiones. Sin embar­
go, el Congreso de 1901 los desechó casi unánimente. Y el 
mismo Ministro Peralta tuvo una conducta doble ante la 
Legislatura, pues a la vez que proponía la aprobación de 
acuerdos tan favorables para las pretensiones del Estado, 
remitía a las cámaras un proyecto de matrimonio civil en 
abierta oposición a lo pactado.

La Ley de Matrimonio Civil del 28 de octubre de 
1902, preparada ya por la de Registro Civil, del 29 de oc­
tubre de 1900, ponían un abismo más para el buen enten­
dimiento con la Iglesia.

Siguieron todavía otras leyes que atentaban a los de­
rechos de la Iglesia. La del 14 de octubre de 1904, llama­
da Ley de Cultos, entre otras disposiciones inicuas, prohi­
bió a los institutos religiosos abrir noviciados. La Ley de 
Beneficencia Pública arrebató a las comunidades religio­
sas sus bienes. Los planteles de enseñanza quedaban some­
tidos al Estado y varios tuvieron que cerrarse.

La Santa Sede no consintió ni por un momento en la 
Ley de Patronato y la valiente actitud de los obispos ecua­
torianos, hizo que prácticamente no se aplicara; así, la San­
ta Sede procedió en 1906 a nombrar Arzobispo de Quito, 
sin contar para nada con el Gobierno.

La nueva Constitución, terminada el año siguiente, 
señala un cambio radical en la política religiosa del Estado; 
no se insiste en el Patronato y se proclama la absoluta se­
paración del Estado de la Iglesia, y el laicismo más absolu­
to del primero. El art. 6 deroga todas las leyes y tratados,

57



etc., que se opongan a la Constitución, y por tanto debían 
considerarse sin valor legal tanto el Concordato como la 
Ley de Patronato; sin embargo gobiernos posteriores, al«j 
guna que otra vez adujeron dicha ley para cometer sus abu-í 
sos. El art. 29 pretende privar a la Iglesia de su personal^ 
dad pública; esta materia quedó sumamente confusa,  ̂
y, examinaré con detenimiento en el capítulo cuarto.

De todos modos, la Iglesia pudo continuar viviendo 
dentro de la ley gracias a las libertades sancionadas por la- 
misma Carta Política: en el art. 16 se consagra la libertad 
de educación, en el 26 la de conciencia “ en todos sus as­
pectos y manifestaciones” ; en el siguiente, la de reunión y 
asociación."

Varias restricciones de los derechos de la Iglesia se 
encuentran en la Constitución, como la prohibición a los 
sacerdotes y religiosos para ser senadores o diputados y el 
desconocimiento del fuero eclesiástico, pero fueron más 
graves las limitaciones impuestas por las leyes secundarias, 
varias veces en abierta contradicción con los postulados 
constitucionales. De este modo una ley de 1927 prohibía 
la intervención de los ministros del culto en las elecciones, 
los privaba del sufragio y un decreto dictatorial del 22 de 
septiembre del mismo año prohibió el ingreso de sacerdo­
tes extranjeros al Ecuador y el establecimiento de nuevas 
casas y noviciados de religiosos, aún de aquellas comuni­
dades ya establecidas en el país.

Durante este período se agravó la disidencia de la le­
gislación del espíritu católico de la nación: seculariza­
ción de cementerios, enseñanza laica, divorcio cada vez 
más fácil de obtener, etc.

En todos aquellos años, desde principios del siglo, 
tampoco existió representación diplomática ante la Santa 
Sede, ni de ésta en el Ecuador.

Y en casi medio siglo de dominio absoluto del poder, 
el liberalismo ha logrado penetrar profundamente en la 
opinión pública y convencer a muchos que aquellas leyes 
contrarias a la Iglesia son necesarias, y que el laicismo del 
Estado es una especie de dogma político intocable y fun-
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¿lamento de la paz nacional y de todo progreso; cualquier 
medida contra él se califica de retrógrada.

5.— El Modus Vivendi. El régimen dictatorial del 
ingeniero Federido Páez que se inició en 1935, parecía 
todavía más peligroso para la Iglesia. El Decreto de 18 
¿le diciembre de aquel año pretendía equiparar totalmente 
La Iglesia y sus instituciones a las personas jurídicas comu­
nes. Se aumentaron las causas de divorcio y se facilitó 

.su trámite. La “ Ley de Defensa Social”  daba atribuciones 
a la policía para cerrar los templos, al igual que los teatros 
y otros establecimientos, cuando en ellos se atentase con­
tra el orden, la tranquilidad ciudadana, etc. (art. 16). Es 
fácil comprender lo peligroso de estos poderes de la po­
licía.

Pero la verdadera característica del Gobierno del se­
ñor Páez, hombre de temperamento pacífico y reposado, 
fue la gran autonomía con la que actuaba sus ministros, 
cada uno conforme a sus ideas políticas.2 i

Parece que fue con la intención de presentar quejas 
contra el Arzobispo de Quito y procurar su remoción, que 
pidió el Jefe Supremo la venida del Nuncio en Lima, pre­
textando el deseo de llegar a un acuerdo con la Iglesia. Se 
trasladó el hábil y experimentado diplomático Monseñor 
Femando Cento y en Quito, en septiembre de 1936 en­
tabló conversaciones, no con el ministro de Relaciones, sino 
con el de Gobierno, de modo que estos contactos no se 
pueden considerar precisamente como reanudación de las 
relaciones diplomáticas. No se llegó a ningún acuerdo de­
finitivo.

Nombrado Ministro de Relaciones don Carlos Manuel 
Larrea en diciembre de 1936, ya a principios de febrero
21. Refiriéndose a Don Federico Paéz, dice Oscar E. Reyes; “ El mismo apre­

ció su exaltación al poder dictatorial com o “ una equivocación del ejérci­
t o ” . Y tomó,según parece, muy poco  sentido de responsabilidad en las más 
arduas cuestiones del gobierno, de la administración, dando generalmen­
te, la impresión de un dirigente superficial, despreocupado o abúlico. Ge­
neralmente, las buenas o malas cosas de la Administración dependían de 
la eficiencia intelectual y preparación de sus ministros o de la falta de 
ellas” . Breve Historia del Ec., T. II, p. 448. En el fondo de esta crítica 
dura, hay una verdad: el Jefe Supremo daba amplios poderes a sus minis­
tros.
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hacía gestiones para el regreso del Nuncio en Lima, para 
entablar negociaciones formales tendientes a la celebración 
de un Modus Vivendi.

El señor Nuncio demoró el viaje temiendo que sería 
infructuoso como el primero; pero el Canciller dió seguri­
dades del propósito firme que le animaba de llegar a un 
acuerdo y manifestó que el Gobierno reconocería el 
carácter de “ agente confidencial de la Santa Sede”  a Mon­
señor Femando Cento; y éste, con el asentimiento del Va­
ticano, se resolvió a viajar a Quito. Todavía se retrasó 
el traslado, por un accidente: el avión que traía las instruc­
ciones de Roma para el Nuncio, se perdió, y así hubo de 
esperar nuevas"instrucciones.

Por fin, en mayo comenzaron las negociaciones, mien­
tras se hacía una campaña de prensa contra un posible 
acuerdo con la Santa Sede. El Gobierno corría el riesgo 
de perder el apoyo del partido liberal que le había elevado, 
y muchos preveían el fracaso de las negociaciones; parecía 
imposible un entendimiento en esas circunstancias.22

Las conversaciones duraron hasta fines de julio, y 
se hicieron por lo menos siete u ocho proyectos de Modus 
Vivendi, que, o no fueron aceptados por el Gobierno, o 
fueron objetados por la Santa Sede.

22. En este sentido se expresa el ilustre diplomático Don Gonzalo Zaldumbi- 
de: “ A la lectura del documento elaborado, —y con cúán legítima satis­
facción para el patriotismo de usted—, aparece com o fácil y espontáneo el 
entendimiento perseguido. Proviene esta impresión sin duda de lo elegan­
te y sobrio del documento concertado. Pero bien sé lo difícil que debió 
haber sido el lograrlo...” . Carta a Carlos M. Larrea del 25 de julio de 1937. 
Y el mismo Nuncio, escribía: ‘ ‘ ....si en aquella época otro que no fuera 
don Carlos Manuel Larrea hubiera sido el titular de la Cancillería, difícil­
mente se habría llegado a donde se llegó” . (Carta fechada en Lima, el 2 
de julio de 1938). Y lo repetía en términos más elogiosos aún para el 
Canciller, diez años más tarde, escribiendo desde Bélgica, en donde de­
sempeñaba la Nunciatura. (Carta del 17-VII-1948, del archivo privado de 
C. M. Larrea). El Doctor Tobar, refiriéndose al Modus Vivendi y al Con­
venio Adicional, los califica de “ fruto de generosa e inesperada concordia, 
y de la excepcional sagacidad de aquellos personajes” . Cfr. Las relacio­
nes.... p. 35. Pero es preciso decir que el mismo Dr. Tobar, con su exqui­
sito tacto diplomático, contribuyó notablemente, com o consultor jurídi­
co, por parte de la Santa Sede, para que se llegara al acuerdo. Es también 
digna de recordarse la intervención del Licenciado D. José Roberto Páez 
para obtener del Jefe Supremo el Decreto núm. 212.
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Por fin se llegó a un texto definitivo que se firmó el 
24 de julio de ese mismo año de 1937. Previamente, el 
Jefe del Estado dictó el decreto No. 212 derogatorio de 
aquél otro emitido por él mismo en 1935 y que privaba 
He la personalidad jurídica a las entidades eclesiásticas, 
gl Modus Vivendi, después de ser aprobado por Su Santi­
dad, como lo comunicó el Cardenal Secretario de Estado, 
Eugenio Pacelli, al Canciller ecuatoriano, se publicó con 
gl correspondiente Decreto de aprobación y ratificación 
del Gobierno del Ecuador en ei Registro Oficial No. 30 del 
14 de septiembre de 1937.

Quedaron así restablecidas las relaciones diplomáti­
cas. El primer Nuncio Apostólico fue el mismo monseñor 
Remando Cento, Arzobispo de Seleucia Pieria, quien pre­
sentó sus credenciales el 6 de agosto de aquel año. Y el 
Plenipotenciario ecuatoriano ante la Santa Sede ejerció su 
cargo desde el 8 de agosto.2 3

Muy significativo fue el discurso del Jefe del Estado 
en la presentación de credenciales del Nuncio. Demuestra 
el sincero deseo de iniciar una nueva época en las relacio­
nes con la Iglesia y debe tenerse en cuenta al interpretar el 
Modus Vivendi, pues revela el espíritu que animaba al Go­
bierno ecuatoriano al celebrar ese tratado.2 4

Entretanto, la oposición al nuevo pacto fué muy agu­
da por parte de algunos sectores, como causó regocijo en 
otros.25 Muchos habrían pretendido que fuera derogado 
por la Asamblea Nacional, pero ésta no sólo no derogó 
el Modus Vivendi sino que aprobó en masa los actos del 
Gobierno del ingeniero Páez y dió voto de confianza al 
Canciller. Quedó de este m odo consolidado el pacto, no 
obstante lo cual algunos políticos, han pretendido su de-
23. Fue D. J. Modesto Larrea, descendiente del primer representante ecuato­

riano, del mismo nombre.
24. El discurso fue reproducido en el “ Osservatore Romano., del 27 agosto 

1937. Léase este párrafo que parece una interpretación auténtica del 
Art. 3 del M. V.: “ Spero anche, Ecc. Sig. che la collaborazione dei due 
poteri non si limiterà a regolare situazioni anormali. Il mondo attuale è 
afflitto da problemi, la cui soluzione esige la cooperazione di forze 
morali. E1 necessario che uniamo i nostri sforzi per assicurare la pace 
minciata in iito il mondp e per redimere la miseria umana, che si mani­
festa in m odo clam oroso” .
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rogación. La Asamblea del Partido Liberal, reunida eil 
Cuenca, en 3.941 ordenó a los represenantes de aquel parí 
tido que debían concurrir al Congreso Nacional que obtui 
vieran la derogación del Modus Vivendi. Pero ese congrej 
so, y todas las legislaturas ecuatorianas han respetado éj 
honor nacional y mantenido el tratado, cuyos frutos, además| 
de paz y de progreso ya se hacen sentir, aunque el conjun=i 
to de las leyes ecuatorianas no está en perfecta armonía 
con el Pacto, lo cual le quita buena parte de su valor.2 6- 

Este es pues, el origen del documento que voy a estu­
diar en los capítulos siguientes, y que regula al presente las! 
relaciones entre la Iglesia y el Estado. Fue elaborado, co­
mo se ha visto en circunstancias muy adversas, con grave 
oposición, dentro y fuera del Gobierno que no permitía un! 
acuerdo más pleno y favorable para la Iglesia, es decir pa­
ra ambas partes.

25. “ El Arzobispo de Quito y Administrador Apostólico de Guayaquil y Por- 
toviejo vivamente se congratula con el Éxcmo. Señor Ministro de RR.EE., 
Don C. M. Larrea, porque, finalmente, al cabo de más de ocho lustros, sé J 
han reanudado las relaciones diplomáticas entre la Santa Sede y la Repú­
blica del Ecuador...”  (Carta del 8-VIII-37). Otros Ordinarios del Ecuador 
felicitaron igualmente al Canciller. Y también algunos liberales, como, 
por otra parte, más de un conservador desaprobó el Acuerdo.

26. Nicolás F. López, en un folleto —en el que ataca violentamente el acuer­
do— titulado Antes y después del Modus Vivendi, editado en Quito, 
1937, reconoce que las leyes de la República deberían conformarse a lo 
pactado: “ Se desprende del siguiente análisis que, habiendo precedido el 
Modus Vivendi al dictamen de la Constitución Política'de la República y 
surtiendo ya sus efectos in partibus por el reconocimiento y actuación 
diplomática de la autoridad delegataria, el primero, o sea el Modus Vi­
vendi imprime carácter a la Carta fundamental del Estado, la subordina 
implícitamente al texto del Tratado; y como la dicha Constitución no 
puede estar en pugna con cualquier otra ley secundaria resulta que las 
posteriores disposiciones orgánicas de Instrucción pública, de régimen in­
terior, de hacienda, etc., serán importantes para siquiera interpretar lo 
que ya está admitido y sancionado por la Carta fundamental” . Y conclu­
ye que esto es un “ abuso y sancionado por la Carta fundamental” . Y 
concluye que esto es un “ absurdo de gestación forense”  que ha dado ori­
gen a “ una atrocidad, o sea, al Concordato...” , p. s.
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I I I

PERSONALIDAD DE DERECHO 
INTERNACIONAL



De acuerdo con los principios expuestos en la Intro­
ducción, entiendo que la llamada “personalidad de derecho 
internacional” es el aspecto de aquella única personalidad 
propia de las sociedades soberanas por el cual son capaces 
de obrar en el derecho internacional, son sujetos activos y 
pasivos de este derecho y pueden determinar sus relaciones 
activas y pasivas —derechos y obligaciones— elaborando 
normas positivas por medio de tratados, convenciones, 
etc.

Digo que es un aspecto de una personalidad única. 
En efecto, el mismo sujeto que entabla relaciones con 
otros en el campo internacional, tiene en el interno un po- 
ffier de autoregulación, dicta las normas del derecho inter­
no.1 Más aún, debe considerarse la soberanía interna co­
mo antecedente lógico de la externa. Y también lo es de 
hecho; son admitidos al trato internacional sólo aquellas 
sociedades que se presentan como grupos organizados con 
un poder soberano, capaz, esto es, de decidir en última ins­
tancia los asuntos que atañen a su fin específico.

2.- Reconocimiento de la personalidad y su importancia

Pero dado el método adoptado para el presente estu­
1. Así define, por ejemplo, Délos, Joseph, en La societé International et les 

principes de Droit Public, París 1938, Pág. 298 la soberanía interna como 
“ Un pouvoir naturel d'autodetermination dans la poursuite du bien 
social” .

1.- Definición de “personalidad de derecho internacional”
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dio conviene examinar en primer término más bien el as­
pecto externo de la soberanía de la Iglesia: su personali­
dad en el derecho internacional. Esto es más congruente 
con la índole de un trabajo que tiene un punto de partida 
en un tratado internacional.

Y precisamente el primer objeto de este capítulo es 
demostrar que el Modus Vivendi de 1937 es realmente un 
tratado internacional.2 Y como consecuencia quedará 
demostrado el reconocimiento, por parte de un Estado 
más, de la personalidad internacional de la Santa Sede, la 
cual le permite gozar de todos los derechos y garantías 
que competen a tales personas.

Dice con razón Wagnon3 que la personalidad jurídi­
ca internacional de la Iglesia, desde el punto de vista teo­
lógico y canónico es indiscutible, pero que se funda sobre 
un acto de fe. En el Derecho Internacional, como pura 
ciencia, es cosa que hay que probar: “ la admisión en la co ­
munidad internacional exige la presencia de dos elementos 
de hecho: civilización y soberanía, y uno de derecho:
el reconocimiento.4 Está claro que probada la existencia 
del tercer elemento, el derecho, ya están implícitamente 
probados los otros, que son sus premisas.

A su vez ese reconocimiento se derivan muy nota­
bles consecuencias: hay quienes supeditan a él aún la efec­
tividad de la soberanía interna; es una opinión más bien 
política; pero en derecho, ya afirmé, es más bien una con­
secuencia de la soberanía interna. La trascendencia del 
reconocimiento se aprecia sobre todo en el derecho inter-
2. “ Intersticial”  le llamarían Ottaviani y otros escritores, en honor a la pre­

cisión terminológica, por no tratarse de acuerdo entre “ naciones” , sino 
sociedades soberanas y que por lo mismo reviste ciertas .características es­
peciales. Estoy plenamente de acuerdo; sin embargo empleo el término . 
menos preciso provisionalmente por ser más usado, hasta llegar al examen 
de qué género de tratado es el Modus Vivendi y, en general, todo Con­
cordato.

3. Wagnon, Henri: Concordáis et Droit International, Gembloux, 1935,
página 42.

4. Encuentro criticable la clasificación de elementos “ de hecho”  a los dos 
primeros y de “ derechos”  al último, pero no me detengo, por no tener 
mayor importancia.
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nacional. Equivale a asegurar el derecho a la existencia li­
bre e independiente de toda otra sociedad de su misma ca­
tegoría o semejante; el derecho a mantener esa autonomía 
y para ello entrar en relaciones con otras sociedades, man­
jar y recibir representantes, contraer obligaciones públi­
cas, gozar en el desarrollo de ese comercio de un trato co- 
prespondiente a su dignidad (garantías, privilegios, etc.); 
disponer de una fuerza pública y emplearla en caso de ne- 
sesidad; derecho de buscar el cumplimiento de su propio 
fin, actuando su poder de dominio a veces aún sobre per­
sonas y cosas que no se hallan actualmente en el territorio 
propio (si tienen territorio), y naturalmente sobre los que 
habitan o están en ese territorio, etc., en una palabra, la 
personalidad internacional es la expresión concreta de la 
soberanía en ese orden, y el presupuesto de la existencia, 
conservación, desarrollo y relaciones de las sociedades que 
la tienen. Todo esto no quita el que si una entidad sobe­
rana quiere abstenerse de usar algunos de esos poderes pue­
da hacerlo. Tal es el caso de las declaraciones de neutra­
lidad, como la contenida en el art. 27 del Tratado entre 
Italia y la Santa Sede.

Aún los Sumos Pontífices han dado importancia al re­
conocim iento de la soberanía de la Iglesia, por parte de los 
(■Estados. Así León XIII lo presenta com o uno de los argu­
m entos para probar el poder de la Iglesia, en la Encíclica 
“ Inmortale Dei, n. 22, “ Hanc vero auctoritatem in ipsa 
-absolutam pleneque sui iuris, quae ab assentatrice princi- 
t pum philosophia iamdiu oppugnatur, Ecclesia sibi asserere 
i'itemque publice exercere numquam desiit... Quin etiam 
*et opinione et re eadem probarunt ipsi viri principes re- 
rumque publicarum gubematores, ut qui pascicendo, tran- 
sigendis negotiis, mittendis vicissimque accipiendis legatis, 
atque aliorum mutatione officiorum, agere cum Ecclesia 
tanquam cum suprema potestate legitima consueverunt” .

, Claramente aparece aquí como los derechos de la Iglesia no 
^derivan del reconocimiento, pero su ejercicio efectivo, que 
se manifiesta en actos de enviar legados, hacer tratados, 
etc., es la más fehaciente comprobación de aquellos dere­
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chos reconocidos.
La soberanía externa de la Iglesia fue un tiempo um­

versalmente admitida. Todos los estados, en forma más o 
menos explícita, tenían relaciones, aceptaban la jurisdic­
ción eclesiástica, etc. Como este principio de derecho fue 
desconocido por unas y otras naciones, diversos concorda­
tos han ido reparando este mal. Pero no se debe creer 
por esto en la necesidad de una declaración mundial o de 
una adhesión de todos los estados a un tratado que reco­
nozca la soberanía de la Santa Sede. Algunos pensaron 
que el Tratado de Letrán podía extenderse a todo el mun­
do mediante su depósito en la Sociedad de las Naciones y 
la adhesión en lás diversas potencias, pero esto era además 
de irrealizable, —porque como tratado con una nación con­
tenía disposiciones inaplicables a otras,— también innecesa­
rio porque la gran mayoría de las naciones ya reconcía la 
soberanía de la Iglesia.

A pesar de la actitud de las naciones, no faltaron quie­
nes negaron el derecho a la actividad jurídica internacional 
de la Iglesia, sobre todo después de la pérdida del dominio 
territorial sobre los Estados Pontificios.5

La simple observación de los hechos es la refutación 
más contundente de tal error. Dice Jarrigé6 “ la situación 
internacional del Papa puede caracterizarse en tres pun­
tos: la Santa Sede no está sometida a ningún Estado, ni
aún Italia; goza en la sociedad internacional de prerroga­
tivas que no pertenecen más que a los soberanos; debe a su 
poder espiritual una gran influencia política” .

3.- Clase de reconocimiento

La persona jurídica internacional de la Santa Sede, es 
pues, también hoy, universalmente reconocida. Pero esto
5. Por ejemplo, Geffcken en sus anotaciones a la obra de A. Heffter: Le 

droit International de l ’Europe, ps. 96-97. R. Bompart: Le pape et le 
droit de gens, ps. 57-74, y La conclusión et l ’abrogation des concordats, 
en “ Revue politique et parlamentaire” , París. T. 36, 1903, p. 556 ss.

6. Jarrigé, René: La condition internationale du S. Siége, París, 1930,
p. 252.
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no quita la importancia de cada reconocimiento en particu­
lar, sobre todo porque de ellos dependen las relaciones con 
los diversos Estados y varias modalidades que se descubren 
en un caso u otro.

El reconocimiento de la personalidad jurídica no ne­
cesita ser explícito y expreso, basta un reconocimiento ex­
plícito (aunque no sea también expreso) de los elementos 
o de las consecuencias de la personalidad, y aún es suficien­
te que se haga esto implícitamente.

4.- ¿Cuál es el propio Modus Vivendi?

Creo encontrar en el Modus Vivendi con el Ecuador 
un reconocimiento implícito en el hecho mismo de cele­
bración, y en varias cláusulas del documento, reconoci­
miento expreso de varios atributos y consecuencias de la 
personalidad jurídica internacional de la Iglesia.

5.. Reconocimiento implícito

Que los tratados internacionales sólo se celebran en­
tre., sociedades soberanas es un principio absolutamente 
eierto en derecho. Bastará demostrar, pues, que el Modus 
Vivendi en cuestión pertenece realmente a la categoría de 
los tratados.

Y más que el examen teórico, desde el punto de vista 
de una clasificación científica, nos interesa en este caso, 
el valor que las partes quisieron dar al acuerdo. Los auto­
res de derecho público eclesiástico, en efecto, no están de 
acuerdo sobre la naturaleza de los concordatos, y algunos 
excluyen absolutamente el que se los pueda considerar 
como tratados, pero si en esta situación concreta aparece 
clara la intención de las partes contrayentes, será superflua 
todo discusión teórica.

No basta, pues, decir que ya que se ha celebrado un 
Concordato o Modus Vivendi, se ha reconocido la persona­
lidad internacional de las partes. Para unos puede aparecer 
como una simple ley de derecho público interno,? se pue­
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de caer en el error de creer que el sujeto que está frente a| 
Estado no es la Iglesia Católica, sino una Iglesia nacional,] 
o que el Papa actúa en virtud de su soberanía sobre el Es-j 
tado Vaticano. La refutación, de estos errores es pues par<| 
te necesaria de la prueba.

6 .- Tratado internacional

Siempre que hay un acuerdo formal entre dos socie­
dades soberanas sobre asuntos que dependen o se relacio­
nan con su soberanía, hay un tratado internacional..

7.- Entre la Santa Sede y el Ecuador
Examinando el Modus Vivendi, encuentro que tiene; 

realmente las características de un tratado internacional.'
Ya es bastante revelador el hecho de que le precedie-" 

ron negociaciones diplomáticas y llevadas a cabo por re­
presentantes plenamente autorizados: un Nuncio Apos­
tólico y  el Ministro de Relaciones Exteriores del Ecuador.

También la forma y el tratamiento que se dan las par­
tes en el documento comprueba la tesis. En particular, 
es demostrativa la cláusula de ratificación y las solemni­
dades que en virtud de ella siguieron, para hacer entrar 
en vigencia el acuerdo, y que son las propias de todo tra  ̂
tado internacional.

Finalmente, el texto mismo no deja lugar a la más 
ligera sospecha de que las partes no hayan querido consi­
derar el Modus Vivendi com o un tratado.

Cada una de las palabras de la cláusula introductoria 
sigue absolutamente la línea acostumbrada en los tratados 
internacionales. En primer términos figuran los jefes de 
las respectivas sociedades con los títulos indicativos de sus 
poderes: “ Su Santidad, el Soberano Pontífice Pío XI, y
Su Excelencia el Sr. Ingeniero D. Federico Páez, Encarga: 
do del Mando Supremo de la República del Ecuador” .
7. Así, Fiore P.: Le Droit International Codifié, p. 460. A. Rivier: Prin­

cipes du Droit de gens, T. I., p. 36 Gustine, G.: La loi des garanties et 
la situation de la Papauté. Falco: Corso di Diritto Ecclesiastico, p. 54.
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i. Es evidente que no intervendrían las autoridades que ejer­
cen los poderes soberanos, si el acto que se realiza no re­
quiriera en algún modo esos poderes; y ya veremos, por el 
examen de las cláusulas sucesivas, que realmente existía 
esa necesidad; com o también quedará muy claro que el 
Soberano Pontífice actuó com o Cabeza de la Iglesia.

Luego manifiestan el objeto del Convenio: “ con el
deseo recíproco de establecer relaciones amistosas entre 

. la Santa Sede y el Ecuador” . ¿Qué entidad, si no es una 
sociedad soberana, puede situarse frente a un Estado, y 
contraer con él, relaciones amistosas? Se señalan, además, 
con precisión las personas contrayentes: El Ecuador y la 
Santa Sede.8

Para establecer esas relaciones “ han acordado cele­
brar un Modus Vivendi” . Este es pues, el documento bá­
sico que debe regular las relaciones que poco antes decían 
que deseaban “ establecer”  indicando así que habría un 
cambio en la situación: las relaciones que antes no tenían 
un carácter plenamente jurídico y diplomático, se estable­
cen ahora por medio del Modus Vivendi. Materia de tanta 
importancia, y declarada expresamente por las partes co ­
mo objeto del documento, no puede ser si no materia de 
un verdadero tratado internacional.9

Para realizar aquel cometido, las partes han nombrado 
sus respectivos Plenipotenciarios —nuevo reconocimiento 
de la personalidad de las partes y del carácter diplomático 
del Nuncio, que trata con el Ministro de Relaciones—, 
y “ canjeados sus plenos poderes respectivos, han conveni­
do los siguientes artículos” . La convención entre los pleni­
potenciarios es verdadera obligación de las partes contra-
8. Sería este el lugar para examinar qué sentido preciso tiene aquí la expre­

sión “ Santa Sede” , pero lo haré luego, para no interrumpir el examen li­
teral del Convenio.

9. Hay que observar que si las relaciones diplomáticas suponen reconoci­
m iento de la personalidad jurídica de las partes que las mantienen, no 
significa igualmente que si no hay esas relaciones tam poco hay reconoci­
miento: en efecto, pueden no ser necesarias entre naciones que tengan 
pocos intereses coincidentes, y quedan suspensas o rotas entre los belige­
rantes, sin que esto signifique en todos los casos desconocim iento de la 
personalidad.



yentes, por ellos representadas, desde el momento señala-* 
do por el Artículo X del mismo Modus Vivendi: “ Este

-convenio regirá desde la fecha en que se verifique el cam­
bio de notas por las cuales será aprobado” .

En todo existe, pues, absoluta coherencia y clara afir­
mación de la personalidad de derechos públicos de la Igle­
sia, ya que actúa como plenamente capaz en el campo in­
ternacional en una posición formalmente igual a la de un 
Estado.

8.- No es una ley interna
Que no se trata de una ley interna, es cosa sobre la

que no cabe siquiera insistir: ¿cóm o podría intervenir en
ella un representante del Papa, y más en un Estado laico? 
Y la obligatoriedad del convenio, además, depende de la 
ratificación, conforme al artículo décimo, de modo que ni 
siquiera se contempla el requisito formal, propio de las 
leyes, de la promulgación y publicación, aunque de hecho 
fue publicado.1 0 •

9.- No es un tratado con el Papa considerado como
Soberano temporal
Tampoco se puede caer en el error de creer que el

10. Según la teoría monista, que no separa él orden jurídico interno del in­
ternacional, los tratados no requieren una ley de aplicación para ser 
obligatorios dentro de cada sociedad. En cambio, los dualistas exi­
gen que el tratado internacional sea convertido en cada estado en ley 
interna mediante un acto legislativo especial. Pero ni aun admitiendo 
esta teoría se puede considerar al tratado mismo, al convenio entre las 
partes, com o ley interna; su poder es diverso, com o son diversos su ori­
gen y su forma. Y sobre todo, lo que conviene tener presente es que en el 
Derecho Internacional la fuerza obligatoria de un tratado no depende de 
la calificación que se le pueda dar en el orden interno de un Estado —co­
mo ley o no com o ley— sino de su concordancia con las normas del mis­
mo Derecho Internacional; que haya sido libremente contraído, por legí­
timos representantes, debidamente ratificado, etc.
El Modus Vivendi fue ratificado por el cambio de notas, conforme dis­
pone su mismo artículo X. Y fue publicado conjuntamente con el De­
creto del Jefe del Estado Ecuatoriano por el cual lo aprueba y ratifica, y 
con la nota para el cambio de las ratificaciones, dirigida por el Canciller 
al Secretario de Estado de S. S., en el “ Registro Oficial” , núm. 30, del 
14 de septiembre de 1937. Véase el apéndice, p. 243, de este trabajo; 
y sobre la aprobación por parte de la S. Sede, pág. 249.
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Papa actúa en el Modus Vivendi com o soberano del Esta­
do Vaticano, usando de su poder temporal.

Entre los canonistas11 es cosa indiscutida que el Pon­
tífice en los concordatos obra con su poder de Supremo 
pastor de la Iglesia. Y en general todos los juristas reser­
van el nombre de “ concordatos”  a los convenios entre el 
poder Espiritual y los Estados; y los Modus Vivendi parti­
cipan de esa naturaleza. Así afirma Wagnon12 “ el Papa no 
firma jamás un concordato en su nombre personal ni en 
nombre de una pretendida Iglesia nacional” .

De modo que el hecho de que las partes llamen al 
acuerdo, “ Modus Vivendi” ,13 ya indica su carácter propio 
y que el Santo Padre figura realmente com o Cabeza de la 
Iglesia Católica.

Pero más aún, por la naturaleza de las estipulaciones, 
se puede establecer con la máxima certeza la posición ju­
rídica que asume el Papa en el Modus Vivendi. Si se esta­
tuyen normas relativas a cosas espirituales de las que sólo 
pueden disponer el Pontífice com o Pastor Supremo de la 
Iglesia, es evidente que actúa en el tratado com o tal, y 
de ningún modo como soberano de un Estado temporal. 
Ahora bien, en el Modus Vivendi se trata de la libertad de 
la Iglesia, del derecho de fundar establecimientos de edu­
cación, de enviar misiones para la evangelización, del nom-
11. En este punto hay absoluta unanimidad; citaré com o ejemplos a Otta- 

viani: Ob. cit. T. I, p. 239: “ Insuper cum a Romanis Pontifieibus con­
cordata ineantur non qua sunt principes civiles, sed qua Ecclesiae Supre- 
mi dinibus civilis principatus corundem” . Wermz-Vidal: Ob. cit., vol. 1, 
p. 304: “ Romanus Pontifex tanquam supremus rector et pastor Eccle­
siae Universalis suprema et plena potestate intructus est ad ineunda con­
cordata de rebus eclesiasticis cum guberniis” . Crf. también Coronata: 
Ób. cit., p. 54. Ojetti: Ob. cit., p. 131, etc.

12. Wagnon: Ob. cit., p. 27.

13. Se suelen llamar Modus Vivendi a los convenios entre la Santa Sede y un 
Estado que, o bien no tienen carácter permanente, o bien no tienen la 
amplitud en sus estipulaciones, propia de un Concordato. La terminolo­
gía no es constante; así, el Concordato con Lituania era temporal y, sin 
embargo, se titula concordato. Todas las estipulaciones del Modus Vi­
vendi Ecuatoriano (excepto las de carácter transitorio de la Convención 
Adicional) no tienen un término; el nombre de Modus Vivendi proba­
blemente se debe más bien a que no contempla todas las materias pro­
pias de un concordato.
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bramiento de los obispos, etc., y en la Convención Adicio­
nal, la Santa Sede concede “plena condonación”  a los que 
poseyeren bienes nacionalizados que antes pertenecían a 
órdenes y congregaciones religiosas, lo cual sólo el Sumo 
Pontífice como Jefe de Iglesia puede hacer.

10.- No es un convenio con una Iglesia Nacional

Finalmente me queda por refutar el posible error de - 
quienes podrían imaginar que el Modus Vivendi es una 
convención entre el Estado y la Iglesia Ecuatoriana; y 
aclarar, para terminar esta parte del capítulo II, cual es el 
sentido preciso de la expresión “ Santa Sede”  en el docu­
mento que estudio.

Hay dos indicios que podrían hacer pensar que un 
concordato sea un acuerdo entre determinado Estado y la 
parte de la Iglesia circunscrita en sus límites y considera­
da como una persona soberana en derecho internacional; y 
estos indicios son: la existencia de concordatos celebrados 
por obispos y las cláusulas concordatarias que se refieren 
a asuntos de interés local, propios de la Iglesia en un Esta­
do únicamente, y todavía más, que algunas de esas cláu­
sulas tienen un cierto carácter nacionalista. Son numero­
sos los ejemplos de concordatos que disponen que los obis­
pos sean ciudadanos del Estado en el que está su diócesis14 
y el Modus Vivendi con Checoeslovaquia del año 1928 se 
dirigía a hacer coincidir los límites de las diócesis con los del
Estado.1 s

Pero ninguna de estas circunstancias tiene valor pro­
batorio alguno de la existencia de una personalidad jurídi­
ca internacional de la Iglesia reducida a los límites de un
14. Por ejemplo, el art. 22 del Concordato Italiano: “ Non possono essere

investiti di benefici in Italia ecclesiastici che non siano cittadini italiam” , 
y el art. 10 del Concordato con Polonia dispone cosa semejante respecto 
de todos los beneficiarios y también de los superiores de comunidades 
religiosas.

15. El art. 16, 2 y 3 del Concordato italiano también exige la correspon­
dencia de los límites de las diócesis y parroquias con  las fronteras del 
Estado.
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Estado. Con sobrada razón afirma Ottaviani16 “ Quare 
episcopi si quam concordiam ineant cum autoritate civili 
sui loci, de negotiis suae iurisdictioni subiectis, pactum 
ineunt quod semper subest beneplácito supremi Ecclesiae 
Pastoris, quodque hodie non accensetur ceteris conventio- 
nibus, quae nomine specifico concordati nuncupantur” . 
Se debe, pues, tener como muy seguro criterio de distin­
ción entre un pacto que se puede calificar de concordato 
y otro que no, el hecho de que intervenga o no intervenga 
la Santa Sede.

En el Modus Vivendi con el Ecuador, ya he dicho, 
aparece clarísimamente la Santa Sede como parte contra­
tante con el Estado. Y por otra parte, no se encuentra ni 
aquellas apariencias que en otros documentos podrían dar 
pie a que se hable de una Iglesia nacional que se sitúa fren­
te al Estado como parte contratante. Ni hay ninguna cláu­
sula de aquéllas con un tinte nacionalista.1 7 Se regulan, 
es verdad, asuntos de carácter local, de interés restringido 
a la diócesis ecuatorianas, pero son al mismo tiempo asun­
tos que afectan a la disciplina eclesiástica y en varios ca­
sos —como ya hice notar— se trata de materias cuya com­
petencia es exclusiva de la Santa Sede, por ejemplo la rela­
tiva al envío de un nuncio apostólico.

Finalmente, en concordancia con todas estas razones 
está la terminología que se usa siempre en el Modus Vi­
vendi y en la Convención adicional: se habla de “ Santa
Sede”  (Introducción y arts. 4, 6 y 7, Introducción de la 
Convención Adicional y arts. 1, 4 y  5), y de “ Iglesia Ca­
tólica”  (en los demás artículos); sólo en el artículo primero 
se habla de “ La Iglesia Católica en el Ecuador” , pero lejos 
de significar que sea la Iglesia Ecuatoriana la parte contra­

16. Ottaviani: Ob. cit., tom o II, p. 289.

17. El art. 5 termina así: “ Los bienes de estas personas jurídicas no son ena­
jenables a compañías extranjeras” , refiriéndose a los bienes de las comu­
nidades religiosas. La prohibición tiene el objeto de impedir la exporta­
ción de obras de arte, lo cual se impide en general a todos los habitantes 
del país, ecuatorianos o extranjeros. Y , por otra parte, muchos de esos 
bienes son inalienables conform e al derecho canónico, por su carácter 
sagrado.
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yente, la expresión usada denota una obligación del Es 
- tado ecuatoriano frente a la Iglesia Universal, pero se rd 
duce —por la misma naturaleza de las cosas— a una garan 
tía que el Estado no podía dar sino dentro de su territq 
rio.18

Así, pues, todo confirma la tesis de que el Modus V! 
vendi es un verdadero tratado internacional celebrado en¡ 
tre el Ecuador y la Santa Sede, y que como consecuencia 
se reconoce implícitamente la personalidad jurídica de l? 
Santa Sede en su aspecto internacional, ya que solamente 
quienes poseen esa personalidad pueden hacer tratados 
internacionales. ^

11.- El sujeto: La Santa Sede y la Iglesia Católica i

Pero ¿cuál es precisamente el sujeto de esa persona' 
lidad y que a veces he llamado —y llaman los documentos-* 
“ Santa Sede” , y otras, “ Romano Pontífice”  y otras “ Iglei 
sia Católica” .

Hay pues que resolver dos problemas: lo . Hay dos 
personalidades internacionales: la de la Santa Sede y la de 
la Iglesia Universal, o ¿es una sola?, y, 2o. “ Santa Sede’ 
y “ Sumo Pontífice”  ¿significan en los concordatos en gej 
neral y en el Modus Vivendi en particular, una misma cosa 
o no? **

En otro sitio indicaba como se había producido unq 
evolución en la manera de atribuir la personalidad píu 
blica. En un tiempo se reservaba al príncipe soberano, hoy 
generalmente se atribuye al Estado mismo como unidad 
compuesta de un pueblo, una autoridad, un fin y ciertos 
medios. Es lógica esta evolución, pues coincide con el de­
sarrollo del Derecho Internacional y con el lento penetrar1 -------
18. Para mayor claridad, recuérdese el texto del artículo primero: “ El Go-¿

bierno ecuatoriano garantiza a la Iglesia Católica en el Ecuador el libre* 
ejercicio de las actividades que, dentro de su esfera propia, le correspon-j 
den” . Naturalmente, el Ecuador no podía garantizar el libre ejercicio deJ
las actividades de la Iglesia en otros Estados. La limitación de la garantía-* 
al propio territorio no significa quéla  garantía se dirija a una Iglesia na-j 
cional, sino a misma Iglesia Católica, com o aparece por todo el contexto j 
del tratado clarísimamente. i

76



las conciencias de la convicción de que las relaciones en- 
las sociedades soberanas están igualmente sometidas al 

■echo como las de los simples individuos.
De todos modos, aún hoy, los derechos de los diversos 

itados no concuerdan en los sujetos a los que atribuyen 
personalidad internacional. Es un problema complicado, 
irque deriva generalmente de la solución de aquel otro 

onsistente en ei sujeto de la soberanía puesto que se suele 
.siderar la personalidad como simple exteriorización 

le la soberanía. 1 9 Esta restricción del concepto de per- 
inalidad y el error de creer la soberanía algo indivisible 
induce á creer que en cada Estado no pueda heber más 

ue una persona de derecho público. Pero por el contrario 
¡nemos el ejemplo del sistema constitucional de algunos 

dos, —el ingles es típico—, en los que la personalidad de 
is órganos no excluye la del Estado mismo. Y en el dere- 
.0 canónico creo encontrar algo semejante.

Según se interpreta el canon 100 del C. I. C de 1917, 
,ay dos personas morales de derecho divino: la Iglesia y 

Santa Sede; la cuestión se reduce, pues, a saber si ambas 
¡ersonas tienen un aspecto internacional o si sólo son suje- 
is capaces de derechos y obligaciones en el orden interno 

la misma Iglesia. Exactamente la misma doctrina ke 
itiene en el actual canon 113: “ La Iglesia Católica y la 

jJTede Apostólica son personas morales por la misma orde­
nación divina” .
I*. Algunos, en efecto, niegan la personalidad intemacio- 
Saal de la Iglesia; así por ejemplo Trezzi20 quien después 
g e  citar a varios autores que afirman dicha personalidad2 1 
ry otros que la niegan2 2 afirma: .......

?19. “Dans ce droit intersouverain la personnalité se présente come l ’exterieur 
de la souverainete”, afirma Jarrigé: Ob. cit., p. 326.

~20. Trezzi, Mons. Giuseppe: La posiziones giuridica della Santa Sede nel
diritto internazionale... Roma, 1929, p. 35. 

j51. “ Per l’affermativa sono il Fiore, il Chrétien, il De Olivart, il Corsi, it 
i_ Calvo, il Bille:” . Id.
22. “ Per la negativa sono il Héffter-Geffken, il De Martens, il Pradier-Foderé, 

il Mérignae, Bonfils, Scaduto” . Trezzi: Ob. loe. cit.
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“ Por más que la Iglesia tenga los atributos de un Estaf 
do, tenga, esto es, una individualidad propia y una esferi 
de independencia de acción jurídica (Fiore); por más qul 
sea estable, con recursos particulares y una autoridad quj 
la dirige (Calvo); por más que tenga el “ spiritus vitalis” , l l  
“ consociatio iuris”  y el “ imperium” requeridos por GroziJ 
(Corsi); por más que sea una comunidad distinta, indepen| 
diente, organizada, tenga pues, los caracteres principales déj 
la igualdad de los Estados (Billet); nosotros (Trezzi) cree  ̂
mos que no sea una persona jurídica internacional en eíj 
sentido estricto de la palabra, porque los Estados y la IgleJ 
sia existen con diversa naturaleza y sus relaciones son di-i 
versas de aquellas que existen entre los estados” . -i

La dificultad que encuentra el autor para reconocer lífj 
personalidad de la Iglesia se desvanece con el concepto d^ 
soberanía desarrollado por Le Fur —que señalé en otro lu3 
gar— y que permite la división de la misma en temporal yl 
espiritual; y por otra parte, con la consideración de que eií 
el orden internacional no tiene por qué haber una unifor-* 
midad y simetría absoluta en las relaciones —como de he  ̂
cho no la hay; baste considerar la diversa posición que asu-~ 
men los Estados unitarios y los que pertenecen a una conl 
federación, o los protectorados—, así mismo atribuir la- 
personalidad jurídica internacional a la Iglesia no significa* 
equipararla absolutamente a los Estados. Por esto el mis-í 
mo Trezzi, haciendo la salvedad de que se trata más biem 
de derecho “ intersocial”  admite luego la personalidad, pe-̂  
ro siempre atribuyéndola más bien a la Santa Sede: “Em 
sentido amplio dice, no se puede negar a la Iglesia Católp 
ca, especialmente en cuanto se afirma y se organiza en tor­
no a su Jefe visible, una personalidad internacional” 2 3

Las razones que da el insigne canonista, son pues más 
bien formales, y termina por coincidir substancialmente 
con los que afirman la personalidad jurídica internacional 
de la Iglesia. En cambio es más difícil de refutar la opi­
nión de quienes llegan a tal conclusión porque no aceptan

23. Trezzi: Ob. cit., p. 36.
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misión sobrenatural de la Iglesia, su fundación divina; 
,ara ellos vale principalmente el argumento positivo del 
¡conocimiento efectivo por parte de los Estados.

Otros, en cambio, aceptan la personalidad de la Iglesia 
niegan la del Sumo Pontífice. Así Strupp2* razona 

¿Cuando se habla del Papa o de la Santa Sede se trata de 
is órganos supremos de la Iglesia Católica. Esta es o no es 

¡ujeto de derecho internacional, pero su órgano supremo 
es más cuanto no lo es el Jefe del Estado... Es evidente 

Tgue el Papa como la Santa Sede no es, desde el punto de 
ita jurídico, más que un órgano de la Iglesia Católica. Por 

parte Michoud2 5 afirma: “ El órgano tal com o lo acaba­
os de definir, no es, en cuanto tal, una persona moral con 

¿erechos distintos de aquellos de la persona representada o 
[e otros órganos de la misma persona” . Como es fácil 
ireciar, esta teoría aplicada a la Iglesia conduciría a negar 
personalidad jurídica de la Santa Sede.

Jt Pero ya hemos visto que la doctrina canónica apoyán­
d o s e  firmemente en el derecho positivo divino (c. 1 0 0 ) de­
muestra la existencia de una personalidad de la Iglesia y 
¡»otra de Ja Santa Sede. Toda la cuestión se reduce a estable­
c e r  cuáles son las relaciones que interceden entre ambas. 
jj£i se piensa, con aquella corriente de derecho público no 
“ ten reciente, que se trata de una representación, aparecen 
gaoiás claramente en el derecho internacional las dos perso- 
E*nas: representante y representado. Por el contrario, si se 
~ve en la Santa Sede un órgano, —por tanto algo interno, 
^constitutivo— no se puede diferenciar tan fácilmente las 
-dos personalidades. Y esto parece más conforme con la 
.realidad.

Es preciso reconocer que en sus relaciones con los Es­
tados, la Iglesia se presenta como una unidad perfecta a 
través de la Santa Sede. La Sede Apostólica es el verdade­
ro centro de esa unidad, el órgano necesario de la activi-

24. Strupp, M. K.: Elementes de droit International public. universel, tomo 1, 
págs. 44-45.

25. Michoud: Ob. cit., p. 141.
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dad internacional de la Iglesia. Ninguna obligación, niii 
gún derecho, puede imputarse a la Iglesia si no ha sidJ 
contraído por la Santa Sede. En el campo internación^ 
hay, pues, sólo una personalidad que se manifiesta. Es l i  
que, en otras palabras, afirma Ottaviani;26 y desde puntsí 
de vista un tanto diferentes, Obietti,27 Wagnon,28 Beni 
der,29etc... Jj

Esta manifestación de una sola personalidad en gjj 
campo internacional, ¿significa negar la existencia de uná¡¡ 
de las dos personas morales de derecho divino señaladas 
por el canon 100? De ninguna manera, el hecho es qud 
hay una relación como de la parte al todo; de la parte prin| 
cipal y directriz, el todo; de la cabeza al cuerpo. Y es sóldj 
esa parte principal, la cabeza, la que se manifiesta capaz eijj 
el campo internacional. En el orden interno de la Iglesia! 
muchas de sus partes tienen esa capacidad jurídica que é§j 
la esencia jurídica de la personalidad, y la misma Santal 
Sede com o órgano supremo tiene también una personali-* 
dad especial y distinta del todo, de la Iglesia com o conjun-í 
to de fieles, autoridad, fines y medios. La Sede Apostóla 
ca tiene, pues, una personalidad que se manifiesta tanto en: 
el campo del derecho interno com o en el internacional y; 
en éste, es el órgano único de la Iglesia. En cambio la Igle~ 
sia Católica misma, manifiesta su personalidad propia en el1 
derecho interno y en el externo sólo a través de la Santa 
Sede y confundida con aquella que no es sino su parte 
principal.

Contra esta teoría de que la Iglesia y la Santa Sede se 
presentan en las relaciones internacionales como una perso-

26. “ Sumus Pontifex ita personam gerit Ecclesia ut, sive ipsum ipsiusque 
sucessoribus sive Ecclesiam dicas subiectum obligationis contraetualis, 
bene utrumque dicere possis” . Ottaviani: Ob. cit., vol. II, p. 301.

27. Obietti: Ob. cit.. Liber II, De Personis, p. 120.

28. Wagnon: Ob. cit. ‘ ‘Traiter avee le Souverain Pontifex, ou avec le Saint- 
Siège, clest traiter avec IEglise m eme” , p. 34. Sin embargo, para este 
autor la verdadera persona internacional es la-Iglesia y la Santa Sede sólo 
el órgano que participa de la personalidad del todo.

29. Bender: Las Publicum Ecclesiasticum, p. 218.
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E inica, se podría tal vez objetar que hay ciertas obliga- 
ies que se dirigen directamente al Gobierno Central de 
flesia y otras no.

Es verdad que, en un concordato, por ejemplo, se 
den establecer derechos y obligaciones que se refieran 
iculanpente a un órgano de la Iglesia distinto de la San- 
íede, v. gr. los obispos de una nación, el clero, etc., o 
p:upo de fieles. Pero esto no significa que tales sujetos 
nan la responsabilidad internacional, que sean los que 
bligan a los que pueden reclamar algo al Estado, por 

Bal mismos. Es la Iglesia por medio de la Sede Apostólica el 
fcerdadero sujeto; sus partes sólo pueden ser destinatarias 
indirectas de las normas establecidas y por esto su perso­
nalidad se manifiesta sólo en el derecho interno, en el ex- 
Eterno hay una unidad perfecta frente al Estado.3 0 
W Veo confirmada esta doctrina por el examen del Mo- 
idus Vivendi con el Ecuador. El empleo indistinto de los 
términos “ Santa Sede” e “ Iglesia Católica” , —que ya se- 
píalé— indica esta unidad del sujeto internacional. Preci­
osa la idea, nos revela la posición de dependencia de la una 
ta la otra, el hecho de que en la cláusula introductoria figu­
ra  el Romano Pontífice —ya hemos visto que en calidad de 
Supremo Pastor de la Iglesia— com o sujeto directo del tra- 
Hfcdo. El es el que declara, conjuntamente con el Jefe del 
- Estado Ecuatoriano, el deseo de establecer relaciones amis­
tosas con el Ecuador, y por esto, él es quien nombra su re­

presentante; luego la Santa Sede es quien procede a la ra­
tificación del Modus Vivendi; es quien, de acuerdo con el 
art. IX del mismo, está llamada a interpretarlo conjunta­
mente con el Estado, etc. En una palabra, para las relacio­
nes con el Estado hay un solo sujeto y en las relaciones in­
ternas de este sujeto hay una dependencia absoluta al Or­
gano Supremo que es la Santa Sede. Sólo éste es capaz y
30. Tal afirma Wagnon: “ Les ressortissants des sociétés contractantes seront

destinataires de la norme internationalement convenue; mais les sociétés 
elles-memes sont les seuls sujets de Pobligation internationales et du dro ’t 
qui y correspond” . Ob. cit., p. 214. Este autor, sin embargo, no da toda 
la importancia a la posición  de la Santa Sede, cuya personalidad de dere­
cho internacional niega.
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responsable frente al Estado; pero las obligaciones que coní 
trae pueden recaer sobre otros órganos o grupos de sus fieí 
les; e igualmente los derechos y garantías que le son recoi 
nocidos, pueden referirse a éstos últimos. Lo dicho se 
comprueba claramente con varios atículos del Modus Vi 
vendi: el lo . se refiere a la Iglesia Católica en el Ecuadoi 
(ya expuse como no habría sido jurídicamente posible exi 
tenderlo más); el cuarto, se dirige “ al clero ecuatoriano” , elj 
octavo a los ordinarios del Ecuador, etc.

El Modus Vivendi, reconoce pues, implícitamente,^ 
no sólo la personalidad jurídica internacional de la Iglesia! 
de un modo un tanto vago e indeterminado, sino que reá 
vela además con precisión el sujeto de tal personalidad^ 
y las relaciones internas del mismo (entre la parte y el to ! 
do) que tienen una repercusión en el ámbito internacional^

12.- El sujeto: El Sumo Pontífice y la Santa Sede Tj
1

Para dejar perfectamente determinado el sujeto de lasij 
relaciones internacionales que aparece reconocido en elj 
Modus Vivendi —conforme a cuanto he expuesto— sólo; 
quedaría por establecer si en este caso por la “ Santa Sede”,; 
se debe entender de acuerdo con el canon 7 “ non solumi; 
Romanus Pontifex, sed etiam, Congregationes, Tribunalis^ 
Oficia, per quae idem Romanus Pontifex negotia Eccle-i 
siae universae expedire solet”  o, según el mismo canon,* 
sólo el mismo Romano Pontífice si “ ex rei natura vel ser- : 
monis contextu aliud appareat” . (Equivale al nuevo canon 
361).

Por el hecho mismo de la celebración del Modus Vi- 
venti, en la que intervino, sobre todo para la ratificación, 
la Secretaría de Estado, quizá puede deducirse que el suje­
to cuya personalidad se reconoce en el derecho internacio­
nal es la Santa Sede, entendida conforme a la primera parte 
del canon 7; es decir no sólo como el Sumo Pontífice sino 
también el conjunto de Congregaciones etc. Por la índole 
de algunas disposiciones, en cambio, parece referirse sólo 
al Papa; es el caso del envío de los nuncios (Art. 6 ) que de
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:uerdo con el canon 265 (hoy 3) compete directa y exclu- 
amente al Romano Pontifica. Pero en todo caso la dis- 
;ción parece superflua en la práctica, pues ya he demos- 

ado como la Santa Sede se manifiesta en el Modus Vi- 
indi como Organo Supremo de la Iglesia e íntimamente 
ida a ella, como la cabeza al cuerpo, de modo de presen- 

en este aspecto internacional una misma personalidad, 
por otra parte, es bien sabido que todas las “ causas ma- 
■es”  (canon 220) se reservan al Romano Pontífice; nada 

■ave o extraordinario pueden resolver las congregaiones, 
ibunales etc., sin consultar con el Papa (canon 244No. 1), al 
ismo tiempo que para ejercer muchas de las atribuciones 
¡servadas personalmente al Romano Pontífice, se suele 
ier de dichos órganos. De modo que es inútil empeñarse 
distinguir lo que aparece tan unido, sobre todo en el 

¡laño internacional. En el derecho interno sí puede tener 
terés.

Los cánones citados en el párrafo anterior se refieren 
Código de 1917; el nuevo Código, no entra en mayores 

Retalles y deja a la ordenación propia de las Congrega- 
Eeiones Romanos y de los Tribunales la determinación 
Ede sus atribuciones; pero el principio que se destaca 
¡»consiste en que todos los organismos de la Santa Sede exis­
ten  para ayudar al Soberano Pontífice en el gobierno de la 
iglesia y ejercitarán sus funciones en dependencia del mis­
ino Papa.
r  Creo, pues, haber demostrado que el Modus Vivendi 
Les un verdadero tratado internacional —o intersocial para 
¿■mayor precisión— contraido entre el Ecuador y la Santa 
Sede como Organo Soberano de la Iglesia, de donde se de­
duce que el Estado ecuatoriano ha reconocido la persona­
lidad jurídica internacional de la Iglesia Católica conjunta­
mente con su Organo Máximo y representativo. Pero ade­
más de este reconocimiento implícito, encuentro en varias 
ĉláusulas del Acuerdo reconocimientos explícitos y expre­
sos de varios atributos y consecuencias de esa personalidad; 
es lo que paso a demostrar.
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13.- Reconoeimiento explícito

Las consecuencias de la personalidad internacional de 
derecho público coinciden con las de la soberanía —bajo 
cuyo aspecto han sido más estudiadas—, ya que las perso-: 
ñas jurídicas públicas en sus mutuas relaciones son capaces 
de decidir en última instancia sobre las obligaciones que 
contraen y los derechos que ejercen, y en esto consiste el 
aspecto externo de la soberanía.

La soberanía intrínsecamente supone, pues, la inde­
pendencia, la potestad de obrar libremente respecto de 
toda otra autoridad o sociedad de la misma especie.3 *

Aquella libertad significa que existe una esfera den­
tro de la cual cada entidad soberana puede actuar, confor­
me al derecho. Esas esferas de acción no están delimitadas 
estrictamente por el territorio ni aun en las relaciones en­
tre los Estados; y en el caso de la Iglesia frente al Estado, el 
criterio de delimitación es absolutamente contrario; en un 
mismo territorio y sobre los mismos individuos se pueden 
ejercer las dos potestades de orden diverso. Así pues, los 
problemas de libertad de organización y autogobierno de la 
Iglesia tienen una doble faz: por una parte derivan de los 
poderes de la soberanía en cuanto atributo interno, y por 
otra revelan la personalidad de derecho público externo, ya: 
que de la solución de esos problemas, de la amplitud que se 
reconozca a esos poderes, depende la limitación de las es­
feras de acción de la Iglesia y el Estado.

Así pues, varios artículos del Modus Vivendi, que se 
refieren a libertades y atribuciones de la Iglesia en el Ecua-

31. Con esto no se niega la sujeción a una autoridad de diverso orden; por 
ejemplo, los Estados, soberanos en el orden político  y civil, no pueden 
disponer en última instancia en el moral o religioso, y están sometidos 
naturalmente a la autoridad competente en aquellos aspectos. Y tampo­
co se excluye la posibilidad de la jurisdicción superestatal porque tal ju­
risdicción tendría un carácter diverso del de lo estatal (no radicaría en un 
“ Estado de Estados” ; tal cosa no han pretendido ser ni la Sociedad de las 
Naciones ni la O. N. U.), y, por otra parte, podría depender de la volunta­
ria renuncia por parte de los Estados de una parte de sus atribuciones, y 
esa voluntariedad de la renuncia pone a salvo su sqberanía, ya que en úl­
timo término serían los Estados mismos los últimas en decidir aún de la 
existencia misma de la Sociedad que pudiera ejercér aquella jurisdicción.
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0r, significan por una parte un reconocimiento del aspee- 
io interno de la personalidad de la Iglesia y por otra, de su 
¡pecto externo, en cuanto limitan las atribuciones del Es- 

¡ado. Deberían, pues, ser estudiados tanto en este capítulo 
uno en el siguiente, pero para evitar repeticiones preferiré 
[ucir en cada tema aquellas disposiciones más aptas para 

irobar el asunto, señalando incidentalmente su valor de- 
ostrativo en otros argumentos, respecto de los cuales no 

¿tienen una importancia tan decisiva.
La libertad jurídica de la acción eclesiástica está con­

sagrada particularmente en el artículo primero, en térmi- 
os generales; en el segundo concretándose a un ramo im­

portantísimo: la enseñanza; en el tercero, a otro no me-
os vital: la evangelización y labor de civilización; en el
iuinto, a la actividad civil y económica privada; en el sép- 

o, a la organización jerárquica y en la Convención Adi­
cional se señalan pormenores de la libertad de enseñar y 

jljercer el apostolado (art. 1 y 2).
p  Hay pues, una esfera de atribuciones que se recono- 
Üce como propia de la Iglesia y de la cual se excluye al Esta- 
P o  o en la cual sólo puede intervenir en colaboración con

E, Indudablemente todo esto refuerza el reconocimien- 
le la personalidad pública de la Iglesia en su aspecto 
macional. Pero quizá todos estos argumentos tienen 

|mayor interés tomados como prueba del reconocimiento 
pdel aspecto interno de aquella persona jurídica, por lo cual 
|me detendré a examinarlos en el capítulo siguiente.
s*
H.4.- Ius Legationis
?
i Una de las consecuencias de la personalidad jurídica 
-pública tiene trascendencia predominante en el derecho 
;externo: me refiero a las relaciones diplomáticas.

Relaciones de ese género sólo pueden entablarse, y 
„más si es con carácter permanente, entre sociedad sui iuris. 
r. Ahora bien, el Modus Vivendi reconoce de diversas 
formas el derecho de la Iglesia a mantener relaciones estric­
tamente diplomáticas y con carácter permanente.
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No cabe insistir sobre el hecho mismo de las negociad 
ciones y de la conclusión del Tratado que ya señalé comoi 
reconocimiento intrínseco. Ni tampoco me detendré en el 
deseo manifestado por las Altas Partes, en la cláusula intro-: 
ductoria de “ establecer relaciones amistosas entre la San* 
ta Sede y el Ecuador” .

Tiene más valor el artículo noveno3 2 en el que las 
Altas Partes se comprometen a no zanjar de un modo uni­
lateral los conflictos que pudieren surgir sobre la inter-_ 
pretación del mismo Convenio o sobre cuestiones afines, 
de mutuo interés. Se debe recurrir en dichos casos “ al mis­
mo criterio de amistosa inteligencia que ha inspirado el. 
presente Modus Vivendi” . Y por consiguiente, habrá que 
proceder por los mismos medios: las negociaciones diplo­
máticas. Esta fue la interpretación auténtica que dieron 
los mismos negociadores al artículo en referencia, cuando 
procedieron a elaborar la Convención Adicional.33 No 
puede, pues, la ley del Estado o de la Iglesia modificar, sin 
contar con la otra parte, lo establecido. Las materias regu­
ladas en el Modus Vivendi, tienen, por así decirlo —con 
palabras impropias pero expresivas— un fuero especial 
que las substrae de la libre disposición por parte del legis­
lador.

Hay pues, en el artículo noveno una disposición que 
sustrae al arbitrio de las partes por sí solas la regulación 
de sus mutuas relaciones, y al contrario, un compromiso 
de proceder amistosamente, como en el acto presente, es 
decir por vías diplomáticas.

32. D ice así: “ En la resolución  de cualquier otro asunto que les interese re­
ciprocam ente, las Altas Partes contratantes procederán con  el m ism o cri­
terio de amistosa inteligencia que ha inspirado el presente M odus Viven­
d i” .

33. “ La Santa Sede y el G obierno del Ecuador, considerando que el artículo 
9 del M odus V ivendi, con clu ido  h oy , establece que en la interpretación 
de sus cláusulas y en la resolución  de cualquier otro asunto que les 
interese recíprocam ente, las Altas Partes contratantes procederán con  el 
m ism o criterio de amistosa inteligencia que ha inspirado dich o Convenio, 
acuerdan la siguiente convención  adicional, que formará parte integrante 
del m ism o” . Esta convención , destinada a interpretar y com pletar el M. 
V ., se realizó p o r  m edios estrictamente dip lom áticos, con  la intervención 
del N uncio y del Canciller co m o  negociadores.
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Pero el artículo sexto es definitivo: establecer los
luganos principales requeridos por aquellas relaciones.3 4 
r  No cabe la menor duda sobre carácter diplomático del 
^nviado del Papa y del que ante la Santa Sede, representa 
p Gobierno Ecuatoriano.3 5 Tal cosa está ciarísimámente 
pemostrada por los nombres mismos dados a tales repre­
sentantes (Nuncio y Plenipotenciario) y que siempre desig­
nan los titulares de cargos diplomáticos de primer orden. 
Confirma todavía el universal uso de los términos, la mi- 
jión que tienen esos personajes: representar a las Altas
Partes, a fin de mantener las amistosas relaciones. ¿A quié­
nes si no es a los diplomáticos compete tal misión? Y para 
mayor abundancia aún, se reserva al Nuncio “ conforme a 
la costumbre universal”  el Decanato del Cuerpo Diplomá­
tico. De este modo, el representante de la Santa Sede, no 
p ío  está plenamente reconocido como diplomático por 
parte del Ecuador, sino que obtiene un primado de honor 
©ntre sus colegas en vista de la preminencia de la Santa Se­
de sobre los Estados, debida a su dignidad de Sociedad so­
brenatural.3 6

¿4. “ A  fin  de m antener las relaciones amistosas entre la Santa Sede y la R e ­
pública del Ecuador, cada una de las Altas Partes acreditarán su Represen­
tante en la Otra. El N uncio que nom brare Su Santidad residirá en Quito 
y el P lenipotenciario ecuatoriano residirá ante la Santa Sede. El N uncio, 
con form e a la costum bre universal, será el D ecano del Cuerpo D iplom á­
tico.

35. El canon  26 7N o. 1 señala la m isión diplom ática de los nuncios: “ foveñt, 
secundum  norm as a Saneta Sede receptas, relationes inter Sedem  A pos- 
tolicam  et civilia Gubernia apud quae legatione stabile funguntur” . 
(A ctual canon 3 6 5 ).

36. Pongo casi excesivo em peño en demostrar esta cosa tan clara. Perp tén­
gase en cuenta que ha habido quienes negarán el carácter d ip lom ático  de 
los N uncios en general, alegando que tienen jurisdicción  eclesiástica y así 
intervienen en los asuntos internos del país, lo  cual sería reñido con  su 
posición  de d ip lom áticos. El argum ento es de ningún valor teór ico , baste 
considerar que cualquier Em bajador puede ejercer actos jurisdiccionales 
im portantísim os sobre sus conacionales e intervenir de este m o d o  en 
asuntos internos del país ante el cual está acreditado, y  lo  m ism o puede 
decirse de un Cónsul, ante quien, p or ejem plo, puede constituirse una 
com pañía para explotar riquezas ene 1 país en que reside, o puede abrir­
se una sucesión, etc. Más argum entos teóricos se podrían  aducir para re­
futar la op in ión  errada, que, p o r  otra parte, no tiene m ayor difusión  y se 
opon e a cuanto afirman la grandísima m ayoría  de los intem acionalistas; 
pero baste, siguiendo el m étod o  general de este trabajo, la dem ostración  
de que de h ech o  el N uncio A p ostó lico  es recon ocid o  co m o  dip lom ático 
por un Estado, y  lo  es p or m uchos más.
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Es de observar que en los proyectos que precedieron 
el texto definitivo del Modus Vivendi se decía que cada 
una de las partes “podrá nombrar” ... y en el definitivo dicS 
“ cada una de las Altas Partes acreditará” . De modo que el¡ 
intercambio de plenipotenciarios es no sólo una atribuciórÜ 
sino también un deber conscientemente contraido.

También es notable que los artículos tercero y* 
cuarto de la Convención Adicional, señalen atribuciones'1 
especiales que competen al Nuncio como medianero enJ 
tre el Gobierno del Ecuador y la Iglesia, y más precisamen-: 
te, entre el primero y las comunidades religiosas del país,’ 
para la distribución de la compensación pagada por el Go­
bierno por los bienes nacionalizados de aquéllas, y para el̂  
caso de que el Estado necesite ocupar algún monasterio.1

No queda, pues, la menor duda de que el Ecuador en' 
este Documento ha reconocido el derecho de la Santa Se-' 
de a enviar y recibir agentes diplomáticos, cosa que es pro­
pia de las Sociedades Soberanas, con personalidad Interna-' 
cional.

15.- Ius Communicandi

Por otra parte, no se encuentra en el texto de Modus 
Vivendi ninguna de esas restricciones a la libre comunica­
ción entre la Santa Sede y sus representantes, qe si bien tal 
vez no significan una negación de su personalidad interna­
cional, de todos modos van en detrimento de ella, y 
que han pesado otros tiempos sobre la libertad de la 
Iglesia. No solamente no hay ninguna reminiscencia del 
“ exequátur” , o del “placet”  gubernamentales, sino que, 
además de las garantías generales del artículo primero, en 
las dos primeras cláusulas de la Convención Adicional, 
se reafirma la libertad de “predicar, exponer y defender la 
doctrina dogmática y moral católica”  que compete al Cle­
ro, y la libertad de publicar los documentos pontificios por 
parte de la diócesis, como también los demás.documentos 
episcopales y de “ exposición y defensa de la doctrina...”
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16.- Conclusión

Hay pues, en el Modus Viuendi un reconocimiento 
explícito de la libertad de comunicarse la Iglesia, por me­
dio de la Jerarquía, con los fieles; libertad equiparable a la 
que compete a un Estado respecto de sus funcionarios (di­
plomáticos o consulares) en el exterior.

Pretendo de este modo haber demostrado que en el 
documento que estudio, hay disposiciones que afirman la 
existencia de una esfera de acción propia de la Iglesia, en la 
cual le compete plena libertad y autonomía; que se recono­
ce así mismo, en modo innegable y absoluto el “ ius legatio- 
nis”  activo y pasivo de la Santa Sede, y el derecho de libre 
e inviolable comunicación con sus órganos jerárquicos infe­
riores, y a través de ellos —y no se niega en modo alguno 
que también directamente—, con los fieles. Todo esto sig­
nifica reconocer una serie de consecuencias importantísi­
mas de la Personalidad jurídica Pública de la Iglesia, de un 
modo explícito, y por ende, indirectamente, significa el 
reconocimiento de la misma personalidad en su aspecto 
externo, principalmente.
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ASPECTO INTERNO DE LA PERSONALIDAD 

DE LA IGLESIA

I V



Habiendo demostrado el reconocimiento de la perso­
nalidad jurídica de la Iglesia en su aspecto extemo, corres­
ponde examinarlo ahora en el interno. 
r Así como en las relaciones internacionales la persona­
lidad de la Iglesia se presenta unitaria y de derecho públi­
co,1 en el derecho interno aquella misma personalidad asu- 
jne caracteres tan notables en el derecho público como .en el 
privado por lo cual requiere un particular estudio desde 
cada punto de vista; y por otra parte, además de la perso­
ga unitaria de la Iglesia coexisten con ella otras entidades 
fui iuris.

Examinaré, pues, el reconocimiento del aspecto de 
derecho público interno y luego del privado, procurando 

Eleterminar en cada caso el sujeto a los sujetos de la perso­
nalidad de cada espacio.

En la demostración de cada capítulo me limito a 
tducir además de la disposición expresa del artículo 5 

rdel Modus Vivendi, las características naturales propias 
pie la personalidad de la Iglesia contenidas en ese docu- 
ünento. En el siguiente analizaré los poderes que derivan 
*de la índole sobrenatural de la Iglesia. . 
i En este cuadro se indica la división de la parte del tra- 
gbajo que queda por desarrollar:

Las cuestiones de derecho privado son de ínfima importancia en las rela­
ciones entre la Iglesia y el Estado, y la capacidad de aquélla en él derecho 
privado es, sobre todo, una derivación de su capacidad en el público.
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Cap. IV
Aspecto
Interno

En el Derecho Público
La Iglesia Universal 
La Iglesia ecuatorian 
Las diócesis, etc.

En el Derecho Privado

Cap. V. 
Aspecto
sobrenatural'

Ius docendi 
Ius predicandi

La Iglesia Universal 
Otras instituciones: 
diócesis, parroquias 
comunidades...

Derecho de establecer misiones, etc.

1.- En el derecho público

En la introducción me esforcé por establecer una disi 
tinción entre personas públicas y privadas, tanto en el dé 
recho canónico como en la doctrina civil. Aquí interesáis 
ambas y aún otras más: Dicha distinción en el derecho po| 
sitivo ecuatoriano. Hasta podría parecer suficiente el exaj 
men de esta última para conocer la posición de la Iglesia ens 
el Ecuador. Pero sería erróneo; el derecho concordatorio^ 
en efecto, establece un nuevo ordenamiento jurídico unh
tario que obliga a las Partes contrayentes y deroga las dis?
posiciones propias de los derechos internos de cada una de*
ellas en cuanto se opongan a lo pactado de mutuo acuerdos
Será, pues, importante en este capítulo tener presentes! 
las normas de derecho canónico, de derecho ecuatoriano yj 
la del Modus Vivendi.

2.- Antecedentes históricos

La Iglesia fue expresamente considerada persona de 
derecho público en el Ecuador por las Constituciones Po­
líticas dictadas a partir de la Independencia hasta aquélla  ̂
de 1905 (cf. art. 29; y en la de 1929, art. 155), pero ya he-i 
mos visto como en las varias épocas asumió características 
muy diversas:
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Antes del Concordato de 1862 esa personalidad públi­
ca era estrictamente de derecho interno —no se descono­
cía formalmente la de derecho internacional de la Santa 
Sede y la Iglesia, pero se disminuían de fado  muchos de 
los derechos correspondientes a ella—, la Iglesia en el Ecua­
dor estaba equiparada, pues, a las entidades públicas del 
Estado; era como un ministerio más, o como un Poder 
más, al lado del Ejecutivo, el Judicial y el Legislativo; par­
te integrante de la Constitución del Estado, sometida al 
capricho del legislador y a las normas de interdependencia 
de las entidades de la Administración. Esta personalidad 
pública encuadra en el derecho del Estado que se proclama 
Patrono por su cuenta, significaba sin embargo para la Igle­
sia, la seguridad de varias garantías: el fuero eclesiástico, 
el derecho de recaudar contribuciones de los fieles etc... 
pero también traía consigo las restricciones propias de las 
personas jurídicas públicas exclusivamente del orden inter­
no de un Estado: intervención de las autoridades de éste 
en el nombramiento de todas las dignidades y oficios, 
ingerencia en la administración de los bienes, en el ejer­
cicio de su misión evangelizadora...

El Concordato de 1862, reconociendo la personalidad 
jurídica internacional, , da a la misma en cuanto se refiere al 
derecho interno una nueva modalidad. La Iglesia es de 
Derecho Público, pero esto no significa que sea un órgano 
constitucional del Estado, sino que asume tal posición 
por derecho propio, por su fin y la potestad de que goza y 
que le es reconocida por el Convenio.

Con la ruptura y desconocimiento unilateral del Con­
cordato efectuadas ilegalmente por el Gobierno del Ecua­
dor en 1906, la Iglesia quedó, como dice el Dr. Tobar Do­
noso “ sin personalidad segura y precisa”  aunque “ tuvo al 
menos la libertad para dirigir sus negocios peculiares y co ­
municarse directamente con la Santa Sede’.’2

La situación era realmente obscura. El art. 29 de la 
Constitución decía “ No se reconocen otras instituciones de
2. Tobar Donoso, Julio: Las relaciones entre la Iglesia y el Estado Ecuato­

riano. Quito, 1938, pág. 32.
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Derecho Público, que el Fisco, las Municipalidades y los 
establecimientos costeados por el Estado” 3 Pero, ¿puede 
el legislador de un Estado dictar unilateralmente una nor­
ma en abierta oposición con un pacto internacional? Evi­
dentemente aceptar esto equivale a desconocer el mismo 
Derecho de Gentes que se funda en la norma “pacta sunt 
servanda” .4 El Estado liberal afirmaba pues, su omnipo­
tencia jurídica, y para quitar dudas sobre su respecto a la 
fe jurada, el art. 6 de la misma Constitución dice: “ La
Constitución es la Ley Suprema de la República. Por tanto 
no tendrán valor alguno las leyes, decretos, reglamentos, 
órdenes, disposiciones, pactos o tratados públicos que en 
cualquier modo, estuvieren en contradicción con ella, o 
se aparten de su texto” . La disposición parece tener ca­
rácter retroactivo, pero, ¿podría extenderse también a los 
derechos adquiridos? Y tal era la capacidad de la Iglesia 
para ejercer funciones públicas. La interpretación general, 
sin embargo, era la de que la Iglesia había perdido su carác­
ter de institución de derecho público.

Jurídicamente tal pérdida no puede justificarse; pero 
de hecho es verdad que sucedió.5 Pero también es verdad

3. Nótese el criterio vago y la terminología imprecisa usada por el legis­
lador: el “ Fisco” , en la época romana designaba el tesoro privado del 
Emperador; con el Estado de policía, es la primera fórmula para some­
ter el Estado al Derecho, pero se refiere a una personalidad civil y privada 
del Estado. Y en cuanto a la expresión “ establecimientos costeados por 
el Estado” , es de una flexibilidad excesiva.

4. Dice Wagnon, Henry, en Concordats et droit international, Gembloux, 
1935, “ Au point de vue des principes, la chose parait claire: la foijurée 
des traités defend de façon absolue aux parties de porter unilatéralement • 
atteinte á la réglementation convenue; les conventions dip ’omatiques 
sont en principie inviolables. II ne peut etre done question de reconnaî­
tre aux parties le droit l ’en supprimer des clauses, meme en inscrivant 
dans leur droit constitutionel un principe en desacord avee le traité” , 
pág. 236, y en otro sitio: “ Les lois ordinaires peuvent etre interprétées 
authentiquemente par le parlement... en aucun occasion le pouvoir exé­
cutif n ’a mission d ’interpréter une loi. Au contraire, lorsqu’il s’agit des 
normes internationalement convenues, le parlement n ’a plus aucune com ­
petence; celle-ci appartient aux organes diplomatiques, au Ministre des 
affaires étrangères, et I ’interpretation donée por eux s’impose aux magis­
trats. De meme, l ’abrogation par denontiation, ou la prolongation des 
normes de ce genre...” , pág. 211.

5. Los tratadistas de Derecho Internacional afirman generalmente la invali­
dez de las normas internas en contradicción con los tratados internacio-
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| que no fue de una manera absoluta. La Iglesia continuó 
ejerciendo algunos atributos propios de la personalidad 

srpública; los obispos podían legislar en el ámbito de las ma­
lí terias eclesiásticas, imponer penas espirituales a los fieles, 
i-organizar centros de enseñanza, beneficencia, etc... 
fe, ¿Cómo explicar esta anomalía? En parte por lo obs­
c u r o ,  contradictorio, incompleto de las leyes con que se 
r  pretendió despojar a la Iglesia de sus fueros, en parte, 

pnr gran prestigio de ésta y su poder espiritual, que muchas 
- veces no puede ser restringido por ninguna coacción, en 
jpparte, en fin, por virtud de la misma libertad religiosa pro- 
pelamada por la Constitución (art. 3 y 28).
I A aquellas razones de derecho interno y de hecho, 
jjjge debe añadir otra de derecho internacional. El Ecuador 
j|podía —prescindiendo de la forma ilícita que en nuestro 
fe^aso usó— desconocer como personas públicas a las dióce­
s is  o a la Iglesia ecuatoriana, es decir al conjunto de dió­
cesis que forman la Provincia o Archidiócesis ecuatoriana, 
f  Pero no podía de ningún modo quitar tal carácter a esas 
¿-entidades, en otro ordenamiento: en el de la Iglesia. Y
gj3or otra parte, no desconocía —por más que se rompieran 
|ias relaciones diplomáticas—¿ la personalidad internacional 
~de la Iglesia y por ende su competencia en la esfera jurídica 
■gropia. Del mismo modo como el Ecuador no podía 
^desconocer el carácter de persona pública de otro Estado e 
pmpedir que ejerza los poderes correspondientes, aún aque­
llos que necesariamente deban extenderse a personas o 
Icosas situadas en su territorio, así también, no podía sin 
¡desconocer la personalidad jurídica internacional de la 
¡Iglesia impedir que ejerciera sus atribuciones en el país, y 
^sobre los ecuatorianos.
wr 1
 ̂ nales. El mismo Wagón, ya citado, condensa esta doctrina sentenciosa­

mente: “ La relge internationel, et en cas d ’opposition c ’est cellui-ci
qui doit se conform er a celle-la” , pág. 199. ob. cit.

6. Véase la nota 1, pág. 90. Michoud, Leon, afirma en este sentido que 
“ La rupture des relations diplomatiques, ne peut pas etre consideré 

5" come ayant suprimé cette personalità de Droit public, que la rupture des 
relitions diplomatiques n ’entrainerait la négation de la personnalité inter- 
nationale de cet Etat” . Theorie de la personnalité morale, 2a. ed., París, 
1924, pág. 400.
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La Iglesia, pues, conservaba —de ningún modo podía 
no conservar— su carácter de entidad pública; pero, éste, 
no era reconocida por el Estado; es decir, que en el orden 
jurídico interno del Ecuador, no era tal. Pero frente al 
Estado, en el orden internacional, ciertamente era una en*; 
tidad soberana, como otro estado, y de aquí se derivaban! 
una serie de capacidades para el trato con las otras socie-  ̂
dades sui iuris y con sus propios miembros, y estas potesta­
des tenían que ejercerse según las normas del derecho de. 
gente aún fuera de su ámbito privativo cuando las circuns­
tancias lo reqúiriesen. En virtud de estos principios la- 
Iglesia conservaba su poder de autoorganización (delimita-* 
ción de las diócesis, nombramiento de los obispos y demás 
autoridades, conferir poderes, etc.) aunque para todo esto» 
tuviera que ejercer su potestad en territorio ecuatoriano ys 
sobre ecuatorianos sometidos a las leyes de un país que nojj 
reconocía en su ordenamiento civil la personalidad jurídica^ 
de la Iglesia. i

Cuanto he dicho se refiere a la Iglesia Universal, uni-l 
ficada en tom o a su órgano máximo representativo: la*
Santa Sede, que es el verdadero sujeto de la personalidad; 
pública internacional. ...*

Pero es obvio que la Iglesia en su orden interno es 1L] 
bre, como el Estado, de emanar un derecho; positivo que* 
determine las personas que en su ordenamiento canónico\ 
se consideren públicas. Hacer esto significa encomendar 
esas entidades un fin público y darles el poder público ne-j 
cesario para conseguirlo. O sea que, por medio de estasj 
instituciones la Iglesia puede obtener su fin y ejercer su| 
potestad. ]

Según las reglas del derecho internacional, las perso-i 
ñas jurídicas públicas de un ordenamiento jurídico, deben' 
ser consideradas como tales por parte de los demás.7 Esto • 
no significa que deban considerarse personas públicas del

7. “ L ’istituto di Diritto Internazionale nella sessione de Kopenhagen del 
1807" sanco il principio (art. 1) che “ le persone morali pubbliche ricono­
sciute di pieno diritto in tutti gli altri stati” . Cfr. Ruffini, Francesco; 
La Classificazione della personne giuridiche. Torino, 1898, pàg. 43.
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orden jurídico de los otros estados; así una provincia de 
una nación debe ser considerada por otra como persona 
pública, pero no perteneciente a su organización adminis­
trativa o de algún otro modo, a su derecho interno.

Pero además de aquella, personalidad internacional 
reconocida, claro está que una institución de esta clase 
puede adquirir en el orden jurídico de otro Estado el 
reconocimiento de una personalidad, sea pública, sea pri- 
.vada.

Tal era el caso de la Iglesia ecuatoriana y de las dióce­
sis, comunidades religiosas y más organizaciones públicas 
de la Iglesia: conforme al derecho internacional debían
ser reconocidas por el Ecuador como personas públicas 
del ordenamiento canónico, personas públicas en la I- 
glesia. Por otra parte, estas entidades actuaban en el 
Ecuador y estaban compuestas en su gran mayoría por 
ecuatorianos, era lógico que el Estado las tomara en cuenta 
en algún modo. Además, el Ecuador no podía de hecho, 
prescindir de la labor que la Iglesia desarrollaba en una se­
rie de campos de carácter público civil: obras de coloni­
zación y civilización de la selva, de beneficiencia, educa­
ción8, etc. La Iglesia desempeñaba pues, de hecho, funcio­
nes públicas y el Estado tuvo que ampararlas al menos bajo 
la vaga forma de las garantías constitucionales. Pero la 
misma Constitución parecía excluir el carácter público 
de la Iglesia.

De facto, tenía, pues, una situación sui generis, era 
Úna especie de persona privada de interés público y con po­
deres especiales, por lo menos “ tolerados” .

Nadie, sin embargó, habría podido señalar con pre­
cisión la posición de la Iglesia: un fárrago de leyes contra­
dictorias, opuestas a menudo al espíritu y a la letra de la 
Ley Suprema, lo impedían9.

—8. Posteriormente, la Constitución (1945), declaró “ la educación es función 
del Estado” ... Pero cualquier particular puede ejercerla.
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3.- Condición de la Iglesia inmediatamente antes del
Modus Vivendi
Esta situación no cambia substancialmente con la 

Constitución de 1929 ni con el desconocimiento de la Car­
ta Fundamental y el gobierno dictatorial del Ingeniero' 
Páez. Pero el 18 de diciembre de 1935 dictó un decreto* 
por el que se pretendía que “ en virtud de lo dispuesto en, 
la Constitución Política decretada por la Asamblea Nacio­
nal de 1906-07, las Iglesias y las Comunidades religiosas- 
perdieron el carácter de Instituciones de Derecho Públi­
c o ” ... y disponía que “ para adquirir la calidad de persona 
de derecho privado, necesitarían cumplir con lo precep­
tuado en el art. 537 del Código Civil” . Es decir, que se 
quería equiparar absolutamente la Iglesia una persona jurí-, 
dica privada mediante una interpretación de la Constitu­
ción.

Resultaba, indudablemente, anacrónica esa interpre­
tación de la Constitución por parte de un Dictador, mu­
chos años después de que la Constitución de 1906 había 
perdido su vigencia (desde 1925, por la revolución llamada 
de los jóvenes militares).

Además, el efecto retroactivo que se pretendía dar al 
Decreto interpretativo, habría producido una alteración 
gravísima del orden jurídico, puesto que, en consecuencia- 
de él, se habrían debido considerar nulos infinidas de actos 
y contratos realizados y ejecutados pacíficamente entre 
la Iglesia e innumerables personas públicas y privadas, in­
cluido el mismo Estado; esto habría repercutido en el or­

9. “ Al espíritu de las dos últimas constituciones se oponían algunas leyes, 
com o la de Cultos y Patronato, dictadas durante la vigencia de la de 
1897, y, por consiguiente, acordes con la fisonom ía de ésta. Sin embar­
go, muchas veces se insistió en que estaban vigentes, con  el objeto de 
poner obstáculos a ciertas manifestaciones religiosas facultadas implí­
citamente por el texto de la Carta Política. Así, un Decreto dictatorial 
de 22 de septiembre de 1927, a pretexto de interpretar la ley de Cultos, 
prohibió el ingreso de sacerdotes extranjeros y el establecimiento de nue­
vas casas y noviciados religiosos, aún de las comunidades ya fundadas en 
el país. Se pretendía, pues, la coexistencia de regímenes político-religio­
sos incompatibles entre sí. Separación y Patronato no se conciban” . T o­
bar D onoso: Las relaciones..., págs. 33-34.
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den jurídico y social de manera tan extraordinaria, que el 
sentido común y práctico llevó más bien a no sacar esas 
consecuencias, que en rigurosa lógica habrían sido necesa­
rias.

4.- Nueva situación

El Modus Vivendi y el Decreto Supremo número 212, 
.expedido en vísperas de dicho Pacto, y que fue igualmente 
fruto de las negociaciones diplomáticas y en cierto sentido 
está incorporado al Modus Vivendi por la referencia que a 
él hace el artículo 5 de éste, reparan la injuria y crean una 
situación para la Iglesia en el Ecuador.

El Decreto 212 y el artículo 5 del Modus Viver Ai atri­
buye a las entidades eclesiásticas la posibilidad de au^uirir 
la personalidad civil o privada, pero con reglas diversas de 
las comunes, esto es, conforme a un derecho especial, que 
estudiaré luego.

Por otra parte, el Modus Vivendi reconoce a la Iglesia 
una serie de facultades que corresponden a una persona 
pública; y esto no solamente en su ordenamiento jurídico 
conforme a las reglas del derecho internacional, sino que 
se trata de una capacidad en el derecho ecuatoriano, con­
forme a este derecho, en vista de lo establecido por el tra­
tado, que forma parte del sistema legal ecuatoriano.

Con todov no se-reconoce-a las instituciones eclesiás­
ticas la personalidad pública misma en el derecho interno 
del Estado. Se puede-calificar nuevamente la situación 
de aquellas entidades com o de derecho especial con carac- 
fénsticds pübíicds. L^ alM ó- .
düs- Vivendi, támpóéo reconocen la personalidad pública 
de la Iglesia, 1 0 pero no derogan el Modus Vivendi porque 
én éste se crea un derecho especial que no se opone á las 
Constituciones, además en ellas se declara expresamente

10. La de 1945 no tiene ninguna disposición al respecto. El art. 192 de la de 
1946 sólo añade las Municipalidades a la enumeración de las personas 
de derecho público de la Constitución de 1906. Véase la nota 2 de este 
capítulo.

101



el respeto al Derecho Internacional,1 1 mal podría pues,-; 
mismo legislador dictar normas contrarias a un tratado ] 
blico, y si por suerte se halla alguna que no concuerde c<¡ 
las obligaciones internacionales debe entenderse que i 
constituyente no ha querido extender la norma a tales \ 
sos.

Hay que distinguir pues: la personalidad pública de 
Iglesia y sus instituciones de carácter público, confor 
al derecho canónico y que el Ecuador necesariamente; 
nía que reconocer como tales en el ámbito del mismo 
recho canónico, y aceptar, por consiguiente, las consecue 
cias o la repercusión que en el orden jurídico estatal pud 
ra tener la capacidad pública de esos sujetos. En segunc¡ 
lugar, una persona jurídica pública de derecho especi| 
ecuatoriano, propia de la Iglesia, en vista de las funcior 
que se le reconocen en el Modus Vivendi. Y por fin, 
personalidad jurídica privada de derecho especial, que pu 
den adquirir “ las diócesis y demás organizaciones e insfl 
tuciones católicas en el Ecuador”  conforme al artículo 1 
del Modus Vivendi y al Decreto Supremo 212. 1

Esta situación jurídica, intermedia entre las persá 
ñas jurídicas públicas y las de derecho privado, a veces si 
ha calificado, incluso en actos administrativos, como “ peí 
sonalidad privada de interés social o público” , lo cual des 
cribe bastante bien la realidad. La terminología de “peS 
sonas jurídicas privadas de finalidad social o pública” , e| 
empleada por la Constitución de . 1946, pero en estrictá 
sentido solamente se podría aplicar a las entidades enumei 
radas por la misma Constitución, entre las que no está li 
Iglesia en el Ecuador; sin embargo, después de que deji 
de tener vigencia esa Carta Política, se ha seguido aplican| 
do por motivos doctrinarios, esa denominación a los ente
eclesiásticos que, insisto, constituyen una categoría jurídiJ
ca intermedia. *

11. El art. 6 de la Carta de 1945 y el 5 de la de 1946 dicen’ así: “ La Repúbli 
ca del Ecuador acata las normas de Derecho Internacional, y proclamaj 
el principio de cooperación y buena vecindad entre los Estados, y la solu-' 
ción, por medios jurídicos, de las controversias internacionales” . !
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5 .- Personalidad derivada del Derecho Internacional.
El primer reconocimiento no suele hacerse expresa­

mente, ni necesita demostración desde el momento que se 
reconoce a la Iglesia personalidad pública en el derecho in­
ternacional, com o he demostrado que sucede en el Modus 
Vivendi (cap. II). Del mismo m odo com o cuando un Esta­
do reconoce a otro1 2 automáticamente se afirma su capa­
cidad de autoorganización y de constituir en su orden ju­
rídico las personas de derecho público que le sean necesa­
rias, y luego se tiene en cuenta dichas personas en el tra­
to internacional; así mismo, reconcida la personalidad ju­
rídica de la Iglesia en el derecho de gentes, de hecho se re­
conoce su orden interno.

De todos modos señalaré algunas disposiciones del 
Modus Vivendi que parecen ser consecuencia de ese géne­
ro de aceptación de la potestad pública de la Iglesia en su 
orden interno.

El artículo 1, es clarísimo en este sentido: “ El Go­
bierno ecuatoriano garantiza a la Iglesia Católica en el 
Ecuador, el libre ejercicio de las actividades que, dentro de 
su esfera propia, le corresponden” . Ciertamente que tiene 
un valor aún mayor que el aducido en este argumento: 
no contiene, en efecto, únicamente el reconocimiento de 
% capacidad de la Iglesia “ en su esfera propia” , sino que 
además el Ecuador le garantiza el “ libre ejercicio” , es de­
cir, que hay aquí una regulación de la situación de “ la 
Iglesia en el Ecuador ”, en el orden jurídico de este país.1 3

En el art. 4: “ La Santa Sede renueva sus órdenes pre­

12. Sea entablando relaciones diplomáticas, o formal y expresamente, com o 
hemos visto en nuestros días el reconocim iento de los EE.UU. de Indone­
sia, o del Estado de Israel, por parte de varias naciones.

13. Examinaré, pues, más a fondo esta cláusula a propósito de la personalidad 
de derecho público especial. En realidad todos los parciales reconocim ien­
tos de facultades de la Iglesia tienen su razón de ser en el hecho funda­
mental de la personalidad jurídica pública de la Iglesia. Lo que es preciso 
estudiar son los diversos aspectos de la misma realidad: el internacional, 
el interno com o derivante de aquél, o com o autónom o, etc. Así, pues, 
podría aducir casi todas las cláusulas para probar cada uno de estos as­
pectos de la personalidad, pero pefiero analizarlas con  más atención a 
propósito del argumento en que parecen probar con  más evidencia.
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cisas al clero ecuatoriano...” , se pone de manifiesto la jerar­
quía de jurisdicción de la Santa Sede, ya que da “ órdenes” , 
sobre el clero ecuatoriano.

El art. 7 igualmente, afirma el derecho al autogobier­
no y organización jerárquica de la Iglesia con plena inde-' 
pendencia del Estado. No hay ninguna intervención pro­
piamente dicha por parte del Gobierno, en la elección de 
los obispos. La notificación preventiva es algo semejante 
a la petición del “ agréement”  para el nombramiento de 
un Embajador, que jamás nadie ha sostenido que sea una 
injerencia en la política del Estado que lo envía; y en nues­
tro caso, la fijación de un término perentorio bastante cor­
to 14 para presentar las objeciones de carácter político15 
disminuye la posibilidad de una intromisión ilegítima del 
Estado en este asunto. Por lo demás, si el Estado presenta 
objeciones contra determinada persona, esto no significa 
que la Santa Sede deba renunciar a su nombramiento; en 
dicho caso deben las partes “ proceder a comprobar que no 
hay razones de carácter político general1 6 que obsten al 
tal nombramiento” . Es también de advertir aquí que no se 
exige ningún juramento civil a los obispos, com o lo hacen 
otros Concordatos. 1 7

El artículo 8 supone la potestad de los Ordinarios de 
vigilar la administración de los bienes eclesiásticos, confor-

14. Sólo un mes, mientras en el Concordato con  Portugal se señala dos meses.

15. No se ha determinado en qué consistan estas objeciones, pero su sentido 
es bastante evidente y debe interpretarse de acuerdo con el sentido que 
se suele dar a esta cláusula en otros Concordatos —mutatis mutandis—. 
Así en el Modus Vivendi con Checoeslovaquia, art. 4: “ Obiectiones ordi- 
nis político  illae intelliguntur quas Gubernium allegare poterit ob causas 
quae ad securitatem Status referuntur, ut si candidatus electus actionem 
politicam indebitam exercuerit contra patriae integritatem aut contra 
Constitutionem aut ordinem publicum nationis. Cfr. Restrepo, Joannes 
M.: Concordata Regnante SSmo. Dno. Pío X I inita. Romae, 1935.

16. Si las partes deben comprobar “ de común acuerdo”  com o dice el art. 7, 
es evidente que la simple objeción de una de ellas del Estado, no tiene 
valor definitivo, sólo puede abrir el paso a las negociaciones diplomáticas, 
previstas en el artículo 9.

17. Por ejemplo con Letonia, art. V: con Polonia, art. XII; con  Lituania, 
art. XII; con  Italia, art. X X ; Modus Vivendi Checoeslovaco, art. V.
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me dispone el canon 519 del Código de 1917. “ Loci ordi- 
narii est sedulo advigilare administrationi omnium bono- 
rum ecclesiasticorum quae in suo territorio sint...” el 
canon 1520: “Ad hoc munus rite obeundum quilibet
Ordinarius in sua civitate episcopali Consilium instituât...”  
Esta potestad de los ordinarios se extiende no sólo a los 
bienes de su curia sino a todos los bienes eclesiásticos de la 
diócesis que no estén sustraídos a su jurisdicción: “ nec
ex eius iurisdictione fuerint subducta...” , por tanto, no es 
un ejercico de la personería jurídica civil, sino el de una 
potestad superior de vigilancia sobre los bienes de otras 
personas, un poder público que deriva de la misión misma 
del obispo. (El Canon 335 dice: “ lus ipsis et officium est 
gubemandi diocesim tum in spiritualibus tum in tempora- 
libus cum potestate legislativa, iudiciaria, coactiva ad nor- 
mam canonum exercenda” ).

Las mencionadas disposiciones del Código de 1917 
se contienen también en el actualmente vigente, y aún 
con mayor claridad se ha legislado para que el Obispo ten­
ga la alta administración de los bienes diocesanos y de las 
personas jurídicas eclesiásticas encuadradas en su juris­
dicción, debiendo contar para esa administración con el 
Consejo de Asuntos Económicos y el Consejo de Consul­
tores, según los casos (actuales cánones 1276 y 1277 prin­
cipalmente).

Y los reglamentos elaborados poco a poco por las 
Diócesis y las Congregaciones religiosas que fueron publica­
dos por orden del Gobierno en el órgano oficial de promul­
gación de las leyes y decretos, —el Registro O ficia l- 
atribuyen a un ‘̂Consejo Administrativo ”  presidido p o r ,el 
Obispo o por el Provincial, la administración, y el gobierno 
de los bienes de una serie de personas jurídicas —la dióce­
sis, el capítulo catedral, las parroquias, etc.— y declaran 
que “ el Consejo de Gobierno continuará actuando de con­
formidad con el Derecho Canónico, el Decreto 212 y el 
Modus Vivendi”  y que “ El Consejo se sujetará al Derecho 
Canónico y al Derecho Civil ecuatoriano” .1 8 Así pues, el
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Modus Vivendi abrió el paso a la libre aplicación de la dis­
ciplina canónica en esta materia, y posteriores actos guber­
namentales confirman las decisiones tomadas por los obis­
pos y órdenes religiosas, para aplicar —de acuerdo con el 
M. V. y el Decreto 212— el Derecho canónico. *■

Hasta aquí he demostrado no una aprobación o una 
recepción por parte del Estado, del ordenamiento canóni­
co, sino la existencia de actos de reconocimiento de este 
orden jurídico, de su competencia y de la personalidad, 
eclesiástica dentro de él.

Pasaré ahora a examinar la peculiar posición que la 
Iglesia asumió en el derecho ecuatoriano por el Modus Vi­
vendi.
6 .- La personalidad de la Iglesia en el Derecho Interno.

He expuesto cómo la Iglesia fue privada de facto, al 
principio del siglo, de su calidad de persona de derecho 
público, si bien conservó algunos poderes propios de esa 
personalidad, gracias a las garantías constitucionales y por 
otras razones contingentes..

Esta situación no se muda fundamentalmente con el 
Modus Vivendi, pero se aclara y consolida. Aquellos de­
rechos de la Iglesia asumen la fuerza de una obligación 
internacional, se precisan y quizá amplían un tanto.

Las constituciones y leyes posteriores han seguido ' 
negando el carácter de persona jurídica pública a la Igle­
sia, pero han consagrado igualmene esos derechos ya afir­
mados en el Modus Vivendi, de modo que bien puede la 
doctrina calificar la personalidad de la Iglesia como de de­
recho especial.1 9
18. Artículos 1 y 12 del Estatuto del Consejo de Gobierno de los Bienes 

de la Diócesis de Loja, publicado en el Registro Oficial, núm. 107 del 5 
de marzo de 1938. Quito.

19. Así la llama el Dr. Tobar Donoso en su importantísimo folleto Las rela­
ciones entre la Iglesia y el Estado Ecuatoriano, pág. 36, pero no se detie­
ne a explicar o analizar el problema. Y creo que nadie lo ha hecho. He 
aquí cuando dice el Dr. Tobar. “ El Estatuto del Orgaismo administrativo 
de la Iglesia y Comunidades debe enviarse al Ministerio de Gobierno, no 
para la aprobación, sino únicamente para que sea inscrito en el Registro 
Oficial de las Organizaciones Religiosas del respectivo cantón. La condi­
ción de estas organizaciones es, por lo mismo, de derecho especial y les 
exime de las trabas del Código CiviV’ . Ob. cit., págs. 35-36.
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7.- En el Derecho Interno Público.

Corresponde estudiar en este punto, los aspectos de 
derecho público de dicha personalidad, los cuales permiten 
—a despecho de las definiciones legales— afirmar que el 
Ecuador ha reconocido un cierto carácter público a la Igle­
sia, no sólo en el orden internacional y en el derecho canó­
nico, sino también en un sistema jurídico interno.

Para probar lo afirmado —conforme al criterio demos­
trado en la Introducción como el más aceptable— bastará 
poner en claro cómo el Ecuador ha reconocido a la Iglesia 
funciones públicas y medios de potestad pública para de­
sempeñarlas.

He aquí cómo describe León XIII en la Encíclica 
“ Inmortale Dei”  (No. 19 y 20) las potestades de la Iglesia 
que directamente derivan del fin que le asignó su Divino 
Fundador:

“ Revela Jesús Christus Apostolis suis libera mandata 
dedit in sacra, adiuncta tum ferendarum legum veri nomi- 
nis facúltate, tum gemina quae hinc consequitur, iudicandi 
puniendique potestate. Itaque dux hominibus esse ad cae- 
lestia non civitas sed Ecclesia debet: eidemque hoc est
munus assignatum a Deo, ut de iis quae religionem attin- 
gunt, videat ipsa et statuat: ut doceat omnes gentes; ut
christiani nominis fines, quad potest, late proférât, brevi, 
ut rem christianam libere expedique iudicio suo adminis- 
tret”.

Declara, pues, el Sumo Pontífice, inherente a la Igle­
sia el derecho de administrarse y gobernarse libremente 
(de iis quae religionem attingunt videat et statuat” ... “ iudi­
cio suo administret” ), y para esto debe ejercer el poder de 
legislar (“ ferendarum legüm” ), de juzgar e imponer sus le­
yes y sentencias por la coacción (“ iudicandi puniendique 
potestate” ), además le compete enseñar (“ut doceat” ) y 
evangelizar (“ Christiani nominis fines late proférât” ). De­
jando de lado estos dos últimos aspectos que más depen­
den de la índole sobrenatural de la Iglesia, los otros atribu­
tos son los mismos de aquellos que los juristas —de todo
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credo— suelen señalar como característicos del Estado, 
decir, de la persona pública por excelencia.

Veamos cómo se presenta cada uno de estos podere 
tan significativos en el Modus Vivendi.

8 .- Soberanía Interna. dj
En el artículo 1. “ El Gobierno ecuatoriano garantizó 

a la Iglesia Católica en el Ecuador, el libre ejercicio de lasa 
actividades que, dentro de su esfera propia le correspon­
den” . De este modo se afirma evidentemente el derecho^ 
de autogobierno y administración de la Iglesia; pero no eáif 
sólo esto, no hay únicamente una declaración de este po|] 
der conforme al derecho propio de la Iglesia —de esto yaí 
he hablado- sino que contiene algo mucho más trascendenfj 
te; esa autonomía y autosuficiencia de la Iglesia es objetojj 
de una garantía por parte del Estado, y se refiere a la ac-- 
ción de la Iglesia en el Ecuador. '

Es verdad que el Poder Civil puede garantizar a un pri-i 
vado una determinada órbita de libertad; en realidad ésteJ 
es un aspecto importantísimo de toda ley y particularmen- ■ 
te de la Constitución. Pero precisamente en esto se halla la 
diferencia: en que la presente garantía no proviene de una:
ley sino de un acuerdo internacional, y por otra parte,^ 
siendo la destinataria de la norma una institución internad
(en el sentido de que está contenida en los mismos límites 
del Estado) no se vería la necesidad de esta forma especial 
de garantía si aquella institución no fuera algo más que un’ 
sujeto privado de derecho.

Además, aún las garantías consagradas en la Constitu­
ción o en una ley, tienen un carácter de generalidad siem­
pre que se refieren a los simples ciudadanos,2 0 eri cambio, 
en el artículo 1 del Modus Vivendi hay una norma de un 
tratado —y que por su aprobación y publicación oficial ha 
pasado a ser también una ley— con un sujeto pasivo único,
20. Y  a veces cuando se refieren también a instituciones públicas tienen igual­

mente esa generalidad; por ejemplo, las leyes de Régimen administrativo 
que fijan los derechos, garantías, competencias, etc., de las provincias, 
cantones y demás órganos del Estado, tomados genéricamente.
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¿ngular: la Iglesia en el Ecuador. Una norma de carácter 
lúblico en la que el Estado se compromete internacional- 
ente (tratado) y ante la nación (ley) a garantizar algo a 

un único sujeto, ¿podría dirigirse a un simple privado?
Por otra parte, ¿cuál es el objeto de la garantía? Una 

jbertad de ejercicio de actividades que corresponden a la 
Iglesia “dentro de su esfera propia”. No hay pues, una 
‘enumeración de libertades com o para todos los ciudadanos 

| e instituciones hacen las consticuiones^ i sino un reconoci- 
fcniiento general de lo que es propio de la Iglesia.

Es muy importante insistir en este punto: el artículo 
contiene un reconocimiento de una esfera de actividades 

apropia 'de la Iglesia, cuya libertad de ejercicio es objeto de 
l in a  garantía por parte del Estado.
fe Esta efera de actividad lógicamente no puede ser fi­
ja d a  por el Estado, si es propia de la Iglesia. Es ella misma 
t la que se delimita, conforme al derecho, del mismo modo 
Érque los Estados se fijan sus fines y se dan una organización 
| constitucional.2 2 pero el ejercicio de esas actividades de 
fia Iglesia en el Estado, es objeto de un reconocimien­
t o  por parte de este último. El reconocimiento, para 
I guardar . consecuencia- con los principios debería ser ple- 
p io , pero a veces, por razones más bien políticas que 
^jurídicas, se restringen algunos derechos; este es el ca- 
jso de nuestro Modus Vivendi. Luego examinaré en par- 
■ ticular los diversos derechos reconocidos, pero lo que inte­
resa señalar aquí es que el Ecuador admite una competen­
cia propia de la Iglesia y que la considera digna de una ga­
rantía solemne por parte del Estado. Y todo esto me pare­
ce que es una demostración muy fuerte de las caracterís-
21. Cfr. la Constitución de 1945, art. 141, que enumera en 20 parágrafos las 

libertades de conciencia, reunión, trabajo, etc., y la de 1946, en los artí­
culos 167,168 y 187 y ss. La garantía de otras libertades no señaladas 
en las Cartas Políticas no son una violación de las mismas, así lo declara 
expresamente la de 1945.

22, Designaré así los proyectos dispuestos cronológicamente: (A ) el del Dr. 
Tobar; (B) las m odificaciones del Ministro Larrea; (C) el proyecto del 
m ism o; (D ) otro proyecto ; (E) el proyecto que lleva fecha 19-V -37; (F) 
m odificaciones a éste; (G ) propuesta del 21-V-37; (H) la del 21-VI-37; 
(I) el texto definitivo.
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ticas públicas de la personalidad reconocida de la Iglesia® 
Más aún, si sólo nos atuviéramos a este primer artíj 

culo estudiado, habría de afirmar sin vacilar que estamoá 
en la presencia de una persona del derecho público ecuato* 
riano (en el derecho internacional no cabe duda que es plejj 
namente reconocida como tal; ya lo vimos), ya que se le g jj 
rantizan funciones con una generalidad e independencijJ 
absolutas, propias solamente de las personas públicas. Peról 
los artículos siguientes al enumerar sólo algunos de los pcJ¡ 
deres de la Iglesia, dejan Ja duda de si se entiende reconoH 
cer únicamente aquéllos, o todos; y la existencia de algunad 
leyes que niegan el ejercicio de tal o cual potestad eclesiásí 
tica, nos convence de que el Modus Vivendi considera paraj 
la Iglesia una situación de derecho especial, que tiene mu-| 
cho de público pero que no lo es plenamente. Por tratarse  ̂
precisamente de un sistema jurídico especial, no se ha plan-1 
teado, ni puede plantearse el problema de si hay oposnj 
ción entre sus disposiciones y las de las Constituciones tan-1 
to las anteriores de 1906,1929, com o las subsiguientes, de’ 
1945 y 1946. En éstas, en efecto, se limitan a enumerar  ̂
taxativamente las personas de derecho público que recono-' 
ce el Ecuador,2 3 pero nó excluyen la posición intermedia,. 
especial, de la Iglesia. Todavía más, la de 1946, en el ar-~ 
tículo 191 considera la personalidad de las Cajas de Previ* 
sión Social, del Banco Central del Ecuador, etc. y declara" 
que no son de derecho público sino de “ Derecho Privado 
con finalidad social o pública” y luego, en el mismo artícu­
lo y en otros —particularmente el 193 que extiende el ejer­
cicio de la jurisdicción coactiva a favor de esos institutos—, 
se señalan varias características de un orden jurídico que 
es evidentemente más público que privado. ¿Qué impor­
tancia tiene pues eí nombre que quiera dar el legislador a 
una institución?, lo que interesa realmente son las dispo­
siciones, las reglas, no las denominaciones: “ toda defini­
ción es peligrosa para el legislador” . Cuanto he dicho a 
propósito de las Cajas de Previsión, etc. es igualmente apli-
23. Con éstos, o con  otros términos similares, se suele definir la “ soberanía 

interna” .

110



Í cable a la Iglesia: no se le reconoce la personalidad pública 
en un plano de igualdad con el Estado, las Provincias, etc., 

/  pero el artículo 1 (y en otros que ya veremos) delModus 
I Vivendi le atribuye derechos más propios de una persona 
¡t pública, creando así un derecho especial, que no se opone 
| a la Constitución sino que la complementa.
" Y no se crea que la fórmula del acuerdo no tuvo tal 
* alcance en el pensamiento de las partes contratantes.

El Modus Vivendi fue largamente elaborado y se lle­
gó al texto definitivo después de repetidas propuestas y 

_ contra propuestas2 4 examinadas por parte del Ecuador, no 
sólo la Cancillería sino por el Jefe del Estado y probable­
mente por el Gabinete (esto último parece revelar el carác­
ter más exigente, menos conforme con los derechos de la 

"Iglesia, de algunas propuestas posteriores a las iniciales del 
Canciller Larrea sobre el proyecto del Dr. Tobar; mientras 
habría sido lógico que cediendo una y otra parte, se hu­
biera tendido constantemente a encontrarse en un punto 
medio, y al contrario, como decía, hay propuestas inter­
medias en las que evidentemente por la intervención del 
Gabinete de Ministros las negociaciones amenazaban fra­
casar).

El examen de aquellos proyectos, refuerza la inter­
pretación literal del texto definitivo.2 s

En el proyecto Tobar (A) hay una sencilla declara­
ción del derecho al libre ejercicio de la religión. En la mo­
dificación Larrea (B), aparece como un derecho fundado

24. El art. 29 de la Constitución de 1906: “ No se reconocen otras institu­
ciones de Derecho Público, que el Fisco, las Municipalidades y los esta­
blecimientos costeados por el Estado” . La de 1946 añade “ los Consejos 
Provinciales” .

25. (A ): “La religión católica, com o religión de la mayoría de los ecuatoria­
nos, sera libre y públicamente ejercida en el Ecuador” .
(B) “ Añade...”  “por garantizarlo la Constitución de la República” y co­
m o religión de la mayoría... etc.
(C): “ El gobierno  ecuatoriano garantiza a la Iglesia Católica en el Ecua­
dor, el libre ejercicio del culto interno y de sus actividades propias” .
(D ): “ El gobierno garantiza a la Iglesia Católica en el Ecuador, el libre 
ejercicio de las actividades que dentro de su esfera propia le corres­
ponde conform e  a las normas que la Constitución Política  del Estado es­
tablece” .
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en la Constitución de la República; en uno y  otro se argia 
ye también el hecho de que la religión católica es la de II 
mayoría de los ecuatorianos. |

En los siguientes proyectos hay algo más que esa sinj 
pie declaración, hay una garantía que asume el gobiernl 
ecuatoriano. Pero a su vez aparece una tendencia a Hmitaj 
el objeto, el contenido, de la garantía: ya es el libre eje^ 
cicio del culto interno y de sus actividades propias, ya s@j 
habla de esfera propia de la religión señalada por la Cons* 
titución Política, ya se hace derivar la garantía del prin-¡ 
cipio de la “ libertad de conciencia, conforme alas normas! 
constitucionales” . \

La referencia a la Constitución creaba indudablemen-í 
te serios problemas, entre ellos la misma determinación« 
de la Carta Política a que se hacía referencia. Hay que- 
recordar que el Gobierno del Sr. Páez había preparado uncí 
proyecto de Constitución que debía examinar la Asamblea,! 
Nacional próxima a reunirse. Es palpable com o fue apre-1 
ciada la dificultad por los negociadores, en las modificado-í 
nes al respecto, particularmente en el proyecto del 2 1 -
V I  2 6

Por fin, en el texto definitivo desaparece la referencia 
a la Constitución, que podía hacer pensar que se derivában­
los derechos de la Iglesia en general, de la Carta Política, y8* 
también entrañaba un cierto reconocimiento de los prin­
cipios constitucionales de un Estado laico por parte de la 
Iglesia. Por otra parte, la referencia a la Constitución pro-

(E ): Igual, m enos las palabras “ Estado”  y “ P olítica” , suprimidas, en cam­
bio añade a gobierno “ ecuatoriano” .
(F ): “ El Gobierno asegura a la Iglesia Católica el libre ejercicio de sus ac­
tividades propias” .
(G ): El Gobierno del Ecuador garantiza a la Iglesia Católica en el Ecua­
dor el libre ejercicio de las actividades que, dentro de su esfera propia, le 
corresponden, con form e a las normas de la Constitución Política del Es­
tado, que garantizan la libertad de conciencia ” .
(H): “ El Gobierno ecuatoriano garantiza a la Iglesia Católica, en el Ecua­
dor, el libre ejercicio de sus actividades propias, con form e a (las normas 
de) la Constitución (P olítica )” .

26. “ El Gobierno ecuatoriano garantiza a la Iglesia Católica en el Ecuador, 
el libre ejercicio de las actividades que, dentro de su esfera propia, le 
corresponden” .
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I
^rcionaba un criterio preciso para la interpretación y 
»terminación de cuáles son las actividades que se garan­
dan a la Iglesia; y seguramente la intención del Ministro 
; Relaciones fue la de dar, a la garantía del primer artícu- 
una fuerza o seguridad mayor mediante la referencia a la 

institución, y al mismo tiempo, asegurar la concordan- 
a de las normas constitucionales futuras con el Conve-

Es notable com o esas palabras “ por garantizarlo la 
institución de la República” , que al principio, com o he 
sho, se introdujeron para dar más firmeza tanto al Con- 
rdato com o a la Constitución, aparece en los proyectos 
cesivos, con forma casi igual pero con un contenido to- 
[mente diverso, por su situación en la cláusula: en el pro- 
cto Larrea (B) se refieren a la garantía misma, la Consti­

tu c ió n  es una de sus fuentes, una de las razones por las cua­
t e s  el Estado garantiza a la Iglesia... En proyectos sucesi­
v o s ,  en cambio, se aduce la Constitución no com o funda- 
ir mentó de la garantía sino com o criterio de determinación 
l de cuales son las actividades consideradas com o propias 
|de la Iglesia: “ actividades que dentro de su esfera propia 
He corresponden conform e a las normas que la Constitución 
Ldel Estado establece.28 La supresión de estas palabras 
■«an el texto definitivo evitó cualquier equivoco, y reveía la 
"‘intención de las Partes, de extender las garantías, de darles 
; un contenido general.
; Es también importante la supresión de esta frase que 
figura en los dos primeros proyectos: “ com o religión de la 
mayoría de los ecuatorianos” . Si esas palabras podían 
tener un valor político —téngase en cuenta la tremenda
27. La obligación de hacer concordar co n  el Tratado las futuras Leyes exis­

tía sin duda, simplemente en virtud de las normas del Derecho Inter­
nacional, pero con  una referencia en el m ism o Modus V ivendi se evitaba 
cualquier posible duda.

28. Cfr. Proyecto D. también el E. El Proyecto “ G ” , añadía las palabras 
‘con form e a las normas de la Constitución Política del Estado que ga­

rantizan la libertad de con ciencia ’\ con  lo cual la situación de la Iglesia 
tendía a perder todo carácter excepcional o especial. El Proyecto G es el 
m enos ventajoso para la Iglesia; contenía un artículo que prohibía el 
ingreso de sacerdotes extranjeros al país, etc.

113



oposición al Modus Vivendi y la conciencia creada en el 
país por cincuenta años de liberalismo, de que el Estado 
debe desentenderse totalnente de la religión— por otra 
parte, podía parecer que los contrayentes reconocían 
com o fundamento de la garantía del Estado a la Iglesia,- 
el hecho de que la mayoría de los ecuatorianos eran cató­
licos, y no el derecho mismo propio de la Iglesia verdade­
ra.

Quedó, igualmente, ampliado el contenido de la ga­
rantía por la supresión de las palabras “ culto interno”  que 
figuran en el Proyecto “ C” y que aunque iban completa­
das por estas otras: “ y de sus actividades propias” , de to­
dos modos parecían excluir la garantía del ejercicio del 
culto externo.

La supresión de todas aquellas limitaciones y especifi­
caciones, revela pues, la intención inequívoca de las Partes’ 
contrayentes, de dar una extensión general a la garantía 
señalada en el artículo lo . Esta se refiere, com o se desa­
prende del texto definitivo también, a todas las activida­
des propias de la Iglesia, sin ninguna limitación extrín­
seca.

Dejo pues demostrado que el Modus Vivendi se ase­
gura a la Iglesia aquello que S. S. León XIII afirmaba como 
fundamental capacidad de la Iglesia: “ de iis quae religio- 
nem attingant videat et statuat” . Y esta autonomía es 
también para los juristas en general la prueba central del 
carácter público de Institución.

9.- Otras pruebas del carácter público de la Iglesia en el
Derecho Interno.

El hecho de que el Estado haya garantizado a la Igle­
sia esa libertad de funciones, y ésto en la forma ya exami­
nada (tratado y ley), es ya suficiente demostración del ca­
rácter público de la esfera de actividad la Iglesia en el de­
recho interno del Ecuador. Pero profundizaré más; trataré 
de poner en evidencia ese carácter público, por medio del 
estudio de los fines de aquellas actividades garantizadas, de
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los medios normales que se puede emplear para conseguir­
los y de ciertos privilegios y restricciones especiales relati­
vos a los mismos.

Los fines: He aquí los principales fines de las funcio­
nes públicas expresamente reconocidas a la Iglesia, fuera 
del reconocimiento genérico e irrestricto del artículo 1 :

a) la educación pública, según el artículo 2 29 del 
Modus Vivendi.

La Constitución de 1945 declara en el art. 143: 
“ La educación constituye una función del Estado” , y 
luego añade: “ Se garantiza la educación particular3 0 ajus­
tada a las leyes y a los reglamentos y programas oficiales” . 
De modo que es evidente que el legislador con las palabras 
“ función del Estado”  quiso decir “ función pública” ; si se 
entiende en otro sentido, en el estrictamente literal, la 
“ función del Estado”  excluiría naturalmente la posibili­
dad de que el Estado grantice la educación particular a ren­
glón seguido. En todo caso, hay que admitir que la regula­
ción general de la educación general de la educación es una 
función pública,3 1 y de esta participa la Iglesia. Examina­
ré más detenidamente ésto al hablar de las consecuencias 
iel carácter sobrenatural de la Iglesia.
29. Artículo 2 del Modus Vivendi: “ El Gobierno del Ecuador garantiza en 

la República la libertad de enseñanza. La Iglesia Católica tiene, pues, 
el derecho de fundar planteles de enseñanza, proveyéndolos de personal 
suficientemente idóneo y de mantener los existentes. En consecuencia, 
el Gobierno se obliga a respetar el carácter propio de esos institutos; y, 
por su parte, la Iglesia se obliga a que ellos se sujeten a las leyes, Regla­
mentos y Programas de estudios oficiales, sin perjuicio del derecho de la 
Iglesia para dar, además, a dichos planteles carácter y orientación ca­
tólicos. Los estudios en los seminarios y escolasticados de religiosos, 
dependerá de los respectivos Ordinarios y Superiores” .

30. “ Educación particular”  es el nombre que siempre se ha dado en el Ecua­
dor a toda enseñanza que no sea dependiente del Estado o de lasmunici- 
palidades, y com prende por lo tanto a la de la Iglesia o de los institutos 
religiosos, de personas particulares.

_,31. Afirmar que la educación sea ob jeto .de  funciones públicas no significa 
que corresponda al Estado .exclusivamente el realizarla; nada más 

-  contrario al derecho natural que esto. El verdadero significado es el de 
que la educación interesa a la sociedad toda, com o unidad; es de su fin; 
y por lo tanto se deben preocupar de ella las sociedades perfectas.: Iglesia 
y Estado, de regularla, dirigirla y estimularla y realizarla en caso de
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b) La preservación del patrimonio artístico nacional, < 
conforme al artículo 8 , del Modus Vivendi.3 2

También en este punto, para no desviarme con de- ¡ 
mostraciones teóricas me contentaré con citar un artículo 
de la Constitución de 1945 que expresa cóm o el legislador^ 
ecuatoriano considera también esta actividad com o objeto  ̂
de una función estatal: “ Toda la riqueza artística e his-",
tórica del país sea quien fuere su dueño, constituye teso­
ro cultural de la Nación y estará bajo la salvaguarda del Es­
tado, que podrá prohibir su exportación y enajenación o 
reglamentarlas y decretar las expropiaciones legales que es­
timare oportunas para su defensa. El Estado organizará 
un registro de la riqueza artística e histórica, asegurará su 
celosa custodia y atenderá su perpetua conservación” .3 3 ;

Coinciden, pues, esas funciones que el Estado decía-T: 
ra com o suyas y las que se encomiendan a la Iglesia en el ~ 
artículo 8 , respecto de una parte importantísima —proba- 
blemente la más notable— del patrimonio artístico nació- •: 
nal. Y hay coincidencia aún en los medios que se deben 
emplear para esa tutela: él cuidado de una comisión y la 
formación de un inventario.

necesidad. La Constitución de 1946, inspirada en principios general­
mente opuestos a aquellos de 1945 y con  más rectitud y precisión jurí­
dicas, dice: “ La educación es deber y derecho primario de los padres o de 
quienes los representen. El Estado vigilará el cumplimiento de ese deber ^ 
y facilitará el ejercicio de este derecho... (art. 171). En esa vigilancia 
consiste principalmente la función  pública del Estado en relación con  la 
educación. Ya examinaré cuál es la labor de la Iglesia. A qu í basta señalar 
que se le reconoce una función educativa, y que, por otra parte, el Estado 
considera a ésta, una función pública.

32. Artículo 8 del Modus Vivendi: “ En cada Diócesis formará el Ordinario 
una Comisión para la conservación de las Iglesias y locales eclesiásticos 
que fueren declarados por el Estado m onum entos de arte y para el cuida­
do de las antigüedades, cuadros, docum entos y libros de pertenencia de la 
Iglesia que poseyeren valor artístico o histórico. Tales objetos no podrán 
enajenarse ni exportarse del país. Dicha Comisión, junto con  un Repre­
sentante del Gobierno, procederá a form ar un detallado inventario de 
los referidos objetos.

33. También en este caso aduzco el texto legal com o prueba de que en el 
sistema jurídico ecuatoriano se consideran funciones públicas las relati­
vas a la materia en cuestión, sin que con  esto quiera decir que la solu­
ción constitucional concreta, esto es, los límites y la form a de ejercer tal 
función, sea, a mi m odo de ver, la más justa. La Constitución de 1946 no 
habla del asunto pero es evidente que siempre el Estado en este cam po, y 
subsisten las leyes destinadas al ob jeto.
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c) El mantenimiento de la paz y  de la justicia social. 
—Fin propio del Estado y  también de la Iglesia, universal- 
mente admitido. También a esto se refieren varios artícu­
los de la Constitución, particularmente digno de tomarse 
en cuenta, el 185 de la 1946.

d) El fom ento de las misiones en el Oriente del país; 
actividad que por su trascendencia para la nación —aún si 
no se consideran nada más que sus aspectos temporales: 
civilización, progreso material, defensa del territorio, etc.— 
nadie negará que es una función pública.

e) El mejoramiento material y moral del indio ecua­
toriano, es decir, de una buena parte de la población del 
Estado (y no se excluye a la otra, por supuesto).

f) La incorporación de esa población indígena a la 
cultura nacional.

¿Quién podría dudar del carácter público de estas 
cuatro últimas misiones que se reconocen a la Iglesia, y que 
además debe realizar “ aunando sus esfuerzos”  con el Esta­
do?

Fue el proyecto del Canciller (b) el que introdujo uno 
de los artículos más significativos del Modus Vivendi, el 
que en el texto definitivo lleva el número tres. El proyec­
to (B) decía así: “ El Estado y la Iglesia aunarán sus es­
cuerzos para procurar el mejoramiento moral y social del 
indio ecuatoriano y  su incorporación a la cultura nacional; 
así com o para que se implante la justicia social en las re­
laciones entre patronos y obreros” . Después se antepusie­
ron las palabras: “ El Estado y la Iglesia Católica aunarán 
sus esfuerzos para el fomento de las misiones en el Orien­
te” , y realizar las necesarias correcciones de redacción, 
para adaptar las dos partes de la cláusula, quedó el texto 
definitivo, sin sufrir modificaciones interesantes, hasta su 
aprobación.

Así, pues, el Ecuador, a pesar de proclamarse estado 
laico vió la imposibilidad de una separación absoluta de la 
Iglesia y se com prometió a “ aunar sus esfuerzos”  con los 
de la Iglesia para realizar una labor conjunta. Y esta labor 
tiende a fines de capital importancia nacional, ala solución
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de algunos de los problemas más vitales para el país: la ci­
vilización del Oriente, la elevación moral y material de bue­
na parte de su población, la instauración de la paz y de la 
justicia social. En los últimos cuarenta años ambos pode­
res habían procurado remediar esas necesidades, sin cola-" 
borar, y a veces en grave conflicto; con el Modus Vivendi 
se comprometen a “ aunar sus esfuerzos” , se ponen pues en, 
un plano de colaboración: tanto la Iglesia como el Estado 
tienen funciones públicas que desempeñar.

Una sola de las finalidades públicas que se reconocen 
a la Iglesia, bastaría para poder afirmar que por consecuen­
cia es en el ordenamiento jurídico ecuatoriano una persona? 
pública. Sin embargo, ya he dicho como el legislador ecua­
toriano no reconoce expresamente dicho carácter público. 
Ni tampoco se derivan todas las consecuencias que debería 
una vez que se reconoce a la Iglesia una función, mejor di­
cho un grupo importantísimo de funciones públicas.

1 0 .—Límites de reconocimiento.

Es menester señalar que no todas las atribuciones que 
la Iglesia debe tener en un país católico, le fueron recono- 
cidaSven el Modus Vivendi. Para obtener ésto habría sido 
necesario derogar o modificar una serie de leyes conside-J 
radas por el partido dominante como conquistas moder­
nas, como garantías de libertad, etc. En fin, era un ideal 
imposible de conseguir en aquel momento histórico en el 
que un entendimiento con la Iglesia, por poco generoso 
que fuera con ella, parecía imposible.3 4

De particular importancia, entre las funciones no re­
conocidas a la Iglesia, es la legislación y jurisdicción en 
materia matrimonial.

Hasta la Ley de Matrimonio Civil de 1902, según el 
Código Civil, se debía aplicar en el Ecuador la legislación
34. Artículo Tercero del Modus Vivendi: “ El Estado y la Iglesia Católica 

aunarán sus esfuerzos para el fomento de las misiones en el Oriente, 
Procurarán, asimismo, el mejoramiento material y moral del indio ecuato­
riano, su incorporación a la cultura nacional y el mantenimiento de la 
paz y la justicia social” .
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[  canónica en materia matrimonial. Después de la referida 
E Ley, el matrimonio religioso no tiene ningún valor civil 
[ y  sólo puede celebrarse después del único válido para las 
[  leyes ecuatorianas: el contrato civil. Además se admite el 
[-divorcio por numerosas causas y aún por mutuo consen- 
[tüniento.
f  Un entendimiento pleno con la Iglesia habría presu- 
¡T puesto la reforma de tales leyes, en modo de hacerlas coin- 
^jcidir o por lo menos, que no se opongan tan violentamente 
t a las canónicas, pero esto no era posible esperar en aquellas 
i*- circunstancias políticas, por eso se pensó en ün artículo 
[  que debería tener carácter más bien programático que dis­
p ositivo : “ El Gobierno del Ecuador procurará que la le-
Irgislación cimiente el respeto a la familia y el matrimonio” , 
fcdecía el proyecto del Dr. Tobar (A). Y el del Canciller 
| era casi igual: “ El Gobierno del Ecuador procurará que la 
^legislación asegure y garantice el respeto a la familia y al 
 ̂matrimonio com o fundamento de la sociedad” .

\ Era la cláusula más difícil de conseguir que aprobara 
\ el Gobierno. Contenía, en efecto, un programa de legisla- 
rr ción que debía romper la línea de conducta seguida por 
í gobiernos y legislaturas liberales tanto tiempo, y que ha- 
 ̂bía arraigado bastante en la opinión pública. Así pues, no 

Üp&s de extrañar que este noble proyecto sufriere todas las 
^peripecias que sufrió, hasta desaparecer la cláusula en el 

texto definitivo. 
r Una propuesta del Gobierno, (modificaciones al pro- 
; yecto “ C” ) cambia apenas las palabras del proyecto del 
' Canciller pero les da un significado opuesto al querido por 
' su autor; la fórmula quedaba así: “El Gobierno del Ecua­

dor procurará mantener la legislación que asegura y garan­
tiza el respeto a la familia y al matrimonio como funda­
mento de la sociedad” .

De modo que el compromiso del Gobierno de cam­
biar las leyes familiares se convertía en un reconocimiento

"'35. Recuérdese los testimonios en este sentido, del Nuncio y varios perso­
najes ecuatorianos de uno y otro partido, que cité en el capítulo de his­
toria, particularmente en la pág. 75. Cap. II.

119



de esas leyes en abierta oposición con el derecho canónico. 
Y por tanto, la Iglesia y el Estado, admitiendo que tales 
leyes “ aseguran y garantizan el respeto, etc.” se ponían 
de acuerdo en que se debían mantener. Naturálmente esta 
fórmula no podía aceptarse, y los negociadores renuncia­
ron a hacer ninguna referencia en el texto del Modus Vi- 
vendi a los asuntos matrimoniales. (El proyecto “D ” no 
contiene ninguna cláusula al respecto).

Luego se pusieron de acuerdo los plenipotenciarios 
(proyecto “ E” ) en una fórmula más vaga: “ El gobierno 
del Ecuador protejerá el matrimonio y la familia como fun­
damentos de la sociedad,” . No se fijaba en qué modo se 
verificaría e"Sa protección, si ella entrañaba una reforma le­
gislativa o no; no se mencionaban siquiera las leyes ecuato­
rianas. Pero ni esta cláusula fue aceptada por ti Gobierno 
y hubo que renunciar definitivamente a tratar del asunto 
en el Modus Vivendi.

Pero como tampoco se podía prescindir absolutamen­
te de reular en algún modo materia tan importante se es­
cogitò el sistema de un cambio de notas entre el Nuncio 
y el Canciller, por las cuales se aseguraba la buena volun­
tad del Gobierno en favor de una reforma legal relativa al 
matrimonio. Así no se comprometía la vida misma del 
Acuerdo, que se hubiera visto en grave peligro en el mo- j 
mento en que se hubiera pretendido modificar las leyes 
matrimoniales para ponerlas en concordancia con él; y 
al mismo tiempo las negiciaciones del Modus Vivendi no se 
cerraron dejando una laguna respecto de asunto tan vital.

La oferta hecha por el Gobierno, por medio de la No­
ta del Canciller, 36 consistía en la introducción en la nue­
va Constitución que se preparaba, de “ disposiciones cla­
ras que garantizarán la protección del hogar y la familia 
como fundamento de la sociedad” . Dicha Constitución 
no llegó a aprobarse, por inesperados acontecimientos po­
líticos, ni se ha vuelto a plantear la necesidad de cumplir 
con esta obligación diplomática, que si bien no tiene la

36. Ver la Nota en el Apéndice.
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fuerza de un tratado, ni está incorporada al Modus Viven- 
di,3 7 de todos modos compromete el honor nacional.

Es verdad que leyes posteriores, y sobre todo la Cons- 
ticución de 1946, se interesan por el matrimonio y la fami­
lia,3 8 pero sus disposiciones son sumamente vagas y no se 
concretan en esa protección efectiva conforme a los prin­
cipios católicos, que es la única que naturalmente pedía la 
Iglesia, la única a la que podían referirse los proyectos 
mencionados del Modus Vivendi, la única a la que podían 
tender las “ disposiciones”  anunciadas por el Canciller, co ­
mo se desprende claramente del contexto de la nota, par­
ticularmente de las palabras con que comienza el párrafo 
en que.las anuncia: “ Es para mí especialmente satisfacto­
rio poder expresar a Vuestra Excelencia que los nobles y 
elevados principios de tutela y de defensa del hogar y la fa­
milia, que la Santa Sede anhela ver arraigados en el mundo 
entero, tienen decidido apoyo...”

La supresión del artículo sobre el matrimonio elimi­
naba, pues, el peligro de que el Modus Vivendi fuera desco­
nocido por la Asamblea en la cual la mayoría liberal no ha­
bría consentido de ningún modo a derogar las leyes opues­
tas al derecho canónico, algunas de las cuales habían sido 
promulgadas por el mismo Sr. Páez poco tiempo antes. 
Además las fórmulas bastante vagas a las que se llegó (Pro­
yectos “ E” y “ C” ), y que eran las únicas a las que podía 
realmente comprometerse el Gobierno, no significaban una 
verdadera garantía para la Iglesia y hasta entrañaban el pe­
ligro de falsas interpretaciones, de una intervención des­
medida del Estado en esta materia.3 9
37. Y por esto no se puede decir que se haya violado el Modus Vivendi, al 

no haber m odificado las leyes sobre matrimonio y divorcio.
38. El Art. 163 de dicha Constitución dice así: “ El Estado protege y las leyes 

regularán el matrimonio, la familia y el haber familiar” . No se señala nin­
gún criterio inspirador de esa “ protección”  y es así que las leyes de di­
vorcio siguen en vigencia y no se puede decir estrictamente que estén en 
oposición con  la Constitución, excesivamente vaga.

39. La fórmula, en efecto, casi coincide con la que posteriormente adoptó 
el constituyente ecuatoriano (véase nota anterior) pero en el Modus 
Vivendi habría sido más religiosa, porque habría podido justificar in­
jerencias del Estado en materia matrimonial so pretexto de “ protec­
ción” .
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Estas razones ya indican com o la supresión de aquella 
cláusula de ningún modo sifnifica un desconocimiento del 
derecho de la Iglesia para interesarse en el asunto. Al co n - ' 
trario, la solución escogitada por los plenipotenciarios, 
—el intercambio de notas—, y la consideración de todas las -  
circunstancias históricas llevan a la conclusión de que dicha ' 
supresión sólo significa: a) el reconocimiento de que el
Matrimonio y la familia son típicas cuestiones mixtas para 
cuya regulación es preciso un entendimiento entre la Igle- 
sia y el Estado y que éste no era posible lograr en esos mo­
mentos; b) el temor de las Partes de aceptar una fórmula 
demasiado vaga o que pudiera comprometer la solidez del 
Convenio. De ningún modo, hay pues desconocimiento de 
los derechos de la Iglesia. Al contrario, subsiste una obli­
gación diplomática de tenerlos en cuenta, y procurar que 
las leyes ecuatorianas garanticen a la familia de acuerdo 
con los principios “ que la Santa Sede anhela ver arraigados 
en el mundo entero” .

He señalado los diversos fines de carácter público re­
conocidos a la Iglesia en él Modus Vivendi, y para termi­
nar, uno de ellos que no se le reconoce, pero tampoco se 
le niega en dicho documento (lo relativo al matrimonio).

11.- Los medios.

Examinaré ahora los poderes que corresponden a 
quién debe perseguir tales fines. Los poderes públicos se 
concretan en las grandes y clásicas funciones: la legisla­
tiva, la judicial, la ejecutiva y la administrativa. Estas son 
las que universalmente admiten los juristas como propias 
de las sociedades públicas, y son también las que señala­
ba León XIII en el sitio ya citado.

No hay en el Modus Vivendi un reconocimiento direc­
to de estas funciones de la Iglesia; quizá no era necesario, 
ya nunca le fueron negadas por parte del Ecuador, al me­
nos de modo absoluto, esas funciones en su propio ordena­
miento jurídico: en el canónico; y en cambio, es lógico
suponer que reconociendo el Convenio los fines, haya que­
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rido reconocer también los medios. Y la persuasión es ab­
soluta si se tiene en cuenta que no hay ninguna norma con­
traria, y por otra parte se encuentra una serie de indicios 
favorables.

El mismo artículo 1 al garantizar “ e/ ejercicio de 
las actividades que... le corresponden” , indica que el ob­
jeto de la garantía no es un derecho teórico, sino el ejer­
cicio de una capacidad, por consiguiente, supone los me­
dios prácticos de realización, y estos son los poderes ya 
señalados.

Iguales reflexiones podrían hacerse a propósito del 
artículo 3. ¿Cómo podrá la Iglesia fomentarlas misiones, 
procurar el mejoramiento del indio, mantener la paz y la 
justicia etc..., si no es, legislando, juzgando y administran­
do en sus materias y ejerciendo también sus funciones de 
evangelizar y enseñar?

Las funciones legislativas y reglamentarias (por tanto, 
administrativas) aparecen claramente en el artículo 4, pero 
se refieren a la Santa Sede y no a la Iglesia ecuatoriana. 
Desde luego, no se excluye de ningún modo las de esta úl­
tima; al contrario, hay que admitir que por lo menos por 
participación o en virtud de delegación pueden competir 
tales funciones de la Santa Sede también a los órganos de 
la Iglesia en el Ecuador.4 o

En el artículo 2 de la Convención adicional4 1 se ase­
gura la libre circulación “ sin restricción alguna”  de los Bo­
letines Eclesiásticos, que suelen ser el órgano de promul­
gación de las leyes eclesiásticas locales.4 2
40. El artículo 4 dice: “ La Santa Sede renueva sus órdenes precisas al Clero 

ecuatoriano a fin de que se mantenga fuera de los Partidos y extraño 
a sus com peticiones políticas” .

41. Artículo 2 de la Convención Adicional: “ Los Boletines eclesiásticos, órga­
nos de publicidad de las distintas Diócesis, destinados a la divulgación 
de los docum entos pontificios y episcopales y a la exposición y defensa 
de la doctrina dogmática y moral católica, con  prescindencia de las 
cuestiones de política partidista, podrán publicarse y circular sin restric­
ción alguna” .

42. Se habla de “ Boletines eclesiásticos, órgano de publicidad de las distintas 
diócesis, destinados a la divulgación de los docum entos pontificios y epis­
copales” . Casi no era necesaria esta explicación, pues es bien conocido la
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El poder legislativo y el administrativo están plena­
mente reconocidos a los Ordinarios y  Superiores religio­
sos respecto de Seminarios y Escolasticados, en el art. 2 
del Modus Vivendi, que emplea la expresión “ dependerán” 
de tales autoridades, e indica lógicamene el poder de los 
mismos de organizar esos institutos por medio de leyes y 
decretos.4 3

Claramente administrativas son las funciones señala­
das a los Ordinarios en el art. 8 , relativas a la conserva­
ción del patrimonio eclesiástico de valor artístico. Como 
también las de organizar planteles ordinarios de enseñanza, 
conform e al ya citado art. 2. Además importa observar 
que estas atribuciones corresponden no sólo al orden canó­
nico sino que se encuadra también en las leyes ecuatoria­
nas.

En cambio, las funciones administrativas y ejecuti­
vas señaladas en el art. 4 de la Convención adicional44 son 
de carácter transitorio y se refieren más bien al Nuncio y 
no a órganos de la Iglesia ecuatoriana.

Igualmente no se dirigen a la Iglesia en el Ecuador, si­
no a la Santa Sede, las funciones jurisdiccionales o quizá

finalidad de los Boletines Eclesiásticos, entre ellas se destaca, la prom ul­
gación de las leyes. La descripción de los Boletines Eclesiásticos que hace 
la Convención  A dicional, confirm a la intención de garantizar la libre cir­
cu lación de los órganos de publicación  de las leyes y decretos eclesiásti­
cos , ya que habla el art. 2 de “ docum entos pontific ios  y episcopales”  y 
entre éstos evidentemente ocupan un puesto preeminente las leyes y de­
cretos.

43. Art. 2: “ El G obierno del Ecuador garantiza en la República la libertad de 
enseñanza. La Iglesia Católica tiene, pues, el derecho de fundar planteles 
de enseñanza, proveyéndolos de personal suficientemente idóneo, y de 
m antener los existentes. En consecuencia, el G obierno se obliga a respe­
tar el carácter p rop io  de esos institutos; y, por, su parte, la Iglesia se ob li­
ga a que ellos se sujeten a las leyes, reglamentos y programas de estudios 
oficiales, sin perjuicio del derecho de la Iglesia para dar, además, a dichos 
planteles carácter y orientación católico . L os estudios en los Seminarios 
y Escolasticados de religiosos, dependerán de los respectivos Ordinarios y 
Superiores.

44. Art. 4 de la C onvención A dicional: “ En reem plazo de la pensión indivi­
dual que actualmente da el Estado a los religiosos que integran las com u­
nidades cuyas haciendas fueren nacionalizadas, el G obierno del Ecuador 
entregará a su Excelencia el N uncio A p ostó lico , para que la divida p ro ­
porcionalm ente  entre las mismas Comunidades, la suma de un m illón 
quinientos m il” .
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legislativas a que se alude en el art. 5. Si bien indirecta­
mente se atribuyen esas funciones a los Ordinarios ya que 
dice el artículo m encionado4 5 “ al efecto la S. Sede dará a 
los Ordinarios las debidas instrucciones” ; se entiende: 
para que apliquen al caso particular y  regulen la condona­
ción general.

He analizado de este m odo los diversos poderes reco­
nocidos a la Iglesia en el Modus Vivendi. Los de carácter 
administrativo, de los arts. 2 y 8 principalmente, se refie­
ren con toda seguridad a la Iglesia ecuatoriana y no se limi­
tan a un reconocim iento del derechó^canónico sino que im­
plican consecuencias jurídicas en el derecho nacional. 
Igual cosa se puede afirmar de los poderes legislativos res­
pecto de los Seminarios, y  de todos los poderes pero de un 
m odo más general y un tanto vago, con  relación al fom en­
to de las misiones y más objetivos señalados en el art. 3.

En suma, el reconocim iento de los poderes o funcio­
nes efectivas de la Iglesia en el derecho ecuatoriano, con ­
forme al Modus Vivendi, no está en proporción con  la va­
riedad e importancia de los fines de carácter público que 
se le aseguran en el mismo documento.

Esta situación se debe a que el Modus Vivendi no ins- 
tauró un régimen de plena colaboración entre la Iglesia y 

" el Estado —para ello habría sido preciso cambiar varias le­
yes del Ecuador, y las circunstancias políticas no lo permi­
tían— sino que el Convenio puso las bases de un sistema de 
amigable entendimiento y de colaboración, en algunas ma­
terias únicamente. Y la Iglesia puede cum plirlos elevados fi­
nes que se le reconocen, valiéndose de las libertades que se 
le aseguran y  de sus propios poderes, inherentes a su sis­
tema jurídico, más bien que sirviéndose de poderes del 
orden jurídico ecuatoriano, si bien, tam poco estos últimos

45. Art. 5: “ La Santa Sede, en consideración de las garantías que se le reco­
nocen  en el M odus V ivendi y de la sustitución establecida en el artículo 
anterior renuncia a toda reclam ación por las haciendas nacionalizadas 
de las Com unidades religiosas, y otorga plena con don a ción  de tod os los 
que, a consecuencia  de tal nacionalización, poseyeren bienes de dichas 
Com unidades. A l e fecto , la S. Sede dará a los Ordinarios las debidas 
instrucciones” .
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se le niegan de modo absoluto.
Asi pues, la Iglesia puede libremente dictar sus le­

yes y decretos y ejercer su coacción interna, y sólo excep­
cionalmente puede intervenir con leyes y decretos y sen­
tencias que tengan un valor jurídico ante los tribunales 
ecuatorianos. Casi los únicos casos en que se podría apli­
car estos últimos son los relativos a la administración del 
tesoro artístico.

¿Se podía esperar más de un Estado constitucional­
mente laico? Evidentemente no; primero habría sido pre­
ciso renunciar a ese carácter laico. El Modus Vivendi no 
logró poner fin a la separación de la Iglesia y el Estado, pe­
ro ha mitigado mucho esa separación: ha señalado una se­
rie de fines comunes, y una obligación de colaborar en di­
versas materias, pero fundamentalmente ha dejado a cada 
parte los propios medios de acción dentro de su correspon­
diente orden jurídico.

El reconocimiento de la personalidad pública de la 
Iglesia —que en el orden internacional es pleno—, en el or­
den interno es también pleno en el Modus Vivendi, en 
cuanto se refiere a la finalidad pública de la Iglesia, pero no 
en cuanto a las funciones o poderes para conseguirlas. La 
solución, como es fácil apreciar, no tiene la sencillez lógi­
ca y jurídica propia de las circunstancias normales, pero 
demuestra, quizá más que las obtenidas en condiciones más 
favorables, la necesidad que al fin experimenta el Estado, 
—aún el Estado laico y celoso de su neutralidad religiosa—, 
de reconocer aquella realidad jurídica formidable: la Igle­
sia, como Institución pública, no sólo en el orden interna­
cional, sino también en el interno.

12.- Privilegios y restricciones.

Todavía hay algunos indicios que comprueban lo 
dicho, y son, ciertos privilegios y ciertas restricciones es­
peciales hechas a la Iglesia en el Modus Vivendi.

En la Introducción señalé como algunos autores ci­
fran en la existencia de privilegios o de algunos controles
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particulares, las razones para calificar de pública a una per­
sona moral, y manifesté no estar de acuerdo con dicho 
criterio; pero, no cabe duda, que si a la calificación de per­
sona pública, conforme al recto criterio, se añade el que 
coincida también con aquellos otros (que señalan en reali­
dad más bien las consecuencias del carácter público), se 
refuerza aún la demostración.

No quiero, pues, dar un valor absoluto a los argumen­
tos que voy a señalar, sino el de indicios complementarios, 
que por sí solos no servirían a demostrar nada: quizá los 
privilegios y restricciones que señalaré se podían conciliar 
con la personalidad de derecho privado especial, pero pare­
cen más congruentes con el aspecto público de la persona­
lidad.

El privilegio de fuero (cánones 120 y 614) deriva evi­
dentemente del carácter público de la Iglesia y de las fun­
ciones y categoría que en ella ocupan quienes gozan de 
él. Es algo comparable a las garantías que suelen rodear 
a los funcionarios y empleados del Estado.

No se reproducen en el actual Código de Derecho Ca­
nónico los citados cánones sobre el privilegio de fuero. Di­
cho privilegio razonablemente sólo puede subsistir en la 
actualidad en virtud de un acuerdo entre Iglesia y Estado y 
no bastaría para su efectividad que constara en el ordena­
miento jurídico de la Iglesia exclusivamente. Pero esta mu­
tación del Código no quita valor al razonamiento que se 
expone aquí: el considerar una situación especial ante la 
jurisdicción, para los clérigos, supone admitir un estatuto 
jurídico asimismo especial, derivado de las funciones reli­
giosas que les corresponden, y su trascendencia pública.

Este privilegio, tal cual, no se reconoce en el Ecuador: 
el art. 141 No. 2 de la Const. de 1945 dice: “ El Estado 
garantiza:... La igualdad ante la ley. No se reconocen em­
pleos hereditarios, privilegios ni fueros personales” . Pero, 
sin constituir propiamente un fuero, hay ciertas garantías 
que se señalan en el Modus Vivendi.

Según el art. 7, la Iglesia y el Estado deben “proceder
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de común acuerdo a comprobar que no hay razones de ca­
rácter político general que obsten”  el nombramiento de 
una persona com o obispo. Por consiguiente, una senten­
cia de un tribunal civil es ineficaz para este objeto.

Y en el art. 3 de la Convención Adicional45 se pre­
ve un procedimiento especial para la expropiación de in­
muebles de las comunidades religiosas, procedimiento que 
tiene de peculiar que debe comenzar con un “ previo acuer­
do con el Nuncio Apostólico” .4 6

No se podría, pues, afirmar que según el Modus Vi- 
vendi las normas del derecho procesal relativas a los 
eclesiásticos quedan inalteradas y sean absolutamente las 
mismas aplicables a todos los ciudadanos. No se puede 
negar que hay una cierta posición excepcional, algo seme­
jante a un fuero, si bien parcial y restringido.4 7

Finalmente, la exención del impuesto a la renta, con­
forme a lo establecido en el art. 4 de la Convención Adicio­
nal, sobre las células hipotecarias entregadas a los religio­
sos com o compensación por los bienes nacionalizados, pue­
de ser también un signo del carácter público de las institu­
ciones en cuestión.

Es todavía más notable la restricción de algunos dere­
chos de los clérigos y de los religiosos.

El art. 4 dice así: “ La Santa Sede renueva sus órde­
nes precisas al Clero Ecuatoriano a fin de que se manten­
ga fuera de los Partidos y sea extraño a sus competencias

4 6 . Art. 3 de la C on vención  A d icional: “ Caso de que el G ob iern o  p or  m o ti­
vos de necesidad pública , quisiere ocupar algún m on asterio , p ro p o rc io ­
nará a la respectiva com unidad  religiosa un loca l adecuado, de prefe ­
rencia fuera del centro de la ciudad, p on ién d ose  previam ente de acuerdo 
para ello  con  el N uncio A p o stó lico . El loca l deberá tener las com od id a des 
necesarias, para el ob je to  a que se destina, atend iendo al núm ero de reli­
giosas y  a la vida contem plativa que lleven ” .

4 7 . C on form e  al art. 146 de la C on stitu ción  de 1945  y el 1 7 7  de la de 1 9 4 6 , 
se ex clu y e  “ tod a  reclam ación  d ip lom á tica ”  p o r  parte de las personas ju r í­
dicas extranjeras  p o r  razón de con tra tos etc. ce lebrados en el Ecuador. 
El M odus V iven d i contem pla  para aquellas personas juríd icas ecuatoria­
nas (e l art.. 15 de la C on stitu ción  de 19 46  d ice : S on  ecuatorianas las 
personas ju ríd icas autorizadas p o r  la L ey  ecuatoriana) n o precisam ente 
el d erech o  a reclam aciones dip lom áticas, p ero  s í a una intervención  del 
delegado de la Santa Sede cuando se trata de expropiarles algún b ien  raíz.
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r-i'
| políticas” , y el art. 1 de la Convención Adicional. “ La 
l Santa Sede y el Gobierno del Ecuador dejan constancia de 
 ̂que el art. 4 del referido Modus Viendi en nada menoscaba 

f la plena e incontestable libertad que asiste al Clero para 
Lpredicar, exponer y defender la doctrina dogmática y mo- 
r ral católica” .4 8 Y las Constituciones y  leyes posteriores al 
■ Modus Vivendi (1945 y 1946) han asegurado al clero y  a 

los religiosos el derecho de voto com o a todos los ciudada- 
_nos, pero les prohiben ejercer el cargo de diputados o sena­

dores, com o lo prohiben en el mismo artículo coristitu- 
- cional al Presidente de la República, a los empleados pú- 
J blicos, a los diplomáticos, a los militares, etc. es decir a to ­

dos aquellos que “ tienen ejercicio de mando o jurisdic­
ción” , de donde se podría deducir que también a los cié- 

trigos se extiende la prohibición por un motivo semejan- 
r te.49

En todo caso, lo menos que se puede decir es que las 
1 restricciones a la acción política del clero, son congruentes

48. La orden  de n o  intervenir en la p o lít ica  de partidos proviene  del ú n ico
poder  que p o d ía  im partirla: de la Iglesia, de la Santa Sede en este caso; 
pero se traduce en una ob liga ción  exigible aún civ ilm ente p u esto  que 
dicha orden  está in corp orada  al C on ven io  que obliga a los  ecuatorianos 
c o m o  ley  del E stado, Es p reciso  recordar que la Iglesia siem pre ha pro- 

~ curado apartar a los  clérigos, y más a los religiosos, de las luchas p o l í t i ­
cas-partidaristas; léase esta declaración  del C on cilio  Lateranense IV : 

^  “ Sicut volum us u t iura clericorum  n on  usurpent laici, ita velle debem us,
ne clerici iura sib i v in d icen t la icorum . Q uocirca  universis clericis interdi- 
cim us ne quis p retex tu  ecclesiastica libertatis suam de ce tero  iurisd ictio- 
nem extendat in  preiu dicium  iustitiae saecularis, sed con ten tu s existât 
con stitu tion ibu s scriptis et consuetud in ibu s hactenus approbatis, u t quae 
sunt Caesaris redantur Caesari et cuae sunt D ei D eo  recta  d istributione 
reddantur” . (C itad o  p o r  Ottaviani: lus Publicum ... T. II, p . 1 1 1 ). Y  el 
can on  1 3 9 , & 2 : “ o ffic ia  p u b lica , quae exercitium  laicalis iurisdictionis 

> vel adninistrationis secunferunt ne assum ant” , y en el & 4 : “ Senatorum
aut oratoru m  leg ibu s ferendis, qu os  depu tatos vocant, m unus ne so llic i­
tent neve accep ten t sine licentia  Sanctae Sedis in loc is  u b i p on tific ia  
proh ib itio  intercesserit; iden  ne attent aliis in  loc is  sine licen tia  turn sui 
Ordinarii, tum  ordinarii lo c i  in qu o  e lectio  facienda est” . E l C anon  141 : 
“ ...neve intestinis bellis et ordin i p u b lic i perturbation ibus op em  q u o q u o  

I m o d o  fe ren t” . E n to d o s  estos te x to s  legales se m anifiesta el deseo de la
Iglesia de apartar a los  clérigos de la p o lít ica  activa, particu larm ente 

¿ cuando entraña peligro de vio len cia , etc. En el actual C ód igo  véase la 
* 285 y 287 .
"49. Art. 26 de la  C on t, de 1 9 4 5  y 36 de la de 1946 . S ó lo  el num eral 5, de la 
‘ de 1 9 4 5 , quita fuerza al argum ento, p orq u e  extiende la p ro h ib ic ió n  a
j. los  “ defen sores, agentes o  representantes de  com p añ ías extranjeras” .

s.
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con las características públicas de aquella sociedad de la 
cual son los elementos más destacados. La razón que im­
pide a los diplomáticos o a lo militares la intervención en 
política, es la misma que aparta a los clérigos y religiosos 
de las luchas partidaristas: unos y otros tienen una misión 
pública —muy diversa de caso a caso— más elevada y que 
les coloca por encima de esas contiendas.

Y para terminar señalaré que la inalienabilidad de 
ciertos bienes eclesiásticos (art. 5) establece también un 
paralelismo con los bienes públicos que son igualmente 
inenajenables.

Las diversas garantías y restricciones contenidas en el 
Modus Vivendi son, pues, una confirmación más del reco­
nocimiento del aspecto público de la personalidad de la 
Iglesia, indudablemente contenido en ese documento.

13.- Recapitulación.
Resumiendo lo dicho en este capítulo hasta aquí: las 

finalidades de carácter público, reconocidas a la Iglesia y las 
consiguientes facultades o funciones necesarias para alcan­
zar esos fines, son evidentemente un reconocimiento del 
carácter público de la personalidad de la Iglesia. Y contra 
esta declaración hecha en un acuerdo internacional no tie­
nen valor las normas de derecho interno que no concuer-^ 
dan perfectamente con tal reconocimiento. Pero las leyes 
del país no están en oposición absoluta con el Modus Vi­
vendi; nunca han pretendido derogarlo ni establecer algo 
contrario a lo pactado, aunque hubieran intentado, ningún 
valor tendría tal intento porque el Modus Vivendi estable­
ció un derecho especial: una personalidad de derecho es- 
.pecial, para la Iglesia Católica en el Ecuador, y que no pue­
de ser derogado o modificado por una ley general, (ni por * 
ningún acto unilateral).

Y como conclusión general debo señalar como aún ’ 
los estados laicos como el Ecuador, para regular de algún H 
modo jurídico sus relaciones con la Iglesia, se ven precisa-i 
dos a reconocer, al menos parcialmente su carácter de Per­
sona Pública de su orden jurídico interno. Y por otra par- i
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te, que este reconocimiento, cuando es sólo parcial e indi­
recto, —como en el caso del Ecuador—, crea una serie de 
anomalías (como el que la Iglesia tenga fines públicos y 
sólo muy limitadas potestades públicas de acción) que de­
ben tratar de remediarse mediante una interpretación am­
plia, un tanto extensiva, de las disposiciones contractuales, 
para reconstruir un sistema más lógico y realizable, en tan­
to que sea posible una reforma radical del sistema de rela­
ciones entre la Iglesia y el Estado que contemple al pleno 
ejercicio de las funciones públicas de una persona a la que 
se reconocen fines públicos de vital importancia para la 
nación.

La personaliddad de derecho privado.

14 .- La Iglesia Universal
No encuentro en el Modus Vivendi ninguna referen­

cia clara a la llamada “ personalidad privada”  de la Iglesia 
Católica. El art. 5 reconoce explícitamente esta persona­
lidad a “ las diócesis y demás organizaciones e instituciones 
atólicas en el Ecuador” , pero no dice nada de la Iglesia 

universal. La cláusula 8a. habla de “ antigüedades, cuadros, 
ocumentos y libros pertenecientes a la Iglesia” , pero segu­
i e n t e  el sujeto del derecho de propiedad en referencia 
o es propiamente la Iglesia Católica, sino las diversas enti- 
ades eclesiásticas establecidas en el Ecuador. Al menos en 
entido vulgar, se llaman “ bienes de la Iglesia”  los de las 
iócesis, congregaciones, etc. y en la práctica los verdade- 
‘S dueños de los bienes eclesiásticos suelen ser esas enti- 
des; si se puede considerar a la Iglesia, por medio de su 

rgano supremo, la Santa Sede, como titular de tales de- 
“chos, es más bien en un sentido público: ejerciendo una 
pecie de dominio eminente, similar al del Estado sobre 

minas o los tesoros artísticos particulares.4 9 En cuan-
Véase al respecto Bigador, Ramón: “ Los sujetos del patrimonio eclesiás­
tico y el “ ius eminens”  de la Santa Sede”  en El Patrimonio Eclesiástico. 
Estudios de la Tercera Semana de Derecho Canónico. Salamanca, 1950. A 
propósito del dominio del Estado sobre los bienes de particulares, en el 
Ecuador, confróntese los arts. 145 y 146 de la Constitución de 1945.
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to a la suma que el Gobierno se compromete en el artículo 
4 de la Convención Adicional a entregar al Nuncio Apostó­
lico, tampoco es objeto de un derecho privado de la Santa 
Sede o de la Iglesia Católica. Esta tiene el derecho público 
—naciente del tratado y de su originaria y Suprema potes­
tad y representación de todos los organismos eclesiásticos- 
de reclamar aquella suma, y el deber de repartirla entre las 
congregaciones religiosas damnificadas, ejerciendo así una 
función marcadamente pública: reparar los daños causa­
dos por “ nacionalización” .

Ciertamente se puede pensar, que en el Modus Viven- 
di no hay un reconocimiento de la personalidad privada de 
la Iglesia Católica, proque el reconcérsele la capacidad de 
derecho público se admite ya la capacidad de derecho 
privado com o algo que va unido a ella y que no constitu­
ye propiamente una nueva personalidad; pero la doctrina 
no es unánime en este punto5 0 y com o no se encuentra 
ningún indicio cierto de reconocimiento de esas facultades 
privadas derivantes de la personalidad pública, en el Modus 
Vivendi, queda obscuro el problema.

15.- Las instituciones eclesiásticas.

En cambio, la regulación de la personalidad privada 
de las entidades eclesiásticas es clarísimo. Se encuentra 
en el artículo 5 del Modus Vivendi y en el Decreto Supre­
mo número 2 1 2 , el cual remite dicha cláusula, y por lo tan­
to queda incorporado al Modus Vivendi. Es de notar que 
dicho decreto fue dictado en vísperas de firmarse el Mo-

50. León M ichoud, por ejemplo, es contrario a la teoría de que la personali­
dad pública lleva consigo la privada: “ La reconnaissance de la personnali- 
té de droit public n ’entraine pas necessairement dans le droit interne la 
reconnaissance de la personalité privé, puisque cette personnalité est sup- 
plée par celle des établissement, ecclesiastiques particuliers” . Cfr. Téorie 
de la personalité morale, 2a. ed. París, 1924, p. 400. Pero, a mi m odo 
de ver, normalmente si está unida la capacidad privada a la pública, aun­
que no constituya una nueva persona, sino otro aspecto, de la misma. 
Esto no se opone, naturalmente, a que puedan además coexistir dentro 
de una persona pública, varias personas privadas que ejerzan derechos en 
cierto m odo atribuíbles a la persona pública de la cual form an parte.
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dus Vivendi y fue también fruto del entendimiento diplo­
mático ya alcanzado por las Partes.5 1

Conviene recordar aquí brevemente la historia de esta 
institución jurídica en el Ecuador. La personalidad priva­
da de las entidades eclesiásticas cobra interés con la nega­
ción legislativa de la personalidad pública de la Iglesia. 
Desde entonces reina una gran confusión en la materia:5 2 
para unos, la personalidad pública de la Iglesia persistía, 
para otros, quedaba reducida al aspecto privado, etc. De 
hecho la Iglesia gozó de una situación especial, al ampa­
ro de las libertades constitucionales pero sufriendo muchas 
veces restricciones y violaciones de sus derechos por parte 
de leyes secundarias o por medidas arbitrarias de los go­
biernos. El Decreto Supremo número 121, de 18 di­
ciembre de 1936, del “ Encargado del Mando Supremo de 
la República” , Ingeniero Páez, interpretó la Constitución 
de 1906, “ en ejercicio de las supremas atribuciones de que 
se halla investidos” , declarando que “ desde que entró en 
vigor la Constitución Política de 1906-07, las comunidades 
religiosas, las iglesias, y en consecuencia las Curias, perdie­
ron el carácter de Instituciones de Derecho Público y que, 
para adquirir la calidad de personas jurídicas de derecho 
privado, necesitaría cumplir con lo preceptuado en el 
artículo 537 del Código Civil” .5 3

51. El art. 5 dice: “ Las Diócesis y demás organizaciones e instituciones cató­
licas en el Ecuador tienen el carácter de personas jurídicas llenando las 
formalidades señaladas en los artículos prim ero, segundo, tercero, cuarto 
y quinto del Decreto Suprem o núm. 212, dictado el 21 de julio del pre­
sente año. Cum plidos los requisitos m encionados, dichas entidades goza­
rán de tod os  los derechos civiles sobre los bienes que poseían al tiempo 
de la expedición  del Decreto núm. 121, sancionado el 18 de diciembre 
de 1935 . L os bienes de estas personas jurídicas no son enajenables a 
com pañías extranjeras” .

52. Esto lo  declara el segundo “ considerando”  del Decreto Supremo 121, 
que dice así: “ Que sin embargo, por el sólo  hecho de figurar en el antedi­
ch o artículo (se refiere al 536 del C ódigo Civil, que declaraba personas 
públicas a la Diócesis, las Comunidades Religiosas y  la Iglesia misma) se 
han suscitado dudas en la práctica, acerca de la personalidad jurídica 
de aquellas Instituciones y  aún se han exped ido fallos en diversos sentidos 
p o r  el P oder judicial... ” .

53. Véase el texto integro del D ecreto, en el Apéndice.
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De este modo las instituciones religiosas quedaban 
sometidas al derecho privado común; sus estatutos debían 
ser aprobados por el Presidente de la República, no podían 
poseer bienes inmuebles sino con permiso especial del Con­
greso, etc... Y todo esto, sólo después de que hubiesen ad­
quirido la personalidad conforme a las reglas del Código 
Civil, entre tanto, no poseían ninguna personalidad. Y 
además, como el Decreto tenía efecto retroactivo, ya que 
se reduce a lldeclarar que desde que entró en vigor la Cons­
titución de 1906...” , significaba un trastorno inimaginable 
en la vida civil y económica del país: resultaba que una 
serie de bienes enajenados y adquiridos, objeto de mil con­
tratos, etc., eran de nadie, o quizá debían atribuirse a los 
miembros de aquellas comunidades..., pero el artículo 92 
del Código decía “ termina también la personalidad, rela­
tivamente a los derechos de propiedad, por la muerte ci­
vil, que es la profesión solemne hecha conforme a las le­
yes, en instituto monástico reconocido por la Iglesia Ca­
tólica” , de modo que muchos de esos religiosos tampoco 
podían poseer —no sólo por razones de sus votos, sino 
por la prohibición civil—; muchos bienes, resultaban, pues, 
de la noche a la mañana “ res nullius” .5 4

Quizá con la intención de remediar esta situación, o 
tal vez por otras razones, el mismo Jefe Supremo dictó el" 
30 de abril de 1936 el decreto 209, derogando el art. 92 
del Código Civil y aboliendo la muerte civil, también con 
carácter al menos parcialmente retroactivo.5 5

A la época del Modus Vivendi, pues, la situación 
jurídica de la Iglesia en el campo privado era, si se quiere, 
más obscura que en el público. Teóricamente estaba equi­

54. Las consecuencias eran tan graves, que no se llevaron a la práctica, y el 
mismo Gobierno tuvo que buscar una solución jurídica.

55. La razón jurídica que se aducía era que ‘ 'virtualmente está abolida dicha 
institución desde que, según el art. 92 del Código Civil, se requiere la 
profesión solemne hecha conforme a las leyes en instituto monástico, 
reconocido por la Iglesia Católica y en el actual derecho positivo ecua­
toriano existe ley alguna que regule dicha profesión solemne” . Tal ex­
plicación la daba ya, al tiempo de la Constitución de 1906, el Dr. V íc­
tor M. Peñaherrera. Cfr. Lecciones de Derecho Práctico Civil y Penal. 
Quito, 1944, vol II, págs. 78 y ss.
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parada a una fundación o corporación cualquiera que hu­
biera obtenido la aprobación presidencial, y por consi­
guiente estaba sometida a todas las restricciones de los arts. 
545 y siguientes, del Código Civil.

El Modus Vivendi vino a remediar esta situación. El 
proyecto del Dr. Tobar (A), contiene ya fundamenal el 
esquema del art. 5 del Acuerdo: la remisión a un Decreto 
Supremo que debía oportunamente expedirse, y la declara­
ción de su retroactividad hasta el 18 de diciembre de 1935, 
en modo de anular absolutamente los efectos de aquel otro 
Decreto emitido en esa fecha. Pero en el proyecto “ A ” se 
contemplaba la asimilación de las entidades religiosas a las 
personas de derecho común, lo decía expresamente: “ To­
das las personas jurídicas que cumplieren con los requisitos 
expresados podrán disponer y administrar sus tíienes actua­
les, adquirir otros conforme al Derecho Común y compare­
cer en juicio” .

Luego se vió la posibilidad de crear una situación es­
pecial para la Iglesia en el Derecho Privado: al efecto, el 
proyecto del Canciller (B), suprimió las últimas palabras 
citadas.

Siguió la elaboración de este punto —difícil como los 
demás— concretándose particularmente en tom o al texto 

- del Decreto Supremo que debía contener las disposiciones 
precisas respecto a la personalidad jurídica. En cuanto a la 
cláusula concordatoria misma, sufrió modificaciones sobre 
todo en dos puntos: los sujetos a los que se debería apli­
car la norma y las palabras finales que se añadieron al úl­
timo proyecto (H) y que limitan la enajenabilidad de los 
bienes de las personas morales eclesiásticas.5 6

16.- Los sujetos de esta personalidad.
Respecto de los sujetos de esta nueva personalidad, 

desde el principio se pensó en la fórmula muy compren­
siva que finalmente fue la aprobada: “ las Diócesis y demás

56. “ Los bienes de estas personas jurídicas no son enajenables a compañías 
extranjeras” , son las palabras finales del art. 5.
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organizaciones e instituciones católicas” . Pero por dos ve­
ces (proyectos “ D ” y “ G ” ) se intentó restringir su ampli­
tud, limitando la personalidad Civil a “ las Diócesis y demás 
organizaciones e instituciones católicas diocesanas”  con es­
te calificativo de “ diocesanas” se podía excluir a las enti­
dades interdiocesanas o super diocesanas que pudieran de­
pender directamente de la Santa Sede, y quizá también a 
las comunidades religiosas de derecho pontificio, exentas. 
La supresión del calificativo “ diocesanas” , revela, pues, la 
voluntad definitiva de las Altas Partes, de referirse a todas 
las entidades eclesiásticas.

Aquel es el sentido que se desprende también clara­
mente del mismo tenor literal de la cláusula en su redac­
ción definitiva.

Es notable el empleo de los dos términos “ organiza­
ciones e instituciones católicas”  que son casi sinónimos. 
Usando ambos, se ha querido indudablemente evitar que 
algunas entidades eclesiásticas quedaran excluidas. Si se 
hubiera dicho solamente “ organizaciones” , tal vez podía 
pensarse que se hacía referencia sólo a los órganos de la 
Iglesia propiamente dicho y parangonables en cierto senti­
do a las diócesis: “ las diócesis y demás organizaciones...” 
Unidos este término al otro, “ instituciones”  tienen uno 
y otro un valor universal, genérico; señalan a todas las 
entidades, oficios, fundaciones o corporaciones, etc., 
capaces naturalmente, según su propio derecho —el ca­
nónico— de ser personalizadas. Todas pueden serlo efec­
tivamente en el derecho ecuatoriano conforme al Modus 
Vivendi.

En cuanto al Decreto Supremo 212, éste sienta las ba­
ses para la adquisición de la personalidad jurídica priva­
da5 7 por parte de las instituciones religiosas “ de cualquier 
culto que fuesen” , pero se dirige de un modo especial a 
las católicas, como lo revela el que sólo cita expresamente 
a las diócesis, instituciones católicas por excelencia.

Por el art. 7 del Decreto Supremo 212, aparece que 
todas las entidades que poseían bienes al tiempo delD. S.

136



121 (18 de dic. de 1935), pueden adquirir la personalidad 
jurídica y ejercer sus derechos sobre esos bienes. Para te­
ner una idea más concreta de cuáles son las entidades be­
neficiadas por el nuevo sistema legal pondré un ejemplo. 
El Estatuto de la Diócesis de Loja, publicado en el Registro 
Oficial s 8 enumera las siguientes personas jurídicas exis­
tes el 18 de diciembre de 1935 en aquella diócesis:

a) La Diócesis o Curia Diocesana, representada por 
el Obispo de Loja.

b) El Capítulo Catedral, representado por su Presi­
dente.

c) El Seminario Diocesano, cuyo personero es el mis­
mo Obispo de Loja.

d) Las parroquias, representadas por su respectivo 
párroco.

e) Las Iglesias, representadas por su Rector y
f) Las cofradías, representadas por su Presidente o 

por su Síndico.

Y el Estatuto de la Diócesis de Ibarra5 9 contiene una 
enumeración substancialmente idéntica.

Todas aquellas entidades, de acuerdo con el artículo 7 
del D. S. 212 y con el artículo 5 del Modus Vivendi, po­
dían —y pueden— continuar ejerciendo los derechos civiles 
com o antes del 18 de diciembre de 1935, adquiriendo se­
paradamente la personalidad jurídica, pero han preferido 
encomendar la administración y gobierno de sus bienes a 
una n’üe’vá persona jurídica civil : “ É í Consejo de G obierno 
de los bienes de la Diócesis de...”

57. Un proyecto  del Decreto Suprem o 2 12 ,’ traía un articuló por el cual se 
séñálaba a las personas jurídicas religiosas las funciones. .T-Ue-carácter pü^ 
folie o.— relativas a la conservación del patrim onio artístico que luego se 
¿tribuyeron exclusivamente a las entidades católicas en el M odus Vivendi, 
p or  lo  que se suprimió tal artículo del D. S. 212 , que habría dado un as­
p ecto  público a la personalidad de las instituciones religiosas en general 
y no sólo a las de la Iglesia Católica, co m o  sucede ahora.

58. Publicado en el Registro Oficial núm. 107 del 5 de m arzo de 1938. Ver 
en el Apéndice el D ocum ento integro.

59. Publicado en el R . O., núms. 112-113 del 11-12-111-38.
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Cosa semejante ha sucedido con las congregaciones y 
órdenes religiosas. El “ Estatuto para la administración 
y . Gobierno de los bienes de la Orden Franciscana en el 
Ecuador” .6 0 que fue le primero de su género, y luego se 
adaptó casi sin variaciones para las demás órdenes y con­
gregaciones, cita también las diversas personas jurídicas 
existentes antes del D. S. 121 y que recobraban sus dere­
chos civiles:

a) Los Conventos de Quito, Otavalo, Guayaquil... 
etcétera,representados por sus respectivos supe­
riores.

b) El Convento de San Diego, representado por su 
superiora.

c) Las parroquias de... representadas por sus párro­
cos y rectores.

d) Las misiones de... representadas por su legítimo 
superior.

e) La Iglesia de Cantuña y las Cofradías y asociacio­
nes Franciscanas dé toda la República, representa­
das por su Rector, Presidente o Síndico.

También todas esta entidades (y las correspondientes 
de las diversas órdenes y congregaciones) se han agrupado 
para formar una nueva persona jurídica capaz de adminis­
trar los bienes y de representarlas en juicio.

Respecto del sujeto de la personalidad civil privada, 
cabe, pues, observar, que por una parte los textos legales 
son muy amplios, por otra, de hecho, ha habido un interés 
restringido, por parte de las entidades menores de obtener­
la por separado; en cambio, se ha producido una concen­

60. Publicado en el R. O., núm. 107, del 5-III-38. Parala Orden Agustiniana, 
en el m ism o sitio ; Orden de la M erced, R . O. 11 2 ; Madres de la Providen­
cia y de la Inm aculada C on cepción , m u y  semejante a los anteriores, en 
el R . O. núm. 12 , de 24 de agosto 1 9 3 8 , don de se halla tam bién el de los 
PP. Redentoristas. Estos ú ltim os corresponden  ya al p e r ío d o  presidencial 
de D. Andrés F. C órdoba.

61 . Sobre este asunto véase G estión  del Patrim onio Eclesiástico, p or B onet 
M uixi, M anuel, en El Patrim onio Eclesiástico, Salamanca, 1950 . Señala
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tración de las instituciones diocesanas en tomo a su Obis­
po y de las instituciones religiosas en torno a sus superiores 
regulares.

De acuerdo con el D. S. 212 y el Modus Vivendi estos 
Consejos de Administración Diocesanos obtienen el dere­
cho de administrar y  gobernar los bienes de una serie de 
entidades que al menos conforme al derecho Canónico 
tienen su personalidad propia y que les corresponde (canon 
1949) el dominio de los bienes que adquieren. De este mo­
do, la potestad pública de la Iglesia (conforme a su derecho 
interno) consistente en esa especie de “ dominium emi- 
nens” 62 se ejerce en el Ecuador como un derecho privado 
del orden jurídico de este país, y que por lo tanto se puede 
hacer valer ante los tribunales civiles. He aquí, cómo una 
orden del Obispo, a través del Consejo de Gobierno, que 
él preside, puede ser exigida por medio de la coacción esta­
tal. Esta es una de las consecuencias más interesantes del

claram enté el “ dom inium  em inens”  de la Santa Sede sobre tod os los 
bienes eclesiásticos: “ Aún convendrá distinguir desde ahora el dom inio 
inm ediato de una cosa, que com pete  al titular del D erecho de propiedad, 
y el alto dom in io  eminente que com pete  a la potestad social en los bienes 
de los súbditos, en virtud de cual puede la autoridad ejercer aquella dis­
p os ición  incluso dom inical de lo s  bienes de sus subordinados que sea ne­
cesaria para la consecu ción  del fin  soc ia l” .
Y Bigador, R aim undo, en Los sujetos del Patrimonio Eclesiástico, publi­
cado en el m ism o libro , escribe: “ Sin necesidad de emplear térm inos 
anticuados, jus eminens, aominium altum seu eminens el C ódigo de Dere­
cho  C anónico define esta potestad suprema, que es esencialmente juris­
d icciona l con  la palabra auctoritas, “ D om inium  bon oru m , sub suprema 
auctoritate Sedis Apostolicae, ad eam pertinent m oralem  personan!, 
quae eadem bon a legitime acquisiverit”  (canon  1499 2). L oe. cit., pág.
42 . Más claram ente, si se quiere, encuentro el fundam ento de esta “ auc­
toritas”  en el canon  1518 : “ R om anus P on tifex  est om nium  bonorum  
ecclesiasticorum  supremus adm inístrater et dispensator” . Y , en cuanto 
a aquellos “ que gozan de la potestad  ep iscopal” , esto es, en primer 
térm ino a los m ism os Ordinarios, les corresponde la visitación de las “ per­
sonas, cosas y lugares”  según el canon  34 4 , y  con  más determ inación, por 
el canon  1519 “ L oci Ordinarii est sedulo advigilare administratio n iom - 
nium  bonarum  ecclesiasticorum  quae in  suo territorio sint...”  de don de se 
ve, que tam bién a los O bispos com pete  un alto dom inio que p or  n o  ser el 
suprem o, ha sido calificado co m o  “ dom inio  m e d io ” , por algunos can o­
nistas.

62, “ L e y ”  se llama a si m ism o el Dr. S. 212 en su art. 7: “ Encárgase de la 
e jecu ción  de esta L e y ” . El Jefe Suprem o d ictó  varias im portantes leyes, 
algunas m od ifican do  los  C ódigos de P rocedim iento, el Penal y  el Civil.
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nuevo orden, del derecho especial, dado a la personalidad 
de la Iglesia en el Modus Vivendi.

Determinados quienes pueden ser sujetos de esta per­
sonalidad privada y quienes efectivamente la han obtenido, 
conviene señalar ahora las características de esta personali­
dad, que permiten que se la califique de “ especial”  o de 
derecho especial.

17.- Características.

En primer término, el modo de adquirir esta persona­
lidad es peculiar: las instituciones mencionadas “ enviarán 
al Ministerio de Cultos el Estatuto de organismo que tenga 
a su cargo el Gobierno y Administración de sus bienes, así 
como el nombre de la persona que, de acuerdo con dicho 
Estatuto, haya de representarlo legalmente”  (artículo 1). 
Luego, “ El Ministerio de Cultos dispondrá que el Estatuto 
a que se refiere el artículo 1 se publique en el Registro Ofi­
cial y que se inscriba en la Oficina del Registrador de la 
Propiedad del cantón o cantones en que estuvieren situa­
dos los bienes de cuya administración se trate. Esta ins­
cripción se hará en un libro especial que se denominará 
“ Registro de las Organizaciones Religiosas” , dentro de los 
ocho días de recibida la orden ministerial” .

Hay pues, cinco actos esenciales en la constitución 
de estas personas morales: 1, la comunicación del Estatu­
to al Ministerio; 2, la orden dada por el Ministro de que se 
publique en el Registro Oicial; 3, dicha publicación; 4, la 
inscripción en un Registro especial; y 5, el certificado del 
Registrador, que habita al representante para actuar a nom­
bre de la nueva persona jurídica.

A propósito del primer punto, es muy importante no­
tar que el Estatuto que deben comunicar las entidades reli­
giosas para adquirir la personalidad civil no es su estatuto, 
sino el “ del organismo que tenga a su cargo el gobierno 
y administración de sus bienes” , lo cual señala una diferen­
cia fundamental respecto de las personas jurídicas ordina­
rias, cuyo estatuto, según el artículo 535 del Código Civil,
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debe ser aporbado por el Presidente de la República. Las 
entidades religiosas no tienen, pues, necesidad ni de comu­
nicar ni de publicar su Estatuto, sino únicamente el de 
aquel organismo que cuide de sus bienes, debe entenderse 
que el estatuto en referencia sólo tiene que referirse, por 
fuerza, al gobierno y administración de los mismos, sin que 
interese que figuren en él otras finalidades y funciones que 
pueda tener, de orden moral, de culto, religioso en general, 
etc.

En cuanto al segundo momento: las funciones del
Ministro en este asunto, hay que observar que se reducen 
a “ ordenar que se publique”  el estatuto. No le compete 
pues, ninguna aprobación, únicamente debe constatar que 
se trate de estatutos de una de aquellas organizaciones que 
tienen derecho a ser inscritas en el “ Registro especial” de 
que habla el D. S. 212. Igualmente, no podría en ningún 
caso introducir modificaciones u ordenar una publicación 
o registración parcial.

Todo ésto se deriva claramente del texto de la Ley6 2 
del Modus Vivendi, del examen de los antecedentes de uno 
y otro, y finalmente, así ha sido entendido por las autori­
dades ecuatorianas que han ejecutado lo dispuesto, durante 
el gobierno del mismo Ingeniero Páez y bajo otras autori­
dades.63

Por su parte, las entidades en cuestión, no podrían 
inscribir directamente el Estatuto de su organismo adminis­
trativo. La inscripción se verifica sólo por orden del Go­

63. He aquí un “ Acuerdo Ministerial”  que aplica lo dicho: “ Ministerio de Go­
bierno. EL JEFE SUPREMO DE LA REPUBLICA.— Vistos, los Estatutos 
del Consejo de Gobierno y Administración de los bienes de la Diócesis de 
Loja, Acuerda: Ordenar que se publiquen en el Registro Oficial y se 
inscriban en la Cficina del registrador de la propiedad de los cantones de 
la provincia de Loja, de conformidad con lo establecido en el Decreto 
Suprema no. 212 de 21 de julio del año próxim o pasado.
Com uniqúese.— Palacio Nacional, en Quito, 14 de febrero de 1938. Por 
el Jefe Supremo de la República, el Ministro de Cultos, etc. Cmdte. J. 
Quintana. —Está publicado en el Registro Oficial n. 107 del 5 de marzo 
de 1938. Es idéntica la forma de los Acuerdos subsiguientes, que han 
ordenado la inscripción y publicación de los Estatutos de las otras dió­
cesis, órdenes, etc., sin que jamás se hable de revisión o aprobación. Cfr. 
Registro Oficial n. 112-113, el n. 136 y n. 12 del 24 de agosto de 1938, 
etc.

141



bierno, el cual viene a ser com o un testigo ofical de que 
esas entidades tienen derecho a la inscripción y al derecho 
especial; es una función de carácter certificativo, que el 
Estado está obligado a prestar.

Varias cosas establece el Decreto Supremo 212, res­
pecto del Estatuto mismo. Así, debe determinar el perso­
nal que constituye el mencionado organismo, la forma de 
elección y de renovación del mismo y las facultades de que 
estuviere investido (artículo 1). Es el contenido normal de 
un Estatuto.

Al elaborarlos, las distintas entidades eclesiásticas, 
lo hacen naturalmente conforme al Derecho Canónico, 
—y así lo han declarado siempre en el mismo Esiatuto—, 
de m odo que se produce una incorporación de este dere­
cho en el civil, bajo la forma de un estatuto privado, pero 
de carácter especial, y de este m odo, las prescripciones ca­
nónicas pueden ser obligatorias ante la ley ecuatoriana (y 
puede exigirse su cumplimiento ante los tribunales civiles), 
com o es obligatorio para sus miembros todo estatuto de 
una persona legal.6 4

Las personas jurídicas eclesiásticas, com o todas, de­
ben tener un representante legal —que puede formar parte 
del Consejo o no; —la condición peculiar que se exige en 
dicho representante es la nacionalidad ecuatoriana (artícu­
lo 2 del S.D. 212). Además, tanto el Organismo adminis­
trativo (cuyos miembros no es necesario que sean ecuato­
rianos)65 com o el representante, deben estar domiciliados 
en el Ecuador.

64. Dice el Estatuto de Loja: “ El Consejo de Gobierno de los bienes d ioce­
sanos continuará actuando de conformidad con  el D erecho Canónico 
con  el D. S. 212... y con  el Modus V ivendi...’ ’ , (art. 1). El Consejo se suje­
tará al D erecho Canónico y al Derecho Civil Ecuatoriano en todo lo que 
cayere dentro de su ámbito y, especialmente, en materias contractuales” . 
Y de conform idad con  el D. canónico se establece, por ejem plo, en el ar­
tícu lo 5 que “ El Presidente del Consejo es de jure el Obispo de Loja o el 
Administrador A postólico, y en su ausencia el Vicario General. En Sede 
Vacante, el V icario Capitular, o el Administrador A postólico  que desig­
nare a falta de aquél, la Santa Sede” . Cfr. el canon 1520: “ Ad hoc munus 
(vigilar y dirigir la administración de los bienes eclesiásticos) rite obeun- 
dum quilibet Ordinarius in sua civitate episcopali Consilium instituât, 
quod constet proeside, qui est ipsemet ordinarius...” .
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Las moficiaciones en el Estatuto o el cambio de re­
presentante o del personal de la corporación administrati­
va “ se comunicará al Ministro de Cultos para que éste orde­
ne que se tome nota en los Registros” . Obsérvese que no 
es necesaria la publicación de estos cambios y que tampo­
co respecto de ellos tiene ninguna posibilidad de interven­
ción activa el Gobierno; sólo le corresponde “ ordenar la 
inscripción” .

Es muy notable también, el carácter retroactivo del 
Decreto. El artículo 6 dice: “ las instituciones en cuestión 
podrán ejercer los derechos civiles que les correspondan 
sobre los bienes que poseían al tiempo de la declaración 
contenida en el D. S. 121, de 18 de diciembre de 1835...” 
Es decir, que queda sin efecto la disposición que pretendió 
privarles de la personalidad.

Todas las características examinadas indican que la 
personalidad civil de las instituciones religiosas no es 
la misma del derecho común y por consiguiente, confor­
me al mismo Código Civil (artículo 536) no se les puede 
aplicar las disposiciones de aquel título del Código destina­
do a las personas jurídicas.

En particular conviene notar, que las personas jurídi­
cas religiosas, no sólo no necesitan el permiso especial 
del Congreso para conservar bienes inmuebles, 66 sino que 
al contrario, han asumido la obligación de no enajenar 
algunos de ellos (los de valor artístico, artículo 7 del M. 
V. o en algunas circunstancias, no enajenar a compañías 
extranjeras; artículo 5 del Modus Vivendi).

Tampoco necesitan la autorización del juez para ena-

65. En el Estatuto de las Madres de la Providencia publicado en el R. C. n. 12 
de 24 de agosto de 1938, figura un Consejo de gobierne com puesto 
integramente por personas de apellido extranjero, que probablemente 
son extranjeras; la representante si es ecuatoriana.

66. El artículo 545 del Código civil dice: “ Las corporaciones pueden adquirir 
bienes de toda clase, a cualquier títu lo: pero no pueden conservar la p o ­
sesión de los bienes raíces que adquieran, sin permiso especial del Congre­
so. Sin este permiso especial, estarán obligadas a enajenar dichos bienes 
raíces, entro de los cinco años, subsiguientes al día en que hayan adqui­
rido la posesión de ellos; y si no lo hicieren caerán en com iso los referidos 
bienes” . Esta disposición se derogó en 1956.
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jenar los bienes que no les está prohibido enajenar, ni 
para grabarlos de hipoteca, usufructo o servidumbre, ni 
para arrendarlos por más de cinco años, como requiere 
el artículo 546 del Código Civil, para las personas jurídi­
cas ordinarias.

No se les aplica, igualmente, el artículo 548 del 
Código Civil, por el cual “ las corporaciones no pueden di­
solverse por sí mismas, sin la aprobación de la autoridad 
que legitimó su establecimiento. Pero pueden ser disuel­
tas por ella, o por disposición de la ley, a pesar de la volun­
tad de sus miembros, si llegan a comprometer la seguridad 
o los intereses del Estado, o no corresponden al objeto de 
su institución. “ Además de la razón jurídica general ya 
señalada: que el mismo Código excluye a las personas
que no son de derecho común de la aplicación de estos ar­
tículos, además digo, en la presente disposición se ven va­
rias razones intrínsecas por las cuales sería inaplicable:
a) el Decreto 212 permite las modifíaciones de los Estatu­
tos, y en los Estatutos aprobados hasta hoy siempre se re­
serva el derecho de modificarlos en cualquier tiempo;6 7 
por este medio se podría, pues, en todo caso lograr la pro­
pia disolución, aún en las circunstancias no previstas en el 
Estatuto originario, b) No cabe la disolución por orden de 
la autoridad civil, con motivo de que no corresponden al 
objeto de su institución, porque la referida autoridad no 
tiene por qué conocer ese objeto que bien puede no figu­
rar en el Estatuto, ya que éste se refiere sólo al gobierno y 
administración de los bienes, ni mucho menos podría juz­
gar sobre él. c) Tampoco es admisible la disolución por 
disposición de la ley, porque ésto implicaría una deroga­
ción del sistema actual, establecido en virtud de un tra­
tado público y que no puede modificarse por la voluntad 
de una de las partes. Todas estas razones de inaplicabilidad 
práctica, refuerzan el argumento general de la inaplica-
67. Así por ejemplo el Estatuto de la Diócesis de Loja, dice: “ Art. 13. El 

Consejo de Gobierno podrá modificar en cualquier tiempo este Esta­
tuto. Las modificaciones serán transmitidas por el Presidente al Ministe­
rio de Cultos para los efectos previstos en el art. 4 del Decreto 212” , esto 
es, para que ordene su publicación en el Registro Oficial.
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bilidad del derecho común a las personas morales de dere­
cho especial.

La categoría de personas de derecho especial de las 
entidades religiosas, excluye la posibilidad de que, confor­
me al artículo 549 del Código Civil, el Estado pueda “ dic- 
tsr la forma en que se haya de efectuar la integración o 
renovación”  de sus componentes, en caso de que los Es­
tatutos no prevean algún procedimiento y por cualquier 
causa hayan disminuido los miembros.

Tampoco es aplicable la disposición par parte del Es­
tado de los bienes de las entidades extinguidas, siempre 
que no prevean los Estatutos otro destino, como prescri­
be para las personas jurídicas normales el artículo 550 del 
Código.

He señalado las características de esta personalidad 
privada de derecho especial clara y explícitamente asigna­
da a las instituciones religiosas en el Decreto 212 y en el 
artículo 5 del Modus Vivendi que incorpora al régimen 
concordatatario el mencionado Decreto.

Es fácil apreciar que este derecho especial tiende a dar 
a las entidades eclesiásticas una mayor independencia, una 
posición más compatible con su dignidad y altos fines; con 
todo, no faltan, tampoco, algunas restricciones, aunque no 
tan graves como las prescritas para las personas de derecho 
común—, que contribuyen igualmente a diferenciar su régi­
men del moral. (Me refiero a la inalienabilidad de los bie­
nes artísticos y a la prohibición de enajenar a compañías 
extranjeras).

Tiene suma importancia el hecho, ya señalado, de que 
la Iglesia a través de esta personalidad privada puede actuar 

- respecto de sus fieles —más precisamente respecto de los 
• componentes de las diversas entidades religiosas: Diócesis, 

parroquias, religiones—, sus normas de derecho canónico, 
con el valor de reglas jurídicas ecuatorianas, por medio de 
su incorporación al derecho del país en forma de disposi­
ciones reglamentarias. Pero es evidente que todo el poder 
de la Iglesia no puede encerrarse en estos moldes de de­
recho privado y que aquellas funciones que señalé en la pri-

145



mera parte de este capítulo como de carácter netamente 
público requieren una mejor determinación de los dere­
chos públicos del sujeto que las ejerce; este es el defecto 
fundamental del sistema existente, defecto derivante de 
la persistencia del carácter laico del Estado, a pesar de ha­
ber reconocido la personalidad pública de la Iglesia, al re­
conocerle sus funciones públicas en el territorio del Ecua­
dor, sobre los ecuatorianos y de acuerdo con una ley ecua­
toriana: el Modus Vivendi (ley que no puede derogar el
Ecuador, porque antes que ley interna es Tratado Interna­
cional). Es, pues, augurable —teniendo en cuenta aquí 
tan sólo las razones de lógica jurídica—, que se complete y 
se ponga una mayor armonía en el sistema, mediante un 
reconocimiento más amplio y claro de la Personalidad de 
Derecho Público de la Iglesia y de sus instituciones en el 
Ecuador, del mismo modo como se reconoce la persona­
lidad privada y aún varias características y consecuencias 
de la misma personalidad pública. No es de ocultar la gran­
dísima dificultad de este ideal, debida al espíritu netamen­
te laico de muchas e importantes leyes ecuatorianas; pero 
su reforma no sólo significaría una muestra de respeto al 
derecho de otra entidad soberana —la Iglesia— muy confor­
me con los ideales internacionales que profesa el Ecuador, 
sino también un acto de justicia con la grandísima mayoría 
de los ciudadanos que tienen derecho a que las leyes con- 
cuerden con sus creencias morales y religiosas.

En conclusión, de cuanto he examinado del Modus 
Vivendi se puede decir, que significa un paso gigantesco 
hacia el entendimiento y colaboración entre la Iglesia y 
el Estado, pero que es un sistema inacabado, que exige un 
perfeccionamiento y complemento.

146



V

ASPECTO SOBRENATURAL DE LA PERSONALIDAD 
DE LA IGLESIA



1.- Aspecto sobrenatural de la Iglesia

He dejado para este lugar la consideración de aquellas 
funciones gaarantizadas a la Iglesia en los artículos 2 y 3 
del Modus Vivendi y en el lo . y 2o. de la Convención Adi­
cional, y que si bien tienen mucho valor para demostrar 
el reconocimiento del aspecto público de la personalidad 
de la Iglesia, creo que conviene examinarlas —con prescin- 
dencia de su calidad de funciones públicas o privadas— to­
mándolas como consecuencias del carácter sobrenatural 
de la Iglesia.

Ciertamente que cuando la Iglesia procura cumplir 
esos fines —‘“docere” y “ evangelizare” — ejerce funcionas 
legislativas, ejecutivas, administrativas.... pero tiene una 
modalidad particular, de manera que la actividad evange­
lizados o docente de la Iglesia merece una consideración 
especial; y tal le fue prestada en el Convenio que estudio, 
de modo que el reconocimiento de la personalidad de la 
Iglesia ha completado con una garantía expresa de estas 
características de su personalidad que derivan más directa­
mente de la índole sobrenatural de la misma.

Digo “ más directamente” o parcialmente, porque ya 
por la perfección humana de la Iglesia y por su historia que 
en todos los tiempos nos la presenta como centro de cultu­
ra de primer orden , le correspondería un papel predomi­
nante en la dirección de la cultural actual y un derecho de 
proselitismo que no se niega a ninguna institución moral y 
conforme a las leyes en todo país civilizado. Pero todo este
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valor histórico y de civilización pasa a un segundo plano 
cuando se considera los derechos innatos de la Iglesia co­
mo sociedad sobrenatural.

Hay que reconocer que el Modus Vivendi, siendo un 
instrumento eminentemente práctico, no revela “ oficial­
mente”  si se inspira en consideraciones de uno u otro or­
den, pero si se interpreta de acuerdo con las creencias de la 
gran mayoría de los ecuatorianos (cuya voluntad debería 
realizar la democracia) y de los negociadores, se debe ad­
mitir que las garantías y derechos que le fueron asegura­
dos a la Iglesia lo fueron en consideración de su carácter 
sobrenatural. Si en cambio, se piensa que el Ecuador es 
oficialmente un Estado laico, y que tal se profesaba el 
Jefe Supremo que aprobó y ratificó el Convenio, hay que 
suponer que la justificación de aquellas garantías y dere­
chos debe buscarse en el “ valor sociológico” , en el poder 
espiritual, cultural, civilizador, de hechos, de la Iglesia 
en el Ecuador.

En todo caso hay algo innegable: que aún el Estado 
laico tiene por fuerza qué reconocer aquellos derechos 
de la Iglesia, que el mundo católico declara derivantes de 
su origen y fin sobrenatural, y de cuyo ejercicio no puede 
prescindir el Estado sin grave perjuicio para él mismo. 
Esto es innegable.

2.- Valor objetivo del artículo 2

La referida cláusula1 reconoce claramente los siguien­
tes derechos de la Iglesia:

a) Fundar planteles de educación; de todo género, 
puesto que no se especifica; también universidades 
por consiguiente.2

b) Darle carácter y orientación católicos.
c) Regular exclusivamente (esto es, sin ninguna posi­

ble intervención estatal) los estudios en los Semina­
rios y Escolasticados de los religiosos.
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A su vez se obliga a:

a) Proveer sus planteles de personal suficientemente 
idóneo.

b )A  sujetar los institutos a las leyes, reglamentos y 
programas oficiales (sin perjuicio de su carácter y 
orientación católicos).

Nótese que de esta segunda obligación están exentos 
los Seminarios y Escolasticados, en los cuales la competen­
cia de la Iglesia es exclusiva.

Se reserva, pues, a la Iglesia el derecho de enseñar; y 
de un modo absoluto, conforme a sus métodos y progra­
mas, en unos institutos (Seminarios, etc.) y de un modo 
un tanto limitado en otros. Pero este límite es más bien 
una condición una “ conditio iuris” , un mínimo de circuns­
tancias que pide el Estado. Así pues, en materia de progra­
mas, la Iglesia es libre de añadir a los estatales las materias 
morales, religiosas o de formación que juzgue convenien­
tes, y de cara a las demás la orientación católica.

Es lógico que la Iglesia, a la que se garantiza la liber­
tad de fundar esos planteles y de darles una determinada 
orientación, sea quien deba también administrarlos, nom­
brar los profesores, vigilar el orden, etc..., por medio de 
sus diversas organizaciones y conforme a su propio Dere­
cho.3

1. Dice el texto: “ El Gobierno del Ecuador garantiza en la República la 
libertad de enseñanza. La Iglesia Católica tiene, pues, el derecho de fun­
dar planteles de enseñanza, proveyéndolos de personal suficientemente 
idóneo, y de mantener los existentes. En consecuencia, el Gobierno 
se obliga a respetar el carácter propio de esos institutos; y, por su parte, la 
Iglesia se obliga a que ellos se sujeten a.las Leyes, Reglamentos y Progra­
mas de estudios oficiales, sin perjuicio del derecho de la Iglesia para dar, 
además, a dichos planteles carácter y orientación católicos. Los estudios 
en los Seminarios y Escolásticos de religiosos, dependerán de los respecti­
vos Ordinarios y Superiores” .

2. Gozando de esta facultad, se fundó una Universidad Católica en Quito, 
con absoluta independencia del Estado y cuyos títulos de estudio tienen 
valor oficial. Y la Constitución Política vigente declara: “ Las Universida­
des tanto oficiales com o particulares son autónomas...”  (art. 172). Poste­
riormente se han fundado otras Universidades Católicas en Guayaquil, 
Cuenca y Loja.
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El contenido del artículo 2o. no se separa fundamen­
talmente del sentido del proyecto del Dr. Tobar, apenas 
modificado por el Canciller. Pero es digno de notarse 
que aquel proyecto sufrió —como en el caso del artículo 
l o —, una evolución tendiente a darle por una parte un 
carácter más solemne: “ el Gobierno del Ecuador garanti­
za” , en lugar de la simple declaración del proyecto Tobar; 
“ la Iglesia tiene derecho” ; por otra parte, así mismo, se 
tendió a derivar la garantía de una norma general, y esta 
vez quedó en tal forma el texto definitivo: “ El Gobierno 
del Ecuador garantiza la libertad de enseñanza. La Iglesia 
tiene, pues, el derecho...”  De manera que la garantía no se 
dirige exclusivamente a la Iglesia, la libertad garantizada es 
para todos, y como consecuencia, la Iglesia “ tiene dere­
cho” ...

Esta forma, ¿es un desconocimiento del derecho inna­
to de enseñar de la Iglesia? De ningún modo. El que se 
formule el derecho de la Iglesia como consecuencia de una 
libertad garantizada por el Estado, no significa negación de 
la autonomía de ese derecho en otro orden; como cual­
quiera declaración de derecho positivo que se funde en 
otra Ley, en la Constitución por ejemplo, no significa 
negar el valor de la norma en otro orden jurídico, en 
el Derecho internacional o en el natural por ejemplo.

Pero la fórmula tampoco afirma positivamente el 
derecho autónomo de la Iglesia. Es un reconocimiento 
práctico, de facto, en el que, al menos aparentemente, 
se prescinde del fundamento teórico.

Sin embargo, el hecho de que se haya tratado espe­
cialmente esta materia en el Modus Vivendi implica un 
cierto reconocimiénto de que la Iglesia tiene algún parti­
cular título al respecto. Si la Iglesia entrara en el mismo 
plano que cualquier persona o institución que pueda 
servirse de la libertad constitucional de enseñanza, quizá 
no habría sido necesario el reconocimiento del derecho
3. El Código de Derecho Canónico de 1917 se refiere a este derecho parti­

cularmente en la Parte IV del Libro III: “ Del Magisterio Eclesiástico”  y 
en el actual en el Título III del libro III.
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de enseñar ni habría requerido una renovada declara­
ción de la libertad de enseñanza. Vemos, en cambio, 
que el Gobierno del Ecuador en un tratado público con 
la Iglesia formula la garantía de la libertad de enseñan­
za y la refiere inmediatamente a un sujeto especial: la 
Iglesia. ¿No es esto más bien, un reconocimiento implí­
cito de un derecho particular de la Iglesia, de un derecho 
propio de la Iglesia?

Aparece así, efectivamente, que por el Modus Viven- 
di, el Ecuador contrae la obligación de derecho interna­
cional, frente a la Iglesia, de mantener la libertad de ense­
ñanza, lo cual implica naturalmente un derecho de la 
misma a exigir esa libertad y servirse de ella.

Se debe tener en cuenta, además, que el derecho de 
la Iglesia tiene ciertas peculiaridades de que carecen los 
de otras entidades o de los simples particulares. En efecto, 
la Iglesia puede fundar, organizar y dirigir con absoluta 
prescindencia de toda intervención estatal los estableci­
mientos dedicados a la formación del clero y de los re­
ligiosos, mientras que todos los demás institutos de en­
señanza existentes en el país (comprendidos aún los 
demás de la Iglesia) deben someterse, por lo menos a 
los programas mínimos señalados por el Gobierno. De tal 
modo que en estos intitutos la libertad de que dispone 
la Iglesia es mayor que la de los demás ciudadanos o 
entidades en el Ecuador.

También es notable, que se asegure de un modo ex­
presó él derecho de dar a dichos planteles una orientación 
peculiar, conforme al espíritu de la Iglesia.

Al respecto cabe detenerse a examinar las variaciones 
de los proyectos en cuanto a las palabras con que se 
expresa el derecho de la Iglesia para dar a sus planteles una 
determinada orientación. En el proyecto de Tobar se ha­
bla de “ carácter confesional de las escuelas” que el go­
bierno se obliga a respetar. Igual cosa afirma el proyecto 
Larrea. En el tercer proyecto, en cambio, desaparece 
toda referencia a aquel derecho; y en el siguiente reaparece
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pero sólo como “ derecho de la Iglesia para dar, además, 
en dichos planteles enseñanza religiosa”  que hubiera po­
dido interpretarse fácilmente como algo más restringido 
que “ carácter confesional” ; “ enseñanza religiosa” , podía 
entenderse como “ clases de religión o catecismo” , y no 
inspiración religiosa en todo el sistema de estudios, como 
indica claramente la fórmula “ carácter confesional” lo 
mismo que la que se emplea luego, de “ educación reli­
giosa” , y más precisamente, por fin, la mucha más amplia, 
comprensiva y clara de “ carácter y orientación católicos” , 
que es la del texto definitivo.

Es preciso insistir que la genérica libertad de ense­
ñanza que garantiza la Constitución a todos los ecuato­
rianos, indistintamente, debe entenderse que comprende 
el derecho de dar una orientación cultural, religiosa, etc. 
a los institutos educacionales, pero esto no quita valor 
sino, en cierto sentido, más bien lo aumenta, a la expresa 
declaración que al respecto se hace en el Modus Vivendi 
respecto de la Iglesia. El derecho de encuadrar toda la en­
señanza de los propios establecimientos, queda, al igual 
que el derecho de fundarlos, afirmada por la obligación 
internacional, inderogable por leyes internas, indestruc­
tible por la voluntad de una tan sólo de las partes.

Finalmente es digno de observación el hecho de que 
según el proyecto original (A) y en el del Canciller (B) 
el Gobierno debía dictar leyes especiales para las escuelas 
“ confesionales” , pero en los siguientes, hasta el definitivo, 
se habla sólo de “ Leyes, Reglamentos y programas de 
estudios oficiales” , de modo que los establecimientos 
educativos de la Iglesia se regulan, por consiguiente, con 
el derecho común y con el derecho concordatario, que 
deja a la Iglesia la facultad de regirlos también por sus 
propias normas: Todo esto, no es necesario insistir, re­
firiéndose a aquellos planteles que no son seminarios 
o escolasticados, pues en estos últimos tienen vigor sólo 
las disposiciones eclesiásticas.

Parece, pues, que se desprende con bastante claridad, 
del texto del artículo 2 la intención concorde de las
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partes de reconocer un derecho propio de la Iglesia al ga­
rantizárselo, en los términos que se han adoptado, a 
pesar de existir ya una norma genérica que garantiza la 
libertad de enseñanza: Esta libertad asume un contenido 
más amplio respecto de la Iglesia, y una firmeza mayor 
por su consagración en un tratado público.

Pero, además del examen aislado del artículo 2, la 
interpretación del documento integralmente considerado, 
confirma esas conclusiones. Es lógico suponer que todas las 
cláusulas del Tratado están inspiradas en los mismos 
principios: En el artículo primero se sienta prácticamente 
una premisa, una declaración que debe dar luz para la 
inteligencia de cuanto se establece a continuación; y allí 
se dice que el Gobierno del Ecuador “ garantiza a la Iglesia 
el libre ejercicio de las actividades que dentro de su esfera 
propia le corresponde” . Los demás artículos tratan de los 
medios concretos para realizar esa garantía. Las restantes 
cláusulas se refieren a algunas de aquellas actividades de 
“ la esfera propia”  de la Iglesia.

Y concretamente, que las funciones educativas de la 
Iglesia de que se habla en los artículos 2 y 3 se conside­
ran propios de la Iglesia, se confirma en la condición 
adicional, que asegura en términos muy expresivos: “ ...la 
plena e incontestable libertad que asiste al clero para 
predicar, exponer y defender la doctrina dogmática y 
moral católica” .

Aquella predicación, exposición y defensa de la 
doctrina católica, ya que es una libertad plena e incontes­
table, puede realizarse por todos los medios adecuados, 
en todos los ambientes: lo mismo en las misiones (artículo 
3) que en los colegios (artículo 2) o que en la sociedad 
toda por medio de la predicación (artículo 1 de la Con­
vención adicional) o de la imprenta (artículo 2 C.A.).

A toda entidad le corresponde un conjunto de dere­
chos, una órbita de libertad relativa a aquellas cosas que 
son de su fin y de su naturaleza. Esa esfera natural de 
libertad puede todavía ampliarse en virtud de una conce­
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sión, pero entonces ha de aparecer claramente que se trata 
de una extensión de sus atribuciones.

Si la libertad de educar de la Iglesia fuera concebida 
por el Modus Vivendi como algo extrínseco, debería, 
pues, aparecer claramente como una conseción; y nada 
más ajeno al espíritu y a la forma del Modus Vivendi, y 
particularmente a la cláusula la. de la Convención Adi­
cional.

La referida cláusula, en efecto, tiene un valor inter­
pretativo del artículo 4 del Modus Vivendi que es un ar­
tículo que limita la libertad del clero en materia política. 
Como la cláusula cuarta habría podido dar lugar a falsas 
interpretaciones. “ La Santa Sede y el Ecuador dejan 
constancia de que el artículo 4 en nada menoscaba la ple­
na e incontestable libertad...”  Hay, pues, una simple 
declaración —vinculativa naturalmente— de un derecho an­
terior y propio que las partes no quieren, no pueden 
mermar. La Santa Sede y el Ecuador se han puesto de 
acuerdo en limitar la libertad de los clérigos en cuanto 
a un aspecto de su actividad política (la de actuar en los 
partidos políticos), pero dejan constancia de que ni siquie­
ra esa limitación conjuntamente acordada, puede dañar 
en modo alguno la libertad de enseñanza, los derechos 
de la Iglesia respecto de la educación y la predicación 
de la palabra divina. Todo lo contrario, pues, de una 
concesión.

¿Qué posición es pues más lógica: interpretar ese 
derecho de la Iglesia conforme a las normas del sistema 
en que naturalmente se encuadra (el derecho propio de la 
Iglesia) o de acuerdo con un criterio extraño?

¿Puede el Estado celebrar un pacto con la Santa Sede 
y reconociendo en él unas libertades y derechos de la 
última, desconocer los principios de los cuales derivan?

Tal posición, aunque contraria a la lógica, es la que 
tiene que adoptar un Estado laico para mantenerse dentro 
de sus postulados y poder dar una solución práctica a la 
imperiosa necesidad de reconocer los derechos de la 
Iglesia, aún en los casos en que sólo sea parcialmente.
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Y esta es precisamente la posición del Ecuador en el 
Modus Vivendi. He demostrado, una vez más, cómo este 
documento constituye un paso adelante hacia la regulari- 
zación de las relaciones entre la Iglesia y un pueblo emi­
nentemente católico, pero que siendo una tentativa aislada, 
parcial, que no ha ido acompañada de un cambio funda­
mental del sistema jurídico ecuatoriano, implica una serie 
de situaciones excepcionales y un tanto paradójicas a ve­
ces4, y que deberán subsanarse acomodando las leyes na­
cionales a un criterio de mayor adherencia a la realidad 
nacional.

Felizmente, el Modus Vivendi contiene ante todo 
normas prácticas —y los conflictos que se crean son más 
bien teóricos, de doctrina— y esas normas tienen un con­
tenido obligatorio clarísimo y se encuadran en la Cons­
titución del Estado.

Algunas disposiciones constitucionales posteriores 
al Modus Vivendi—Las Cartas Políticas de 1945 y de 
1946, aunque no abandonan el sistema laico,s ponen 
respecto de la educación varias disposiciones que se ajustan 
al compromiso intemacionalmente contraído por el Ecua­
dor con el Modus Vivendi y amplían un tanto, respecto 
de las anteriores, los derechos de la enseñanza particular, 
dentro de la cual se encuadra la de la Iglesia, más aún, 
de facto, es casi exclusivamente la proporcionada por las 
órdenes, congregaciones religiosas, y otros grupos de cató­
licos.

La Constitución de 1945 en el artículo 143, declara: 
“ La educación constituye una función del Estado” . Ya in­
diqué en otro lugar el verdadero alcance de esta afirma­
ción: no significa monopolio estatal de la enseñanza, sino 
afirmación del carácter público de tal función, es decir, 
que es una finalidad de la sociedad toda, y no sólo de los
4. Por ejemplo, la prohibición constitucional de 1945 a los poderes públi­

cos, de ayudar económicamente a la escuela católica a pesar de significar 
esta un gran auxilio para el Estado y ser católicos los contribuyentes.

5. Por más que la de 1946 se dictó “ En nombre de Dios” ; también las de 
1967 y 1978 invocaron a Dios.
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individuos aisladamente considerados. En todo caso era 
bastante peligrosa, por imprecisa, tal declaración. En 1946 
fue sustituida esa fórmula (artículo 171), por la siguiente: 
“ La educación es deber y derecho primario de los padres o 
de quienes los representen. El Estado vigilará el cumpli­
miento de este deber y facilitará el ejercicio de este dere­
cho. La educación y la enseñanza, dentro de la moral y 
de las instituciones republicanas, son libres” . Esta fórmula 
asegura mejor el derecho de la enseñanza particular y seña­
la en sus justos límites la intervención del Estado: vigilan­
cia y estímulo de la educación; funciones que se completan 
con la función supletiva del Estado, cuando falta la labor 
privada, y que se deduce del resto del artículo constitu­
cional.

Ambas Constituciones declaran laica a la enseñanza 
oficial; pero la segunda aclara el concepto así: “ La educa­
ción Oficial, sea Fiscal, Provincial o Municipal, es laica, es 
decir, que el Estado como tal no enseña ni ataca religión 
alguna” ; de donde sería lógico deducir que no está prohi­
bida la enseñanza religiosa eh los planteles oficiales, siem­
pre que no sea “ el Estado como tal”  el que la disponga. Y 
este sentido parece confirmarse, por cuanto añade el 
mismo artículo 171, al final: “El Estado respetará el 
derecho de los padres de familia o de quienes los repre­
senten, para dar a sus hijos la enseñanza que a bien tu­
vieren” y esto debe entenderse también en los institutos 
oficiales.

En cuanto a la enseñanza particular directamente, la 
Constitución de 1945 dice: “ Se garantiza la educación 
particular, ajustada a las leyes y a los reglamentos y pro­
gramas oficiales” . Y la de 1946, luego de declarar el de­
recho de los padres afirma la libertad de enseñanza, dentro 
de las leyes, como ya señalé.

Respecto de la gratuidad, la de 1945 dice: “ La edu­
cación oficial es laica y gratuita en todos sus grados. Ni el 
Estado ni las Municipalidades pueden subvencionar otra 
educación que ésta, pero los servicios sociales serán su­
ministrados sin diferencia alguna, a todos los alumnos que
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los necesiten...”  En cambio, la de 1946 permite a las muni­
cipalidades “ subvencionar la enseñanza particular gratuita, 
“ con cantidades de hasta el 20 o /o  de las rentas destinadas 
a educación” ; y “ el Ejecutivo cuando estime conveniente 
suministrar alguna ayuda, necesitará la aprobación del 
Consejo de Estado” .

En el Derecho interno del Ecuador, la libertad de 
educación se ha afianzado por los textos constitucionales 
de 1967 y 1978. Además, el Ecuador ha suscrito las Decla­
raciones de Derechos Humanos de la Organización de 
Naciones Unidas y de la Organización de Estados Ameri­
canos; ambas reconocen el derecho primario de los padres 
en materia de educación. Y en el plano más práctico, el 
Decreto 2129 del año 1963 establece la obligación del 
Estado de subvencionar a los establecimientos de educa­
ción particulares y gratuitos con un 50 o /o de lo que el 
Estado gasta por alumno en sus propios planteles. Esta 
fórmula hace justicia por lo menos a las escuelas gratuitas 
o destinadas a personas de escasos recursos, y aunque no 
garantiza igualmente a los demás establecimientos de 
educación, ha significado un gran adelanto hacia la implan­
tación de un régimen de mayor libertad efectiva y de 
justicia auténtica.

“ Las Universidades son autónomas”  “ ...Se garantiza 
la libertad de cátedra” , declara la Constitución de 1945, y 
la de 1946 precisa “ Las Universidades, tanto oficiales 
como particulares, son autónomas...”

Por fin, ambas Cartas Políticas dan representación 
especial en las legislaturas a la enseñanza particular por 
medio de diputados (1945) o senadores (1946) Funcio­
nales propios.

En la Constitución actualmente vigente no existen 
representantes funcionales en la Legislatura, pero los 
intereses y derechos de las universidades particulares están 
debidamente garantizados. La Carta Política, en efecto, 
equipada a las Universidades del Estado y las Particula­
res (Art. 28) y les garantiza por igual su autonomía y la or­
ganización conforme a sus “propios estatutos” . También
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se asegura la ayuda económica a todos estos institutos 
superiores de educación.

Los nuevos principios fundamentales sobre educa­
ción en el Ecuador, no sólo no están, pues, en contradic­
ción con el Modus Vivendi, sino que se manifiesta una 
tendencia a una mayor colaboración del Estado y la ense­
ñanza privada y a eliminar los puntos de conflicto todavía 
existentes.

3.- El Artículo tercero del Modus Vivendi

Ya he ponderado en otros capítulos la importancia de 
esta cláusulá. Pero conviene recordarla aquí, porque es 
una de las que más netamente se refiere a funciones de la 
Iglesia como sociedad sobrenatural, aunque tenga otros 
aspectos igualmente dignos de observación. En este ar­
tículo, en efecto, se habla de varias funciones de caridad 
de la Iglesia: evangelización de los infieles (misiones, me­
joramiento moral y material del indio, mantenimiento 
de la paz...) Para estas funciones el Estado y la Iglesia 
“ aunarán sus esfuerzos” ; naturalmente unos y otros son 
de diverso tipo, cada una de las sociedades perfectas debe 
contribuir con aquellos medios que son propios de su ma­
nera de ser: el Estado dispone de los más potentes y 
perfectos medios temporales, y la Iglesia proporciona, 
sobre todo, los espirituales.

Esta cláusula,6 introducida por el proyecto del 
Canciller (B), además de conprometer la mutua ayuda de 
la Iglesia y el Estado para la realización de altísimos fines,
6. El proyecto del Canciller (B) decía: “ El Estado y la Iglesia aunarán sus 

esfuerzos para procurar el mejoramiento moral y social del indio ecuato­
riano y su incorporación a la cultura nacional; así com o para que se im­
plante la justicia social en las relaciones entre patronos y obreros” . Luego 
se antepusieron las palabras: “ El Estado y la Iglesia Católica aunarán sus 
esfuerzos para el fom ento de las misiones en el Oriente” , y realizada, las 
necesarias correcciones para adoptar los dos elementos, quedó el texto 
definitivo sin sufrir m odificaciones importantes, así concebido: “ El Esta­
do y la Iglesia aunarán sus esfuerzos para el fom ento de las misiones 
en el Oriente. Procurarán, asimismo, el mejoramiento material y moral 
del indio ecuatoriano, su incorporación a la cultura nacional y el mante­
nimiento de la paz y la justicia social” .

160



es una prueba clara del espíritu que anima a todo el Tra­
tado; se procura en él, efectivamente, estrechar las rela­
ciones entre los dos poderes. En este sentido se expresó 
el Jefe Supremo del Estado en el acto de recibir las creden­
ciales del primer Nuncio Apostólico después del Convenio: 
“ Espero que la colaboración de los dos poderes no se limi­
tará a regular las situaciones anormales... Es necesario que 
unamos nuestros esfuerzos para asegurar la paz amenazada 
en todo el mundo y para redimir la miseria humana....”  Es 
preciso tener presente este espíritu, que es el espíritu 
del Modus Vivendi, en la interpretación de todas sus 
cláusulas.

Así pues, el Ecuador, Estado laico, que proclamaba 
la separación absoluta de la Iglesia, se ha comprometido a 
“ aunar sus esfuerzos”  con los de ella, para realizar una la­
bor que sólo con ese mutuo apoyo se podía realizar. La 
experiencia de más de cuarenta años de discordia, había 
enseñado la necesidad de buscar otra solución a las rela­
ciones entre los dos poderes; esta solución se ha iniciado 
con el Modus Vivendi, pero aún no se completa, como se 
debería, por medio de un perfecto adecuamiento de las 
leyes de la República a la nueva orientación solemnemente 
adoptada.

4.- Los artículos 1 y 2 de la Convención Adicional

Para terminar este examen del Modus Vivendi, insis­
tiré sobre el reconocimiento que se hace en aquellos artí­
culos de varios derechos que competen a la Iglesia y en los 
cuales se destaca el carácter sobrenatural de su misión.

Además de la libertad “ plena e incontestable”  del Cle­
ro para predicar la doctrina católica, se reconoce el dere­
cho a la divulgación de aquella doctrina por medio de pu­
blicaciones impresas, haciendo particular mención de los 
documentos pontificios y episcopales. Conviene hacer 
resaltar que los documentos pontificios no están sometidos 
a ningún género de “ pases”  o “ exequátur”  o control de
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ninguna especie por parte de las autoridades civiles, y co­
mo confirma el artículo 2 de la Convención, pueden pu­
blicarse libremente.

Todos estos derechos, aunque se encuadran en las 
libertades reconocidas por el Estado en general a todos sus' 
habitantes, indudablemente, han sido objeto de cláusulas 
concordatarias, en cuanto para la Iglesia tienen un valor’ 
especial, ya que en otros tiempos le han sido injustamente 
negadas y en cuanto se ha querido reforzar el reconoci­
miento de tales derechos dándoles el valor de normas de 
Orden Internacional, cuya fiel aplicación compromete el 
honor nacional.
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VI

CONSECUENCIAS HISTORICAS DEL 
MODUS VIVENDI DE 1937



El hecho de que el Gobierno del Ecuador, a través de 
su más alto personero para las relaciones internación, s, y 
la Conferencia Episcopal Ecuatoriana hayan resuelto cele­
brar de modo solemne un acontecimiento de hace medio 

' siglo, habla elocuentemente de la importancia del Modus 
Vivendi que en 1937 reanudó y reguló las relaciones entre 
la Iglesia y el Estado.

La persistencia de la amistad y colaboración entre la 
Santa Sede y el Ecuador, se reflejan en este acto que nos 
congrega para reflexionar sobre los beneficios derivados 

t del buen entendimiento entre las dos entidades soberanas, 
‘ que superaron con el Acuerdo Internacional celebrado ha­

ce cincuenta años, la situación de dramática ruptura inau­
gurada prácticamente con el siglo.

Ahora, mirando a estas cinco últimas décadas de buen 
desarrollo de las relaciones recíprocas, unimos jubilosos 
nuestras voces para proclamar nuestra satisfacción por es­
ta era de paz y levantamos el pensamiento en acción de 
gracias a Dios, porque el don de la paz de El procede y 
sabemos apreciarlo en cuanto vale.

Aquella dádiva divina ha traído consigo otros múlti­
ples regalos para bien de la Iglesia y de la Patria, y su consi­
deración moverá también a rendir el justo tributo de reco­
nocimiento a los egregios varones artífices de la reconcilia­
ción entre el poder temporal y el espiritual en este país.
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1. Los Tratados de amistad y la concordia ciudadana.

En la vida de los Estados, los instrumentos solemnes 
mediante los cuales, ejerciendo su soberanía, adquieren 
obligaciones y regulan sus derechos frente a otros poderes- 
soberanos, suponen a veces cierta autolimitación, pero 
consciente y responsablemente se acude a estos medios de 
ordenación jurídica, cuyas raíces provienen de los tiempos 
más remotos, porque el beneficio que traen consigo, se- 
identifica con el orden, la claridad y la seguridad de las re­
laciones internacionales.

Si los tratados son justos, constituyen un magnífico 
expediente' para ordenar el mundo y promover el bien co­
mún de la sociedad universal y de cada Nación. Si los trata­
dos son justos, la suprema ley natural impone que se cum­
plan y el sentido común aprecia su influencia benéfica.

Cuando dichos Acuerdos establecen la paz, no solo de 
modo formal sino —sobre todo— sentando bases de justi­
cia para las mutuas relaciones, entonces pueden calificarse 
de verdaderas leyes fundamentales y de garantías dignas 
del más alto respeto y acatamiento.

Ahora bien, el Modus Vivendi cerró una época de gra­
ves tensiones entre la Iglesia y el Gobierno del Ecuador; su­
peró los amargos enfrentamientos producidos desde la rup« 
tura del Concordato celebrado el siglo pasado y sentó los 
principios, llenos de equidad y sentido práctico, para una 
armoniosa colaboración entre Iglesia y Estado, mantenien­
do la debida distinción e independencia de los dos Poderes. 
He aquí, a mi modo de ver, el primer fruto y el más alto 
beneficio prcurado por el Acuerdo Internacional que esta­
mos conmemorando.

La paz, ese don altísimo y fecundo en nuevos benefi­
cios, se restableció y no de modo precario, artificial o so­
mero, sino mediante el reconocimiento recíproco de la mi­
sión propia del Estado y de la Iglesia, por el justo discerni­
miento de los derechos de cada cual, por la garantía eficaz 
para la acción propia de la respectiva sociedad temporal y 
eterna.
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La paz entre la Iglesia en nuestro país y sus Autorida­
des civiles, no ha sido solamente un compromiso institucio­
nal de no beligerancia; no podía reducirse a esto. Por el 
contrario, ha extendido sus provechosos efectos a lo que 
vale más: ha significado, en efecto, una poderosa contribu­
ción para la paz social, para la concordia ciudadana, para 
el buen entendimiento entre hermanos, entre hijos de la 
misma Patria y de la única Iglesia querida por Jesucristo.

También ha traído serenidad a las conciencias. ¡Cuán­
tos penosos conflictos interiores debieron torturar el alma 
de buenos ciudadanos que querían ser ejemplares patrio­
tas y fieles hijos de la Iglesia, pero constataban la más acé­
rrima pugna entre el poder temporal y el espiritual! La re­
conciliación entre la Santa Sede y el Ecuador, supuso el 
retorno a la paz de las conciencias, para poder trabajar me­
jor, servir con afan y sin tormentos y desarrollar en hermo­
sa y constructiva síntesis los grandes amores de todo cora­
zón noble: el de la Patria y el de la Religión.

No quiere decir que no hayan surgido después dificul­
tades o algún enfrentamiento. En el mundo estos tropiezos 
son prácticamente inevitables por la necesaria imperfección 
de los mismos instrumentos internacionales, por la fragili­
dad de los hombres, por sus pasiones a veces exacervadas, 
en definitiva, por la debilidad de la naturaleza humana he­
rida por el pecado. Pero tales contrastes y tensiones han si­
do lo excepcional y no la situación dominante y permanen­
te, com o lo fue antes del Modus Vivendi; y este instrumen­
to ha servido precisamente para superar las discordias y pa­
ra resolver conflictos en términos de justicia y de conside­
ración. La superación ordenada y razonable de una crisis 
muchas veces contribuye al fortalecimiento de los víncu­
los de amistad.

2. Cumplir con toda justicia.

Cuando Nuestro Señor Jesucristo, en su Bautismo, 
proclamó la necesidad de “ cumplir con toda justicia” , no 
se refería sin duda solamente a un estrecho dar a cada uno
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lo suyo, dentro del ámbito de lo material y de lo personal. 
El Mesías miraba a la perfecta realización de los planes 
divinos que abarcan todas las edades y que ordenan la vida 
de los individuos como la de los pueblos. Más adelante, El 
mismo enseñaría “ dar al César lo que es del César, y a Dios 
lo que es de Dios” . Aquellas enseñanzas sublimes poseen 
una fecundidad perenne, y cuando se las ha aplicado since­
ra y sabiamente, han producido frutos de paz, y también 
de verdadera justicia.

Las relaciones entre la Iglesia y los Estados solamente 
pueden seguir esos derroteros de justicia, para ser huma­
namente buenas y sobrenaturalmente aprobables. Si no se 
inspiraran en la justicia, tendrían que ser fruto de la violen­
cia y no dejarían de engendrar mayor violencia y destruc­
ción.

Y la primera exigencia de la justicia en dichas relacio­
nes consiste en reconocer la órbita propia de finalidades y 
acción tanto del Estado como de la Iglesia. Precisamente, 
el Acuerdo de 1937, delimita en términos de real y honda 
justicia, lo que corresponde a la sociedad espiritual y lo 
que incumbe al poder temporal. Por esto, señala en su pri­
mer artículo que “ El Gobierno Ecuatoriano garantiza a la 
Iglesia Católica en el Ecuador, el libre ejercicio de las acti­
vidades que dentro de su propia esfera le corresponden” .

En estas breves y concisas palabras se contiene un te­
soro de sabiduría: se reconoce que la Iglesia tiene una esfe­
ra propia de actividad, porque por su misma naturaleza le 
corresponde. No recibe ella una concesión del Estado, sino 
que su Derecho es propio e innato. El Estado, a su vez, 
cumple un deber al reconocer en su orden interno la exis­
tencia y el valor trascendente de la Iglesia y de su acción: 
no podría desconocer un fenómeno social de incalculable 
volumen e influencia; no podría negar los que le correspon­
de por su propia función y destino.

Más adelante, en otros artículos del Tratado, se preci­
san funciones de una y otra Altas Partes Contratantes. Así 
por ejemplo, al derecho de libre asociación de los fieles, co­
rresponde una función estatal de garantía y de dar publici-
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dad a las asociaciones eclesiásticas; al derecho de la Iglesia 
en materia de educación, hace contrapeso el correlativo de­
ber de cumplir las leyes y reglamentos civiles; el Estado y 
la Iglesia aúnan sus esfuerzos para el mejoramiento mate- 

► rial y moral del indígena y para el mantenimiento de la paz 
y la justicia social (art. 3), pero, indudablemente cada Po­
testad tiene su propio cometido en cada uno de estos am­
plios y fecundos campos de acción en pro del bien común.

La justicia radical consistente en este reconocimiento 
recíproco de las funciones propias del Estado y de la Igle­
sia, no radica en una mera delimitación mezquina de ámbi­
tos de influencia o en un celoso forcejeo por afianzar el po­
der, sino* que se manifiesta en la noble y sincera voluntad 
de aceptar y respetar lo que realmente corresponde a cada 
uno.

Por esto, no busquemos en el Modus Vivendi una mi­
nuciosa reglamentación, ni enumeraciones exahustivas de 
facultades, sino que todo el Convenio se desenvuelve sobre 
la común inteligencia de lo que es el Estado y de lo que es 
la Iglesia, de lo que por consiguiente corresponde a cada 
uno, y así, profesando igualdad en el plano internacional, 
las Altas Partes se obligan a interpretar y aplicar el Tratado 
“ con el mismo criterio de amistosa inteligencia que lo ins- 

*= piró”  (art. 9).
Este sentido de acatamiento de la justicia ha permiti­

do que en el medio siglo subsiguiente la Iglesia haya disfru­
tado del respeto y la garantía del Estado para desarrollar 
sus propias funciones; en ejercicio de su Derecho ha organi­
zado nuevas circunscripciones eclesiásticas, Diócesis, Prela­
tura y Vicariatos; ha extendido su actividad misionera en 
favor de múltiples grupos humanos todavía perdidos en 
medio de la jungla; ha desarrollado los variados servicios 
pastorales, caritativos, doctrinales, litúrgicos, etc., de sus 
Obispados, sus Parroquias, sus Comunidades y aún de su 
Conferencia Episcopal.

La justicia, que reconoce la existencia, la organización 
y funciones propias de la Iglesia, tenía necesariamente que 
constatar el anhelo vivo de la gran mayoría de los ecuato-
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ríanos de ver a su madre la Iglesia rodeada de garantías pâ l 
ra cumplir su específica finalidad. No querían ni quiereiy 
los ecuatorianos privilegios, pero sí exigían y han obtenido^ 
el'reconocimiento de lo que se debe en plenitud de justicia;!

Por esta misma razón, la perennidad de la Iglesia que¿ 
da asegurada, desde el punto de vista jurídico y formal, por 
la garantía de fundar, mantener y dirigir con toda indepen« 
dencia sus seminarios y noviciados, donde se forman sus 
Ministros y otros servidores de la religión. El Modus Viven- 
di hizo especial mensión de este derecho de la Iglesia, y el 
leal respeto por parte del Estado, ha permitido que, en cli­
ma de compresión y serenidad subsistan estos planteles de 
esencial importancia para la vida de la Iglesia, que se multi­
pliquen y ganen por sus propios merecimientos la gratitud 
ciudadana.

3. Garantías de libertad.

A los beneficios de la paz y de la justicia, que acaba­
mos de reseñar brevemente, se suman las garantías de liber­
tad que contiene el Modus Vivendi y que se han hecho 
efectivas durante este medio siglo.

Delimitado el campo de acción propio de la Iglesia 
—con apelación elevada a los grandes principios y con no*** 
ble espíritu de buen entendimiento—, se ha dado un paso 
más, al asumir el Estado la obligación de “ garantizar”  a la 
Iglesia el libre ejercicio de sus actividades innatas.

Tal garantía supone mucho más que respeto. No se 
reduce a una actitud meramente negativa, de no inmiscuir­
se en lo que es propio de la Iglesia; esto ya significa mucho, 
puesto que en pasados tiempos la intromisión de los gober­
nantes civiles en asuntos eclesiásticos produjo mil desazo­
nes; pero una garantía, implica el mantenimiento de un or­
den jurídico y social favorables para que la Iglesia pueda 
desarrollar su benéfico influjo, exige proveer de medios 
adecuados y apartar los obstáculos que pudieran surgir sea 
por la actuación de simples ciudadanos o de grupos que pu­
dieran perjudicar o disminuir la libertad garantizada. Todo
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ello se ha vivido en esta etapa de la vida nacional, gracias 
al noble empeño mancomunado de hombres de la Iglesia y 
del Gobierno, con la limitaciones y defectos propios de 
cualquier esfuerzo humano, pero én términos generales de 
manera satisfactoria.

La libertad religiosa abarca algunos sectores de la vida 
pública singularmente delicados y allí, no han faltado tal o 
cual dificultades y penosas fricciones; sin embargo, se ha 
ido afianzando progresivamente la conciencia general de 
que es preciso respetar y garantizar la libertad, y en térmi­
nos amplios pueden hablarse de un ascenso hacia una ma­
yor y mejor comprensión de la verdadera libertad.

Así por ejemplo, resultó sin duda necesario el trans­
curso del tiempo para que una mentalidad lamentablemen­
te difundida que patrocinaba un monopolio estatal en ma­
teria de educación, fuera cediendo ante las exigencias de 
una sociedad cada vez más culta y amante de la libertad. El 
Derecho fundamental de los padres de familia para dar a 
sus hijos la educación más adecuada según sus conviccio­
nes y creencias religiosas, quedó garantizada por el Modus 
Vivendi y ha sido posteriormente consagrada en varias Car­
tas Constitucionales, principalmente en las de 1946, 1967 
y 1978; pero el respeto práctico a la libertad de educación, 
el. amor a esta importantísima libertad, se ha ido afianzan­
do progresivamente, y se ha concretado también en algunas 
normas legales y reglamentarias acertadas, aunque aún que­
daría bastante por perfeccionar.

Gracias al Modus Vivendi, gracias a su traducción en 
preceptos constitucionales y gracias a las Declaraciones 
Universal y Americana de los Derechos Humanos a las que 
el Ecuador se ha adherido, la garantía de la libertad auténtica 
en materia de educación tiene sólidas bases en el Ecuador, y 
a todo esto se suma, lo que es más importante, la profunda 
convicción democrática y católica del pueblo ecuatoriano, 
que robustece el respeto debido a tan alta libertad. Por es­
to, han podido surgir con solidez, eficacia y prestigio, Uni­
versidades, Colegios y Escuelas católicas, que responden a 
las aspiraciones de unos padres de familia y de unos alum­
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nos que desean una formación concorde con sus creencias 
religiosas.

Desde luego, siendo la misión primaria de la Iglesia 
la de evangelizar, la libertad para cumplir este deber y de­
recho recibidos de su mismo Fundador, el Hijo de Dios, 
constituye el aspecto más precioso de la libertad, al punto 
que la Iglesia ha dado innumerables ejemplos de martirio 
para defender incólume tan preciado don. Esta vertiente 
concreta de la libetad quedó debidamente garantizada por 
el Modus Viven di y la Convención Adicional, en la cual se 
menciona la “ plena e incontestable libertad que asiste al 
Clero para predicar, exponer y defender la doctrina dogmá­
tica y moral católica”  (art. lo . de la Convención Adicio­
nal).

Nadie podría hoy valorar todo el bien difundido en 
el Ecuador por la infatigable siembra de verdad de los Mi­
nistros de la Iglesia; esa verdad recibida de Dios ilumina 
las inteligencias, ennoblece los corazones, orienta los pasos 
de la vida, consuela y fortifica, anima y estimula; nunca se 
opone a los avances de la ciencia y propugna todos los pro­
gresos y reformas razonables y justos.

La misión evangelizadora de la Iglesia se ha desenvuel­
to sin las trabas absurdas y  anticuadas que aún perduraban 
en las primeras décadas de este siglo, cuando no se permi­
tían ni procesiones ni predicaciones fuera de los templos, 
cuando se pretendía imponer ominosa censura previas aún a 
documento de alta procedencia eclesiástica, cuando se desen­
cadenaban persecuciones y agravios contra los cumplidores 
fieles de la misión de enseñar la verdad del Evangelio.

La Iglesia ha podido, sin injustas trabas, proclamar el 
dogma y la moral católicas aún utilizando los más variados 
medios de comunicación social: la prensa, la radio, la tele­
visión. Quedan, sin embargo, algunas limitaciones en 
cuanto a los ambientes en que la Iglesia debería hacer escu­
char su voz orientadora; más por un espíritu de inercia, de 
poca comprensión de la necesidad de un cambio para per­
feccionar la libertad, quedan todavía cerrados a la acción 
iluminadora de la iglesia algunos locales escolares, a pesar
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del derecho innegable de los alumnos católicos para recibir 
formación católica.

4. Un estatuto adecuado.

Los aspectos ya considerados de la paz, la justicia y 
la libertad, tenían que hallar una concresión precisa me­
diante un estatuto jurídico adecuado a la Iglesia dentro de 
su vida en el mismo territorio del Estado e integrada por 
los mismos ciudadanos de él.

Quedaron atrás las soluciones de tiempos pretéritos, 
y el Modus Vivendi halló una fórmula que garantiza la in­
dependencia de la Iglesia sin menoscabo de la función tem­
poral del Estado. La personalidad de la Iglesia y la de sus 
múltiples asociaciones, organismos o partes menores de 
ella, simplemente es “ reconocida”  por el Estado, sin que 
este reconocimiento signifique concesión alguna ni privile­
gio. La situación jurídica de la Iglesia corresponde a su na­
turaleza de institución de origen-divino, anterior en el 
tiempo a la existencia del Ecuador y de prácticamente to­
dos los Estados existentes. La Iglesia ni deriva del Estado, 

jni depende de él; existe al margen del Estado, aunque sirve 
a los mismos hombres (en su gran mayoría), que confor­
man nuestra Patria.

Según el Modus Vivendi la Iglesia en el Ecuador se en­
cuadra en una figura jurídica original, que corresponde a su 
propia naturaleza, en una persona jurídica de derecho espe­
cial, a la que no pueden aplicarse por analogía las disposi­
ciones propias ni de las sociedades.privadas ni de las entida­
des de Derecho^Publico. Este derecho especial asegura a la 
Iglesia una máxima-independencia' y confía al Estado úni­
camente la misión de ordenar la publicación de los Estatu­
tos del organismo, administrativo dé los:bienes eclesiásticos. 
No hay, pues, ninguna “ aprobación” estatal de Estatutos, 
y mucho menos de los de la Iglesia o de sus partes integran­
tes, sino simplemente un reconocimiento y publicidad que 
se debe dar de modo obligatorio a la reglamentación de los 
bienes y su administración.



Este sistema, ampliamente respetuoso de la libertad, 
ha permitido la configuración de innumerables entidades 
de carácter eclesiástico muy variadas por sus específicos fi­
nes y medios de actuación tales como las mismas Diócesis, 
las Comunidades religiosas, grupos de seglares, Misiones, o- 
bras de caridad y de evangelización, de cultura o de educa­
ción, etc.

Alguna de estas entidades han llegado a tener amplio 
desarrollo y profunda connotación en la vida nacional, co­
mo sucede con la Conferencia Episcopal Ecuatoriana, 
Caritas, las ya mencionadas Misiones, etc., y muchas de 
ellas han realizado convenios y contratos con el Estado o 
con sus altos Organismos para colaborar en servicios de sa­
lud, de cultura, de atención a los más necesitados en varia­
dísimos campos de acción.

Ni qué decir que gracias a este estatuto flexible, mo­
derno y respetuoso de la libertad, ha sido jurídicamente 
posible el desarrollo y la multiplicación de hospitales, asi­
los, dispensarios, centros de formación y mil iniciativas de 
la caridad y de los más nobles sentimientos de elevación 
moral, religiosa y humana del hombre ecuatoriano.

5. Acuerdos complementarios.

Muchos otros beneficios del Modus Vivendi se po­
drían aún enumerar, como los relativos a la conservación 
del patrimonio artístico de la Iglesia, la incorporación a la 
cultura nacional de importantes sectores de la población, 
el desarrollo de la reforma agraria tanto en tierras de la I- 
glesia como en las que el Estado había confiscado y que 
pudieron parcelarse gracias a la renuncia y condonación 
que hizo la Santa Sede, etc. Pero basta señalar, para termi­
nar, que el Acuerdo de 1937 dejó sembrada la semilla para 
nuevos Convenios y para perfeccionamientos ulteriores de 
la libertad y las garantías religiosas.

Dentro de este espíritu, se celebró el 3 de agosto de 
1978 un nuevo Tratado que estableció la atención religio­
sa para las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. Reco-
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| nociendo la verdad innegable de que este importante sec- 
| tor de nuestro pueblo es tan católico com o el resto del 
■ pueblo ecuatoriano, se convino entre la Santa Sede y el 
r Gobierno Nacional, dar. especiales facilidades para que 
 ̂ quienes están sometidos a la severa disciplina del cuartel, 

t puedan cumplir sus deberes de formarse religiosamente y 
de vivir las exigencias de su religión católica. Este conve- 

: nio fue admirablemente aprobado y ratificado por el Con- 
_ greso Nacional por unanimidad, ya en 1982, y poco des­

pués erigió el Santo Padre el actual Obispado Castrense.
- Se están dando los primeros pasos en esta nueva forma de 
í servicio pastoral y ya los frutos resultan prometedores.

Quedan aún algunos aspectos de las relaciones entre
- Iglesia y Estado que deberían perfeccionarse, pero el cau- 
: ce para lograrlo ha quedado abierto por el Modus Vivendi 
' de 1937.

Así, la libertad plena de ejercer la religión impone que 
se eliminen los obstáculos que como rezago inexplicable 
de etapas superadas aún permanece, y que impiden la libre 
celebración del bautismo y el matrimonio. Puede parecer 
increible que en una nación democrática, en un Estado lai- 
co, aún se pongan trabas para la celebración de los sacra­
mentos, pero esta es una triste realidad en nuestra Patria. 

* Es de esperar que pronto se adopte cualquiera de las varia­
das fórmulas existentes en otros estados, para que existe 
una adecuada colaboración entre el Registro Civil y la Igle­
sia, pero que no se supedite de ninguna manera el ejercicio 
del culto en su más alta expresión que son los sacramentos, 
a ninguna regulación civil.

Sería más necesario aún, robustecer la familia, garan­
tizar la estabilidad y permanencia del vínculo. Así lo exige 
el Derecho Natural, así lo reclama la conciencia cristiana, 
así se comprometió el Gobierno del Ecuador, con ocasión 
del Modus Vivendi, en notas reversales que forman parte 
de él. También en este aspecto vitalísimo para la morali­
dad pública, para el sano desarrollo de la sociedad y para 
la estabilidad del mismo Estado, hay sin duda muchas fór-

i
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muías que podrán y deberán hallarse, con la buena volun­
tad y el deseo de todos de engrandecer a la Patria y honrar 
la Religión.

La educación, que se ha beneficiado del clima de li­
bertad, podrá igualmente desarrollarse más, con una cola­
boración aún más intensa de las dos grandes sociedades que 
están llamadas a coadyuvar con los padres de familia para 
la obra de formar a la niñez y la juventud.

Queda también el amplio y complicado campo de las 
reformas sociales, en las que la luminosa doctrina de los 
Papas y en general del Magisterio de la Iglesia, tiene mucho 
que orientar y estimular, y el Estado tiene enorme tarea 
que realizar. Aquí, como en pocas cosas, se impone la 
unión de esfuerzos para lograr una justicia más perfecta, 
coronada por la caridad que todo lo hace hermoso, suave y 
superior.
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LEGISLACION ECLESIASTICA DEL ESTADO 
ECUATORIANO

VII



~ 1. Las fuentes

La legislación ecuatoriana sobre asuntos relativos a la 
Iglesia comprende dos partes fundamentales: la contenida 
en los Acuerdos internacionales y la proveniente de la 

. Constitución, leyes, reglamentos y  estatutos propios del 
Derecho Interno.

Los Acuerdos internacionales vigentes son, en primer 
lugar el Modus Viven di de 24 de julio de 1937, al quem e 
he referido ampliamente en los capítulos anteriores; la 
Convención Adicional al mismo Modus Vivendi y el Acuer­
do suscrito el 3 de agosto de 1978, por el cual se estableció 
el Vicariato Castrense, hoy Obispado Castrense del Ecua­
dor.

La legislación interna, además de varios artículos de la 
Constitución de la República (la última, del año 1978), 
abarca numerosas disposiciones dispersas en varias leyes, 
entre las cuales sobresalen el Código Civil, el de Procedi­
miento Civil, el Código de Comercio, la Ley de Educación, 
la de Educación Superior, la de Registro Civil, la del Segu­
ro Social, la de Servicio Militar Obligatorio, el Código Pe­
nal y. el de Procedimiento Penal.

También se deben incluir dentro de la legislación in­
terna del Estado Ecuatoriano, los varios covenios celebra­
dos entre el Gobierno Nacional y la Conferencia Episco­
pal o-algunas Comunidades Religiosas, principalmente para 
la colaboración en las Misiones, y varios reglamentos de 
las leyes antes mencionadas, así com o los Estatutos de los 
organismos administradores de los bienes de las Diócesis,
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de las Ordenes y Congregaciones y de otras entidades reli- 
giosas.

En este capítulo, se reseña brevemente el contenido 
de este amplio conjunto de fuentes de lo que se podría lla­
mar el Derecho Eclesiástico del Estado Ecuatoriano. Pers 
a penas se mencionarán los dos primeros Acuerdos interna­
cionales, porque de ellos se ha tratado con prolijidad en los 
primeros capítulos.

2. La personalidad jurídica de la Iglesia y de sus instituciones

El Decreto Supremo 212 del 23 de julio de 1937, se 
expidió como antecedente necesario para que el Modus 
Vivendi, suscrito al día siguiente, pudiera tener plena vali­
dez y vigencia en el ámbito del derecho interno del Ecua­
dor; forma, por tanto, con el referido Tratado internacio­
nal como un todo único; a este Decreto se refiere expresa­
mente el Modus Vivendi, y de conformidad con las dispo­
siciones de ambos instrumentos jurídicos llegamos a la con­
clusión de que la Iglesia tiene una personalidad jurídica de 
Derecho especial, en cierto modo intermedio entre el De­
creto Público y el Privado, participando de las característi­
cas de ambos y de algunas peculiaridades, que ya han sido 
expuestas.

Cabe destacar aquí, que el Estado simplemente reco­
noce una realidad jurídica preexistente y la garantiza. No 
hace una concesión graciosa, ni la Iglesia exige privilegio, 
sino simplemente un estatuto jurídico que le asegura ple­
namente su libertad e independencia.

Esta situación de la Iglesia es igualmente aplicable a 
sus organismos, institutos, asociaciones y otras figuras de 
personas jurídicas que se encuadran dentro del ámbito 
eclesiástico.

Lo que estableve el Decreto 212, en síntesis, consiste 
en que la personalidad jurídica es reconocida por el Estado 
desde el momento en que la entidad eclesiástica respectiva 
pide al Ministerio de Gobierno que ordene la publicación 
en el Registro Oficial y la inscripción en el Registro de la

180



I propiedad, del Estatuto del organismo admistrativo desús 
bienes. No se trata, pues, de una “ aprobación”  guberna­
mental, sino de simple orden de publicar e inscribir. Los 
Estatutos no son los de la persona jurídica, sino los del or- 

► ganismo que administre sus bienes.
Este mecanismo jurídico es aplicable a cualquier enti- 

.. dad religiosa, sea o no católica. Pero el Modus Vivendi ga­
rantiza especialmente a las entidades de la Iglesia Católica 

. y a ella misma, de forma que no podría modificarse el De­
creto 212 sin un previo acuerdo con la Santa Sede.

No hay en el Derecho ecuatoriano una disposición re­
glamentaria que precisa qué entidades pueden acogerse al 
Decreto 212. Parece razonable que, tratándose de organi­
zaciones o sociedades católicas de ámbito diocesano, sea el 
Obispo respectivo el que certifique que se trata de entida­
des católicas; si tienen una extensión o alcance nacional, 
podría intervenir con igual objeto la Conferencia Episco­
pal. Es a estas entidades eclesiásticas a quienes corresponde 
calificar si las personas jurídicas que pretenden ser recono­
cidas realmente tienen carácter eclesiástico y si son católi­
cas. No cabe que sea el Ministerio de Gobierno el que asu­
ma esa función calificadora de las entidades católicas. Más 
difícil resulta el problema de las entidades religiosas no ca- 

: tólicas, puesto que no tienen una autoridad reconocida y 
competente para certificar su carácter, y el Ministerio tam­
poco parece llamado a calificarlas jurídicamente.

Se ha planteado, si la Iglesia y estas otras personas ju­
rídicas dependientes de ella, pueden ser calificadas como 
“personas jurídicas privadas de utilidad o finalidad social o 
pública” . La práctica administrativa ha admitido esta cali­
ficación para varios efectos, sobre todo para reconocer 
exenciones de impuestos, y esta denominación parece per­
fectamente aceptable para describir la situación de “ dere­
cho especial”  propio de estas entidades.
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3.- Características de las personas eclesiásticas

Los puntos característicos de estas personas jurídicas 
son principalmente estos:

1.- No necesitan “ aprobación” por parte de ninguna 
autoridad u organismo del Estado.

2.- El sistema jurídico ecuatoriano las reconoce ple­
namente, desde que cumplen los requisitos de publicación 
e inscripción de los Estatutos de sus organismos adminis­
trativos y gubernativos de los bienes.

3.- En consecuencia, no cabe intervención de las auto­
ridades estatales en los asuntos internos de estas personas 
jurídicas.

4.- Se rigen por sus propios Estatutos y por las nor­
mas del Derecho Canónico, sin perjuicio del pleno someti­
miento a las leyes del Ecuador, en todo lo que sea de su 
competencia.

5.- No tienen finalidad de lucro, por tanto no repar­
ten dividendos o utilidades; no son empresas de carácter 
industrial (en amplio sentido), ni mucho menos, de comer­
cio. Pueden, en cambio, realizar todos los actos civiles o 
comerciales necesarios para el manejo de sus bienes y para 
el cumplimiento de sus finalidades de índole religioso.

6 .- La actividad de estas personas jurídicas, ha de 
coordinarse con la del Estado, para el servicio del bien co­
mún, sobre todo en ciertas áreas de la actividad pública, 
como son las de educación, cultura, beneficencia, misiones 
civilizadoras, promoción del campesino y el indígena.

Es generalmente aceptado por la doctrina el principio 
de la “ especialidad” de las personas jurídicas, es decir, que 
pueden ejercer aquellos derechos que correspondan a su 
propia naturaleza y que dependen de las finalidades que se 
proponen. Así, una sociedad comercial cuenta con atribu­
ciones de índole comercial. En cuanto a la Iglesia, el Mo- 
dus Vivendi le reconoce en el Ecuador, “ el libre ejercicio 
de las actividades que dentro de su propia esfera le corres­
ponden” , por consiguiente, goza de la plenitud de los dere­
chos conformes con sus fines y su naturaleza.
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Cabe destacar que el art. 1 del Modus Vivendi, no só­
lo reconoce esos derechos, sino que declara enfáticamente 
que “ El Gobierno Ecuatoriano garantiza a la Iglesia Católi­
ca”  ese libre ejercicio de sus derechos. Se trata, pues, de un 
compromiso formal, en el plano internacional y con re­
percusión en el Derecho interno del país. Esta garantía, tie­
ne verdadero carácter constitucional, ya que establece la 
base fundamental de las relaciones entre las dos potesta­
des.

También es importante señalar aquí que dicha “ garan­
tía” , en favor exclusivo de la Iglesia Católica, en nada afec­
ta la libertad religiosa, y no significa convertir al Ecuador 
en un Estado confesional; pero sí supone un estatuto jurí­
dico especial propio para la Iglesia Católica en el Ecuador, 
la que no puede equipararse a una persona jurídica simple­
mente de Derecho Privado, sino más bien próxima al Dere­
cho Público.

En cuanto a la determinación de aquella “ esfera pro­
pia”  de la Iglesia, le corresponde a ella misma el delimitar­
la: sólo ella puede definir su naturaleza y sus finalidades, 
soberanamente. A la Iglesia corresponde en última y exclu­
siva instancia señalar cual es la esfera propia de su actua­
ción, en esto radica precisamente su soberanía espiritual, 
de modo paralelo a como el Estado se define a sí mismo y 
se autolimita en el orden de lo temporal.

Para quienes tenemos fe, el origen divino de la Iglesia 
lleva a la misma conclusión: sólo ella misma puede señalar 
sus finalidades y atribuciones. Pero aún quienes carecen de 
fe deben aceptar esta conclusión, si simplemente se atienen 
a la realidad histórica, al desenvolvimiento de la Iglesia du­
rante veinte siglos y su postura jurídica frente a todos los 
Estados del mundo.

Finalmente, en un plano puramente positivo, los tér­
minos mismos empleados en el Modus Vivendi, reflejan 
con claridad el verdadero sentido y la intención de las Al­
tas Partes Contratantes, que fue el de reconocer la realidad 
preexistente y no el de conceder o constituir algo nuevo; 
por esto se habla de las actividades de la Iglesia como de al­
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go “ propio”  de ella, algo que se desarrolla dentro de “ su 
esfera propia” , independiente y anterior al Estado o al mis­
mo Modus Vivendi.

4.- Representación legal

La representación legal de las personas jurídicas ecle­
siásticas se puede establecer con plena libertad por sus pro­
pios Estatutos. El Derecho ecuatoriano solamente exige en 
este caso, que se notifique esta norma al Ministerio de Go­
bierno, para que el Ministro ordene la publicación e ins­
cripción. Se trata de dar la debida publicidad a la represen­
tación legal.

No hay ninguna limitación en cuanto a la forma que 
puedan adoptar estas personas para su representación legal: 
puede consistir en un organismo pluripersonal o en una so­
la persona natural. Así mismo, se pueden dividir las atribu­
ciones o limitarlas o condicionarlas a previas autorizaciones 
de un consejo u otros organismos, etc.

El nombre de la persona física que desempeñe la re­
presentación legal, debe también comunicarse al Ministro 
de Gobierno para que ordene la inscripción en el Registro 
especial de personas jurídicas eclesiásticas a cargo del Re­
gistrador de la Propiedad. El certificado del Registrador so­
bre dicha inscripción, es el documento habilitante que de­
be usarse en escrituras públicas y otros actos solemnes. 
Por consiguiente, no puede exigirse la presentación del 
nombramiento o acta de elección u otro instrumento por 
el estilo, sino el que se acaba de indicar.

Un mismo organismo gubernativo o administrativo de 
bienes puede asumir las funciones respectivas referentes a 
varias entidades. Es frecuente que el Consejo Gubernativo 
de Bienes de una Diócesis, administre los bienes de la mis­
ma Diócesis, los de la Curia diocesana, los del Cabildo cate­
dralicio, los del Seminario y de las diversas parroquias, 
etc. Pero esas varias entidades pueden tener perfectamente 
sus propios organismos de administración y diversos repre­
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sentantes legales. Cabe, pues, una centralización o una des­
centralización, según mejor convenga.

Solamente existe una limitación en cuanto al repre­
sentante legal: éste debe ser ecuatoriano, pues asilo exige 
el Decreto 212. En cambio, los demás miembros de los 
consejos gubernativos u otros órganos, no tienen ningu­
na limitación en cuanto a la nacionalidad.

Así como el Estado no “ aprueba” , no concede la per­
sonalidad jurídica de estas entidades, sino que simplemente 
la “ reconoce” , así mismo, no puede intervenir para modifi­
car sus Estatutos, y mucho menos para disolverlas. Esto 
compete exclusivamente a la propia Iglesia, pues es cues­
tión de “ su esfera propia” . El Modus Vivendi y la Conven­
ción Adicional, confirman esta conclusión, puesto que en 
el art. 4 de la segunda, se establece que cualquier cambio 
en el Estatuto del cuerpo gubernativo de los bienes, debe 
ser simplemente comunicado al Ministerio, para su inscrip­
ción y publicación. Por consiguiente, dichos cambios son 
de soberana determinación por parte de las entidades ecle­
siásticas. Y, desde luego, los cambios se refieren solamente 
al Estatuto de los bienes y nunca a los de la persona jurídi­
ca misma, ya que éstos ni siquiera tienen que comunicarse 
al Ministerio de Gobierno.

5.- Capacidad jurídica de los eclesiásticos
Hasta el 30 de abril de 1936 los religiosos que hubie­

ren emitido votos solemnes en institutos monásticos apro­
bados por la Iglesia, carecían de capacidad jurídica propia 
(capacidad de ejercicio), por lo cual necesitaban, como los 
demás incapaces, de representante legal. En la indicada fe­
cha se suprimió esa llamada “ muerte civil”  y actualmente 
no se hace diseriminación alguna respecto de la capacidad 
jurídica general, regulada por el Código Civil, por razones 
de índole religioso. La suscripción por parte del Ecuador 
de varios pactos internacionales, de ámbito mundial, y en­
tre ellos de la Declaración Universal de Derechos Humanos, 
está en perfecta concordancia con estos principios de no 
discriminación.
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Aún más, la misma Constitución de la República ga- 3 
rantiza la igualdad de los ciudadanos ante la ley y, por tan­
to, excluye discriminaciones que pudieran limitar la capa­
cidad por razones de índole religioso u otra. También el 
carácter laico del Estado, impone que no se establezcan^ 
dichas discriminaciones.

Sin embargo, quedan algunos rezagos discriminatorios  ̂
en algunas leyes que no han sido expresamente reformadas, 
aunque deben tenerse por derogadas parcial y tácitamente- 
por la Constitución y los demás intrumentos jurídicos que 
se acaban de mencionar. El caso más saliente es el del Có­
digo de Comercio que en su art. 6 sigue enumerando entre 
los que no pueden ejercer el comercio, a “ las corporacio­
nes eclesiásticas, los religiosos y los clérigos” . Aunque esta 
disposición no ha impedido nunca los actos aislados o sin­
gulares de comercio, sino únicamente el ejercicio del co­
mercio como actividad permanente, debe de todas maneras 
entenderse que no está vigente, por cuanto la Suprema 
Ley, la Constitución prohibe toda discriminación por moti­
vo religiosos (art. 19 No. 4) y garantiza la libertad de co­
mercio (art. 19 No. 10).

Cosa muy distinta es que el Código de Derecho Canó­
nico o los Estatutos propios de las personas jurídicas ecle­
siásticas prohiban el ejercicio del Comercio. Si lo hacen,- 
ejercitan su propia competencia y esas normas disciplina­
rias deben ser acatadas; pero no corresponde al Derecho 
del Estado poner limitaciones de índole religioso.

6 .- Algunas incapacidades especiales

Perduran en el Código Civil algunas expresiones que 
resultan ahora inexactas y que provienen de la época en 
que_fue redactado. Así, por ejemplo el art. 584 se refiere 
a la “ aprobación”  de las corporaciones y fundaciones por 
parte del Presidente de la República. Si bien puede soste­
ner que esto no afecta a las personas jurídicas eclesiásticas, 
por ser de “ derecho especial”  y no encuadrarse en las men­
tadas categorías de las corporaciones o fundaciones a las
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que se refiere el título XXIX del Libro I del Código Civil, 
de todas formas la expresión “ aprobación por el Presidente 
de la República”  repugna al sistema jurídico actualmente 
vigente.

Esta imprecisión de la terminología legal no afecta a 
las entidades religiosas, como se acaba de decir; pero se 
agraba por el hecho de que el art. 1028 establece que “ Son 
incapaces de toda herencia o legado las cofradías, gremios 
o cualesquiera establecimientos que no sean personas jurí­
dicas” y agrega: “ Pero si la asignación tuviere por objeto 
la fundación de una nueva corporación o establecimiento, 
podrá solicitarse la aprobación legal, y obtenida ésta, val­
drá la asignación” . Aquí la palábra “ aprobación”  debe en­
tenderse en sentido amplio, en el de cumplimiento de los 
requisitos legales para obtener el reconocmiento de perso­
nalidad jurídica, cumpliendo los requisitos que correspon­
dan a la naturaleza de cada “ corporación o establecimien­
to ” ; por tanto, las entidades eclesiásticas, por ejemplo una 
cofradía, cumplirán con los requisitos del Decreto 212, y 
no tendrán que obtener ninguna “ aprobación del Presiden­
te de la República” .

Una limitación de la capacidad civil especial para su­
ceder por causa de muerte , se encuentra en el art. 1029 
del Código Civil: “Por testamento otorgado en la última 
enfermedad, no puede recibir herencia o legado alguno, ni 
aún como albacea fiduciaria, el eclesiástico que hubiere 
confesado al difunto durante la misma enfermedad, o ha­
bitualmente en los dos últimos años anteriores al testa­
mento; ni la orden, convento o cofradía de que sea miem­
bro el eclesiástico; ni sus deudos por consanguinidad o afi­
nidad hasta el tercer grado inclusive. Esta incapacidad 
comprenderá a las iglesias parroquiales de que son curas los 
confesores, excepto la iglesia parroquial del testador, a la 
que se podrán hacer asignaciones aunque el testador se ha­
ya confesado con el cura de ella. La incapacidad estableci­
da en los incisos anteriores no recaerá sobre la porción 
de bienes que el eclesiástico o sus deudos habrían heredado 
abintestato, si no hubiere habido testamento. En igual in­
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capacidad incurrirá los ministros y las instituciones religio­
sas de otros cultos que hubieren prestado asistencia espiri­
tual al difunto” .

En primer término cabe destacar que este artículq, 
como varios otros del Código Civil, implica una clara remi­
sión al Derecho Canónico, ya que sin aplicar el Código de 
Derecho Canónico resultaría imposible establecer quienes 
son “ curas” , “ confesores” , cuales son “ iglesias parroquia­
les” , cuál es la “propia del testador” , qué debe entenderse 
por “ orden” , “ convento” o “ cofradía” , etc. En una pala­
bra, todos estos vocablos técnicos pertenecientes al Dere­
cho Canónico, deben aplicarse tal como el Código de Dere­
cho Canónico los entiende. Todo el art. 1029 se está re­
firiendo a la Iglesia Católica, ya que en el último inciso se 
menciona a “ otros cultos”  y esto supone la referencia el 
principal culto, a la religión que en el momento en que se 
redactó el Código —y por mucho tiempo— fue la religión 
oficial del Estado, y la que ahora sigue siendo la de la gran 
mayoría de los ecuatorianos y la única que tiene relaciones 
establecidas solemne y formalmente con el Estado me­

diante tratados internacionales.
En todo caso, la limitación específica de la capacidad 

para recibir asignaciones testamentarias, se inspira en el de­
seo de garantizar al máximo la libertad del testador, evitan­
do posibles influencias por parte del confesor. La limita­
ción es mínima, puesto que se aplicaría en contadísimos 
casos, y no priva al confesor de sus derechos como herede­
ro abintestato. También es notable el hecho de que perdu­
ra después de la reforma de 1970 (Ley 256 de 4 de junio), 
la excepción a favor de la parroquia propia del testador, 
constituyendo esta excepción una de las normas de remi­
sión al Derecho Canónico, más claras y significativas.

Otro caso en el que se considera la condición de “ e- 
clesiástico”  es el del artículo 1033 del mismo Código, y es­
ta vez, no para limitar la capacidad, sino para reconocerle 
una razonable exención de obligaciones. Dice así: “ Es in­
digno de suceder el que, siendo mayor de edad, no hubiere 
denunciado o acusado ante la justicia el homicidio eometi-
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do en la persona del difunto, tan presto como le hubiere si­
do posible. Pero esta causa de indignidad no podrá alegarse 
contra el heredero o legatario que fuere eclesiástico” . Nada 
más razonable que esta exención: ya que repugna a la con­
dición del eclesiástico el convertirse en acusador en juicio 
criminal. Se toma en cuenta la situación especial de estas 
personas, para adecuar a su estado las respectivas obligacio­
nes. Esto no constituye propiamente un privilegio ni atenta 
contra la igualdad fundamental, sino que adapta equitativa­
mente la ley a una condición singular.

La limitación para recibir por testamento tiene otra 
aplicación: el que ha confesado al testador, tampoco puede 
ser su albacea fiduciario. Así lo establece el artículo 1355, 
por razones similares a las del art. 1029: se trata de impe­
dir las disposiciones captatorias, es decir, en favor del con­
fesor, quien podría influir poderosamente en el ánimo del 
enfermo.

7.- Incapacidades en el Derecho Público

El principio universalmente admitido de que todo el 
que es declarado incapaz debe considerarse capaz y de que 
su capacidad es en principio total, pudiendo solamente limi­
tarse en casos muy específicos, rige también en el Ecuador y 
está expresamente reconocido tanto en el Derecho Privado 
(art. 1489 del Código Civil), como por el Derecho Público. 
En éste, se afianza además, por el expreso reconocimiento 
del principio de igualdad formulado principalmente en el 
artículo 19 numeral 5o., de la Constitución Política actual, 
de 1978. Este principio tiene sus orígenes positivos en to­
das las constituciones anteriores, desde 1830 y en la for­
mulación actual excluye toda discriminación por motivos 
de raza, color, sexo, idioma, religión, filiación política o de 
cualquier otra índole, origen social o posición económica o 
nacimiento.

Sin embargo, esta igualdad no significa que todos los 
ciudadanos tengan de hecho los mismos derechos y deban 
ejercitarlos de la misma manera. Hay una serie de circuns­
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tancias que obligan a regular el ejercicio de los derechos de 
manera razonablemente adaptada, y la tutela de otros im­
portantes valores como la seguridad, la salud, etc., obligan 
a exigir ciertas condiciones, que varían según los casos. Por 
ejemplo, no cualquier persona puede ejercer la medicina, 
sino quienes han obtenido el título correspondiente. Cier­
tas restricciones de los derechos se imponen por necesida­
des superiores de la sociedad; pero la prudencia política y 
la equidad deben regular dichas restricciones y reducirlas ■ 
al mínimo indispensable. Hay asuntos que resultan así muy 
difíciles de definir, como por ejemplo, la intervención de 
los militares o de los eclesiásticos en la política.

Desde el punto de vista eclesiástico la restricción de la 
actividad política partidista y la prohibición de ejercitar 
magistraturas o desempeñar cargos políticos, para los sa­
cerdotes y los religiosos, no tiene problema, ya que la Igle­
sia tiene plena potestad para imponer estas limitaciones a 
quienes libremente abrazan el estado eclesiástico.

Pero es distinto el caso de que el Estado imponga esas 
limitaciones. En un Estado confesional, oficialmente cató­
lico, puede comprenderse que, por acuerdo con la Santa 
Sede, las leyes de ese Estado prohiban la actuación pública 
de sacerdotes y religiosos. Mucho menos razonable resulta 
que un Estado laico y no confesional, imponga regulado- *= 
nes de esa especie. El Ecuador las impuso un tiempo me­
diante leyes que estaban inspiradas en un sentido más bien 
persecutorio y sectario, y actualmente conserva algunas de 
estas limitaciones que pueden ser muy discutibles, pero 
que se coordinan razonablemente con los Convenios exis­
tentes con la Santa Sede, de modo que su inspiración ya 
no es sectoria, sino más bien, propia de la situación de 
amistad y colaboración existente entre Iglesia y Estado.

Efectivamente, el Código de Derecho Canónico prohí­
be la intervención de clérigos y religiosos en las luchas polí­
ticas partidistas y restringe también su posible desempeño 
de funciones públicas en la sociedad civil como jueces, go­
bernantes o representantes (diputados o senadores). El Mo- 
dus Vivendi deja constancia de que la “ Santa Sede renueva
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I- sus instrucciones para que los clérigos no intervengan en 
política partidista”  y las disposiciones de las leyes del 

- Ecuador impiden esa intervención.
La misma Constitución de la República establece que 

no pueden ser miembros del Congreso Nacional “ los minis- 
í tros de cualquier culto y los miembros de comunidades re­

ligiosas” (Art. 58 literal g). Por disposición del art. 79, no 
■ pueden ser elegidos Presidente de la República, ni Vicepre­

sidente, conforme a los arts. 81 y 84.
Las leyes de Régimen Administrativo y Orgánica de 

la Función Jurisdiccional, excluyen a las mismas personas 
de los cargos públicos y de las magistraturas judiciales. Es­
tas exclusiones resultan ya más discutibles desde el punto 
de vista de la justicia abstracta y tal vez requerirían la com­
pensación consistente en especiales derechos reconocidos 
a estos ciudadanos cuyos derechos se limitan.

Por otra parte, tales reglas resultan en la práctica dis­
criminatorias desde el punto de vista religioso porque sola­
mente pueden hacerse efectivas respecto de los católicos 
y no respecto de esos “ ministros de otros cultos” . Efecti­
vamente, la condición de sacerdote o de religioso católico, 
son constantes y públicas mientras que la situación de 
“ Ministros”  de otros cultos, generalmente no consta. Mien- 

k tras el Derecho Canónico está en cierto modo incorporado 
‘ al sistema jurídico ecuatoriano por las remisiones necesa­

rias de las leyes y de los Estatutos de las entidades religio­
sas, los ministros de otros cultos no se rigen por una nor­
ma cierta, y en algunos casos ni tienen un sistema jurídico 
y desde luego, si hay alguno, es totalmente ajeno e intrans­
cendente en el ámbito del Derecho ecuatoriano. Esto oca­
siona la mencionada discriminación en perjuicio de los ca­
tólicos.

Insisto en afirmar que estas discriminaciones que en 
principio no deberían existir ni tolerarse en la legislación 
nacional, pierden su gravedad si se considera que el régi­
men de relaciones entre Iglesia y Estado es actualmente 
un régimen de colaboración y coordinación —manteniendo 
la clara distinción de una y otro—, y porque, en definitiva

t
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las prohibiciones estatales coinciden con las existentes en 
el Derecho Canónico, al menos en los fundamental.

8.- Valor del Derecho Canónico en el sistema jurídico
ecuatoriano

La singular situación de la Iglesia en el Ecuador, don­
de es reconocida con su peculiar personalidad de Derecho 
especial, manteniéndose el carácter laico del Estado no con­
fesional, plantea el problema de cuál es el valor del Dere­
cho Canónico en el Ecuador.

En primer término, el Derecho Canónico rige en la 
Iglesia Católica y obliga a sus miembros —los fieles, los 
bautizados—, por propia virtud. Es precisamente el ejerci­
cio de la soberanía espiritual de la Iglesia lo que origina el 
orden jurídico eclesial, el Derecho Canónico.

Por tanto, no es necesario que ningún Estado de la 
tierra dé su asentimiento para que el Derecho Canónico 
rija sobre los fieles, donde quiera que ellos vivan. Tampo­
co se precisa estrictamente que un Estado, o todos los Es­
tados, hagan una remisión expresa de sus leyes hacia las 
disposiciones canónicas, para determinar la competencia 
de éstas.

Si bien en los Estados confesionales católicos existe 
esa remisión a las normas canónicas, tal sistema no es el 
único admisible. Esa fórmula es muy adecuada para pobla­
ciones de unánime convicción católica o de amplia mayo­
ría católica y es un sistema con múltiples ventajas, aunque 
puede tener también algún inconveniente. En todo caso, 
ese o cualquier otro sistema debe dejar siempre a salvo 
la libertad religiosa de todos: de los católicos y de quienes 
no lo son.

Si no se sigue el sistema confesional, como sucede 
hoy en la mayor parte de los países del mundo, los posibles 
conflictos entre las leyes del Estado y las de .la Iglesia, se 
puede resolver mediante la aplicación de los principios del 
Derecho Natural, deducibles por simple razón natural. 
También pueden resultar aplicables las normas del Dere­
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cho Internacional Privado, que precisan la competencia de 
cada sociedad soberana para la aplicación de sus leyes. Fi­
nalmente, convenios expresos entre el Estado y la Iglesia 
pueden precisar dicha competencia de cada cual.

En nuestro caso, tenemos el Modus Vivendi, y ahora 
también el Convenio de 1978 sobre el Obispado Castrense 
y el espíritu más que la letra de estos dos convenios, orien­
ta para interpretar rectamente la legislación interna del 
país y establecer el valor que en ella tiene el Derecho Ca­
nónico.

Esa interpretación para tener valor verdaderamente 
jurídico, debe considerar todo el espíritu de la legislación 
y su historia, sus antecedentes, así como la realidad socio­
lógica: la verdadera integración del pueblo ecuatoriano y 
sus creencias y prácticas religiosas. Muy errado andaría 
quien olvidara estas verdades imprescindibles para un buen 
exégeta del Derecho; y entre esos datos figura el innegable 
e impresionante hecho de la inmensa mayoría católica del 
pueblo ecuatoriano en los tiempos históricos y en los tiem­
pos presentes, así como el profundo arraigo y vivencia de 
estas creencias, en la gran mayoría de los ecuatorianos.

El hecho de que las Cartas Políticas del Ecuador, des­
de su fundación en 1830 comiencen tradicionalmente por 

" invocar el nombre de Dios y fundamentar todo el orden 
jurídico sobre el “ Supremo Autor y Legislador del Univer­
so” ; el hecho de que también la actual Constitución en su 
Preámbulo haya incluido (gracias a la reforma introducida 
en 1982) las palabras “ La República del Ecuador, fiel a sus 
orígenes históricos. . . invoca la protección de Dios” , es un 
hecho sumamente significativo y que se debe tener en 
cuenta ’para entender él sistema jurídico ecuatoriano, qué 
no es un sistema trasplantado de otro país, ni concebido 
en una forma abstracta y alejada de la realidad, sino encua­
drado en la verdadera contextura católica de un pueblo 
“ fiel a sus orígenes históricos”  y a su fe, profesada en el 
Preámbulo mismo de la Carta Fundamental del Estado.

Pero el Ecuador sigue siendo un país laico y no confe­
sional. Ese reconocimiento y proclamación de la fe de sus
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habitantes no le quita el carácter de estado no confesional, 
y esta situación es perfectamente compatible con el pleno 
reconocimiento de los derechos de la Iglesia y con la vigen­
cia en el ámbito interno del país, del Derecho Canónico, 
qu concreta las relaciones jurídicas dentro de la Iglesia.

Otros preceptos constitucionales, sobre todo los que 
aseguran la libertad religiosa (art. 19 numeral 6o.) y el aca­
tamiento del Derecho Internacional (art. 3), refuerzan la 
conclusión anterior: dentro del ámbito de libertad propio 
del sistema ecuatoriano, la realidad católica de su pobla­
ción está garantizada y respetada y puede desenvolverse or­
denadamente según sus propias normas en materia religio­
sa, contenidas fundamentalmente en el Derecho Canónico. 
Todo esto, además, guarda perfecta concordancia con los 
Acuerdos Internacionales vigentes entre la Iglesia y Estado.

Considerado así el cuadro general del Derecho Inter­
no del Ecuador, comprendemos fácilmente como múltiples 
leyes de la. República hacer referencia a situaciones, he­
chos, personas y cosas que no podrían entenderse sino apli­
cando el Derecho Canónico, en un pueblo de inmensa ma­
yoría católica. Muchas de nuestras leyes fueron elaboradas 
en la época en que el Ecuador era un Estado Confesional, y 
en el cual solamente se reconocía a la Iglesia Católica, o 
posteriormente, cuando ya se admitió la libertad de cultos-, 
pero siguió siendo la religión Católica la religión de Estado; 
aunque ahora la situación sea muy distinta, sin embargo 
esas leyes se hicieron en consideración a la realidad socioló-, 
gica de que el pueblo ecuatoriano es católico, y esa reali­
dad sociológica no ha cambiado sustancialmente, de modo 
que las leyes tienen que seguirse interpretando de acuerdo 
con el pensamiento del legislador y de acuerdo con la reali­
dad nacional.

Tenemos una serie de palabras utilizadas por nuestras 
leyes, que implican una necesaria aplicación del Dere­
cho Canónico. En nuestos Códigos y leyes se habla no sola­
mente de “ ministros de culto” , o de “ ceremonias religio­
sas” , que tratándose de católicos habría que definir confor­
me al Código de la Iglesia Católica, y para aplicarlas a per­
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sonas de otras religiones habría que remitirse a sus respecti­
vos estatutos o costumbres si los tienen; también se en­
cuentran otros términos que son más específicos de la re­
ligión Católica, tales como estos: sacerdote, cura, obispo, 
capellán, sacristán, maestro de capilla, iglesia, capilla, con­
vento, casa parroquial, parroquia, cementerio, sermón, pla­
tica, prédica, instrucción, pastoral, sepultura eclesiástica, 
educación religiosa, cofradía, congregación y muchas 
otras.

Todas esas palabras tienen un sentido técnico, que se­
gún el art. 18 del Código Civil, debe ser definido tal como 
las entienden los técnicos o peritos en la respectiva mate­
ria, es decir, en este caso, los canonistas, que a su vez ten­
drán que aplicar las reglas del Código de Derecho Canóni­
co. No puede hacerse una correcta interpretación de otra 
manera.

Y no se trata solamente de entender el sentido de las 
palabras utilizadas por nuestras leyes, para interpretarlas 
debidamente, sino que muchos de aquellos términos se re­
fieren al estado de las personas o a especiales situaciones 
jurídicas de las cosas o a la esencia, existencia y validez de 
ciertos actos: y todo ello debe, naturalmente, entenderse 
coforme al Derecho Canónico, ya que mal podrían servir 
para estos asuntos ninguna otra ley de la República. Así, 
por ejemplo, ninguna ley del Ecuador puede establecer 
cuando una persona llega a ser sacerdote, cura, obispo o 
cuando pierde un sujeto la condición clerical, o cuando se 
ha de considerar una ceremonia como sacramento del 
bautismo, etc.

A parte de todo esto, el Modus Vivendi se remite al 
Derecho Canónico desde el momento en que en su primer 
artículo menciona la actividad de la Iglesia “ dentro de su 
propia esfera” , es decir, en su propio ordenamiento jurídi­
co, que es el canónico.

Más directamente aún, el Convenio de 3 de agosto de 
1978, raticado por unanimidad por el Congreso Nacional 
en 1982, y que establece el servicio religioso católico en 
favor de los individuos de las Fuerzas Armadas y la Policía
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Nacional, hace remisiones específicas al Derecho de la Igle­
sia, incluso a textos jurídicos concretos, como la Instruc­
ción de la Sagrada Congregación de Ritos, sobre los antes 
llamados “ Vicariatos Castrenses” y hoy, Obispados u Ordi- 
nariatos Castrenses.

Finalmente, en múltiples leyes del Ecuador se estable­
ce que los Estatutos de las diversas personas jurídicas cons­
tituyen normas obligatorias para sus miembros y así se in­
corporan al sistema jurídico nacional esas disposiciones. 
Pues bien, los Estatutos de las personas jurídicas eclesiásti­
cas, o del organismo de administración de sus bienes, se re­
miten, como es razonable que lo hagan, al Derecho Canóni­
co, de modo que, a través de dichos Estatutos, el Derecho 
de la Iglesia llega a tener fuerza obligatoria en el ámbito del 
Derecho interno del país.

9.- La libertad religiosa

La Constitución de la República garantiza ampliamen­
te la libertad en sus diversos aspectos y aplicaciones; prin­
cipalmente en el art. 19 se trata de este importantísimo 
asunto.

Allí, con mucho acierto, se vincula el mismo derecho .. 
a la vida, con otros derechos y libertades que dimanan di­
rectamente de ese primer derecho; tal el caso del derecho a 
la integridad y al “ pleno desenvolvimiento material y mo­
ral” . En efecto, en el plano natural, este es el fin de la per­
sona humana, y debe ser ampliamente garantizado y prote­
gido por el Estado.

El Estado tiene el deber de servir a la persona humana 
y por tanto, tiene que procurar el ambiente —natural y mo­
ral—, favorable para el pleno desenvolvimiento de los indi­
viduos y de los grupos sociales; tiene que remover los obs­
táculos y crear los estímulos para ese favorable desarrollo 
humano. Y todo esto, dentro de un gran sentido de respeto 
a la persona y a las entidades menores, inspirándose siem­
pre en el principio de subsidiaridad, básico en una buena 
organización social.
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Nótese que la Carta Política, con toda precisión, se re­
fiere al desenvolvimiento “ material y moral”  del hombre, 
y esta luminosa expresión debe orientar el buen entendi­
miento y aplicación de la Constitución: ella mira al hom­
bre en su íntegra naturaleza y no con un criterio materialis­
ta; considera los valores morales como los valores supre­
mos.

La misma Ley Fundamental de modo expreso garanti­
za “ la libertad de conciencia y la religión, en forma indivi­
dual o colectiva, en público o en privado. Las personas 
practicarán libremente el culto que profesen, con las únicas 
limitaciones que la ley prescriba para proteger la seguridad, 
la moral pública o los derechos fundamentales de las demás 
personas” .

No son nuevas estas garantías en el Ecuador. Desue la 
Constitución de 1830, al fundarse la República, hasta 
1896 se reconoció esta libertad, con diversos matices; en 
ese largo período de Estado Confesional se centraba la li­
bertad en un sentido de protección a la religión de los 
ecuatorianos que era también la religión de Estado. En la 
Carta de 1896 aparecen unas limitaciones sectarias y total­
mente contradictorias del sentido liberal que se quiso dar a 
esa Constitución, y las leyes que a continuación se dictaron 
lo mismo que las actuaciones de los gobiernos de esa época 
fueron totalmente contrarios a la libertad real, en nombre 
de una falsa concepción de la libertad. Así se llega en 1906 
a la nueva Constitución que habla solamente de “ libertad 
de pensamiento” , un concepto muy distinto de la verdade­
ra libertad de las conciencias y de la más amplia libertad de 
religión. Los atropellos contra la Iglesia, contra los creyen­
tes fueron violentos y graves a la par que muchas leyes tra­
taron de desvirtuar el sentido cristiano de la educación, de 
la familia, de la sociedad, violando así la libertad de con­
ciencia de las grandes mayorías nacionales.

Las Cartas de 1929, 1946, 1967 y 1978 han corregi­
do esos excesos y hemos llegado a la Constitución actual­
mente vigente, que recoge los logros de las anteriores en 
materia de libertad y está más de acuerdo con el pensa­
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miento del pueblo ecuatoriano y en mejor concordancia 
con los pactos internacionales suscritos por el Ecuador, 
principalmente, las Declaraciones Universal y Americana 
de Derechos Humanos.

La Iglesia, por su parte, ha sido desde su fundación la 
abanderada de la libertad y muchas veces mártir por defen­
der la libertad. Cuando en su propio seno han surgido des­
viaciones contrarias a la libertad, las ha condenado; así por 
ejemplo, ciertos abusos de quienes querían imponer el cris­
tianismo por la fuerza, fueron reiteramente condenados 
por varios Concilios y Pontífices. En nuestros días, el Con­
cilio Vaticano II ha vuelto a formular, en términos acordes 
con las circunstancias contemporáneas, el principio de la li­
bertad religiosa. Este no significa relativismo ni indiferen­
tismo (no es igual la verdad y el error), sino que postula el 
máximo respeto a la persona humana y sus convicciones; 
por esto, precisamente, ni el Estado, ni los medios de co­
municación, ni grupos de presión, etc., pueden violentar a 
los individuos para que abandonen su religión o la cam­
bien; todos ellos deben, más bien, respetarlas conviccio­
nes, favorecer su desenvolvimiento y manifestación, sin po­
ner ninguna traba.

El Estado respetuoso de la libertad de las conciencias 
debe, como lo ordena nuestra Constitución, fomentar el 
desenvolvimiento moral de las personas, y para ello debe 
remover lo que atenta contra la moralidad, lo que disuelve 
a las familias, lo que degrada a los individuos, y  debe pro­
porcionar los medios adecuados para que todos puedan vi­
vir su religión, sin hacer discriminaciones y sin atacar a 
ninguna religión.

Para los católicos, los actos de mayor importancia en 
su vida religiosa son los sacramentos, y por esto, ningún 
impedimiento u obstáculo debe haber en las leyes del Es­
tado que dificulte o retarde su celebración. De modo qué 
resulta absolutamente inconstitucional que la Ley de Re­
gistro Civil exija para la celebración del Bautismo y del 
Matrimonio, ciertos requisitos civiles. El Estado no puede 
inmiscuirse en materia religiosa, y mucho menos, no puede
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poner trabas para la celebración de los actos más sagrados 
de la religión de la gran mayoría de los ecuatorianos. Esas 
disposiciones, por inconstitucionales, por contrarias a la 
libertad, por contrarias a la Declaración de Derechos Hu- 

• manos de la ONU y la de la OEA suscritas por el Ecuador, 
deben considerarse írritas y convendría que expresamente 
se declaren derogadas.

El Modus Vivendi también garantiza la libertad reli- 
_ giosa, y por todo este cúmulo de razones, es de desear que 

se perfeccione la libertad en las leyes secundarias del Ecua­
dor, principalmente suprimiendo lo que resulta contrario a 
la conciencia moral de una inmensa mayoría de ecuatoria­
nos, com o lo que se acaba de mencionar sobre Matrimonio 
y Bautismo, y otros aspectos, como los de la enseñanza y 
la estabilidad familiar, de los que se tratará más adelante.

10.- Libertad de reunión y asociación

La Constitución de la República en el numeral 13 del 
art. 19 garantiza “ el derecho de asociación y de libre reu­
nión con fines pacíficos” . Estos aspectos concretos de la 
libertad tienen mucha importancia y adquieren especial re- 

E lieve en relación con la religión, puesto que ésta une a los 
' hombres y es fecunda en organizaciones sociales.

La libertad de reunión resulta indispensable para el 
ejercicio del culto público y  de este modo el precepto 
constitucional transcrito representa una valiosa garantía en 
el orden moral y religioso. Parecidas consideraciones —y 
aún de mayor importancia— pueden hacerse respecto de 
la libertad de asociación, que supone estructuras estables 
y permanentes que vinculan a los hombres para cumplir 
fines adecuados.

Ya se ha explicado que la Iglesia goza en el Ecuador 
por el Modus Vivendi, de plenas garantías para organizarse 
y desenvolver sus actividades propias. Estas garantias se 
coordinan perfectamente con el precepto constitucional de 
libertad de asociación.

199



Naturalmente, toda libertad tiene sus límites, y en es­
te caso, la Constitución señala la finalidad “pacífica”  co­
mo criterio para regular la libertad de asociación. En otros 
textos constitucionales del Ecuador se ha dicho “ asocia­
ción sin armas” . En uno y otro caso, se quiere significar 
que la asociación no puede ser subversiva ni poner en peli­
gro la paz y el derecho de lo demás. Las asociaciones reli­
giosa católicas, desde luego, se encuadran plenamente en 
ese marco de amor a la paz y de respeto del derecho ajeno. 
No podría decirse lo mismo de algunas sectas belicosas que 
se han introducido en el Ecuador y que desarrollan agresi­
vos planes divisionistas: en tal caso hay abuso de la libertad 
y correspondería al Poder Público impedir tales atropellos.

Las libertades de reunión y de asociación están tam­
bién garantizadas en el Ecuador por el Código Penal, que 
sanciona la “ conspiración”  (por ej. arts. 118,131 y 135), 
la reunión sediciosa (art. 142), las manifestaciones con ar­
mas (art. 154), la asociación para atentar contra las perso­
nas o propiedades (art. 369), o las molestias ocasionadas a 
las legítimas reuniones (arts. 604 numeral 53,606 n. 9 etc.).

La ley de Elecciones garantiza la libertad de asocia­
ción con fines políticos (art. 211). Pero esta libertad se res­
tringe con relación al clero, como también se restringe para 
los militares y para los extranjeros. Respecto de los sacer­
dotes y religiosos el Modus Vivendi establece que: “ La 
Santa Sede renueva sus órdenes precisas al Clero ecuatoria­
no a fin de que se mantenga fuera de los Partidos y sea ex­
traño a sus competiciones políticas” . El sacerdote y el reli­
gioso, por su misión pastoral en bien de todos, no pueden 
banderizarse por ningún partido. Quienes tienen que predi­
car la doctrina absoluta e infalible revelada por Dios, no 
pueden justamente con ella imponer sus opiniones sobre 
lo que es relativo y discutible, como es todo lo político. 
No pueden mezclar las opiniones humanas con la doctrina 
revelada, ni dar lugar a confusiones. Mucho menos, el ecle­
siástico no puede abusar de su autoridad moral para influir 
en cuestiones políticas, ya que ello sería un atropello con­
tra la libertad de las conciencias de los ciudadanos. Recor­
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demos, finalmente, que el Concilio Vaticano II ha puesto 
de relieve que corresponde a los seglares la edificación 
de las estructuras temporales.

Por otra parte, esa abstención de toda actividad polí­
tica, deja a los sacerdotes y religiosos en plena libertad de 
cumplir su misión: la de predicar el Evangelio, con todas 
sus consecuencias, también en el orden temporal. Procla­
mando la verdad eterna, se iluminan múltiples aspectos de 
la vida y se orientan cuestiones aún políticas; pero al dar 
los principios religiosos y morales, no se hace política par­
tidista.

El art. 1 de la Convención Adicional al Modus Viven- 
di declara: “ La Santa Sede y el Gobierno del Ecuador de­
jan constancia de que el art. 4 del referido Modus Vivendi, 
en nada menoscaba la plena e incontestable libertad que 
asiste al Clero para predicar, exponer y defender la doctri­
na dogmática y moral católica” .

Este principio se encuadra perfectamente dentro de 
las disposiciones constitucionales y permite las diversas for­
mas de difusión de la verdad religiosa, sea individualmente, 
sea a través de grupos y organizaciones, y también utilizan­
do los medios de comunicación colectiva. .... .

11.- Libertad de educación

La Iglesia en todos los tiempos ha sido la gran propul­
sora de la educación y la cultura; a ella se debe la creación 
de las primeras escuelas, colegios y universidades; a ella, la 
conservación de los valores culturales durante las invasio­
nes de los bárbaros a Europa; a ella, la difusión de los co­
nocimientos, las artes y los oficios en el Nuevo Mundo. En 
nuestra Patria el papel cultural y educativo de la Iglesia ha 
sido sobresaliente en las diversas épocas, aunque la protec­
ción jurídica de tan importantes tareas ha variado sustan­
cialmente según los tiempos.

Las últimas Constituciones han afianzado el deber y 
derecho fundamental de los padres para dar a sus 
hijos la educación que más les satisfaga. Al garantizar este
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derecho fundamental de los padres de familia, y juntamen­
te con él, el de asociación, se entiende que los padres pue­
den organizarse para establecer escuelas, colegios y univer­
sidades. Además, pueden confiar sus hijos a las obras edu­
cativas de la Iglesia, si ese es su deseo.

La Iglesia, por su parte, está garantizada en el aspecto 
educativo por el Modus Vivendi, que se halla en perfecta 
armonía con la Constitución y con las grandes Declara­
ciones de Derechos Humanos, la de la ONU y la de la OEA.

El concepto de “ laicismo” de la educación ha evolu­
cionado en el Ecuador. En las leyes de principios de siglo 
y en la práctica administrativa de las primeras décadas, se 
entendió la educación laica como una enseñanza que pre­
tendía una neutralidad en materia religiosa, neutralidad 
que por ser imposible, se resolvía en franca hostilidad, en 
concreto, contra la religión católica. Desde que la Consti­
tución de 1946 definió la enseñanza laica como aquella en 
que “ el Estado no enseña ni ataca religión alguna” , se ha 
ido comprendiendo más equitativamente el laicismo, como 
una actitud respetuosa, en la que se reconoce el derecho de 
los padres de familia y el derecho de la Iglesia, y dentro de 
ese respeto, el Estado debe cumplir su misión educativa de 
manera que no contradiga sino que apoye las convicciones 
de los padres de familia, y de manera que no perjudique a 
la labor educativa de la Iglesia. Esta actitud de respeto y 
coordinación produce óptimos frutos en la formación de 
los alumnos y asegura la paz social.

El apoyo del Estado a la educación particular se en­
causa principalmente mediante la aplicación del Decreto 
2129 del año 1963, por el que se debe subvencionar con el 
50 o/o de lo que el Estado gasta por alumno en sus propios 
planteles, a los alumnos de los particulares.

Además de esa ayuda obligatoria, hay otras subven­
ciones que suelen figurar en los Presupuestos del Estado, 
en favor de algunos establecimientos particulares, por ra­
zones especiales. Se favorece sobre todo a los de regiones 
fronterizas o aisladas, a los de educación popular y técnica.

Queda aún en pie el problema de muchos estableci­
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mientos que por ser gratuitos no reciben ayuda del Estado 
y que por sus escasos recursos propios pasan difíciles situa­
ciones.

También requiere una solución el problema de que 
aunque la población es mayoritariamente católica, sin em­
bargo los alumnos de los establecimientos del Estado no re­
ciben ninguna orientación religiosa conforme con su Fe, y 
los alumnos de estos planteles son como el 80 o/ode la po­
blación estudiantil. Sería justo, dentro de un régimen de li­
bertad, dar facilidades para que la Iglesia pueda organizar 
clases de religión en esos planteles y ofrecer este servicio, 
sin imponerlo a quienes no lo deseen.

12.- Régimen jurídico de la familia

En la primera etapa de vida republicana, la familia es­
tuvo fundamentalmente tutelada por el Derecho Canónico, 
al que se remitían expresamente las leyes civiles. El Con­
cordato de 1862 reforzó este sistema, que se mantuvo has­
ta la ruptura del mismo por parte del Gobierno del Ecua­
dor, que comenzó en 1899 y se consumió con la Constitu­
ción de 1906.

Durante esos años de la revolución liberal en sus ma­
nifestaciones más violentas, se dictaron la Ley de Matrimo­
nio Civil (1901 y entró en vigencia el 1 de enero de 1902) 
y sus sucesivas reformas que favorecieron el divorcio. Es­
tas leyes chocaron contra la conciencia reciamente católi­
ca del pueblo, pero terminaron por imponerse por la fuer­
za y por deformar lentamente esa misma conciencia. Los 
frutos de tal legislación estamos lamentando en el momen­
to presente: una gran descomposición de la familia, la di­
solución de muchos hogares, la horfandad voluntaria de 
millares de niños, y la propagación de las peores prácticas 
inmorales, que están debilitando la sociedad.

Desde la Constitución de 1929, sin embargo, los tex­
tos de las diversas Cartas Políticas hablan siempre de “ pro­
tección a la familia” , y también se menciona la “ protec­
ción al matrimonio”  Cierto que algunas medidas de seguri­
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dad social, el establecimiento del patrimonio familiar, la 
organización de los tribunales de menores, etc., en alguna 
forma realizan esos principios. Pero mientras el cáncer del 
divorcio carcoma la célula fundamental de la sociedad, to­
dos aquellos remedios serán insuficientes para sanar los 
males sociales.

Dentro del derecho de familia, la evolución del princi­
pio de igualdad sí presenta características positivas. Ya en 
1945 se declaró la igualdad fundamental de derechos de los 
cónyuges, pero no se llegó a dar la legislación secundaria 
apropiada para aplicar tan saludable principio. Fue a raíz 
de la Constitución de 1967, que nuevamente formuló el 
principio de igualdad de marido y mujer, que se obtuvo la 
reforma del Código Civil, mediante la Ley 256 promulgada 
el 4 de junio de 1970 y que aplicó adecuadamente el prin­
cipio de igualdad de los cónyuges y de igualdad de los hijos 
concebidos dentro y fuera de matrimonio. Algunas disposi­
ciones complementarias, principalmente el Decreto Inter­
pretativo promulgado el 10 de junio de 1977 han perfec­
cionado este aspecto del derecho familiar.

La actual Constitución reafirma la igualdad con las 
aplicaciones ya mencionadas. Además de esto, y de reiterar 
la protección debida al matrimonio y a la familia, la Carta 
Política de 1978, trae dos novedades: por primera vez se 
menciona la “paternidad responsable”  y se da valor jurídi­
co a “ la unión monogámica estable sin matrimonio” , es de­
cir al concubinato.

En cuanto a lo primero, la Constitución “ garantiza a 
los padres el derecho a tener el número de hijos que pue­
dan mantener y educar” . No caben, por tanto, imposicio­
nes por parte del Estado, y mucho menos por entidades o 
Estados extranjeros. Lo que el derecho natural proclama, 
lo que también las Declaraciones de Derechos Humanos 
consagran, lo recoge la Constitución del Ecuador en su 
art. 24.

En cuanto al reconocimiento de ciertos efectos jurídi­
cos para las uniones de hecho —concubinato—, también era 
razonable que la legislación previera una regulación adecua­

204



da. Desgraciadamente la Constitución formuló mal el prin­
cipio, ya que ordenó que la ley estableciera una situación 
en todo semejante a la del matrimonio. Esta equiparación 
no es justa para con las personas casadas y no resulta prác­
tica para proteger a quienes tienen una situación irregular. 
Lo normal y lo anormal no pueden equipararse de manera 
tan simplista, sin producir graves daños.

La Ley 115 promulgada en el Registro Oficial 399 de 
29 de diciembre de 1982 trata de aplicar y de corregir, a la 
vez, el precepto constitucional. Como se trata de un primer 
ensayo legislativo, y quizá no suficientemente madurado, re­
querirá sin duda de oportunas correcciones, para que los 
concubinos y sus hijos no queden sin la necesaria protec­
ción de la ley, y al mismo tiempo no sufra perjuicio la ins­
titución matrimonial que, com o verdadera base de la socie­
dad, merece el mayor respeto y garantías.

La misma Constitución atribuye al Consejo Nacional 
de Desarrollo la delicada atribución de “ fijar la política po- 
blacional del país, dentro de las directrices sociales y eco­
nómicas para la solución de los problemas nacionales de 
acuerdo a los principios de respeto a la soberanía del Esta­
do y de autodeterminación de los padres” . Estas directrices 
deben ser ejecutadas por los organimos públicos (art. 91) y 
tienen un valor meramente indicativo para los particulares. 
De todas maneras, aunque se deja a salvo el derecho primi­
genio y fundamental de los padres, no se debe olvidar que 
la intervención de un órgano del Estado en estas materias, 
tiene necesariamente que encuadrarse en los principios de 
la Moral, del Derecho Natural y del respeto a los Derechos 
Humanos, ampliamente formulados en las Declaraciones 
internacionales. Concretamente, en un país católico como 
el Ecuador, la política demográfica debe seguir las gran­
des orientaciones —llenas de justicia y de sentido humani­
tario— dadas por el Magisterio de la Iglesia.

No se puede terminar este punto dedicado brevísima- 
mente a los problemas familiares, sin señalar que la socie­
dad ecuatoriana requiere con urgencia que se ponga lími­
te a la disolución de los hogares por el divorcio. Si no se
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suprime del todo esta antinatural institución que contradi­
ce la estabilidad familiar, por lo menos se impone una drás­
tica disminución de las múltiples facilidades que nuestras' 
leyes dan para “ desunir lo que Dios ha unido” .

Una máxima reforma al respecto podría consistir en* 
dejar en libertad a los contrayentes para dar valor indiso­
luble a su vínculo matrimonial, en el orden civil; de modo 
que quien prefiera contraer matrimonio verdaderamente 
estable y garantizado así por la ley civil pueda hacerlo, sin 
que esto se imponga a nadie. Un régimen de máxima liber­
tad como el propuesto, se armonizaría con los principios 
constitucionales y satisfaría a la conciencia cristiana.

13.- La Beneficencia

Universalmente se reconoce que la Iglesia Católica 
ha sido la gran impulsora de las obras de caridad, como 
corresponde a la esencia misma de la doctrina que predi­
ca. Infinidad de iniciativas han surgido en diversos tiem­
pos y circunstancias, inspiradas en el ideal cristiano, para 
aliviar las enfermedades, la pobreza, el abandono de ni­
ños, ancianos, incapaces, etc.

En el Ecuador, desde la época colonial surgen hospi­
tales, como el de San Juan de Dios, el más antiguo de A- 
mérica, asilos, orfanatos, leprocomios y mil instituciones 
para aliviar los males de la humanidad, por obra, a veces 
de la jerarquía de la Iglesia, otras veces, de las órdenes y 
congregaciones religiosas o de seglares católicos.

Particular atención se dió siempre a los campesinos 
e indígenas, con diversas formas de contribución para su 
mejoramiento material y espiritual: doctrinas, misiones, 
fundación de pueblos, enseñanza de la agricultura, etc.

La legislación canónica y las resoluciones de varios 
sínodos y concilios, contribuyeron notablemente a cortar 
los abusos que se cometían contra los sectores más pobres, 
y a mejorar su condición económico-social a la par que se 
proveía a su elevación espiritual.
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Durante la primera época republicana, todo el que­
hacer benéfico se descargó sobre la Iglesia de modo prácti­
camente exclusivo. El Estado carecía de recursos, de expe­
riencia y de personal para asumir estas obras de misericor­
dia, y en cambio, la Iglesia que las había iniciado y mante­
nido, las continúo alentando como parte muy amada de 
su propia misión evangelizadora.

El Concordato de 1862 confirmó el derecho de la I- 
glesia para ocuparse de las obras de beneficencias y aseguró 
especiales garantías legales y desgravación de cargas fiscales 
con este objeto. Esta legislación estimulante se ha conser­
vado en el Ecuador, a pesar de los cambios políticos pro­
fundos, y aunque se desconoció en la peor época de perse­
cución religiosa, se volvió a establecer por el Decreto Ley 
de 29 de setiembre de 1937, y estas exoneraciones fiscales 
constan actualmente en la legislación (principalmente en el 
artículo 34 del Código Tributario).

La llamada Ley de Cultos de 1899 pretendió derogar 
unilateralmente lo establecido en el Concordato, y desco­
noció los derechos libertades de la Iglesia bajo el pretexto 
de “protegerla” , descendiendo así a detalles nimios en los 
que se quería hacer intervenir al Estado, pero ni áun esta 
ley arrebató a la Iglesia su función benefactora.

Fue la Ley de 1908 la que quiso sustituir el Estado a 
la Iglesia en la actividad de beneficencia, y para ello, atro­
pellando todo principio jurídico, negó el derecho de pro­
piedad a las Ordenes y Congregaciones religiosas y confis­
có sus propiedades, con el pretexto de mantener con ellas 
las obras de beneficencia. Para este efecto se crearon las 
Juntas de Beneficencia, a las que se atribuyeron los bienes 
eclesiásticos rurales. En algunos casos se extendió abusiva­
mente la confiscación a ciertas propiedades urbanas.

El efecto práctico de este atropello fue desastroso, ya 
que la burocratización de la caridad no mejoró los servi­
cios, sino que éstos decayeron, y las propiedades agrícolas, 
antes mediocremente cultivadas, en lo sucesivo fueron ex­
plotadas irracionalmente por los arrendatarios, los únicos 
que se beneficiaron con la confiscación.
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Ya hemos mencionado que el Modus Vivendi y la 
Convención Adicional remediaron la situación que se ha­
bía creado, permitiendo que el Estado pueda proceder ala 
parcelación de las fincas confiscadas y otorgando la Santa 
Sede condonación de los abusos cometidos por el Estado.

El Modus Vivendi reconoce expresamente la misión 
civilizadora y benéfica de la Iglesia, y en este Tratado inter­
nacional, el Estado y la Iglesia se obligan a mancomunar 
sus esfuerzos en favor del campesino, el indígena y el habi­
tante de las selvas.

El Gobierno Nacional ha celebrado también varios 
Convenios de colaboración con la Conferencia Episcopal 
Ecuatoriana,' dentro del espíritu y las disposiciones del 
Modus Vivendi, para llevar adelante programas de promo­
ción humana en los campos de la salud, la educación, la 
alimentación, las artesanías, el cooperativismo, etc.

Merece especial mención el caso de los cementerios, 
que por otra inicua disposición estatal del año 1900, se 
pretendió secularizar de modo total. De hecho, la fuerte 
convicción religiosa del pueblo ecuatoriano impidió la eje­
cución de ese atropello y se han conservado casi todos los 
cementerios diocesanos, parroquiales y conventuales. Han 
surgido también otros cementerios de carácter laico, pero 
en nada se ha podido limitar la libertad religiosa de ente­
rrar cristianamente a los difuntos, incluso en los cemente­
rios laicos. La reafirmación de la libertad religiosa median­
te el Modus Vivendi y por las declaraciones de derechos 
contenidas en las diversas Cartas Constitucionales, garanti­
zan este aspecto de trascendental importancia.

14.- Bienes eclesiásticos

La propiedad tiene íntima relación con el carácter de 
la persona que sea titular de ese derecho. Así sucedió que, 
mientras la Iglesia gozó en el Ecuador de la categoría de 
persona jurídica de Derecho Público, sus bienes sé regían 
por las normas propias del Derecho Público, y éste recono­
cía la plena vigencia del Derecho Canónico. De este modo,
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cuando se creaba una nueva persona eclesiástica, una Dió­
cesis o una Parroquia por ejemplo, bastaba con el Decreto 
canónico de erección y la adscripción de determinados 
bienes al nuevo organismo, sin necesidad de que se cum­
plieran otras formalidades civiles.

Cuando se creó el Registro de la Propiedad, no cam­
biaron sustancialmente las cosas, pero si una persona de 
derecho privado transfería bienes inmuebles a una entidad 
religiosa, entonces sí se debía inscribir en el Registro de 
la propiedad el correspondiente título.

Como los bienes eclesiásticos generalmente se conser­
van con gran estabilidad a través de los tiempos, puede su­
ceder que en la actualidad se encuentren muchas propieda­
des que no tengan títulos inscritos. No hay ninguna obliga­
ción de inscribirlos, mientras no se transmita la propiedad. 
Y para probar el dominio hay que tener en cuenta que se 
deben aplicar las leyes vigentes al momento de la adquisi­
ción y no las leyes actuales.

Por otra parte, está previsto en nuestra actual legisla­
ción el procedimiento que se ha de seguir para inscribir en 
el Registro de la Propiedad aquellos inmuebles que no lo 
estén. No hay sino que aplicar el artículo 728 del Código 
Civil.

Es, pues, un error grave —aunque se haya generaliza­
do—, el de pensar que si no hay títulos inscritos no hay 
propiedad, o que en tales casos se tenga que probar el ha­
berla adquirido por prescripción. Ciertamente algunas pro­
piedades pudieron haberse adquirido por prescripción, pe­
ro en tal caso o en cualquier otro modo de adquirir, no se 
requiere necesariamente que las propiedades se hallen an­
teriormente inscritas.

Se ha de tener en cuenta que las propiedades que no 
tienen otro dueño pertenecen al Estado, si son inmuebles. 
Pero es cosa muy distinta la de no tener títulos inscritos. 
Las propiedades muy antiguas generalmente no tendrán 
títulos inscritos, pero sí tienen dueño. Si se tratara de bie­
nes del Estado no serían prescriptibles, y si se pretende a- 
segurar el dominio de bienes eclesiásticos aduciendo que
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fueron bienes baldíos y que se adquirieron por prescrip­
ción, habría que probar que dicha adquisición se produjo 
antes de que se prohibiera la adquisición por prescripción 
de los bienes del Estado, es decir, antes de la vigencia de 
la Ley de tierras baldías del año 1926.

El Modus Vivendi reconoció nuevamente el pleno de­
recho de la Iglesia para poseer y ser propietaria de bienes 
de toda índole y reconoció el Decreto 212 anexo al Modus 
Vivendi, el derecho de la Iglesia sobre las propiedades que - 
poseía anteriormente. De esa manera se convalidaban los 
títulos que pudieran resultar de dudoso valor por haberse 
producido en la época de ruptura (de 1901 a 1937).

La Iglesia en la actualidad no tiene ninguna especial 
limitación respecto del derecho de propiedad, pero sí está ; 
sujeta a las regulaciones de la Ley de Reforma Agraria que : 
afectan a todas las personas jurídicas que no son de carác­
ter agrícola, y por consiguiente, no se pueden conservar . 
inmuebles rurales de más de siete hectáreas, puesto que la 
Iglesia no tiene fines agrícolas. Si se conservaran propieda­
des más amplias, serían expropiables, en su justo precio, 
como los de cualquiera otra persona jurídica no agraria.

Hay ciertos bienes sometidos a un régimen especial, -  
que son aquellos que forman parte del patrimonio cultural 
o artístico de la Nación. La Iglesia, indudablemente tiene  ̂
muchos bienes de esta categoría. Hay que entender bien 
la Ley: esos bienes no son del Estado, sino de sus respecti­
vos propietarios; lo que sucede es que se hallan sujetos a ' 
cierta vigilancia y restricciones en cuanto a su disposición. 
Estos bienes deben ser inventariados, como lo establece 
también el Modus Vivendi, y no pueden alterarse sin per­
miso de las autoridades que vigilan el Patrimonio Cultural 
de la Nación. Tampoco pueden enajenarse a favor de com­
pañías extranjeras o exportarse sin permiso.

En cuanto a las rentas, la Iglesia tuvo rentas públicas 
hasta la ruptura del Concordato. Actualmente no tiene nin- 

'guna renta pública, pero puede recibir toda clase de asigna- - 
ciones del Estado por los diversos conceptos por los cuales 
se destinan fondos públicos para actividades de educación,
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cultura, beneficencia u otros servicios de interés social o 
público. Además, naturalmente, la Iglesia puede invertir 
sus capitales en cualquier clase de empresas o actividades 
productivas; puede también recaudar contribuciones que 
ofrezcan los fieles, pero no puede hácerlo mediante proce­
dimientos coactivos tutelados o contemplados en el Dere­
cho del Estado.

15.- Estado Civil
Aunque el Estado ha establecido su propio sistema de 

Registro de los actos y hechos constitutivos o modificato­
rios del estado civil de las personas (desde 1901), sin em­
bargo continúa refiriéndose a los documentos eclesiásticos 
para este mismo efecto, con carácter supletorio.

El art. 351 del Código Civil dice. “ La edad y la muer­
te se probarán por las respectivas partidas de nacimiento o 
bautismo y defunción” .

Nótese que, al menos en nuestro medio, “partidas de 
bautismo”  solamente se confeccionan y conservan en la 
Iglesia Católica. La Ley civil se remite a éstas, no a cual­
quier documento religioso, como podría ser un acta de in­
corporación a otra religión: El Código reconoce así la reali­
dad social de que el pueblo ecuatoriano es un pueblo cató­
lico y de que en este territorio funciona un sistema eclsiás- 
tico digno de crédito, el de la Iglesia Católica.

En cuanto a las “ partidas de defunción” , el art. 351 
no menciona si se refiere a las del Registro Civil o a otras, 
por lo que debemos entender que se refiere a todas. Val­
drán, por tanto, también las partidas eclesiásticas de defun­
ción, a falta de las civiles.

El siguiente artículo declara que “ Se presumirá la au­
tenticidad y pureza de los documentos antedichos, si estu­
vieren en forma debida” . Esta presunción de autenticidad 
y pureza es propia de los documentos públicos, y se aplica 
por esta disposición de Código Civil tanto a las partidas 
del Registro Civil como a los documentos de la Iglesia Ca­
tólica: “ los antedichos documentos” , es decir todos los 
mencionados en el art. 351.
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También el Código de Procedimiento Civil contiene 
normas paralelas a las indicadas del Código Civil. Así el art. 
763 del Código Adjetivo dice: “ La edad y la muerte se pro­
barán por las respectivas partidas de nacimiento o de bau­
tismo y de defunción” .

Por esta razón, es frecuente que cuando se trata de 
hacer una inscripción tardía de nacimiento, matrimonio o 
muerte de una persona en el Registro Civil, los interesados a - 
cuden a su parroquia eclesiástica y solicitan las partidas ecle­
siásticas, que les sirven de base para obtener la inscripción 
civil. Se da incluso el caso de que, no existiendo partida 
eclesiástica, se proceda a una declaración juramentada de 
testigos ante la autoridad eclesiástica para realizar la ins­
cripción tardía del respectivo hecho o acto en el registro 
religioso, y luego sirve éste para la inscripción civil.

Ya conocemos, sin embargo, que la Ley de Registro 
Civil ha querido alterar profundamente el orden natural de 
las cosas y establece que la inscripción del nacimiento y la 
del matrimonio deberán preceder a las ceremonias religio­
sas correspondientes, salvó peligro de muerte. Y se sancio­
na a los ministros del culto con multa de mil a cinco mil 
sucres, en caso de contravención (art. 23 de la Ley de Re­
gistro Civil). En forma parecida, se prohíbe la inhumación 
de un cadáver sin la previa inscripción de la defunción.

Estas normas son contrarias a la Constitución de la 
República, que garantiza la libertad religiosa, mientras que 
aquí se supedita el ejercicio del culto religioso al cumpli­
miento de requisitos civiles, lo cual es absolutamente 
.inadmisible.

La inconstitucionalidad de tales reglas resalta si se 
considera que suponen también una discriminación religio­
sa: se dirigen contra los cristianos, contra quienes tienen 
“ Bautismo” , y contra quienes consideran el Matrimonio 
como un sacramento. Los individuos de otras religiones no 
tienen estas trabas legales, porque no tienen bautismo o no 
cosideran el matrimonio como un acto religioso. Luego la 
Ley discrimina a las personas y pone a unas en peor situa­
ción que otras, ataca la libertad de conciencia concreta­
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mente de los cristianos, y principalmente de los católicos.
Las reglas del Registro Civil ya mencionadas van tam­

bién en abierta contradicción con lo solemnemente estable­
cido en el Tratado Internacional celebrado con la Santa Se­
de, en el Modus Vivendi de 1937, que garantiza a la Iglesia 
la libertad de acción dentro de la esfera de su competencia, 
y es evidente que la esfera de competencia más propia de la 
Iglesia es la de la celebración de los sacramentos. Sin em­
bargo la Ley de modo injusto y contrario al Derecho Inter­
nacional, restringe la libertad de celebrar los sacramentos 
del Bautismo y el Matrimonio.

Hay también flagrante oposición entre esas disposicio­
nes del Registro Civil y las Declaraciones Universal y Ame­
ricana de los Derechos Humanos; declaraciones suscritas 
por nuestro País y que obligan intemacionalmente al Ecua­
dor.

Tales disposiciones no son más que un rezago de anti­
guos sectarismos que vergonzosamente subsisten después 
de tantos años de superadas las luchas religiosas en nuestro 
país, y por el honor nacional deberían suprimirse cuanto 
antes, por su inconstitucionalidad e injusticia.

A veces se pone com o pretexto para conservar esas 
antiguallas, que si no se exige así la inscripción en el Regis­
tro Civil, muchos ciudadanos no cumplirían con esos debe­
res. Pero esta razón nada prueba, porque no se puede em­
plear medios anticonstitucionales, injustos y represivos de 
la justa libertad, para lograr un objetivo que debería alcan­
zarse simplemente con una buena organización administra­
tiva y usando los medios de coerción con los que cuenta el 
Estado, sin necesidad de recurrir al apoyo de la Iglesia. O 
bien, podría contarse también con la colaboración de la 
Iglesia, concordando con ella una forma racional de cola­
boración, pero no imponiendo esa intolerante restricción 
de la libertad religiosa.

Bien podría, por ejemplo, establecerse de común a- 
cuerdo entre el Estado y la Iglesia, que los Párrocos pasen 
úna lista mensual de los Bautismos, Matrimonios y defun­
ciones al Registro Civil, o bien que las partidas eclesiásti­
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cas tengan igual valor que las civiles, o cualquiera otra de 
las formas de colaboración que existen hoy en muchos paí­
ses del mundo.

La disposición Transitoria Ira. de la Ley de Registro 
Civil dice: “ Los nacidos antes del 1ro. de enero de 1901 y 
que vivan en la actualidad, tendrán derecho a que se inscri­
ba su nacimiento conforme a los datos de la partida bau­
tismal que deben presentar. Los datos sobre los cuales no 
haya constancia en la partida bautismal, se podrán justifi­
car con prueba instrumental” . Esta norma, bien podría am­
pliarse a todo caso de inscripción tardía, y elevarse a nor­
ma general; así se suprimirían las molestias discriminatorias 
antes mencionadas.

16.- Relaciones Laborales y Seguridad Social

La Constitución de la República en el art. 19 garanti­
za la libertad de trabajo, comercio e industria, con sujeción 
a la ley. Esta garantía excluye toda discriminación por mo­
tivo de raza, religión, etc. Cuestión muy diversa es la de la 
exigencia de una adecuada capacitación para el ejercicio de 
ciertas artes o profesiones, como las de médico, abogado, 
etc. No resulta, pues, lógico que la Ley Orgánica de la Fun­
ción Jurisdiccional prohiba el ejercicio de la abogacía a los 
eclesiásticos.

Por lo demás, los sacerdotes y religiosos pueden en el 
Ecuador desenvolver con toda libertad su trabajo propio de 
eclesiásticos, y pueden también ser empleados u obreros, es 
decir, someterse a las regulaciones del Código del Trabajo 
estableciendo una relación específica de dependencia labo­
ral. Esto último puede más bien estar limitado por disposi­
ciones del Código Canónico o por prohibiciones del Obispo 
del lugar.

Ahora bien, hay que tener en cuenta que el sacerdote 
o religioso que realiza sus propias funciones en favor de la 
Diócesis, la Parroquia u otra entidad religiosa, no tiene por 
esto relación laboral. Su trabajo, en este caso, no se regula 
por el Código del Trabajo, porque su relación no es la típi­
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ca relación de dependencia laboral, sino un servicio pasto­
ral, caracterizado por el desinterés e impregnado de caridad 
cristiana. La jurisprudencia de la Corte Suprema ha recono­
cido este criterio en numerosas sentencias.

Otra peculiaridad jurídica se refiere a las entidades e- 
clesiásticas que desarrollen una actividad económica: tal 
trabajo no tiene carácter de empresa lucrativa, porque pre­
cisamente las personas eclesiásticas no tiene finalidad de lu­
cro,. y por tanto no pueden repartir utilidades. Si hay sal­
dos positivos en esas actividades, hay igualmente la obliga­
ción de invertirlos en las finalidades religiosas, culturales, 
benéficas, etc., y por tanto, no se hallan sometidas a las re­
glas ordinarias que rigen a las empresas lucrativas. Una con­
secuencia importante deriva de esto: tales actividades eco­
nómicas no pueden tener utilidades y tampoco pueden re­
partir utilidades ni dar participación de ellas a los obreros.

Se ha extendido el Seguro Social a favor de los sa­
cerdotes diocesanos por el Decreto 343, publicado en el 
Registro Oficial 685 de 7 de febrero de 1966; este Decreto 
fue reemplazado muy pronto por el Decreto 1407 publica­
do en el Registro Oficial 339 de 18 de mayo de 1977 que 
reestructuró este seguro especial y señaló como fecha ini­
cial para la afiliación del Clero al Seguro Social el 1 de ene­
ro de 1967. Se concedió que durante los primeros diez a- 
ños, a partir de esa fecha, se pudieran realizar aportaciones 
duplicadas y computar el tiempo de afiliación también por 
el doble del tiempo; de esta manera se facilitaba la jubila­
ción de sacerdotes ancianos. Por reformas posteriores se ha 
alcanzado una equiparación prácticamente total del seguro 
del Clero al Seguro general.

Aunque los sacerdotes no son empleados de las Dióce­
sis, las aportaciones y los trámites se hacen a través de las 
respectivas oficinas diocesanas.

Hay que mencionar también que existe una disposi­
ción especial para los trabajadores de la Iglesia, tales como 
sacristanes, maestros de capillas y otros similares. Estos se 
hallan sujetos a la afiliación obligatoria y están protegidos 
por el Seguro, solamente si trabajan noventa o más horas
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por mes. Así lo estableció el Decreto 1362 de 24 de octu­
bre de 1966.

17.- Atención religiosa a las Fuerzas Armadas

El género de vida, la especial disciplina y los singula­
res servicios que prestan los ciudadanos en las Fuerzas Ar­
madas y en la Policía Nacional, requieren de una especial 
atención pastoral, que ha sido normalmente ejercida por 
capellanes especiales. En el siglo pasado, la Santa Sede so­
lía designar al Arzobispo de Quito como Delegado Cas­
trense, para que organizara este servicio en toda, la Repú­
blica, y para^ello le confería atribuciones y privilegios. Con 
la ruptura del Concordato y de las relaciones entre Iglesia 
y Estado, quedaron los militares sin atenc../' pastoral 
organizada; solamente en casos excepcionales, por iniciati­
va de algunos Oficiales, se contó con la labor apostólica 
de un sacerdote en tal o cual cuartel.

En 1941 se crearon capellanías militares en las pobla­
ciones fronterizas de El Oro y de Loja, por Decreto 788 
publicado en el Registro Oficial de 12 de setiembre de a- 
quel año. En la región Amazónica, las diversas Misiones ca­
tólicas, de varias Ordenes y Congregaciones religiosas, han 
atendido espiritualmente a los campamentos militares ve­
cinos.

El 3 de agosto de 1978 se suscribió el Acuerdo solem­
ne entre el Gobierno del Ecuador y la Santa Sede para re­
gular la asistencia religiosa de las Fuerzas Armadas y la Po­
licía. Resulta muy significativo el hecho de que este Trata­
do fuera celebrado precisamente cuando gobernaba al E- 
cuador una Junta Militar, compuesta por los más altos Je­
fes de cada Arma. Como es igualmente notorio el hecho de 
que la aprobación legislativa se ha producido cuatro años 
más tarde, ya en régimen constitucional, el 12 de agosto 
de 1982, con la votación unánime de la Cámara Nacional 
de Representantes.

Realizado el canje de ratificaciones, el Presidente de 
1a. República, Dr. Oswaldo Hurtado Larrea expidió el De­
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cretó 1311, publicado en el Registro Oficial 372 de 19 de 
noviembre de 1982, por el cual se aprueba el Tratado y en 
consecuencia entra en vigencia en el Ecuador, juntamente 
con las notas reversales, anexas al mismo, que precisan su 
contenido.

En Convenio está inspirado en un espíritu de servicio 
y  de libertad. No se trata de imponer ninguna práctica re­
ligiosa a nadie; mucho menos, no se atenta contra el carác­
ter aconfesional de las Fuerzas Armadas. Simplemente, la 
Iglesia proporciona un servicio religioso a favor de los ca­
tólicos que integran las Fuerzas Armadas y la Policía y 
que deseen aprovechar de tal servicio. En forma parecida 
a como una Diócesis, significa una porción de la Iglesia, 
atendida pastoralmente por un Obispo y su Clero, sin que 
por ello se imponga a los habitantes de esa zona la religión 
católica, así mismo, el Obispo Castrense y sus Capellanes 
dan una especial atención pastoral para los individuos de 
la Fuerza Pública que deseen recibir los servicios religio­
sos.

El Acuerdo, incluso deja a salvo de modo expreso, el 
derecho del Gobierno para celebrar parecidos acuerdos 
con representantes de otras religiones, si hubiere lugar a 
ello. (Notas reversales de enero de 1982, No. 5).

Otra característica del Acuerdo consiste en que el O- 
bispo Castrense (entonces llamado Vicario Castrense), y 
sus Capellanes, no tendrán grados militares (al contrario 
de lo que sucede en muchos países), y conservarán su ca­
rácter plenamente eclesiástico, prohibiéndoseles de modo 
expreso el inmiscuirse en cualquier cuestión militar, políti­
ca o administrativa. (Notas reversales de enero, N. 4).

Todos los sacerdotes que han de prestar los servicios 
castrenses serán de nacionalidad ecuatoriana (Cartas rever­
sales de enero, No. 2).

La erección del Vicariato Castrense correspondía rea­
lizar a la Santa Sede, y se prevé en el Convenio la aplicación 
de las Normas canónicas entonces vigentes, que eran las de 
la Instrucción “ De Vicariis Castrensibus ”  de 23 de abril de 
1951. Tenemos de este modo, una expresa remisión al De­
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recho Canónico, que reafirma su vigencia en el Ecuador. 
Posteriormente el Santo Padre dictó la Constitución Apos­
tólica “ Spirituali Militum Curae” , que^da las normas gene­
rales para los Ordinarios u Obispos Castrenses. El Obispado 
Castrense o Militar del Ecuador fue erigido por el Papa 
Juan Pablo II el 30 de marzo de 1983, y el Santo Padre 
procedió a nombrar el primer Obispo Castrense el día 5 de 
agosto de ese mismo año.

El nombramiento del Obispo Castrense debe hacerlo 
la Santa Sede, previo acuerdo con el Gobierno del Ecuador 
(art.3).

Se reconoce una especie de fueron especial mixto pa­
ra los miembros del cuerpo castrense, por cuanto, si alguno 
cometiere una falta que deba ser sancionada, se establece 
que “ las autoridades militares resolverán de acuerdo con el 
Vicario Castrense, sobre el lugar y forma más conveniente 
para que el acusado cumpla la sanción que dichas autorida­
des le impongan” , (art. 6).

La jurisdicción del Obispo y Capellanes castrenses se 
extiende a los miembros deí Ejército, la Armada, Fuerza 
Aérea y Policía en servicio activo, incluyendo los auxiliares 
y empleados, sus familiares y sus domésticos, que convivan 
con ellos en los establecimientos militares. La jurisdicción 
del Obispo Castrense es cumulativa con la de los Ordina­
rios Diocesanos, (art. 7)

El Obispo dirigirá toda la labor pastoral correspon­
diente y realizará las visitas a los diversos lugares en donde 
resida el personal (art. 8).

El Convenio considera también la exención del servi- 
ció militar obligatorio, para los seminaristas, novicios, clé­
rigos y religiosos. Esto se regula más detalladamente en las 
Cartas reversales, y se expondrá en el punto siguiente.

18.- Servicio Militar Obligatorio

La Constitución de la República dice: “ Art. 134. El 
servicio militar es obligatorio en la forma que determina la
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ley” . Y agrega en el art. 135: “ Los ecuatorianos y los ex­
tranjeros están obligados a cooperar para la seguridad na­
cional, de acuerdo con la ley” .

La obligación es, pues, amplia, pero puede circunscri­
birse y precisarse por medio de la ley. Efectivamente, la 
Ley de Servicio Militar Obligatorio establece la calificación 
(art. 11), ya que se descarta del servicio a quienes no sean 
idóneos; luego, el sorteo (art. 14) que hace efectivo el lla­
mamiento sólo a una proporción más bien pequeña, de en­
tre los idóneos. Así, aunque en teoría todo habitante del 
Ecuador estaría obligado, solamente unos pocos ecuatoria­
nos son efectivamente llamados.

Además, la Ley establece algunas excensiones: a) el 
hijo varón, sostén de familia; b) los casados antes de la cali­
ficación; c) los que ya hubieren servido en la tropa; d) los 
inhábiles.

La misma Ley, finalmente, dispone que el Reglamen­
to ha de precisar lo relativo a exoneraciones del servicio; de 
m odo que existe la flexibilidad suficiente para que el pre­
cepto constitucional se aplique de modo razonable. Es evi­
dente, por ejemplo, que no cabría llamar al servicio militar 
obligatorio a los altos Magistrados del país, en ejercicio de 
su cargo o a quienes por su profesión (por ejemplo médi­
cos, ingenieros, enfermeros, etc.) podrían prestar servicios 
más importantes para la misma defensa del país. Esta últi­
ma consideración vale también para los eclesiásticos, cuya 
formación y capacidad de servicio les hace especialmente 
aptos para la atención espiritual y por tanto, para mejorar 
la moral y disciplina de las Fuerzas Armadas, antes que pa­
ra prestar un servicio militar ordinario. Por esta razones, el 
Acuerdo de 1978, concedió las exoneraciones para los sa­
cerdotes y religiosos y también para quienes se preparan 
para serlo, es decir, para los seminaristas y novicios.

El Acuerdo distingue el tiempo de paz y el tiempo de 
guerra o de movilización general. La exoneración es muy 
amplia, comprende a todos los mencionados, en tiempo de 
paz; pero en tiempo de movilización general se restringe a 
los Ordinarios (Obispos y quienes se asimilan a ellos), sa­
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cerdotes con cura de almas y los que están al servicio de las 
Curias Diocesanas y Seminarios (art. 10 del Acuerdo).

Posteriormente en las dos cartas reversales —de enero 
y de junio de 1982—, se volvió a tratar sobre estas exonera­
ciones. En las primeras solamente se dijo que: “ El inciso 
primero del art. 10 del Acuerdo, será objeto de la regla­
mentación respectiva” , con lo cual se quería significar que 
lo mencionado en el segundo inciso del art. 10 quedaba in- 
tocado, es decir, que se respetaría totalmente la exonera­
ción en favor de los Ordinarios y demás personas que allí 
se mencionan; solamente cabría reglamentar lo relativo a 
los otros exonerados.

En las segundas cartas reversales —de julio de 1982—, 
se dice: “ lo . Las Altas Partes entienden el art. 10 del A- 
cuerdo en el sentido de que “ Los Clérigos, Seminaristas, 
Novicios, Religiosos y Sacerdotes en edad militar, se sujeta­
rán a las leyes de la República en lo que al servicio militar 
se refiere, considerando el estado eclesiástico o religioso” .

Esta aclaración se ha de entender en relación con lo 
dispuesto en las primeras cartas reversales, es decir, que ha­
brá que proceder a reglamentar la exoneración prevista en 
el art. 10 del Acuerdo.

En los tres textos, en definitiva, se establece: lo . Que 
se respetarán las leyes; 2o. Que se reglamentará el servicio 
militar de los eclesiásticos de un modo adecuado a su con­
dición; 3o. Que se tendrá en cuenta su estado eclesiástico o 
religioso, para determinar la exención del servicio. Las tres 
cosas son evidentes, y fáciles de realizar, porque, como he­
mos expuesto, la ley es flexible y permite regular las exo­
neraciones por medio de reglamento. Se trata, pues, de 
precisar en el reglamento la forma de hacer eficaces las 
exoneraciones previstas en el Acuerdo que también es una 
Ley de la República.

Debe también tomarse en cuenta la Ley de Seguridad 
Nacional cuyo artículo 84 establece: “ Los ecuatorianos 
que cumplan 19 años de edad y que habiéndose presenta­
do al sorteo no hubieren sido favorecidos de acuerdo con 
la Ley de Servicio Militar obligatorio, integrarán las Unida­
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des Auxiliares de Defensa Civil en el lugar de su residencia, 
de acuerdo al llamamiento por el tiempo y en la forma es­
tablecida en el Reglamento” . Aquí se reafirma la posibili­
dad de que muchos ecuatorianos no estén obligados al ser­
vicio militar y que presten otros servicios “ civiles”  en lugar 
de los militares. También se insiste en que el Reglamento 
ha de regular tales situaciones. Exactamente esto es lo que 
se requiere ahora para cumplir el Acuerdo con la Santa 
Sede: proceder a elaborar el Reglamento, que aplique las 
leyes de la República, entre las que se debe incluir al mis­
mo Acuerdo de 3 de agosto de 1978 con su art. 10, que re­
conoce muy razonables exoneraciones.

19.- Régimen fiscal y tributario

Al momento de la Independencia, la Iglesia contaba 
con los ingresos por diezmos y primicias. Ambos graváme­
nes afectaban a la agricultura, que era la fuente principal 
de la economía en este país. La situación no cambió sus­
tancialmente con el nacimiento del nuevo Estado. El Go- 
bimo recaudaba esos ingresos y los compartía con la Igle­
sia. Aunque el Concordato no reguló definitivamente la 
proporción del reparto, puso las bases para ello, y poste­
riormente se celebraron varios acuerdos al respecto. Final­
mente, en 1899 el Estado desconoció unilateralmente esos 
acuerdos y se apoderó de las rentas eclesiásticas, provocan­
do con esta medida y  otras actitudes sectarias, el rompi­
miento con la Iglesia.

La situación económica se agravó con el atropello 
producido por la confiscación de los bienes rurales de las 
órdenes y congregaciones en 1908. Para compensar, el Es­
tado estableció una pensión mínima en favor de los reli­
giosos privados de sus bienes; pero estas pensiones alimen­
ticias insignificantes ni siquiera se hicieron efectivas en 
muchos casos, pues los mismos religiosos se negaron a tan 
injurioso tratamiento.

El Modus Vivendi y la Convención Adicional estable­
cieron que el Estado pagaría una indemnización de un mi­
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llón y medio de sucres y que la Santa Sede condonaba to­
do lo debido por las expropiaciones y por las pensiones no 
pagadas. En esta forma se pacificó un asunto muy desagra­
dable y se aseguró para lo futuro una situación de entera 
independencia económica de la Iglesia y de sus institucio­
nes.

Ya hemos indicado, por lo demás, que la Iglesia y sus 
organizaciones pueden desarrollar actividades económicas, 
sin finalidad lucrativa, sino para obtener los medios necesa­
rios o convenientes para sus actividades, es decir para inver­
tir en sus fines propios las eventuales utilidades que obten­
gan. También pueden recibir toda clase de donativos, he­
rencias, subvenciones, etc. El mismo Estado hace abundan­
tes subvenciones a obras misioneras, educativas, benéficas, 
etc. de la Iglesia, y son numerosos los convenios de colabo­
ración especial entre Estado y organizaciones eclesiásticas, 
en los que se establece también el apoyo económico del 
Estado para esas actividades.

Por otra parte, el Estado reconoce exoneraciones de 
impuestos a favor de las entidades eclesiásticas y sobre to­
do para las actividades culturales, educativas y benéficas, 
que, muchas veces desarrollan estas personas jurídicas ecle­
siásticas.

La exoneración más general es la contenida en el art. 
34 del Código Fiscal. En su numeral primero, se refiere a 
las entidades “ de derecho privado con finalidad social o 
pública” . Esta denominación pertenece a la Constitución 
de 1946, que ya no está vigente, y por tanto debe interpre­
tarse más bien según el tenor literal y así, razonablemente 
se aplica a las entidades eclesiásticas, que siendo de Dere­
cho Especial, no pertenecen al Derecho Público y se asimi­
lan más bien a las de Derecho Privado pero con la especial 
consideración a su finalidad de servicio público y de inte­
rés público, que justifica la exoneración de impuestos.

Además, el inciso 4o. del mismo art. 34 del Código 
Fiscal, exonera de impuestos a “ Las instituciones y asocia­
ciones de carácter privado, de beneficencia o educación, 
constituidas legalmente, siempre que sus bienes o ingresos
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se destinen a los mencionados fines y solamente en la par­
te que se invierta directamente en ellos” . A esta disposi­
ción específica, pueden acogerse muchos establecimientos 
religiosos de beneficencia o de educación.

Otras exoneraciones específicas se encuentran en las 
respectivas leyes tributarias, así, respecto del impuesto a la 
renta, se reconocen en el art. 38 de la Ley, entre otras exo­
neraciones, las de las personas jurídicas privadas de finali­
dad social o pública, que ya hemos indicado, que abarcan 
a la Iglesia y sus instituciones. Aún más específicamente, 
en el literal p) de dicho artículo, se exonera a “ las rentas 
que reciban las instituciones religiosas por los servicios o 
funciones de culto, así como las rentas percibidas por los 
conventos de religiosas enclaustradas” . Y en el literal q) te­
nemos: “ Las rentas percibidas por instituciones de asisten­
cia o beneficencia particular o de educación pública o pri­
vada gratuitas, siempre que fueren personas jurídicas con 
estatutos aprobados por la Función Ejecutiva” , lo cual se­
rá aplicable a muchas instituciones eclesiásticas.

Por otra parte, la Ley de Impuesto a la Renta favore­
ce también a la educación, la cultura, la beneficencia y 
otros fines sociales análogos, permitiendo que se deduzca 
del monto de las utilidades, para el pago del impuesto a la 
renta, las asignaciones, donativos y subvenciones que otor­
guen las empresas comerciales, industriales, agrícolas, etc., 
a favor de instituciones dedicadas exclusivamente al bene­
ficio social o público (art. 46).

En la Ley de Impuesto a las Herencias, Legados y Do­
naciones, se exoneran de la carga tributaria a las asignacio­
nes y donaciones que se hicieren a los establecimientos de 
educación, de asistencia o de beneficencia, de derecho pri­
vado, siempre que tengan estatutos aprobados legalmente, 
(art. 18 literal c).

También se exoneran de este impuesto “ las asignacio­
nes y donaciones que tuvieren por objeto la fundación de 
establecimientos educativos o de beneficencia.

La Ley de Régimen Municipal exonera del Impuesto 
Predial Urbano a “ Los templos de todo culto religioso, los
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conventos y casas parroquiales y las propiedades urbanas 
de las misiones religiosas establecidas en la Región Orien­
tal, siempre que estén en el asiento misional. También es­
tán exonerados los predios que pertenecen a instituciones 
de beneficencia o asistencia social o educación gratuita,' 
siempre que sean personas jurídicas y que los edificios y 
sus rentas estén dedicados exclusivamente a esas funciones! 
(art. 331).

Para el Impuesto Predial Rústico, existen análogas - 
exoneraciones a las del Predial Urbano.

El Impuesto de Alcabala, que se paga por los contra­
tos de compra-venta de inmuebles y otros contratos simila­
res, también está exonerado en favor de las donaciones a 
instituciones de beneficencia o educación particular (art. 
358).

El art. 370 de la misma Ley de Régimen Municipal 
exonera del impuesto de Registro, a los mismos actos que 
están exonerados del impuesto de alcabala. Igual cosa suce­
de con la contribución especial por obras de infraestructu­
ra que producen plusvalía en los predios (Cfr. Art. 34 Có­
digo Tributario y 103 de la Ley de Régimen Provincial, a la 
luz de la historia de la ley).

Finalmente hay algunas rebajas en tasas, como las de 
servicios de luz y agua potable, que solamente deben pagar-" 
se en el 50 o /o  por parte de entidades de educación gratui­
ta; o la tasa de utilización de aeropuertos, que no deben 
pagar las aeronaves destinadas exclusivamente a misiones 
de evangelización en el Oriente Ecuatoriano (Ley de Avia­
ción Civil, art. 15). Por la utilización de radiofrecuencias 
por parte de estas misiones, se cobra también una tasa re­
ducida.

Todos los beneficiarios de ayuda financiera del Esta­
do quedan sometidos a la vigilancia de la Contraloría, pero 
solamente en lo que se refiere al monto de la asignación 
que hayan recibido del Estado (Ley de Administración Fi­
nanciera y Control, art. 243), lo cual deben tener en cuen­
ta las numerosas entidades eclesiásticas que tienen asigna­
ciones presupuestarias.
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20.- Algunas disposiciones penales y procesales

No desconoce el Código Penal ecuatoriano el factor 
religioso, sino que lo toma en cuenta para configurar varios 
delitos, o para considerar circunstancias agravantes. El Có­
digo protege los valores morales y religiosos, principalmen­
te la libertad religiosa y hace frecuentes referencias al culto 
legal, y así, hay referencias a “ cultos permitidos”  y “ cultos 
tolerados” , lo que no se coordina con el actual sistema le­
gal que no establece esas calificaciones.

También se puede acusar a la ley penal de ciertas de­
ficiencias, porque no considera algunas cuestiones que de­
bería tener en cuenta: por ejemplo, no se tipifica el delito 
de sacrilegio, la profanación de objetos o lugares sagrados, 
etc., aunque se castigan ciertas conductas parecidas, en 
cuanto ofenden a las convicciones religiosas de las personas.

Sería igualmente deseable que el Código se refiriera ex­
presamente al secreto sacerdotal y que dejara muy claro 
que el sacerdote no puede ser obligado a declarar sobre 
ninguna cosa que sepa por razón de su ministerio y sobre 
todo, por la confesión sacramental. Cierto que el art. 284 
resguarda en general al secreto profesional, dentro del cual 
podría considerarse incluido el secreto profesional del sa­
cerdote, pero, es evidente que sería preferible una especial 
referencia a este altísimo ministerio y este sacratísimo se­
creto. .

Muy razonable sería que, en caso de haber cometido 
algún delito, el sacerdote o el religioso cumplieran su pena 
en algún lugar adecuado a su condición eclesiástica, tal co­
mo se prevé en el Acuerdo de 1978 para establecer la Vica­
ría Castrense —hoy, Obispado Castrense—. Esta norma de­
bería extenderse a todo eclesiástico, de manera parecida a 
como los militares cumplen sus penas en sus propios recin­
tos militares.

Muchos detalles de índole penal que atañen a la reli­
gión, sus ministros, sus ceremonias o sus cosas sagradas, se 
relatan en mi libro “ Derecho Eclesiástico Ecuatoriano” , al 
que me remito. En él pueden encontrarse mayores precisio­
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nes sobre otros aspectos civiles, fiscales y administrativos 
que no he querido reproducir en este capítulo.

Un asunto que merece especial mención es el relativo 
a los cementerios. El Código Penal castiga a “ La autori­
dad civil o eclesiástica que negare sepultura a un cadáver, 
en los cementerios públicos, alegando motivos religiosos” . 
Este artículo, además de aclarar que existen cementerios 
públicos y privados, sanciona como delito solamente la ne­
gación de sepultura en los públicos; pero nada impide para 
negar la sepultura en un cementerio privado, por motivos 
religioso: no se puede exigir que se entierre a un católico 
en cementerio judío, o viceversa, etc., sin son privados, 
porque esa privacidad da derecho al uso por parte de Un 
grupo o conjunto de personas determinadas y no por parte 
de otras.

En materia procesal sería también deseable completar 
la legislación con algunas disposiciones que contemplen 
adecuadamente la situación de los eclesiásticos. A penas si 
tenemos una disposición por la cual los Obispos, Arzobis­
pos y Cardenales, como el Presidente de la República y o- 
tros altos Magistrados, pueden rendir declaración en juicio, 
mediante informe escrito con juramento; esta disposición 
fue introducida por el Decreto Supremo 3070 promulgado 
en el Registro Oficial de 20 de diciembre de 1978.

Como resumen final, cabe decir que la legislación 
ecuatoriana trata abundantemente sobre los temas religio­
sos y que, en general, resuelve los problemas con sentido 
de equidad y procurando una cierta armonía con el Dere­
cho de la Iglesia, pero que quedan rezagos de épocas de 
sectarismo que dañan este hermoso y bieñ equilibrado con­
junto: una revisión prolija permitiría mejorar y completar 
todo el sistema y hacerlo más acorde con la realidad ecua­
toriana, que es la de un pueblo profundamente cristiano y 
religioso.
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CONCLUSIONES



Resumiendo el trabajo realizado, pudo afirmar las 
siguientes conclusiones:

I.- El Modus Vivendi ha inaugurado un nuevo período 
en la historia de las relaciones entre la Iglesia y el Ecuador; 
período que se caracteriza por la separación legal de los 
dos poderes, —continuando laico el civil—, y la coordina­
ción de los mismos en una serie de materias concretas, es­
tando además, obligados (artículo 1 y 9 del M. V.) a resol­
ver “ cualquier otro asunto que les interese recíprocamen­
te”  por medios amistosos, asignando a cada una de las Par­
tes lo que le corresponde “ dentro de su esfera propia” . El 
Modus Vivendi, es pues, no solo un acuerdo y solución de 
los actuales problemas, sino un programa: un instrumento 
destinado a desarrollarse, a completarse, por nuevos acuer­
dos realizados según su espíritu y sus disposiciones.

II.- No hay propiamente ninguna contradicción entre 
las normas concretas del Tratado y de las leyes ecuatoria­
nas; pero el espíritu general de la legislación civil está ins­
pirado en principios diversos; una perfecta aplicación del 
Modus Vivendi, que le haría producir todos sus frutos, re­
queriría pues, no pocos cambios en el sistema jurídico del 
Estado. Algunos de estos cambios se han realizado ya, par­
ticularmente por obra de la Constitución de 1946, y se han 
confirmado en las Cartas Políticas de 1967 y 1978.

III.- El Modus Vivendi reconoce implícitamente la 
personalidad jurídica de la Iglesia en el Derecho Internacio­
nal, ya que es un Tratado, realizado conforme al derecho
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de Gentes y con vaor de norma internacional.
IV.- Los sujetos del Tratado son el Estado ecuatoria­

no y la Iglesia Católica personificada en su órgano supre­
mo, la Santa Sede. Los derechos y obligaciones en el dere­
cho Internacional se dirigen, pues, directamente a estos su­
jetos.

V.- El Modus Vivendi reconoce también, explícita­
mente, el derecho activo y pasivo de legación de la Santa 
Sede. Y estas relaciones diplomáticas sólo competen a las 
entidades con personalidad jurídica internacional. Además, 
como símbolo de la preeminencia de la Santa Sede, entre 
las personas jurídicas internacionales, sus representantes, 
los Nuncios, ocupan un puesto de honor entre sus colegas 
los representantes de los Estados. Este derecho al decanato 
del Cuerpo diplomático, reconocido en el Modus Vivendi, 
confirma el carácter diplomático de la misión de los Nun­
cios y por consiguiente, reafirma el reconocimiento del as­
pecto internacional de la personalidad de la Santa Sede.

VI.- El Soberano Pontífice puede comunicarse libre­
mente con sus súbditos, los fieles, sin intervención de nin­
gún género por parte del Estado, lo cual se deriva también 
de la personalidad internacional.

VII.- En el orden interno del Estado Ecuatoriano la 
personalidad de la Iglesia es múltiple: tiene aspectos de De­
recho Público y de Derecho Privado, y se puede aplicar a 
varios sujetos; la Iglesia misma, las diócesis etc. . .

VIII.- Las leues ecuatorianas no reconocen la persona­
lidad de derecho público a la Iglesia. El Modus Vivendi 
tampoco, de modo directo; pero sí reconoce a la Iglesia 
varias funciones calificadas por las mismas leyes como pú­
blicas, de donde se deduce que la personalidad de la Iglesia 
en el Ecuador es de derecho especial, con ciertas caraterís- 
ticas públicas, se deriva también de lo dicho, la necesidad 
de hacer corresponder el reconocimiento de los poderes 
públicos necesarios a la Iglesia para el cumplimiento de 
aquellas funciones públicas. El Ecuador no desconoce el 
derecho de la Iglesia para legislar, juzgar y ejecutar sus ór­
denes conforme a su derecho, pero todos aquellos actos de
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la Iglesia no tienen valor público en el derecho ecuatoria­
no, y no es difícil encontrar casos de conflicto entre los 
dos ordenamientos jurídicos y como consecuencia de la 
posición de inferioridad en que está situada la Iglesia, con­
forme a las leyes ecuatorianas, sus leyes, reglamentos etc. 
necesariamente tienen que sucumbir antes los del Estado. 
Esta situación poco lógica, es por otra parte, consecuencia 
necesaria de los principios laicos en que se inspiran las le­
yes del Estado. Sin prescindir de aquellos principios difí­
cilmente se podría lograr un acuerdo que contemple mejor 
los derechos dé la Iglesia.

IX.- Quizá el punto más grave de discrepancia entre 
las leyes del Estado y los derechos de la Iglesia es el relati­
vo al matrimonio, materia en la que la Iglesia carece de to­
da jurisdicción conforme a las leyes ecuatorianas. El Mo- 
dus Vivendi no contiene ninguna disposición al respecto; 
pero durante las negociaciones, el Canciller dió, en nombre 
del Jefe del Estado, seguridades al Plenipotenciario pontifi­
cio de que el Gobierno procuraría que las leyes ecuatoria­
nas garanticen a la familia; la única manera de cumplir ese 
ideal sería reconociendo a la Iglesia la jurisdicción que le 
compete, lo cual muy difícilmente se conciliaria con el 
laicismo del Estado.

X.- La personalidad de derecho privado es reconocida 
con mucha amplitud a toda clase de instituciones católicas. 
Es una personalidad de “ derecho especial”  que se caracte­
riza por una mayor libertad de la que en general gozan las 
personas de derecho común, pero que contiene también 
alguna restricción que no se aplica a las personas ordinarias.

XI.- Los Estatutos del organismo que tiene el gobier­
no y administración de los bienes de una sociedad o insti­
tución religiosa deben ser simplemente publicados por las 
autoridades civiles, y no requieren ninguna aprobación. 
Tampoco pueden ser modificados o reformados por el po­
der civil. Y obligan a los componentes de las respectivas 
instituciones como cualquier Estatuto de una persona ju­
rídica privada en el Ecuador. A través de esta obligatorie­
dad de derecho privado se pueden hacer valer ante los tri­
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bunales y las autoridades civiles las disposiciones canóni­
cas que se incorporen en tales Estatutos; y así siempre se 
hace.

XII.- El Modus Vivendi da particular atención a la de­
claración de los derechos de la Iglesia con respecto de a- 
quellas funciones suyas, propias de su carácter sobrenatu­
ral: la formación del clero, la educación, la predicación, 
evangelización (misiones) y las obras de caridad (artículo 3). 
Las funciones de culto y todas las demás, están genérica­
mente reconocidas en el artículo 1, que se refiere a todas 
las de la Iglesia “ en su esfera propia” .
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et le Droit des gens. P a ris , 
1 9 3 0 .
— La souveraineté du Saint- 
Siège et le Droit Public con­
temporain, en  “ C h ie sa  e S t a t o ’ ’ .. 

Il V o l . ,  p . 2 9 .  M ilá n , 1 9 3 9 .
L E  G O U H I R  Y  R O D A S  ( J .L .R . ) :  

Historia de la República del E- 
cuador, 3 v o ls .  Q u i t o ,  1 9 2 5 ,  
1 9 2 8 , 1 9 3 7 .

L E O N  X I I I :  E n c ic l i c a  Inmortale 
Dei del 1 d e  n o v ie m b r e  d e  

1 8 7 5 .
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— E n c í c l i c a  Au Milieu del 1 6  
d e  f e b r e r o  d e  1 8 9 2 .  A c t a  
L e o n is  X I I I ,  v o i  X I I ,  p . 3 9 .

L I B E R A T O R E :  Chiesa e Stato. 
R o m a ,  1 8 7 2 .

L O  G R A S S O ,  S . Ecclesia et 
Status, fontes selecti. R o m a , 

1 9 3 9 ,  3 4 9  p p .
M A R O T O ,  P H I L I P O : Quid sit 

persona moralis et quomodo 
iure constituatur et existat.
C o l  L a t . D i o e c .  T o r n a c e n .  V o i .  
X X I ,  1 9 2 5 ,  p p .  2 7 0 - 2 7 3 .

M A I O R G A :  Il riconoscimento.de­
lla personnalità giuridica degli 
entiprivati. T o r i n o ,  1 9 3 3 .
— Il riconoscimente dejli enti 
morali nella teoria degli atti 
amministrativi. P a d o v a , 1 9 3 3 .

M I C H O U D , L E Ó N : Théorie de la 
personnalità morale. ' 2 a. e d . 

P a r is , 1 9 2 4 ,  5 1 3  p p . P a r is , 
1 9 3 2 ,  3 a. e d .

M I E L E : La distinzione fra enti 
pubblici e privati, en  “ S tu d i  in  
m e m o r ia  d i F . F e r r a r a ” , p .

4 7 3 .  M ilá n , 1 9 4 2 .
M E R C A T I ,  A N G E L I :  Raccolta di 

Concordati. R o m a ,  1 9 1 9 .

N A V A S  E ., J U A N  D E  D I O S : La 
Iglesia Ecuatoriana, en  “ E l E- 
c u a d o r  en  c ie n  a ñ o s  d e  I n d e ­
p e n d e n c ia ” , v o i .  II, p p .  8 1 - 1 8 5 _____

Q u i t o ,  1 9 3 0 .  Y  - v      .

N I V O  Y  E T  : L ’ E m b a ss a d e  d e Fran- _
' ce au Vatican. P á r is , 1 9 1 2 .  ^

izff. NUSSIY ̂ ;^GSnv^tiónes de ref 
bus ecclesiasticis inter S. Sé- 
dem et civiles potestates initae, 
a saeeulo XII ad nostra usque 
tempora. R o m a ,  1 8 6 9 .

O J E T T I ,  B . S . J . :  Commentarium 
in Codice Iuris Canonici. R o ­

m a , 1 9 2 8 .  L ib e r  II, d e  p e r s o -  
n is , p r im a  p a rs ., p p . 2 2 3 .

O T T A V I A N I ,  A L A P H R I  D U S : 
lnstitutiones Iuris Publici Ec­
clesiastici. R o m a , 1 9 3 5 - 3 6 .  2 .  
v o ls .  5 0 5  y  5 4 7  p p .
— Ius Concordatarum Pii XI. 
A p o l in a r is ,  1 9 2 9 ,  p . 2 8 7 .

P A S Q U A Z I :  Ius Intemazionale 
Pubblicum. R o m a , 1 9 3 5 .

P E R A L T A , J O S E : Mensaje espe- 
cial dirigido al Congreso extra­
ordinario el 20 de julio de 
1902 .

P E R E Z  M I E R , L A U R E A N O : Igle- 
sia y  Estado nuevo.

P E T R O N C E L Ì :  La Santa Sede e 
lo Stato della Città del Vatica­
no. R o m a .  1 9 3 5 .

P I L L A U : De la nature juridique 
des Concordats en Droit Pu­
blic. P a r is , 1 9 0 8 .

P IO  X :  E n c i c l i c a  Gravissima d el 
1 0  d e  a g o s t o  d e  1 9 0 6 .

E n c i c l i c a  Vehementer Nos. 
A c t a  P ii X ,  v o i .  III . p . 3 5 .

P IO  X I :  E n c i c l i c a  Maximam Gra- 
vissimamque, A . A .  S . V o i .  

X V I ,  1 9 2 4 .  n . 1 , p . 5 ss.
— E n c i c l i c a  Dilectissima Nobis 
d e l 3  d e  ju n io  d e  1 9 3 3 .  A .  

A .  S . 1 9 3 3 .  v o i .  X X V ,  n o .  1 0 .
P I O L A ,  A N D R E A :  Introduzione 

al Diritto Concordatorio Com­
parato, R o m a , 1 9 3 7 .

P R A D I E R  F O D E R I E R : Traiti de
. ... Droit International Européeu

1 8 8 5 . .  .
^ R A Ó  iiN i -T É D E S C H Ì : Chiesa e

Stato in ordine ai Concordati.
R E G A T I L L O , E D U A R D O : Con- 

cordatos. S a n ta n d e r , 1 9 3 4 .
R E S T R E P O , IO N N E S : Concorda­

to Regnante Ssmo. Dno. Pio 
XI inita, R o m a , 1 9 3 5 .

S A T O L L I :  De Concordatis. R o ­
m a , 1 8 8 8 .

237



R A N E L L E T T I :  Corso di Diritto 
Amministrativo. Le Personne 
Giuridiche.

R E G I S T R O  O F I C I A L  E C U A T O ­
R I A N O : A ñ o s  1 9 3 5 - 1 9 3 9 .  

R U F F I N I , F R A N C E S C O : La cla- 
sificazione delle personne giu­
ridiche, en  “ S tu d i  In o n o r e  di 

F r a n c e s c o  S c h u p f e r ” . T o r i n o ,  
1 8 9 8 .

S T L E I L L E S : De la personalità 
morale. P a ris , 1 9 2 7 .
— De la personalità juridique 
que en droit ecclesiastique. 
M a lm e s s i  9 2 7 .

T A R Q U I N  I: Institutiones Iuris
Pubblici Ecclesiastici. R o m a e , 
1 8 8 7 .

T O B A R  D O N O S O , J U L I O : Rela­
ciones entre la Iglesia y  el Es­
tado Ecuatoriano. Q u it o ,

1 9 2 4 .  2 a . e d ,  Q u i t o ,  1 9 3 8 ,  
4 7  p p . , .
— La Iglesia Ecuatoriana en el 
siglo XIX. Q u it o .  1 9 3 4 .  1 e r . 

v o i .  6 3 5  p p .
. — El Primer Concordato Ecua­
toriano, en  “ M e m o r ia s  d e  la A -  

c a d e m la  E c u a t o r ia n a ” . E n e r o , 
1 9 3 2 .  Q u it o .
— Desarrollo Constitucional de 
la República del Ecuador. 2 a . 
e d .  1 9 3 6 .  9 5  p p .

T O S S O , A L B E R T U S : Ad Codi- 
cem Iuris Canonici... Commen­
tario Minora... R o m a e ,.  1 9 2 1 .

T R E Z Z E ,  G I U S E P P E : La posizio­
ne giuridica della Santa Sede 
nel diritto intemazionate. Stu­
dio giuridico-critico... R o m a ,

1 9 2 9 .  1 1 3  p p .
T U R I N A Z ,  E . N a n c e in . Des con­

cordats et l ’abligation récipro­
que qu’ils imposent a l ’Eglise 
et a l ’Etat. P a ris , 1 8 8 8 .

V A N  H O V E : Commentarium Lo- 
vaniense, Prolegomena in C.I. C. 
M e c h l in ia e , 1 8 2 8 .

V  E R G  N E S : La Condition interna­
tional du Saint-Siège, Toulou­
se, 1 9 0 5 .

V E R M E E R S C F I , A . :  De personae 
moralis origine seu constitutio- 
ne, en lus Pontificium. V o l  X ,
1 9 3 0 ,  p p .  2 8 8 - 2 9 1 .

W A G N O N , EN  R I : Concordats et
Droit International. G e m b lo u x .

W E R M Z , F R A N C I S C U S : lus De- 
cretalium. P ra t i, 1 9 1 3 .

W E R M N , F ., y  V I D A L ,  P E T R U S : 
lus Canonicum, 1 v o ls .  T o -  
m o s  I y  II. R o m a ,  1 9 3 8 ,  
1 9 4 0 .

Z A N O B iN I ,  G U I D O : Corso di Di­
ritto Amministrativo. V o l .  I, 
C a p . I l i ,  Persone giuridiche. 
M ila n o , 1 9 4 7 .  4  v o ls .

BIBLIOGRAFIA POSTERIOR A LA PRIMERA EDICION
B E R M E O , A N T O N I O . Relaciones 

entre la Iglesia y  el Estado en 
la República del Ecuador, 
G u a y a q u il ,  E d . C asa  d e  la C u l­

tu ra , 1 9 7 6 .
C E V A L L O S  G A R C I A ,  G A B R I E L .  

El Concordato Garciano. E n : 
La Ig lesia  y  el E s ta d o  en  el

E c u a d o r . U n iv e r s id a d  C a t ó l ic a . 
Q u it o ,  1 9 7 6 .  p p . 1 0 3 - 1 1 3 .  

C R E A M E R  G O M E Z , P . P E D R O . 
La Iglesia y  Sociedad en el E- 
cuador Contemporáneo. In te r ­
p r e t a c ió n  t e o ló g i c o - p a s t o r a l  d e  
la d o c u m e n t a c i ó n  e p is c o p a l .  
Q u i t o ,  U n iv . C a t ó l i c a ,  1 9 8 2 .  

5 2 2  p p .
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G O N Z A L E Z  Z U M A R R A G A ,  A N ­
T O N I O . Problema del Patrona­
to Indiano a través del “Go­
bierno Eclesiástico Pacífico“ 
d e  F ra y  G a s p a r  d e  V il la r r o e l . 
V it o r ia ,  1 9 6 1 .  2 9 4  p p .

K I N G , W I L L I A M  M . La Iglesia E- 
cuatoriana y  las Relaciones 
con el Estado durante el Go­
bierno de García Moreno 
( 1 8 5 9 - 1 8 6 3 ) .  E n : R e v . H ist. 
E c le s iá s t ic a  E c u a to r ia n a  N o . 2 ,  
p p . 7 1 - 7 9 .  Q u it o ,  1 9 7 6 .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . En 
tomo a la Iglesia y  el Estado. 
En R e v . “ A R C O ” , N o . 1 2 , 

p p .  2 6 - 3 3 .  B o g o t á ,  1 9 6 1 .
L A R R E A  H O R G U I N , J U A N . El 

Seguro Social del Clero. En 
B o le t ín  E c le s iá s t ic o ,  N o .  2 , 
p p . 6 4 - 7 4 .  Q u it o ,  1 9 7 1 .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . Del 
Patrono al Modus Vivendi. En 
R e v . H is to r ia  E c le s iá s t ic a  E- 

c u a t . N o .  2 , p p . 7 -2 3 .  Q u i t o ,  
1 9 7 6 .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . Re­
laciones Iglesia-Estado en el E- 
cuador. E n : “ S im p o s io  S u d a ­
m e r ic a n o -A le m á n  s o b r e  Ig lesia  
y  E s t a d o ”  p p .  3 4 3 - 3 5 8 .  Q u it o ,  

U n iv . C a t ó l i c a ,  1 9 8 0 .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . El 
Bien común integral. Ig lesia  y  
E s t a d o  en  c o l a b o r a c i ó n  y  c o n ­

f l i c t o ,  1 8 3 0 - 1 9 8 0 .  En el l ib r o :  
“ P o l í t i c a  y  S o c i e d a d ”  p p . 
2 4 7 - 2 6 0 .  Q u i t o ,  1 9 8 0 .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . De­
recho Eclesiástico E c u a t o r ia ­
n o .  Ib a r ra , 1 9 8 3 .  2 4 8  p p .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . 
Compendio del Código de De­
recho Canónico. G u a y a q u il ,

1 9 8 3 .  1 1 0  p p .

L A R R E A  H O L G U I N , J U A N . Los 
bienes eclesiásticos. En R e v . 
d e  D e r e c h o  N o .  4 4 ,  p p . 1 6 1 -  

1 7 1 .  Q u i t o ,  C o r p o r a c ió n  d e  
E s tu d io s  y  P u b l ic a c io n e s ,

1 9 8 4 .
M U Ñ O Z  V E G A ,  P A B L O . Orienta­

ciones doctrinales en el proble­
ma de las relaciones entre la I- 
glesia y  el Estado. E n : L a  Ig le­
s ia  y  el E s ta d o  e n  el E c u a d o r . 
Q u i t o ,  U n iv . C a t ó l i c a ,  p p . 1 1 - 

1 8 ,  1 9 7 6 .

P E R E Z , A N G E L  G A B R I E L .  El 
Patronato de España en el Vi- 
rreynato del Perú durante el sí- 
gloXVI.loutm \ , 1 9 3 7 .1 3 0  p p .

R O B A L I N O  B . I S A B E L . La Per­
sonalidad Jurídica de las Orga­
nizaciones Religiosas. R ev ista  
F o r e n s e  E p o c a  II, N o .  3 , 

p p . 5 3 - 5 6 .

T O B A R  D O N O S O , J U L IO . Su 
Santidad Pió XI y  los Concor­
datos. En R e v . d e  la A s o c ia ­
c i ó n  E scu e la  d e  D e r e c h o  d e  la 
U n iv . C a t . N o .  1 2 , p p . 3 5 -4 4 .  

Q u i t o .
T O B A R  D O N O S O , J U L IO . Igle­

sia y  Estado en las primeras 
Constituciones de la Gran Co­
lombia. B o l .  A c a d .  N a l. H is to ­

ria , N o .  9 8 ,  1 9 6 1 .  p p . 1 5 4 -1 7 5 .

T O B A R  D O N O S O , J U L IO . El 
Modus Vivendi con la Santa 
Sede. En R e v . d e  D e r e c h o , 

N o . 3 4  p p . 1 4 9 - 1 6 1 .  Q u it o ,  
1 9 7 4 .  y  e n : Ig les ia  y  E sta d o  
en  el E c u a d o r ,  U n iv e r s id a d  C a ­
t ó l i c a ,  Q u i t o .  1 9 7 6 .

V A R I O S .  Simposio Sudamerica­
no-Alemán sobre Iglesia y  Es­
tado. Q u it o ,  U n iv e r s id a d  C a t ó ­

lica  d e l  E c u a d o r , 1 9 8 0 .4 2 0  p p .
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V E L A S C O  IB A R R A , JOSE M A - Z O R IN , J A C K . "Exp lico ”  de  Fe- 
R IA . Tolerancia religiosa. En d e r ico  Páez. Q u ito , im p ren ta
O bras C om p le tas , V o l. 3 , pp . A m erica n a , 1 9 3 9 . 23  p p .
8 3 -8 7 . Q u ito , 1 9 7 4 .
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A P E N D I C E  

DOCUMENTOS REFERENTES AL MODUS VIVENDI



T E X T O S  D E L  M O D U S  V IV E N D I Y  DE L A  C O N V E N C IO N  
E N T R E  L A  S A N T A  S E D E  Y  EL G O B IE R N O  D E L  E C U A D O R

(T o m a d o s  del R E G IS T R O  O F IC IA L  del 14 de sebre. 1 9 3 7 )

Su San tidad , el S o b e r a n o  P o n t í f ic e  P ío  X I , y  su E xce len c ia  el 
S e ñ o r  in gen iero  D o n  F e d e r ico  Páez, E ncargado dei M a n d o  S u p rem o 
d e la R e p ú b lica  del E cu a d or, c o n  el d eseo  r e c íp r o c o  d e  estab lecer 
re la cion es  am istosas en tre  la Santa S ed e  y  el E cu a d or, han a co rd a d o  
ce leb ra r  un “ M od u s V iv e n d i” ; y  al e fe c t o .  Su S an tidad  ha n o m b ra d o  
su P len ip oten cia rio  a su E xce len c ia  R everen d ís im a  M on señ or  Fer­
n a n d o  C e n to , A r z o b is p o  T itu lar  d e  S eleu eia  Pieria, N u n c io  A p o s t ó ­
l ic o : y  Su E x ce le n c ia  el S eñ or E n cargad o del M an d o S u p re m o  d e la 

1 R e p ú b lica  del E cu a d o r  al E x ce le n t ís im o  S eñ or D on  C arlos Manuel 
Larrea R ., M in istro  d e  R e la cion es  E xteriores , qu ien es , ca n jea d os  sus 
p le n o s  p od eres  resp ectiv os , han co n v e n id o  en los s igu ientes a rt ícu los :

P R IM E R O : El G o b ie r n o  e cu a to r ia n o  garantiza  a la Iglesia Ca­
tó lic a  en  el E cu a d or, el libre e je r c ic io  d e  las a ctiv idades q u e  d en tro  
d e  su p rop ia  esfera  le co r re sp o n d e n . • -• • '•

S E G U N D O : El G o b ie r n o 1 del E cu a d or garantiza  en la R ep ú b li­
ca  la libertad  d e  enseñanza . La Iglesia C a tó lica  t ien e , pues, el d e re ch o  
de fu n d a r p lanteles d e  enseñanza, p ro v e y é n d o lo s  d e  personal su fi­
c ie n te m e n te  id ó n e o , " y  d e  m an ten er los ex isten tes . En co n se cu e n ­
cia , el G o b ie r n o  se o b lig a  a respetar el carácter p r o p io  d e  esos insti­
tu to s ; y r p o r -su -p a rte ; la Iglesia se o b lig a  a q u e  e llos  se su jeten  a las 
leyes. R eg la m en tos  y  P rogram as d e  es tu d ios  o fic ia le s , sin p er ju ic io  
del d e re ch o  d e  la Iglesia d e  dar, adem ás, a d ich o s  p lan teles  cárácter
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y  o r ie n ta c ió n  ca tó lic o s . L os  e s tu d io s  en  los S em in a rios  y  E scolastica - 
d o s  d e  re lig iosos, d ep en d erá n  d e  los  re sp e ct iv o s  O rd in ar ios  y  S u p e ­

riores .
T E R C E R O : El E stado y  la Iglesia C a tó lica  aunarán sus es fu erzos  

para el fo m e n t o  d e  las m is ion es  en el O r ie n te . P rocu ra rá n , a sim ism o, 
el m e jo ra m ie n to  m aterial y  m ora l del in d io  e c u a to r ia n o , su in c o r p o ­
ra c ió n  a la cu ltu ra  n a cion a l y  el m a n te n im ie n to  d e  la p a z  y  la ju sticia  

socia l.
C U A R T O : La Santa S ed e  ren u eva  sus ó rd e n e s  precisas al C lero  

E cu a tor ia n o  a fin  d e  q u e  se m an ten ga  fu era  d e  los  P artidos y  sea e x ­
tra ñ o  a sus c o m p e t ic io n e s  p o lít ica s .

Q U IN T O : Las D ióces is  y  dem ás o rg a n iza c io n e s  e in stitu cion es  
ca tó lica s  en el E cu a d o r  t ien en  el cá ra cter  d e  p erson a s  ju r íd ica s  lle­
n a n d o  las fo rm a lid a d e s  señaladas en los  a r t íc u lo s  p rim eros , segu n d o , 
t e r ce ro , cu a r to  y  q u in to  del D e cre to  S u p re m o  N o . 2 1 2 , d ic ta d o  el 21 
d e  ju lio  del presen te  a ñ o . C u m p lid o s  los  re q u is ito s  m e n c io n a d o s , d i­
ch as en tid ad es  goza rá n  d e  t o d o s  los d e re ch o s  c iv ile s  s o b re  los b ienes 
q u e  p ose ía n  al t ie m p o  d e la e x p e d ic ió n  del D e c r e to  N o . 1 2 1 , s a n c io ­
n a d o  el 1 d e  d ic ie m b re  d e  1 9 3 5 .

L os b ien es  d e  estas personas ju r íd ica s  n o  son  en a jen a bles  a 
c o m p a ñ ía s  extran jeras.

S E X T O : A  fin  d e  m an ten er las re la c io n e s  am istosas en tre  la 
S an ta  S ede y  la R e p ú b lica  del E cu a d o r , ca d a  un a  d e  las A ltas Partes 
a cred itará  su R ep resen ta n te  an te  la o tra . El N u n c io  q u e  n om b ra re  
Su S an tidad  residirá  en  Q u ito  y  el P le n ip o te n c ia r io  E cu a to r ia n o  re­
sidirá ante  la Santa S ede . El N u n c io , c o n fo r m e  a la co s tu m b r e  un i­
versal, será el D e ca n o  del C u e rp o  D ip lo m á t ic o .

S E P T IM O : C o rre s p o n d e  a la Santa S ed e  la e le c c ió n  d e  O b is ­
p os . P ero, en virtu d  d e  este c o n v e n io , c o m u n ic a r á  p rev ia m en te  al G o ­
b ie rn o  E cu a toria n o  el n o m b re  d e  la p erson a  p re e le g id a  para A rz o b is ­
p o , O b isp o  o  C o a d ju n to r  c o n  d e r e ch o  d e  s u ce s ió n , a fin  d e  p ro ce d e r  
d e  co m ú n  a c u e r d o  a c o m p r o b a r  q u e  n o  hay ra z o n e s  d e  ca rá cter  p o l í ­
t ic o  general q u e  o b s te n  a tal n o m b ra m ie n to .

Las d iligen cia s  c o r re sp o n d ie n te s  se llevarán a c a b o  c o n  la m a­
y o r  so lic itu d  y  reserva p o r  am bas partes. T ra n scu rr id o  un m es desd e  
la c o m u n ic a c ió n  h ech a  al G o b ie r n o , se in terp reta rá  el s ile n c io  d e  éste 
en  el s e n tid o  d e  q u e  n o  tien e  o b je c ió n  a lguna  para el n o m b ra m ie n to .

O C T A V O : En cad a  D ióces is  fo rm a rá  el O r d in a r io  una C o m i-
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s íón  para la c o n se rv a c ió n  d e  las Iglesias y  lo ca les  ec les iá s ticos  qu e  
fu e re n  d e c la ra d o s  p o r  el E sta d o  m o n u m e n to s  d e  arte y  para el cu id a ­
d o  d e  las a n tgü ed a d es , cu a d ro s , d o c u m e n t o s  y  lib ro s  d e  p erten en c ia  
d e  la Iglesia q u e  p o se y e re n  va lor  a r t ís t ic o  o  h is tó r ic o . T a les  o b je to s  
n o  p o d rá n  ena jenarse  ni e x p o r ta rse  del pa ís . D ich a  C o m is ió n , ju n to  
c o n  un rep resen ta n te  del G o b ie r n o , p ro ce d e r á  a fo rm a r  un d eta lla ­
d o  in v en ta r io  d e  los  re fe r id o s  o b je t o s .

N O V E N O : En la In te rp re ta c ió n  d e  las cláusu las p reced en tes  
y  en  la re s o lu c ió n  d e  cu a lq u ie r  o t r o  a su n to , q u e  les in terese  r e c íp r o ­
ca m e n te , las A ltas Partes co n tra ta n te s  p ro ce d e rá n  c o n  el m ism o cr i­
t e r io  d e  am istosa  in te lig en cia  q u e  ha in sp ira d o  el p resen te  “ M od u s 
V iv e n d i” .

D E C IM O : Este c o n v e n io  regirá  d esd e  la fe c h a  en  q u e  se ver ifi­
q u e  el c a m b io  d e  N ota s  p o r  las cu a les  será a p r o b a d o .

En fe  d e  lo  cu a l, los  r e fe r id o s  P le n ip o te n c ia r io s  firm an  y  sellan 
c o n  sus re sp e ct iv o s  se llos  el p resen te  “ M o d u s  V iv e n d i” , en  ca ste lla n o  
e ita lia n o , y  en  d o b le  e jem p la r , en  la c iu d a d  d e  Q u ito , C apital d e  la 
R e p ú b lic a  del E cu a d o r , a los  v e in ticu a tro  d ías  d el m es d e  ju lio  del 
a ñ o  d e  m il n o v e c ie n to s  tre in ta  y  s ie te .

(L .S .)  C . M . Larrea 
(L .S .)  F e rn a n d o  C e n to

A rz . N u n c io  A p lc o .

La Santa S e d e  y  el G o b ie r n o  del E cu a d o r , C o n s id e ra n d o  que el 
a r t íc u lo  9  del “ M o d u s  V iv e n d i” , c o n c lu id o  h o y , e s ta b le ce  q u e  en la 
in te rp re ta c ió n  d e  sus cláusu las y  en la r e s o lu c ió n  d e  cu a lq u ier  o t r o  
a su n to  q u e  les in terese  r e c íp r o c a m e n te , las A lta s  Partes con tra ta n tes  
p ro ce d e r á n  c o n  el m ism o  c r ite r io  d e  a m istosa  in te lig en cia  q u e  ha ins­
p ira d o  d ic h o  c o n v e n io , a cu erd a n  la s ig u ien te  C o n v e n c ió n  ad ic ion a l 
q u e  fo rm a rá  parte  in tegran te  del m ism o .

A R T I C U L O  1 . La Santa S e d e  y  el G o b ie r n o  del E cu a d or  dejan 
co n s ta n c ia  d e  q u e  el a r t íc u lo  4  del r e fe r id o  “ M o d u s  V iv e n d i” , en na­
da  m e n o s c a b a  la p len a  e in co n te s ta b le  liberta d  q u e  asiste al C lero  pa­
ra p re d ica r , e x p o n e r  y  d e fe n d e r  la d o c tr in a  d o g m á tic a  y  m ora l c a t ó ­
lica.
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A R T I C U L O  2 . L os B ole tin es  e c le s iá s tico s , ó rg a n o s  d e  p u b lic i­
d ad  d e  las d istintas D ióces is , d estin a d os  a la d iv u lg a c ió n  d e  los  d o c u ­
m e n to s  p o n t i f ic io s  y  ep isco p a le s  y  a la e x p o s ic ió n  y  d e fe n sa  de la 
d o c t r in a  d o g m á tica  y  m ora l c a tó lica , c o n  p re sc in d e n c ia  de las cu es­
t io n e s  d e  p o l ít ic a  partid ista , p od rá n  p u b lica rse  y  c ircu la r  sin restric­
c ió n  a lguna.

A R T I C U L O  3 . C aso d e  q u e  el G o b ie r n o , p o r  m o t iv o s  d e  n e ce ­
sid ad  p ú b lica  q u isiere  o cu p a r  algún m o n a s te r io , p r o p o r c io n a r á  a la 
re sp e ctiv a  co m u n id a d  religiosa  un lo ca l a d e cu a d o , d e  p re feren c ia  
fu e ra  del c e n tr o  d e  la c iu d a d , p o n ié n d o s e  p rev ia m en te  d e  a cu e rd o  
para e llo  c o n  el N u n c io  A p o s t ó l ic o .  El lo ca l d eb erá  ten er  las c o m o d i ­
d a d es  necesarias para el o b je t o  a q u e  se d estin a , a te n d ie n d o  al n ú m e­
ro  d e  re lig iosas y  a la vida  c o n te m p la t iv a  q u e  lleven .

A R T I C U L O  4 . En re e m p la zo  d e  la p e n s ió n  ind iv idua l q u e  a c ­
tu a lm e n te  da el E stado a los re lig iosos  q u e  in tegran  las co m u n id a d e s  
cu y a s  h a cien d a s  fu e r o n  n a cion a liza d a s, el G o b ie r n o  del E cu a d or  e n ­
tregará  a Su E xce le n c ia  el N u n c io  A p o s t ó l ic o ,  para q u e  la d iv id a  p ró - 
p o r c io n a lm e n te  en tre  las m ism as C o m u n id a d e s , la sum a d e  un m illón  
q u in ie n to s  m il sucres, qu e  se pagará en la fo r m a  s ig u ien te : n o v e ­
c ie n to s  m il sucres en  céd u las  del B a n co  H ip o te c a r io  del E cu a d or, 
del seis p o r  c ie n to  anual d e  interés y  ex e n ta s  del im p u e sto  a la renta , 
céd u la s  q u e  serán entregadas en el p la z o  d e  o c h o  d ías  c o n ta d o s  desd e  
la fe c h a  en q u e  rec ib ie re  el G o b ie r n o  la n o t ic ia  d e  la a p r o b a c ió n  del 
p resen te  C o n v e n io  p o r  la Santa S e d e ; y  lo s  s e is c ie n to s  m il sucres res­
tan tes  en  d in e ro , en tres d iv id e n d o s  iguales, q u e  se satisfarán : el p ri­
m e ro , en  el m ism o  p la z o  de o c h o  d ías , el s e g u n d o , el p r im e ro  de f e ­
b re ro  d e  m il n o v e c ie n to s  tre in ta  y  o c h o ,  y  el t e r c e r o , el p r im e ro  d e  
a g o s to  del m ism o  a ñ o .

H asta la sa tis fa cc ió n  tota l d e  la in d ica d a  sum a q u e  se su stitu ye  
a las p e n s io n e s  ind iv idua les, las Juntas d e  A sis te n c ia  P ú b lica  seguirán 
p a g a n d o  ín tegra m en te  a los re lig iosos  ta les  p e n s io n e s .

A R T I C U L O  5. La Santa S e d e , en c o n s id e r a c ió n  c o n  las garan­
tía s  q u e  se le r e c o n o c e n  en el M od u s  V iv e n d i y  d e  la s u st itu c ió n  esta ­
b le c id a  en el a r t íc u lo  an terior, ren u n cia  a t o d a  r e c la m a c ió n  p o r  las 
h a cien d a s  n a cion a liza d a s  d e  las C o m in id a d e s  re lig iosas, o to rg a , para 
tra n q u iliza r  las co n c ie n c ia s , p lena  c o n d o n a c ió n  a t o d o s  los  q u e , a 
c o n s e c u e n c ia  d e  tal n a c io n a liza c ió n , p o se y e ra n  b ien es d e  d ichas 
C o m u n id a d e s . A l e fe c t o ,  la Santa S ede  dará a los  O rd in a r io s  las d e b i­
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das in s tru cc io n e s .
En fe  d e  lo  cu a l, los  P le n ip o te n c ia r io s  d e  las Partes, firm an  en 

Q u ito , en d o b le  e je m p la r , en  2 4  d e  ju l io  d e  1 9 3 7 .

(L . S .) C . M . L arrea 
(L . S .) F ern a n d o  C e n to  

A rz . N u n c io  A p lc o .

D O C U M E N T O S  D E  R A T IF IC A C IO N  D E L  M O D U S  V IV E N D I

M in ister io  d e  R e la c io n e s  E x terio res ;
N o . 4 6  F e d e r ic o  Páez, E n ca rg ad o  del M a n d o  S u p re m o  d e  la 

R e p ú b lica  del E cu a d o r , D E C R E T A :

A r t íc u lo  1 . A p ru é b a n se  y  R a tifíca n se  el M o d u s  V iv en d i q u e  
res ta b le ce  las re la c io n e s  a m istosas y  d ip lo m á tica s  e n tre  la R e p ú b lica  
d el E cu a d or  y  la Santa S ede , y  el C o n v e n io  A d ic io n a l , firm a d o s  en 
la ciu d a d  d e  Q u it o , el 2 4  d e  ju l io  d e  1 9 3 7 , p o r  los  P le n ip o te n c ia r io s , 
d e b id a m e n te  a u to r iz a d o s  p o r  sus re sp e ct iv o s  G o b ie r n o s , S e ñ o r  D on  
C ar los  M anuel L arrea, M in is tro  d e  R e la c io n e s  E xte r io re s  del E cua­
d o r , y  Su E x ce le n c ia  R e v e re n d ís im a  M o n se ñ o r  F e rn a n d o  C e n to , A r ­
z o b is p o  T itu la r  d e  S e le u c ia  Pieria y  N u n c io  A p o s t ó l ic o  d e  la Santa 
S e d e :

A r t íc u lo  2 . S egú n  el art. 1 0  del c ita d o  M o d u s  V iv e n d i, e fe c tú e ­
se el ca n je  d e  las r a t if ic a c io n e s  p o r  in te rca m b io  d e  n ota s  d ip lo m á t i­
cas en tre  el M in is ter io  d e  R e la c io n e s  E x te r io re s  d el E cu a d o r  y  la S e­
creta ria  d e  E sta d o  d e  la S an ta  S ed e :

A r t íc u lo  3 . E n cárgu ese  d e  la e je c u c ió n  del p resen te  D e cre to  el 
S e ñ o r  M in istro  d e  R e la c io n e s  E x teriores .

D a d o  en  el P a lac io  N a cio n a l, en  Q u ito , a los  2 6  d ías  del m es d e  
ju lio  del a ñ o  d e  m il n o v e c ie n to s  tre in ta  y  siete :

( f )  F e d e r ic o  Páez.
El M in istro  d e  R e la c io n e s  E xteriores .

( f )  C . M . Larrea.

Es co p ia . El S u b se cre ta r io  d e  R e la c io n e s  E xte r io re s
(f )  A lb e r t o  G o rta ire
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(T o b a d o  del Registro O ficia l, del 14  de septiem bre de 1937 , 
Q u ito ).

R epública  del Ecuador. M inisterio de R elaciones Exteriores.

Q u ito , a 26 de ju lio  de 1 9 3 7 . A  Su E m inencia el E xcelentísim o 
Señor Cardenal Eugenio Pacelli, S ecretario de  Estado de la Santa Se­
de. C iudad del V aticano. E m inencia: T engo el h on or  de com unicar 
a Vuestra Em inencia que, p or  D ecreto  de esta fech a , el E xcelentísi­
m o S eñor Ingeniero D on F ederico  Páez, Encargado del M ando Su­
prem o de la R epública , a p rob ó  y re t ificó  el M odus V ivendi y el C on­
ven io A d ic ion a l, celebrados en esta C iudad, el 2 4  del presente mes, 
entre la R epública  del E cuador y  la Santa S ede; C onven ios cu yos 
te x to s  son  los siguientes:

Me co m p la z co  en m anifestar a Vuestra Em inencia que, de a- 
cu erd o  co n  el a rtícu lo  d écim o  del preinserto M odus V ivendi, la pre­
sente N ota  sirve de ratificación  por parte de la R epública  del Ecua­
d or.

A p ro v e ch o  esta grata op ortu n id a d  para reiterar a Vuestra Emi­
nencia las seguridades de m¡ más alta y  distinguida consideración .

(f) C. M. Larrea.

Es cop ia . El Subsecretario de R elaciones Exteriores.

(f) A lb erto  G ortaire.

(T o m a d o  del m ism o Registro O ficia l).

(T R A D U C C IO N )
En el V aticano agosto 2 6  de  1 9 3 7 . Secretaría  de Estado de su 

Santidad. N. 3 .3 3 7 /3 7 .
E xcelencia : T engo a honra avisar rec ib o  de la am able nota de 

Vuestra E xcelencia, de fecha  26 de ju lio  de 1 9 3 7 , en la cual me noti­
fica  que su E xcelencia  el S eñor Ingeniero D on  F ederico  Páez, Encar­
gado del M ando Suprem o de la R epública  del E cuador, ha aprobado
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y  ratificado el M odus V ivendi y  la C onven ción  A d ic ion al firm ados 
el 2 4  de ju lio  de 1 9 3 7  por los R epresentantes de la Santa Sede y  de 
la R epública  del E c u a d o r—Al m ism o tiem p o , se ha servido enviarme 
una cop ia  auténtica de los respectivos te x to s  del M odus V ivendi y  
de la C on ven ción  A d ic ion a l, que son del siguiente tenor:

Me he apresurado en som eter a con sideración  del A ugu sto Pon­
t íf ic e  los anteriores textos . Q uien se ha dignado aprobarlos c o m o  
C on ven ción  provisional, que ha de abrir el cam ino para la reglam en­
tac ión  com p leta  y  defin itiva  de to d o s  los asuntos con cern ien tes a las 
relaciones entre la Iglesia y  el Estado en esa R epública . En tal senti­
d o , m e es grato, pues, participar a V . E. que la presente N ota, c o n ­
fo rm e  a cuanto d ispone el a rt ícu lo  X  del M odus V ivendi, tiene valor 
de ra tificación , por parte de la Santa Sede, de los ya m encionados 
A cto s . A p rovech o  co m p la c id o  esta op ortun idad  para renovar a 
V uestra  E xcelencia  los sentim ientos de mi más alta y  distinguida 
con sid era ción .

(f). E .C ard . PACELLI

A  su E xcelencia  Señor D on  Carlos Manuel Larrea, M inistro de 
R elacion es E xteriores de la R epública  del Ecuador. Q u ito . Es cop ia , 
p or el M inistro, el D irector de P ro to co lo , C. G angotena.

(T o m a d o  de “ C om p ila ción  de R eform as al C ód ig o  C iv il”  por 
Ju lio  E. Torres. Q u ito , 1 9 4 2 , pp. 6 5 -6 7 ).

N ota  del Canciller al N uncio  A p o s tó lic o  sobre la legislación 
m atrim onial.

R epública  del E cuador. M inisterio de R elaciones Exteriores. 
Q u ito , 2 4  de m ayo de  1 9 3 7 .

A  su E xcelencia  R everendísim a M onseñor D on Fernando Cen- 
to , N uncio  A p o s tó lic o . C iudad. E xcelen tís im o Señor:

T en go  a honra dirigirm e a Vuestra E xcelencia para avisarle re­
c ib o  de la atenta co m u n ica c ió n , fech ada  el 2 2  del corrien te , por el 
cual, en relación  co n  las gestiones que m e ha sido grato adelantar 
c o n  Vuestra E xcelencia  para la ce lebración  de un M odus V ivendi 
entre los A ltos  Poderes que representam os, se ha d ignado Vuestra
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E xce le n c ia  m an ifestarm e q u e  “ la Santa S ed e  está  su m am en te  intere­
sada en  q u e  d ic h o  C o n v e n io  con ten ga  alguna cláusu la  re sp e cto  al ma- 
t rm o n io  y  a la fam ilia , ten d ien tes  a cim en tar esas sagradas in stitu cio ­
nes q u e  —c o m o  m u y  bien  d ice  V uestra  E m in en cia — son  bases fu n d a ­
m entales  e in su stitu ib les  d e  la s o c ie d a d ” .

A ñ a d e  V u estra  E xce len c ia  q u e  “ h a c ié n d o lo  así, se p rov eería  al 
b ien  v erd a d ero  d e  la patria ecu atorian a  y  el d e se o  lé g ít im o  d e  la in­
m ensa m a y o r ía  d e  sus c iu d a d a n o s ” .

Es para m í  espec ia lm en te  sa tisfactoria  p o d e r  exp resa r a V ues­
tra E xce le n c ia  q u e  los  n ob les  y  e leva d os  p r in c ip io s  d e  tu te la  y  d e fe n ­
sa del hogar y  la fam ilia , q u e  la Santa S ede  anhela  ver arraigados en 
el m u n d o  e n te ro , t ien en  d e c id id o  a p o y o  d e  parte  del E x ce le n tís im o  
S eñ or J e fe  S u p re m o  d e la R e p ú b lica ; y  q u e  el G o b ie r n o  e cu a toria n o , 
en  el p r o y e c t o  d e  C o n s titu c ió n  P o lítica  del E sta d o  q u e  presentará a 
la p ró x im a  A sa m blea  legislativa, ha in c lu id o  d isp o s ic io n e s  claras qu e  
garantizan la p r o te c c ió n  d e  hogar y  fam ilia  c o m o  fu n d a m e n to s  de 
la s o c ie d a d .

A p r o v e c h o  la o ca s ió n  para ren ovar a V u estra  E xce len c ia  el tes­
t im o n io  d e  m i co n s id e ra c ió n  m ás alta y  d istingu ida .

(C o p ia  del A rch iv o  privad o  d e  D . C arlos  M anuel L arrea).
D e cre to s  relativos a la p ersona lid ad  d e  la Iglesia y  a la ca p a ci­

dad  ju r íd ica  d e  los  re lig iosos.

N o .1 2 1 . F E D E R IC O  P A E Z , E ncargado d e l m a n d o  S u p re m o  de 
la R ep ú b lica , C o n s id e ra n d o : Q u e  en virtud  d e  lo  d isp u e sto  en la 
C o n s titu c ió n  P o lítica  d ecretad a  p or  la A sa m blea  N acion a l d e  1 9 0 6 - 
1 9 0 7 , las Iglesias y  las C om u n id ad es  R elig iosas p erd ieron  el carácter 
d e  In stitu cion es  d e  D e re ch o  P ú b lico  que les era r e c o n o c id o  p o r  el 
A rt. 5 3 6  de! C ó d ig o  C ivil;

Q u e  sin e m b a rg o , p o r  el s ó lo  h e ch o  d e  figu rar las Iglesias y  las 
C o m u n id a d es  R elig iosas en el a n te d ich o  a r t íc u lo  de la le y , se han 
su scrito  dudas en la p ráctica , acerca  d e  la p erson a lid a d  ju r íd ica  de 
aquellas In stitu cion es  y  aún se han e x p e d id o  fa llo s  d e  d iversos  senti­
d o s  p o r  el P od er  Ju d ic ia l.;

En e je r c ic io  d e  las suprem as a tr ib u cion es  d e  q u e  se halla inves­
t id o  y  de a cu e r d o  c o n  la o p in ió n  d e  la A ca d e m ia  d e  A b o g a d o s  de 
Q u ito :
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Decreta:

A rt. 1 o . D eclárase q u e  desd e  q u e  e n tró  en v igor la C on stitu ­
c ió n  P o lít ica  d e  1 9 0 6 -1 9 0 7 , las C o m u n id a d es  R elig iosas, las Iglesias 
y  en c o n se cu e n c ia  las Curias, p erd ieron  el ca rá cter  d e  Institucion es 
d e  D e re ch o  P ú b lico  y  q u e , para adqu ir ir  la ca lid a d  d e  personas ju r í­
d icas d e  D e re ch o  P rivado, n ecesitarían  cu m p lir  com  lo  p recep tu a d o  
en  el A rt . 5 3 7  del C ó d ig o  C ivil.

A rt . 2 o . El M in istro  d e  G o b ie rn o , y  Justicia , e tc ., encárgase de 
la e je cu c ió n  d e  este  D e cre to .

D a d o  en el P a lacio  N a cion a l, en  Q u ito , a 1 8  d e  d ic ie m b re  de
1 9 3 5 .

F e d e r ico  P A E Z .
El M in istro  d e  G o b ie rn o  y  Justicia .

(f) A . A . Bayas
Es c o p ia .— El S u b secre ta rio  d e  G o b ie r n o .

(f) V . O v ie d o .
(P u b lica d o  en el R eg istro  O fic ia l N o . 6 8  d e  1 9  d e  D iciem b re  de 

1 9 3 5 ) .
N o . 2 0 9 .—F E D E R IC O  P A E Z , E n cargad o del M a n d o  S u p rem o 

d e  la R e p ú b lica , C o n s id e ra n d o : Q u e  es a n a crón ica  e in ju r íd ica  la ins­
t itu c ió n  d e  la m u erte  civ il, c o m o  q u e  d e s c o n o c e  la p erson a lid a d  h u ­
m an a;

Q u e  v irtu alm en te  está a b o lid a  d ich a  in stitu c ión  d esd e  q u e , se­
gú n  el A rt. 9 2  del C ó d ig o  C ivil, requ iere  la p ro fe s ió n  so le m n e  hecha 
c o n fo r m e  a las leyes  en in stitu to  m o n á st ico , r e c o n o c id o  p o r  la Igle­
sia C a tó lica , y  en el actual d e re ch o  p o s it iv o  e cu a to r ia n o  n o  ex iste  
ley  alguna q u e  regle d ich a  p ro fe s ió n  s o le m n e ; y

Q u e  a cep tar  la p ro fe s ió n  en in stitu to  M o n á s t ic o , r e c o n o c id o  
p o r  la Iglesia C a tó lica , c o m o  d eterm in an te  del f in  d e  la e x is ten cia  le­
gal d e  las personas, sería  su b ord in a r el d e r e ch o  e cu a to r ia n o  a los 
p r in c ip io s  y  n orm a s del c a n ó n ic o ;

D ecreta :

A rt . 1 o . D eróga se  el parágrafo  cu a r to  del T ít u lo  II, L ib ro  I del 
C ó d ig o  C ivil.

A rt . 2 o . Las personas con sid era d as  c o m o  c iv ilm e n te  m uertas,
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c o n fo r m e  a la a b o lid a  In stitu ción , g o z a rá n , d esd e  la fe c h a  d e la v i­
gen c ia  d e  esta  L e y , d e  los  d e re ch o s  civ iles  in h eren tes  a la p e rso n a li­
d ad  h u m a n a , p e ro  n o  p od rá n  rec la m ar d e r e c h o  a lg u n o  en  lo s  b ienes 
q u e  p o se ía n  antes d e  ingreso al in stitu to  m o n á s t ic o , ni en  las s u ce s io ­
nes d e  q u e , p o r  la llam ada m u erte  c iv il, se h ic ie ro n  in ca p a ces .

A rt . 3 o . El M in istro  d e  G o b ie r n o , Ju sticia , e t c .,  en cárgu ese  d e  
la e je c u c ió n  d e  esta ley .

D a d o  en el P a lacio  N a cion a l, en Q u ito , a 3 0  d e  abril d e  1 9 3 6 .
( f)  F e d e r ic o  P A E Z .

El M in is tro  d e  G o b ie r n o  y  Justicia .

( f )  A . A . B ayas.
Es cop ia .-E I S u b se cre ta r io  d e  G o b ie r n o  (f) . V . O v ie d o . (R e g is ­

t r o  O fic ia l N o . 2 0 9 )  del m artes 1 2  d e  M a y o  d e  1 9 3 6 .

N o . 2 1 2 — F E D E R IC O  P A E Z , E n ca rg a d o  del M a n d o  S u p re m o  
d e  la R e p ú b lica , C o n s id e ra n d o : Q u e  las en tid a d es  ecles iásticas  n e c e ­
sitan q u e  se d e te rm in e  la fo r m a  de sus a ct iv id a d es  ju r íd ico -c iv ile s , 
un a  véz  q u e  n o  subsisten  las d isp o s ic io n e s  q u e  les r e c o n o c ía n  la ca li­
dad  d e  p erson a s  d e  d e re c h o  p ú b lic o .

D ecreta :

A r t . 1 o . Las d ió ce s is  y  las d em ás  o rg a n iza c io n e s  re lig iosas d e  
cu a lq u ie r  c u lt o ,  q u e  fu e se n , esta b lecid a s  o  q u e  se e s ta b lecie ren  en el 
pa ís , para e je rce r  d e re ch o s  y  c o n tr a e r  o b lig a c io n e s  civ iles , enviarán 
al M in is ter io  d e  C u lto s  el E sta tu to  del o rg a n ism o  q u e  ten ga  a su ca r ­
g o  el G o b ie r n o  y  a d m in is tra c ió n  d e  sus b ien es, a s í  c o m o  el n o m b re  
d e  la p e rso n a  q u e , d e  a cu e r d o  c o n  d ic h o  E sta tu to , haya  d e  rep re ­
sen tar lo  lega lm e n te . En el r e fe r id o  E sta tu to  se d eterm in ará  el p e rs o ­
nal qu e  c o n s t itu y a  el m e n c io n a d o  o rg a n ism o , la fo r m a  d e e le c c ió n  
y  re n o v a c ió n  del m ism o  y  las fa cu lta d e s  d e  q u e  estu v iere  in v e stid o .

A rt . 2 o .  La rep resen ta c ión  legal d e  q u e  habla  el a r t íc u lo  a n te ­
r io r  n o  p o d rá  ser e je rc id a  s in o  p o r  e cu a to r ia n o s , c o n  las fa cu lta d e s  
su fic ie n te s  para representar a las en tid a d es  re ferid a s, en ju ic io  y  fu e ­
ra d e  él, en  cu a n to s  ca sos  fu e re  m en ester . El o rg a n ism o  a d m in is tra ti­
v o , lo  p r o p io  q u e  el rep resen ta n te  legal, ten d rá  n ecesa ria m en te  su 
d o m ic il io  en el E cu a d or.
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A rt. 3 o .  El M in istro  d e  C u lto s  d isp o n d r á  q u e  el E sta tu to  a q u e  
se re fiere  el A r t . 1 o . se p u b liq u e  en el R eg istro  O fic ia l y  q u e  se inscri­
ba  en  la o f i c in a  del R eg istra d or  d e  la P ro p ie d a d  del ca n tó n  o  c a n t o ­
nes en q u e  estu v ieren  s itu a d o s  los  b ien es  d e  cu y a  a d m in is tra c ión  se 
tra te . Esta in s cr ip c ió n  se hará en  un lib r o  espec ia l q u e  se d en om in a rá  
“ R eg istro  de las O rg a n iz a c io n e s  re lig io sa s ” , d e n tro  d e  los o c h o  d ías 
de re c ib id a  la o rd e n  M in isteria l.

A rt. 4 o .  S ie m p re  q u e  o cu rr ie re  a lguna  m o d if ic a c ió n  en los  Es­
ta tu to s  o  en el p erson a l d e  la c o r p o r a c ió n  a d m in istrativa , lo  m ism o  
q u e  c u a n d o  ca m b ia re  el p e rs o n e ro  o  rep resen ta n te  d e  d ich a  e n tid a d , 
se co m u n ic a r á  al M in is ter io  d e  C u lto s  para q u e  éste  o rd e n e  qu e  se 
t o m e  n o ta  en lo s  re s p e c t iv o s  R eg istros .

A rt. 5 o . La c e r t i f ic a c ió n  c o n fe r id a  p o r  el R eg istra d or  de la P ro ­
p ied ad  servirá d e  d o c u m e n t o  h a b ilita n te  para los  a c to s  ju r íd ic o s  en 
q u e  d e b a n  in terven ir las e n tid a d e s  a q u e  se re fie re  este  D e c re to . 
En el c e r t i f ic a d o  se a cred ita rá  q u e  la p e rso n a  a q u ien  se re fiere  tien e  
el ca rá cte r  d e  rep re se n ta n te  legal d e  las en tid a d e s  ju r íd ica s  re sp e cti­
vas. Para el e f e c t o ,  en  el m is m o  c e r t i f ic a d o  se hará con sta r  las fa c u l­
tad es  y  a tr ib u c io n e s  q u e  se le h u b iere  c o n fe r id o .

A rt . 6 o . Las In stitu c io n e s  C a tó lica s , prev ia  la in s cr ip c ió n  esta ­
b le c id a  en el A rt . 1 o .  d e  este  D e c re to , p o d rá n  e je rcer  los d e re ch o s  
civ iles  q u e  les c o r r e s p o n d a n  s o b r e  los  b ien es  q u e  p o se ía n  al t ie m p o  
d e  la d e c la ra c ió n  c o n te n id a  en  el D e c r e to  S u p re m o  N o . 1 2 1 , d e  1 8  
d e  D ic ie m b re  d e  1 9 3 5  y  p r o m u lg a d o  en  el R e g istro  O fic ia l N o . 6 8 , 
d e  1 9  d e  los  p r o p io s  m es  y  a ñ o .

A rt . 7 o . A l M in istro  d e  G o b ie r n o , P o lic ía , Justicia , C u ltos , 
e tc ., en cárgu ese  la e je c u c ió n  d e  esta  L e y .

D a d o  en el P a lac io  N a cio n a l, en Q u ito , a 21 d e  J u lio  de 1 9 2 7 .
(f )  F e d e r ic o  P A E Z .

El M in is tro  d e  G o b ie r n o , Justicia , P o lic ía , C u lto s , e tc .,
( f )  C rn el. H . S a lgad o  R .

Es c o p ia .— El S u b se cre ta r io  d e  G o b ie r n o  ( f)  E. E spinel y  T erá n .

(R e g is tro  O fic ia l  N o . 5 4 7  del 2 3  d e  J u lio  d e  1 9 3 7 ) .
A lg u n o s  E sta tu tos  d e  In stitu cion es  re lig iosas, p u b lica d o s  en 

el R eg istro  O fic ia l .
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N o . 1 5 4 .—M IN IS T E R IO  DE G O B IE R N O . E L JE F E  S U P R E ­
M O  D E  L A  R E P U B L IC A . V is to s  lo s  E sta tu tos  del C o n s e jo  G u b ern a ­
t iv o  d e  lo s  B ien es d e  la D ió ce s is  d e  L o ja .

A C U E R D A :
O rd e n a r  q u e  se p u b liq u e n  en el R eg istro  O fic ia l y  se inscriban  

en  la O fic in a  d el R eg istra d or  d e  la P rop ied a d  d e  los  ca n to n e s  d e  la 
p ro v in c ia  d e  L o ja , d e  c o n fo r m id a d  c o n  lo  e s ta b le c id o  en  el D e cre to  
S u p r e m o  N o . 2 1 2  d e  21 d e  ju lio  del a ñ o  p r ó x im o  p a s a d o —C o m u n i­
q ú e s e .—P a lac io  N a cio n a l, en  Q u ito  1 4  d e  fe b r e r o  d e  1 9 3 8 . P or el Je­
f e  S u p re m o  d e  la R e p ú b lica  el M in istro  d e  G o b ie r n o , C u lto s ; C m d te . 

J. Q u in ta n a .
(P u b lica d o  en  el R eg istro  O fic ia l N o . 1 0 7  del 5  d e  m a rzo  de 

1 9 3 8 , q u e  trae a c o n t in u a c ió n  el E sta tu to  q u e  c o p io  a q u í  tam b ién  
a c o n t in u a c ió n )

E S T A T U T O  D E L  C O N S E J O  D E  G O B IE R N O  D E  L O S  B IE N E S  
D E  L A  D IO C E S IS  D E  L O J A

A rt . 1 ..E I G o b ie r n o  y  a d m in is tra c ió n  d e  los  b ien es  d e  las Igle­
sia e in s titu c io n e s  p iad osa s  d e  la D ió ce s is  d e  L o ja  c o r r e s p o n d e  al 
C o n s e jo  d e  G o b ie r n o  d e  los  B ienes D io ce s a n o s , q u e  co n tin u a rá  a c­
tu a n d o  d e  c o n fo r m id a d  c o n  el D e re ch o  C a n ó n ic o , c o n  el D e c re to  S u ­
p r e m o  N o . 2 1 2  s a n c io n a d o  el 21 d e  ju lio  d e  p resen te  a ñ o  y  p ro m u l­
g a d o  en el R eg istro  O fic ia l el 2 4  del m ism o  m es y  a ñ o .

A rt . 2 o .  El C o n s e jo  d e  G o b ie r n o  d e  los  B ien es D io ce s a n o s , te n ­
drá  a su ca rg o  el g o b ie r n o  y  a d m in is tra c ión  d e  los  b ien es  d e  las si­
gu ien tes  en tid a d es  q u e , al t ie m p o  d e  la d e c la ra c ió n  c o n te n id a  en el 
D e c re to  S u p re m o  N o . 1 2 1 , sa n c io n a d o  el 1 8  d e  d ic ie m b re  d e  1 9 3 5  
y  p r o m u lg a d o  en  el R eg istro  O fic ia l del d ía  s igu ien te , go za b a n  del 
ca rá cter  d e  p erson a s  ju r íd ica s .

a) La D ió ce s is  o  C uria  D iocesa n a , rep resen ta d a  p o r  el S e ñ o r  0 -  
b isp o  d e  L o ja .

b ) El C a p ítu lo  C ated ra l, rep resen ta d o  p o r  su p res id en te .
c ) El S em in a rio  D io ce s a n o , c u y o  p e rs o n e ro  es el m ism o  O - 

b isp o  d e  L o ja .
d ) Las p a rroq u ia s  representadas p o r  sus re sp e ctiv o s  p á rro co s .
e ) Las Iglesias rep resen tad as  p o r  su R e c to r .
f )  Las c o fr a d ía s  rep resen tad as p o r  su P res id en te  o  su S ín d ic o .
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A rt. 3 o .  El C o n s e jo  d e  G o b ie r n o  ten d rá  su d o m ic i l io  en  L o ja .
A rt . 4 o .  El C o n s e jo  d e  G o b ie r n o  estará  in te g ra d o  p o r  tres 

m ie m b ro s  t o d o s  los  cu a les  ten d rán  ta m b ié n  su d o m ic il io  en a ciu d a d  
d e  L o ja , y  serán : el P res id en te  y  d o s  p erson a s  c o m p e te n te s , designa ­
das p o r  el O b is p o  d e  L o ja , o  p o r  la p e rso n a  q u e  h ic ie re  sus veces, o í ­
d o  el p a recer  del c a p ítu lo  C ated ra l. E stos  m ie m b ro s  durarán en su 
ca rg o  tres a ñ o s  y  p o d rá n  ser in d e fin id a m e n te  re e leg id os . P revio el 
p a re ce r  del C a p ítu lo  C ated ra l han s id o  d es ig n a d os  el C a n ó n ig o  X . .. el 
C a n ó n ig o  X . . .  y . . .

A rt. 5 o .  El P res id en te  del C o n s e jo  es d e  ju re  el O b is p o  d e  L oja  
o  el A d m in is tr a d o r  A p o s t ó l ic o  y  en su a u sen cia  el V ic a r io  G en era l. 
En S ed e  V a ca n te , el V ic a r io  C ap itu lar, o  e A d m in is tr a d o r  A p o s t ó l ic o  
q u e  d esignare  en  fa lta  d e  a q u é l, la Santa S ed e .

A rt. 7 o .  T an  p r o n t o  c o m o  el O b is p o  o  el V ic a r io  C ap itu lar t o ­
m aren  p o se s ió n  d e  su ca rg o , lo  co m u n ica rá n  al M in is ter io  de C u ltos  
a fin  d e  q u e  o rd e n e  la in s cr ip c ió n  d e  su n o m b re  en el R eg istro  de las 
O r g a n iz a c io n e s  R elig iosa s, d e  c o n fo r m id a d  c o n  el D e c re to  S u p re m o  
212.

A rt. 9 o .  S o n  fa cu lta d e s  del C o n s e jo  d e  G o b ie r n o :
a) G o b e rn a r  y  ad m in istrar los  b ien es  d e  las in s titu c io n e s  d esig ­

nadas en  el a r t íc u lo  se g u n d o .
b ) E m p lea r los  b ien es  en  las n eces id a d es  d e  d ic h o s  in stitu tos .
c )  A u to r iz a r  el e je r c ic io  d e  las a c c io n e s  ju d ic ia le s  q u e  fu eren  

n ecesarias para la d e fe n sa  d e  los  b ien es, p e r c e p c ió n  d e  arren d a m ien ­
t o s , e t c . y  velar para q u e  tales b ien es , p u e s to s  a  su c u id a d o , n o  pa­
d e z ca n  d e t r im e n to ; y

d ) T o d a  las d em ás  q u e  p a recieren  in d isp en sa b les  para llevar a 
c a b o  la g e s tió n  e c o n ó m ic a  d e  las referid as  in s titu c io n e s .

El C o n s e jo  se su jetará  al D e r e c h o  C a n ó n ic o  y  al D e r e ch o  Civil 
E cu a to r ia n o , en  t o d o  lo  q u e  ca yere  d e n tro  d e  su á m b ito  y , e sp ec ia l­
m e n te , en m aterias co n tra c tu a le s .

A rt . 1 3 o .  El C o n s e jo  d e  G o b ie r n o  p o d rá  m o d if ica r  en cu a l­
q u ie r  t ie m p o  este  E sta tu to . Las m o d if ic a c io n e s  serán transm itidas 
p o r  el P residente  al M in is tro  d e  C u lto s  para los  e fe c t o s  prev istos  en 
el art. 4  del D e c re to  2 1 2 .
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( f )  Juvenal J a r a m illo A . A rce d ia n o -P ro v ic a r io  G en era l.
( f)  B. B o lív a r  B ailón  M orales , C a n ó n ig o  H rio . S u b secre ta rio .
Es c o p ia  — El S u b secreta rio  d e  G o b ie r n o .

( f )  N. A . M a ld o n a d o .
(El A c u e r d o  N o . 1 5 5  q u e  o rd e n a  la p u b lic a c ió n  d e  los E statu­

to s  d e  la O rd en  F ranciscana  es su b sta n c ia lm e n te  igual, he a q u í  el 
e s q u e m a ):

N o . 1 5 5 . M in isterio  d e  G o b ie r n o  y  C u lto s .— El Jefe  S u p re m o  
d e  la R e p ú b lica . V is to s  los E sta tu tos  del C o n s e jo  d e  G o b ie r n o  de
la O rd e n  F ranciscana , A C U E R D A : O rd en a r q u e  se p u b liq u e n ..........
— C o m u n iq ú e s e , Q u ito  1 4  d e  fe b r e r o  d e  1 9 3 8 .

E S T A T U T O S  P A R A  L A  A D M IN IS T R A C IO N  Y  G O B IE R N O  
D E  L O S  B IE N E S  D E  L A  O R D E N  F R A N C I S C A N A  

EN E L  E C U A D O R

A rt. 1 o . El G o b ie r n o  y  A d m in is tr a c ió n  d e  lo s  b ien es  d e  las ca ­
sas, iglesias, e in s titu cion es  p iadosas d e  la P rov in cia  F ran ciscan a  en 
el E cu a d o r  están a ca rgo  del C o n s e jo  P ro v in c ia lic io  d e  la m ism a  O r­
d en  F ranciscana , q u e  con tin u ará  a c tu a n d o  d e  c o n fo r m id a d  c o n  el 
D e r e ch o  C a n ó n ic o , c o n  el D e c r e to  S u p r e m o  2 1 2 . . .  y  c o n  el M od u s  
V iv e n d i...

A rt . 2 0 . G o z a n  d e  ca rá cter  d e  p erson a s  ju r íd ic a s :
a) L o s  C o n v e n to s  fra n c is ca n o s  d e  Q u it o , O ta v a lo ... . ,  rep resen ­

ta d o s  p o r  sus re sp e ctiv o s  su p eriores .
b ) El C o n v e n to  d e  San D ie g o , re p re se n ta d o  p o r  sus su p eriora .
c )  Las p a rroq u ia s  d e  G u á p u lo ... . ,  e t c ., rep resen ta d as  p o r  sus 

p á r r o co s  y  re c to re s .
d ) Las m is ion es  d e ... rep resen tad as p o r  su le g ít im o  su p erior .
e) La Iglesia de C an tu ña  y  las c o fr a d ía s  y  a s o c ia c io n e s  fra n c is ­

canas d e  t o d a  la R e p ú b lica , representadas p o r  su R e c to r , P residente  
o  S ín d ic o .. .

A rt. 4 o .  El C o n s e jo  P rov in c ia lic io  estará  in teg ra d o  p o r  5 m ie m ­
b ro s  re lig io so s  e le g id o s  d e  a cu e rd o  c o n  las C o n s t itu c io n e s  d e  la O r­
d e n ; . . .( lo s  d em ás a r t ícu lo s  m u y  sem ejan tes  o  ¡guales a los  del Esta­
tu t o  antes tra n s cr ito ) . Este se halla p u b lic a d o  en  el m is m o  R eg istro  
O fic ia l N o . 1 0 7 .— El E sta tu to  d e  la O rd e n  A g u s tin ia n a , m u y  sem e ja n ­
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te  ta m b ié n ; está  p u b lica d o  en  el m is m o  lu gar.—El d e  la D ió ce s is  d e  I- 
barra y  el d e  la O rd en  d e  la M e r ce d , en  R eg istro  O ficia l 1 1 2 -1 1 3  de 
1 1 -1 2  d e  m a rzo  d e  1 9 3 8 .— El d e  las religiosas d e  la P rov id en cia  y 
d e  la In m acu lad a  C o n c e p c ió n  en el R e g is tro  O fic ia l N o. 1 3 6  del 8 de 
abril d e  ese a ñ o , e tc .
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C O M IS IO N  N A C IO N A L  P E R M A N E N T E  DE 
C O N M E M O R A C IO N E S  C IV IC A S  

(C N P C C )

P R E S ID E N T E :
L ic . d o n  A le ja n d ro  C arrión  A gu irre , 
M ie m b ro  d e  la A ca d e m ia  E cu a torian a  
d e  la L en gu a , R e p resen ta n te  del Presi­
d e n te  C o n s titu c io n a l d e  la R e p ú b lica .

V IC E P R E S ID E N T E  E J E C U T IV O :

L ic . d o n  B y ro n  M o r e jó n ,
M in istro  D ir e c to r  G en era l d e  R e la c io n e s  
C u ltu ra les  d e  ia C a n cille r ía , R ep resen ­
ta n te  del M in istro  d e  R e la c io n e s  E x te ­
riores .

V O C A L E S :

P ro fe so ra  L ice n c ia d a  d o ñ a  T eresa  L e ó n  
d e  N o b o a ,
D ire c to r a  N a cion a l d e  C u ltu ra , R e p re ­
sen tan te  del M in is tro  d e  E d u c a c ió n  N a­
c io n a l.

G en era l d e  B rigada  d o n  G o n z a lo  O rellana , 
D ire c to r  d e  lo s  M u seos  M ilitares, R e p re ­
sen tan te  del M in istro  d e  D e fe n sa  N a c io ­

nal.



D o c t o r  d o n  P e d ro  B a rre iro ,
S e c r e ta r io  G en e ra l d e  la C asa  d e  la C u l­

tu ra  E cu a to r ia n a  y  su re p re s e n ta n te .

A S E S O R E S :

R .P . d o c t o r  d o n  J o s é  M a ría  V a rga s  O.F\,. 

P re m io  N a c io n a l “ E u g e n io  E s p e jo ”  

1 9 8 4 ,  M ie m b r o  d e  la A c a d e m ia  E c u a t o ­

riana d e  la L e n g u a .

D o c t o r  d o n  J o rg e  S a lv a d o r  L ara , 

E x -M in is tr o  d e  R e la c io n e s  E x te r io r e s , 

D ir e c to r  d e  la A c a d e m ia  N a c io n a l d e  

H istoria .

E c o n o m is ta  F a b io la  C u v i, d e  la O f ic in a  

d e  la M u jer  d e  las N a cion es^ U n id a s .

S E C R E T A R I O :
L ic e n c ia d o  R a fa e l V in t im il la  C h ir ib o g a , 

d e  la D ir e c c ió n  d e  R e la c io n e s  C u ltu ra le s  

d e  la C a n c ille r ía .



LA  IGLESIA Y  EL ESTADO EN EL ECUADOR, se 
terminó de imprimir el día 15 de abril de 1988, en la 
NUEVA EDITORIAL de la Casa de la Cultura Ecuato­
riana “ Benjamín Carrión” , siendo su Presidente el Pro­
fesor Edmundo Ribadeneira M. y Asesor Técnico de la 
Nueva Editorial el señor César Viteri H.


